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hayan pertenecido al Régimen Nacional
Socialista Alemán . (S.-2.210/96). (Pág.
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nador Maglietti por el que se repudia y
condena el atentado contra el Cemen-
terio Israelita de La Tablada , Buenos
Aires. (S.-2.212/96). (Pág. 5974.)
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por el que se solicita la adopción de me-
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Empresa Provincial de Energía (Se-
cheep) del Chaco (S. 2.219/96). (Pág.
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XCVI . Proyecto de declaración de los señores
senadores Fernández Meijide y Losada
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blada , Buenos Aires (S.-2.222/96). (Pág.
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XCVII . Proyecto de comuni ación del señor se-
nador Humada por el que se solicitan in-
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psicofármácos y alcohol (S.-2.223/96).
(Pág. 5982.)

XCVIII. Proyecto de comunicación del mismo
señor senador por el que se solicitan in-
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5981)

3. Lectura y aprobación, con modificaciones , del plan
de labor para la sesión de la fecha. (Pág. 5984.)

4. Consideración del dictamen de la comisión de
Acuerdos en el mensaje del Poder Ejecutivo por el
que se solicita acuerdo para designar como vicepresi-
dente del Banco Central de la República Argentina
al licenciado Martín Lagos . Se aprueba. (Pág. 5986.)

5. Por indicación de la Presidencia , se pasa a cuarto in-
termedio para constituir la Cámara en tribunal de
juicio político . (Pág. 5987.)

6. Consideración del dictamen de las comisiones de
Asuntos Administrativos y Municipales , de Comuni-
caciones y de Defensa Nacional en dos proyectos:
uno de resolución del señor senador León; y el otro
de comunicación del señor senador Ulloa v otros
señores senadores por los que se solicita se deje sin
efecto el proceso de licitacióng del control del es-
pectro electromagnético (S.-419 y 1.422/96). Se re-
chazan. (Pág. 5987.)
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sobre hábeas data , en, siete proyectos de ley: el pri-
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timo, venido en revisión de la Cámara de Diputados
(S.-1.384 y 2.006/95; 111; 230. 563 y 773/96; y C.D.-
30/96). Se aprueba otro proyecto de ley. (Pág. 5993.)

8. Manifestaciones de varios semores senadores acerca
de un proyecto sobre el "hanta virus" . Se levanta la
sesión por falta de quórum. (Pág. 6086.)

9. Apéndice:

Sanciones del Honorable Senado . (Pág. 6087.)

-En Buenos Aires, :t las 17'y 41 del miér-
coles 23.de octubre de 1996:

Sr. Presidente . - La sesión está abierta.

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente . - Invito al señor senador por
Santa Fe del Partido Justicialista don Jorge José
Massat a izar la bandera en el mástil del recinto y
a los presentes a ponerse de, pie.

-Puestos de pie los presentes, el señor se-
nador Massat procede a izar la bandera na-
cional en el mástil del re=cinto. (Aplausos.)

2

ASUNTOS ENTRADOS

Sr. Presidente . - Por Secretaría se va a dar
cuenta de .la lista de asuntos entrados desde la
última sesión. Corresponde que los señores se-
nadores formulen las consideraciones que es-
timen pertinentes.

Sr. Secretario (Piuzzi). - (Lee):

-La nómina de los asuntos entrados, con las
observaciones formuladas, erg la siguiente:

Comunicaciones de la Presidencia

Decreto del 26 de septiembre- por el que se autoriza a
los señores senadores Maya, Villaverde y Branda para
viajar a Washington, Estados Unidos de América, del 26
de septiembre al 1° de octubre inclusive, para integrar
la delegación oficial que participará de la reunión anual
de la Asamblea de Gobernadores del Banco Interna-
cional de Reconstrucción y Fomento y del Fondo Mone-
taria Internacional (D.P.-707/96'1. (A sus antecedentes.)

-Decreto del 10 de octubre por el que se autoriza a
los señores senadores Galván, (le la Rosa y Solana para
viajar a La Habana, Cuba, desde el 16 al 21 de octubre
inclusive, para participar en diversas reuniones dé comi-
siones del Parlamento Latinoamericano (D. P. -722, 723 y
724/96). (A sus antecedentes.)

II

Aprobación del Convenio y del Protocolo Adicional
entre la Argentina y Paraguay en materia de Salud
Fronteriza. - Mensaje y proyecto de ley del Poder

Ejecutivo

Buenos Aires, 16 de octubre de 1996.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabilidad
con el objeto de someter a su consideración un proyecto
de ley tendiente a aprobar el Convenio entre el Go-
bierno de la República Argentina y el Gobierno de la Re-
pública del Paraguay en Materia de Salud Fronteriza,
suscrito en Asunción -República del Paraguay- el 30
de octubre de 1992 y el protocolo adicional al Convenio
de Salud Fronteriza entre la República Argentina y la
República del Paraguay, suscrito en Buenos Aires el 28
de noviembre de 1995.

En virtud del Convenio citado, ambos gobiernos,
conscientes de los problemas de salud, nutrición, educa-
ción alimentaria, sanidad` ambiental, atención hospita-
laria, que afectan las áreas de fronteras entre los dos
países, acordaron establecer acciones conjuntas, estable-
ciendo programas de vacunación preventiva,.. de control
y vigilancia epidemiológica, para promover la coopera-
ción técnica y coordinar acciones para el control de por-
tadores de enfermedades transmisibles.

Con respecto a la nutrición y educación alimentaria, la
realización de investigaciones epidemiológicas sobre as-
pectos nutricionales, el intercambio de información, la
formación de profesionales y la promoción de planes
conjuntos están contemplados como acciones condu-
centes a fin de aliviar la situación planteada en ese as-
pecto en las regiones fronterizas.

Considerando que el flujo migratorio entre ambos
países es considerable, se prevé desarrollar sistemas de
control sanitario de los inmigrantes, su núcleo familiar,
animales domésticos y enseres eón los que se desplazan.
A tal efecto, se prevé la creación de un certificado sani-
tario expedido por las autoridades oficiales de cualquiera
de los dos países.

Con respecto al medio ambiente; teniendo en cuenta
específicamente la calidad de las aguas de los cursos flu-
viales fronterizos, se acuerda fomentar, mediante ac-
ciones políticas coordinadas, las normas que definan los
niveles mínimos de calidad hídrica, sus parámetros fí-
sici.os, químicos y biológicos; el contralor, a través de me-
canismos legales, de la efectiva vigencia del control de
afluentes y usos de los recursos hídricos.

La vigilancia epidemiológica estará a cargo de la Di-
rección Nacional de Promoción y Protección de la Salud
o el organismo que lo reemplace en el futuro, por la Re-
pública Argentina y de la División General de Epide-
miología o el organismo que lo reemplace en el futuro,
por la República del Paraguay, así como de los orga-
nismos pertinentes responsables de las cinco provincias
argentinas y las siete regiones sanitarias paraguayas
limítrofes.

Ambos países acordaron la creación, a efectos de coor-
dinar las acciones y hacer efectivo lo dispuesto por el
presente Convenio, de un Comité Conjunto de Coordi-
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Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votar, en general

-La votación resulta net ,ativa.

Sr. Presidente . - Queda rrrt^hazado el pro-
yecto de comunicación.
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Sr. Presidente . - Corresponde considerar el
dictamen de las comisiones de Asuntos Constitu-
cional.es-, de Legislación General, de Libertad de
Expresión y de Derechos y Garantías en siete
proyectos de ley sobre hábeas data: el primero,
del señor senador Menem; el segundo, de la
señora senadora Fernández Meijide; el tercero,
del señor senador López; el cuarto, del señor se-
nador Berhongaray; el quinto, del señor senador
Romero Feris; el sexto, del señor senador Ala-

% y el séptimo, venido en revisión de la Cá-
mara de Diputados. Se aconseja aprobar otro
proyecto de ley. (Orden del Día N° 1.208 y
Complemento.)

Por Secretaría se dará lectura.
Sr. Secretario (Piuzzi). - (LA"# r)

Dictamen de comisiones

Honorable Senado:

Vuestras comisiones de Asuntos Constitucionales, de Le-
gislación General , de Libertad de Expresión y de Dere-
chos y Garantías han considerado los expedientes : S: 11l/
98, "Menem : proyecto de ley sobre hábeas data "; S.-230/
96, "Fernández Meijide : proyecto de ley sobre hábeas
data"; S:563/96, "López : proyecto de ley sobre há-
beas data"; S .-773/96, "Berhongaray : proyecto de ley
sobre hábeas data"; S-1.384/95, "Romero Feris: pro-
yecto de ley -l;obre hábeas data"; S-2.006/95: "Alas¡-
no: proyecto de ley sobre hábeas data"; C.D.-30/96:
"Proyecto de ley en revisión sobre hábeas data" y
por las razones que dará el miembro informante, os
aconsejan la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LE?

El Senado y Cámara de Diputados, ...

C.*PITtn o I

Disposiciones generales

Artículo 19 - Objeto . La presente ley tiene par obje-
to la protección integral de los datos de carácter per-

sonal asentados en archivos , registros . bancos de datos,
u otros medios técnicos de tratamiento de datos, elec-
trónicos o manuales , para garantizar el honor y la inti-
midad de las personas , así como tarrrb én el acceso a
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la información que sobre las mismas ,e registre de con-
formidad a lo establecido en el artículo 43, párrafo
tercero de la Constitución Nacional.

f.ns disposiciones de la presenta ley tnmblki: serán
aplicables, en cuanto resulte pertinente, a los datos re-
Intivos a personas de existencia Ideal.

Art. 29 - Definiciones. A los fines de In presente
ley se entiende por: 3 . '

-- Datos de carácter personal : información de cual-
quier tipo referida a personas fhiess.o de exis-
tencia Ideal determinadas o ,determinables.

- Datos sensibles : sm los' qii revelan . origen ra-
cial y étnico , opiniones políticas , convicciones
religiosas, filosóficas e morales , afiliación sindi-
val e información referente a In salud o a la
vida sexual.

Archivo, registro, base o banco 'de datos :' indas-,
tintamente, designan al conjunto organizado de
datas dé carácter personal que, sean objeto
de tratamiento o procesamiento , electrónico o
no, cualquiera que fuere la modalidad de sil
formación , almacenamiento, organización ó ac-
ceso.

- Tratamiento de datos : operaciones y procedi-
mientos sistemáticos , electrónicos o no , que per-
mitan la recolección , conservación, =ordenación,
almacenamiento, modificación, relacionamiento,
evaluación , bloqueo, destrucción , y en general
el procesamiento de datos de carácter personal,
así como también su cesión a terceros a través
de comunicaciones , consultas, interconexiones o
transferencias.

- Responsable de archivo, registro, base o banco
de datos: persona física o de existencia ideal
pública o privada, que es titular de' un archivo,
regis t ro, base o banco de datos.

- Datos informatizados : los datos de carácter per -
sonal sometidos al ' tratamiento o procesamiento
electrónico o automatizado.

Titular (le los datos: toda persona física, ciuda-
(111110 argentino o extranjero , o persona de exis-
tenx:in ideal con domicilio legal o delegaciones
o sucursales en el país, cuyos datos sean obje-
to del tratamiento de que trata la presente ley.

- Ficha personal: contenido de la información de
una persona , que permite su identificación y
definir sus antecedentes y actividades de cual-
quier tipo.

- Usuarios de datos: toda persona , pública ó pri-
vada que realice a su arbitrio el tratamiento
de datos, ya sea en archivos , registros o
co
s bas-
n de datos propios o a través de conexión

con los mismos.

CAPITULO, II

Principios generales relativos a la protección
de datos

Art. 39-Archivos de datos - Licitad. La formación
de archivos de datos será lícita cuando se encuentren

1

cscarlato.dip
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drbid:urente Inscritos , nbservándo en di¡ operación las
principios que establecen la presente ley y las regla-
nu•ninciohes que »t i dicten en ' su consecuencia,

Los archivos de datos no pueden tener finalidades
contrarias , a, las leyes o a la moral pública.

Art. 49 - Calidad de las datos:

1. Los datos personales que s4 recojan a los efectos
de sud ' trttanaiento deben ser ciertos , adecuados,
pertinentes y sor exceirivos km relación al ámb'.to
y finalidad para las que se hubieren obtenido.

$, Laz repoleeción de tintos no podrá hacerse por
medios 'desleales, fraudulentos o en forma con-
traria a las disposiciones de la presente ley.

3. L * datos 'objeto de tratamiento no pueden ser
utilizados para finalidades dist"ntas o incompa-
tibles con aquellas que motivaron su obtención.

4. Los datos serán exactos y deben actualizarse
.eq el caso, de que ello fuere necesario.

5. Los datos total o parcialmente Inexactos, o que
sean incompletos , deben ser cancerados y susti-
tu'dos, o en su caso completados , de oficio
cuando se-tenga conocimiento de la inexactitud
o carácter Incompleto de la información de que
se trate , sin perjuicio de los derechos del titu-
lar establecidos en el articú o 16 de la presen-
te ley.

6. Los datos deben ser almacenados de modo que
permitan el ejercic'o del derecho de acceso de
su titular.

7. Los datos deben ser destruidos cuando hayan
dejado de ser necesarios o pertinentes a los fi-
nes para los cuales hubiesen sido recabados.

Art. 59 - Consentimiento:

1. El tratamiento de datos de carácter personal es
ilícita: cuando el titular no hubiere prestado su
consentimiento expreso, el que deberá constar
por escrito, o por otro medio que permita se
le equipare , de acuerdo a las circunstancias.

El refer 'do consentimiento prestado con otras
declaraciones, deberá figurar en forma expresa
y de§tacada, juntamente con las advertencias
previstas en el articulo 69 de la presente.

2. No será necesario el consentimiento cuando:

a) Los datos se obtengan d.; fuentes accesibles
al público;

b) Se recaben para el ejercicio de funciones
propias de los poderes del Estado;

c) Se trate de listados cuyos datos se limiten
a nombre, ocupación , fecha de nacimiento,
direccjhn y ,número, de teléfono; ,

d) Deriven ele tina relación contractual y re-
sulten necesarios para ' sn cumplimiento;

e) Se trate de las operaciones que realicen las
entidades financieras y de las informaciones
que reciben de sus clientes conforme las dis-
posiciones del artículo 39 1 de la ley 21.525.

Al(. (1'^ --- ice¡orrnnrl(m. Cuando se recaben datos por-
sonales se deberá informar previamente a sus titulares
en forran expresa y clara:

a) La finalidad para la que serán tratados y quié-
tus pueden ser sus destinatarios;

b) La existencia del archivo, registro, banco de
datos, electrónico o de cualquier otro tipo, de
que se trate y la identidad y domicilio de su
responsable;

e) El remeter obligatorio o facultativo (le ¡ni res-
puestas al cuestionario que se le proponga, en
especial co cuarto a .los datos referidos en el
artículo siguiente;

d) Las consecuenc' as de proporcionar los datos,
de la negativa a hacerlo o de la inexactitud
(le los mismos;

e) La posibilidad del interesado de ejercer los
derechos de acceso, rectificación y cancelación
de los datos.

Art. 70 - Categoría de datos:

1. Ninguna persona puede ser ob'igada a propor-
cionar datos sensibles.

2. Los datos ind'cados en el apartado anterior sólo
pueden ser recabados y objeto de tratamiento
cuando medien razones de Interés general auto-
rizadas por ley, o con finalidades estadísticas
o científicas cuando.no puedan ser identificados
sus titulares.

3. Queda prohibida la formación de archivos, ban-
cos o registros que ala-acenen información que
directa o Indirectamente revele datos sensibles.
Sin perjuicio de ello, la Iglesia Católica, las'
asociaciones religiosas y las organizaciones po-
líticas y sindicales podrán llevar un reg'stro de
sus miembros. .

4. Los datos relativos a antecedentes penales o
contravencionales sólo pueden ser objeto (le tra-
iamiento por parte de las autoridades púbicas
competentes, en el marco de las leyes y r(,gln-
mentaciones respectivos.

Art. 89 - I)a!os relativos a la salud . Los hospitales
y demás instituciones sanitarias públicas o privadas y
los profesionales vinculados a la ciencia médica pue-
den recabar y tratar los datos personales re'ativos a la
salud física o mortal (le los pacientes que acudan a
los mismos o que estén o hubieren estado bajo, trata-
miento de aquéllos.

Art, ge - Seguridad ele los datos:

1. El responsable o us'aario del arch ivo de datos
debe adoptar las medidas técnicas y orgaá'rr-
tiv:as que : resulten necesarias para garantizar la
seguridad y confidcucialídad de los datos ele
carácter personal , de modo de evitar su ndul-
ternción, pérdida, consulta o tratamiento no au-
torizado, y que permitan detectar desviaciones
intencionales o no de información, ya sea que
los riesgos provengan de la acción humana o
del medio técnico utilizado.
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2. No se deben registrar datos de carácter perso-
nal en archivos, registros o bancos que no reú-
nnn condiciones técnicas do Integridad y se-
guridad. l'

A.¡ t. 10. - Deber de confidencialidad :

1. El responsable y los personas que intervengnn
en cualquier fase del tratamiento de datos per-
sonales están obligados al secreto profesional
respecto de los mismos . Tal obligación subsis.
tirá aun después (lo finalizada su relación con
el titular del archivo de datoq.

2. El obligado podrá ser relevado del deber ele
secreto por razones fundadas relativas a la se-
guridad públ ica, la defensa nneional o la salud
pública.

Art. 11. - Cesión:

1. Los datos de carácter personal objeto de trata-
miento sólo pueden ser cedidos para el cumpli-
miento de los fines directamente ' relacionados
con él interés legitimo dei cedente y del cesio-
nario y con el previo consentimiento del titular
de los daos, al que se le debe Informar sobre
la f:nalidad de la cesión e identificar al cesio-
nario o los elementos que permitan hacerlo.

2. La cesión de datos a terceros debe ser comu-
nicada a los titulares en la primera oportuni-
dad en que ello ocurra . El consentimiento para
la cesión es revocable.

3. El consentimiento no 'es exigido cuando:

a) As¡ lo disponga una ley;
b) En los supuestos previstos en el articulo 59

Inciso 2; -
e) El establecimiento del archivo responda a

la libre y legitima acepacibn, de una rela-
ción jurídica cuyo desarrollo , cumplimiento
y control implique necesariamente la co-
nexión de dicho fichero con el de terceros.
En tal caso la cesión será legitima en cuan=
to, se limite a la finalidad que la justificó;

d) Se realice entre dependencias de los órga-
nos del Estado en la medida del cumpli-
miento de sus tespectívas competencias;

e) Se trate de datos personales relativos a la
salud, y sea necesario por razones de salud
pública, de emergencia o para la realiza-
ción de estudios epidemiológicos ; en tanto
se preserve In identidad de los titulares de

f)

los datos mediante mecanismos de disocia-
ción adecuados;
Se hubiera aplicado un procedimiento de
disociación de la infemmnación, de modo que
los titulares de los datos sean inidentificables.

4. El cesionario quedará- sujeto a las mismas obli-
gaciones legales y reglamentarias del cedente
y éste responderá solidaria y conjuntamente por
In observancia de las mismas ante el organismo
de control y el titular de los datos de que se
trate.

Art. 12. _ Transferencia internacional:

1. Es prohibida la transferencia de datos de ca-
rácter personal de cualquier tipo con países u

organismos internacionales o supranacionales,

que no proporcionen niveles de protección equi-

parables a los de la República Argentina.

2. La prohibición no regirá en los siguientes su-
puestos:

a) Colaboración judicial internacional;

b) Intercambio de datos de carácter médico,
cuando así lo exija el tratamiento del afee-
tado, o una investigación epidemiológica;

c) Transferencias bancarias o bursátiles, en lo
relativo a las transacciones respectivas y
conforme la legislación que les resulte apli-
cable;

d) Cuando La transferencia se hubiera acordado
en el marco de tratados internacionales en
los cuales la República Argentina sea parte;

e) Cuando la transferencia tenga por objeto
la cooperación internacional entre organis-
mos de inteligencia para la lucha contra el
crimen organizado, el terrorismo y el nar-
cotráfico.

CAPITULO III

Derechos de los titulares de datos

Art. 13. -Derecho de información. Toda persona
puede solicitar información al organismo de control
relativa a la existencia de archivos, registros bases o
bancos de datos de carácter personal, sus finalidades
y la identidad de sus responsables. El registro que se
lleve al efecto será de consulta pública y gratuita.

Art. 14. -Derecho de acceso:

1. El titular tiene derecho a solicitar y obtener
información de sus datos de carácter personal
incluidos en los bancos de datos públicos o
privados destinados a proporcionar informes.

2. El requerido deberá asegurarse de la identidad
del peticionante y cumplir con dicha obligación
dentro de los diez días corridos de haber sido
intimado fehacientemente. Vencido el plazo sin
que se satisfaga el pedido, o si evacuado el in-
forme, éste se estimara insuficiente, quedará ex-
pedita la acción especial de amparo prevista
en esta, ley.

3. El derecho de acero a que se refiere este ar-
tículo sólo puede ser ejercido a intervalos no
Snferiores a seis meses , salvo que se acredite
un interés legítimo al efecto.

Art. 15. -Contenido de la información:

1. La información debe ser suministrada en for-
ma clara, exenta de codificaciones y en su caso
acompañada de una explicación, en lenguaje
accesible al conocimiento medio de la pobla-
ción, de los términos que se utilicen..
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2. La, información debe ser amplia y versar sobre
la totalidad del registro perteneciente al titu-
lar, aun cuando el requerimiento sólo compren-
da un aspecto de los datos personales. En nin-
gún caso el informe podrá revelar datos perte-
nacientes a terceros, aun cuando se vinculen
con el interesado.

3. El acceso, a opción del titular, podrá instru-
mentarse por escrito, por medios electrónicos,
telefónicos, de imagen, u otro idóneo a tal fin.

Art. 16. - Derecho de rectificación, actualización o
cancelación:

1. Toda persona tiene ' derecho a que sean recti-
ficados, actualizados, suprimidos o sometidos a
confidencialidad los datos personales de los que
sea titular, que estén incluidos en un banco de
datos.

2. El responsable o usuario del banco de datos,
debe proceder a la rectificación, cancelación o
actualización de los datos personales del afec-
tado , realizando las operaciones necesarias a
tal fin en el plazo máximo de cinco días há-
biles de verificado el error o falsedad.

3. El incumplimiento de esta obligación dentro del
término acordado en el inciso precedente, ha-
bilitará al interesado a promover sin más la ac-
ción de amparo prevista en la presente ley.

4. En el supuesto de cesión , o transferencia de
datos , el responsable o usuario del banco de
datos debe notificar la rectificación o cancela-
ción al cesionario dentro del quinto día hábil
de, efectuado el tratamiento del dato.

5. La cancelación no procede cuando pudiese cau-
sar perjuicios a derechos o Intereses legítimos
del afectado o de. terceros , o cuando existiese
una obligación legal de conservar los datos.

6. Durante el proceso de verificación y rectifica-
ción del error o falsedad de la información que
se trate, el responsable o usurario del banco de
datos deberá o bien bloquear el archivo, o con-
signar al proveer información relativa al mismo
la circunstancia de que se encuentra sometida
a revisión.

7. Los datos de carácter personal deben ser con-
servados durante los plazos previstos' en las
disposiciones aplicables o, en su caso, en las
relaciones contractuales entre el responsable o
usuario del banco de datos y el titular de los
datos.

Art. 17. - Excepciones:

1. Los responsables o usuarios de bancos de datos,
pueden denegar el acceso , rectificación o la
cancelación en función de la protección de la
defensa de la Nación , del orden y la. seguridad
pública, o de la protección de los derechos e
intereses de terceros.

2. La información sobre datos de carácter personal
también puede ser denegada , cuando de tal

modo se pudieran obstaculizar actuaciones ju-
diciales o administrativas en curso vinculadas
a la investigación sobre el cumplimiento de obli-
gaciones tributarias o previsiona!es, el desarro-
llo de funciones de control de la salud y del
medio ambiente, la investigación de delitos pe-
nales y la verificación de infracciones adminis-
trativas. La resolución que así lo disponga dele
ser fundada y notificada al afectado.

3. Sin perjuicio de lo establecido en los incisos

anteriores, se deberá brindar acceso a los re-
gistros en cuestión en la oportunidad en que

el afectado deba ejercer su derecho de defensa.

Art. 18. - Comisionés legislativas . Las comis iones de
Defensa Nacional y la Comisión Bicameral de Fiscali-

zación de los Organos y Actividades de Seguridad In-
terior e Inteligencia del Congreso de la Nación, o las

que las sustituyan , tendrán acceso a los archivos o ban-
cos de datos referidos en el artículo 23 inciso 2 por
razones fundadas y en aquellos aspectos que constitu-
yan materia de competencia de tales comisiones.

Art. 19 . - Gratuidad . La rectificación , actualización
o cancelación de datos de carácter personal inexactos
o incompletos se efectuará sin cargo alguno para el
interesado.

Art. 20. - Impugnación de valoraciones . personales:

1. Las decis 'ones judiciales o los actos adminis-
trativos que impliquen apreciación o valoración
sobre conductas humanas no podrán tener co-
mo único fundamento el resultado del tratamien-
to informatizado de datos de carácter personal
que suministren una definición del perfil o per-
senalidad del interesado.

2. Los actos que resulten contrarios a la disposi-
ción precedente serán insanablemente nulos.

CAPíTULO IV

Usuarios y responsables de archivos, registros
y bancos de datos

Art. 21. - Registro de archivos de datos. Inscrip-

ción.

1. Todo archivo, registro, base o banco de datos
destinado a proporcionar informes debe inscri-
birse en el registro que al efecto habilite el
organismo de control.

2. El registro de archivos de datos debe compren-
der como mínimo la siguiente información:

a) Nombre y 'dirección del responsable;
b)- Características y finalidad del archivo;
c) Naturaleza de los datos personales conte-

nidos en cada archivo;
d) Forma de recolección y actualización de

datos;
e) Destino de los datos y entidades a los que

pueden ser transmitidos;
f) Modo de interrelacionar la información re-

gistrada;

1
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g) Medios utilizados para garantizar la segu-
ridad de los datos, debiendo detallar la
categoría de personas con acceso al trata-
miento de la información;

h) Tiempo de conservación de los datos;

i) Forma y condiciones en que las personas
pueden acceder a los datos referidos a ellas
y los procedimientos a realizar para la rec-
tificacón o actualización de los datos.

3. Ningún usuario de datos podrá poseer datos

de carácter personal de naturaleza distinta a

loa declarados en el registro.

Art. 22. - Archivos, registros o bancos de datos pú-
blicos:

1. Las normas sobre creación, modificación o su-
presión de archivos, registros o bancos de da-
tos pertenecientes a organismrs públicos deben
hacerse por medio de disposición general pu-
blicada en el Boletín Oficial de la Nación o
diario oficial, y anotado en rl correspondiente
registro que a tal fin habilite el organismos
de control.

2. Las disposiciones respectivas, deben indicar:

a) Características y finalidad del archivo;
b) Personas respecto de las anales se pretenda

obtener datos y el carácter facultativo u
obligatorio de su suministro por parte de
aquéllas;

c) Procedimiento de obtención y
de los datos;

actualización

d) Estructura básica del archivo, informatizado
o no, y la descripción de la naturaleza de
los datos de carácter personal que conten-
drán;

e) Las cesiones, transferencias o interconexiones

f)

g)

previstas;

Organos responsables del archivo, precisan-
do dependencia jerárquica en su caso;

Las oficinas ante las que se pudiesen efec-
tuar las reclamaciones ' en ejercicio de los
derechos de acceso , rectificación o cance-
lación.

3. En las disposiciones que se chcten para la su-
presión de los registros informatizados se esta-
blecerá el destino de los mismos o las medidas
que se adopten para su destrucción.

4. La cesión de datos almacenados en fuentes ac-
cesibles al público, no podrá efectuarse a ar-
chivos, registros o bancos de datos privados sin
el consentimiento del titular de los datos o en
virtud de una ley que lo autorice.

Art. 23. - Supuestos especiales:

1. Quedarán sujetos al régimen de la presente ley,
los datos de carácter personal que por haberse
almacenado para fines administrativos, deban
ser objeto de registro permanente en los ban-

cos de datos de' las fuerzas armadas, fuerzas
de seguridad, organismos policiales o de inte-
ligencia; y aquéllos sobre antecedentes perso-
nales qne proporcionen dichos bancos do datos
a las autoridades administrativas o judiciales
que los requieran en virtud de, disposiciones
legales.

2. El tratamiento de datos personales con fines
de defensa nacional o seguridad pública por
parte de las fuerzas armadas , fuerzas de segu-
ridad, organismos policiales o de inteligencia, s!n
consentimiento ele los afectados , queda limitado
a aquellos supuestos y categoría de datos que
resulten necesarios para el estricto cumplimien-
to de las misiones legalmente asignadas a aqué-
llos para la defensa nacional , la seguridad
pública o para la represión de los delitos. Los
archivos, en tales casos, deberán ser especifico!;
y establecidos al efecto, debiendo clasificarse
por categorías, en función de su grado de
fiabilidad.

3. Los datos personales registrados con fines po-
liciales se cancelarán cuando no sean necesarios
para las averiguaciones que motivaron su alma-
cenamiento.

Art. 24. - Archivos, registros o bancos de datos pri-
vados. Los particulares que formen archivos , registros
o bancos de datos que no sean para un uso exclusiva-
mente personal deberán - registrarse conforme lo previsto
en el articulo 21.

Art. 25. - Prestación de servicios Informatizados de
datos de carácter personal:

1. Cuando por cuenta de terceros se presten ser-
vicios de tratamiento de datos de carácter perso-
nal, éstos no podrán aplicarse o utilizarse con un
fin distinto al que figure en el contrato de ser-
vicios, ni cederlos a otras personas, ni aún para
su conservación.

2. Una vez cumplida la prestación contractual los
datos personales tratados deberán ser destrui-
dos, salvo que medie autorización expresa de
aquel por cuenta de quien se prestan tales ser-
vicios cuando razonablemente se presuma la
posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo caso
se podrá almacenar con las debidas condiciones
de seguridad por un periodo de cinco años.

Art. 26. - Prestación de servicios de información cre-
diticia:

1. En la prestación de servicios de información
crediticia sólo pueden tratarse datos personales
de carácter patrimonial relativos a solvencia
económica y al crédito, obten 'dos de fuentes
accesibles al público o procedentes de infor-
maciones facilitadas por el interesado o con su
consentimiento.

2. Pueden tratarse igualmente datos de carácter
personal relativos nl cumplimiento o incumpli-
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miento de obligaciones de contenido patrimc
níal, facilitados por el acreedor o por quien
actúe por su cuenta o Interés.

3. A solicitud del titular de los datos , el respon.
sable o usuario-del banco de datos, le comnni-
eará las informaciones , evaluaciones y aprecia-
ciones que sobro el mismo hayan sido comuni-
cadas durante los últimos seis meses y el nom-
bre y domicilio del cesionario en el supuesto
de tratarse de datos obtenidos por cesión.

4. Sólo se podrán archivar, registrar o ceder los
dato; de carácter personal que sean significa-
tivospara evaluar la solvencia económico-finan-
ciera de los afectados durante los últimos diez
años.

Art. 27.-Archivos, registros o bancos de datos con
fines de publicidad:

1. En la recopilación de domicilios , reparto de
documentos, publicidad o venta directa y otras
actividades análogas , se podrán tratar datos
que sean aptos para establecer' perfiles deter-
minados con fines promocionales , comerciales o
publicitarios ; o permitan establecer hábitos de.
consumo, cuando éstos figuren _ en documentos
accesibles al público o hayan sido facilitados
por ]os propios titulares u obtenidos con su
consentimiento.

2. En los supuestos contemplados en el presente
artículo, el titular de los datos podrá ejercer el
derecho de acceso, que comprenderá también
los datos que hubieren sido dados de baja y
la fuente de donde han sido obtenidos, sin
cargo alguno.

3. El titular podrá en cualquier momento solicitar
el retiro o bloqueo de su nombre de los han-
cos de datos a los que se refiere el . presente
artículo.

Art. 28. - Archivos, registros o bancos de datos re-
lativos a encuéstas:

1. Las normas de la presente ley no se aplicarán
a las encuestas de opinión , trabajos de pros-
pección de mercados , investigaciones científi-
cas o médicas y actividades análogas, en la
medida que los datos recogidos no puedan
atribuirse a una persona determinada o deter-
minable.

2. Si en el proceso de : recolección de datos, no
resultara posible mantener el anonimato, se de-
berá utilizar una técnica de disociación, de
modo que no permita identificar a persona al-
guna en particular.

CAPirulo V

Control

Art. 29. - Organo de control. El órgano de control
deberá realizar todas las acciones necesarias para el

p p a .
de la presente ley y de las reglamentaciones
que se dicten en su consecuencia;
Constituirse en querellante en las acciones pe-
nales que se promovieran por violaciones a la
presente ley.

Reunión 62"

cumplimiento de los objetivos y demás dispnsic'rnms
de la presente ley. A tales efectos tendrá las signien-
te fivuioncs y ntribnaiones:

a) Asistir y asesorar a las personas que lo requic-
rnn acerca de los alcances de la presente y
de los medios legales de que disponen para
In defensa de los derechos que ésta garantiza;

b) Dictar las normas y reglamentaciones que se
deben observár en el desarrollo dé las activi-
dades comprendidas por esta ley;

c) Realizar un censo de archivos, registros o ban-
cos de datos alcanzados por la ley y mantener
el registro permanente de los mismos;

d) Controlar la observancia de las normas 'sobre
integridad y seguridad de datos por parte ele
los archivo , registro o bancos de datos. A tal
efecto podrA solicitar nutorizaéión judicial para
acceder a locales, equipos, o programas de tra-
tamiento de datos a fin de verificar infraccio-
nes al cumplimiento de la presente ley;

e) Solicitar información a las entidades públ'cas
y privadas , las que deberán proporcionar los
antecedentes, documentos, programas u otros
elementos relativos al tratamiento de los datos
de carácter personal que se le requieran;

f) Imponer las sanciones . administrativas que en
su ceso corres ondea r violación las normaso

1

g)

Art: 30. - Códigos de conducta:

1. Las asociaciones o entidades representativas de
responsables o usuarios de bancos de datos
de. titularidad privada podrán elaborár códi-
gos de conducta de práctica profes'onal, que
establezcan normas para el tratamiento de da-
tos de carácter personal que tiendan a asegu-
rar y mejorar las condiciones de operación ele
los sistemas de información en función de los
principios establecidos en la presente ley.

2. Dichos códigos deberán set inscritos én el re-
gistro que al efecto lleve el organismo de
control, quien podrá denegar la inscripción
citando considere que no se ajustan a lis dis-
posiciones legales y reglamentarias sobre , in
materia.

CAPITuLo VI

Sanciones

Art. 31. - Sanciones adminiatratívas:

1. Sin perjuicio de las responsabilidades adminis-
trativas que correspondan en los casos de usua-
rios públicos; en cualquier caso, de la respon-
sabilidad por daños y perjuicios derivados de
la inobservancia de la presente ley,, y de 1 is
sanciones penales que éorredpondaü, el orga-
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nsmo ' de control podrá aplicar las' sanciones
de apercihimiento , suspensión , multa de mil
pesos ( $ 1.00,0) a cien mil pesos ( 1' 100.000),
clansura o cancelación de la aidoriración del
archivo, registro o banco de datos.

2. La reglamentación determinará los condiciones
y procedimientos para la aplicación de lar san-
ciones previstas, las que deberán graduarse eq
relación a la gravedad y' extepid6n de la" vio-
lación y de los perjuicios derivados de Ja
Infracción.

Art. 32. -- Seuaofoneá penalest

1. Incorpórese como artículo 117. bis del Código
Penal, el siguiente:.

1. Será reprimido con la pena de prisión de
un mes a dos 'silo, el que inssttara o hiciera
Insertar maliciosamente data falsos en un
archivo de datos de carácter personal.
La pena • será de seis meses a tres años, al
que proporcionara a un tercero maliciosamen.
te información falsa , contenida en un ar-
chivo de datos de carácter personal.

3. La escala penal se aumentar[ en la, mitad
del mínimo y del máximo, cuando del he,
cho se derive • perjuicio , a ~a persona.

4. Cuando el autor o reaponsabl del ilícito sea
fimcionario público en ejercicio de sus fsmcio-
nes, se le aplicará la accesork de inhabilita.
ción penal para el desempeño, de cargos pú-
blicos por el doble. del tiempo que el de la
condeaá:

2. Incorpórase cómo artículo 157 bis del Código
Penal el siguiente:

Será reprimido con la pena de prisión de seis
meses a tres anos el que maliciosamente e ¡legíti-
mamente, o violando sistemas . de confidencialidad
y seguridad de datos, accediere , de cualquier for-
ma, a un banco de datos de carácter personal.

CAP11VLO VII

Acción especial de, amparo

Art. 33, - Legitimación activa:

1. La acción de amparo eapecW de ' protección
de los datos personales (o de i►ábeas dato) pro-
cederá para tomar conocimiento de 'los datos
de carácter personal almacenados en archivos,
registros o bancos de datos públkos o privados
destinados a proporcionar ipfermesi *Si como
también su finalidad y los casos en que se
presuma la falsedad, inexactitud , desactualiza.
ción de la información de que se trata y de
la inclusión de aquellos que tiendan a discrl.
minar a las personas afectadas por razones de
raza, religión, sexo o ~logia, para exigir su
supresión, rectificación, confkkncialidad o ac.
tualización.

2. Podrá ser ejercida. por el afectado y sus suce-
sores, por si o por intermedio de -apoderado.
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3. Cuando la acción sea ejercida por personas de
existencia ideal , deberá ser interpuesta por sus
representantes legales , o apoderados que éstas
designen al efecto.

4. En el proceso podrá intervenir en forma coad-
yuvante del Defensor del Pueblo.

Art. 34 . Legitimación pasiva. La acción procederá
respecto de los usuarios de datos públicos o privados.
En este ú ' timo supuesto procederá si tuviera la posi.
bilidad de generar y proveer informes.

Art. 35. - Competencia, Será competente para en-
tender en esta acción el juez del domicilio del actor;
el del domicilio del demandado; el del lugar en el cjue el
hecho ' o acto se exteriorice o pudiera tener efecto, a
elección del actor:

Procederá la competencia federal:

a) Cuando se interponga en contra de archivos
de datos públicos de organismos nacionales, y

b) Cuando los archivos de datos se encuentren inter-
conectados, en redes interjurisdiccionales, nacio-
nales o internacionales.

Art. 38 . - Procedimiento aplicable. La acción de
hábeas data tramitará según las disposiciones de la pre-
sente ley y por el procedimiento que corresponde a la
acción de amparo común y supletoriamente por las nor.
mas del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-
ción, en lo atinente al juicio sumarísimo.

Art. 37. - Requisitos de la demanda:

1. La demanda deberá interponerse por escrito,
individualizando con la mayor precisión posible
el nombre y domicilio del archivo , registro o
banco de datos , así como el nombre • del res-
ponsable del mismo.

En el caso de los archivos , registros o bancos
públicos, se procurará establecer el organismo
estatal del cual dependen.

2. El accionante deberá alegar las razones por !as
cuales entiende que en el archivo, registro o
banco de datos individualizado obra información
referida a su persona ; los motivos por los cua-
les considera que la información que le atañe
resulta discriminatoria, falsa o inexacta, de qué
modo afecta sus derechos , y justificar que se
han cumplido los recaudos que hacen al ejer-
cicio de los derechos que le reconoce la pre-
sente ley.

3. El juez podrá disponer el bloqueo provisional
del -a-chivo en lo referente al dato personal
motivo del juicio cuando sea manifiesto el ca-
rácter discriminatorio, falso o inexacto de la
información de que se trate.

4. A los efectos de requerir información al archi-
vo, reg ' stro o banco de datos involucrado, el
criterio judicial de apreciación de las circuns-
tancias requeridas en los puntos 1 y 2 debe ser
amplio.
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Art. 38. - Trámite:

1. Admitida la acción el juez requerirá al archivo,
registro o banco de datos la remisión de la in-
formación concerniente al accionante. Podrá
asimismo solicitar informes sobre el soporte téc-
nico de datos, documentación de base relativa
a la recolección y cualquier otro aspecto que
resulte conducente a la resolución de la causa

que estime procedente.

2. El plazo para contestar el informe no podrá ser
mayor de c'nco días hábiles, el que podrá ser am

-pliado prudencialmentepor el juez.

Art. 39. - Confidencialidad de la información:

1. Los registros, archivos o bancos de datos pri-
vados no podrán alegar la confidencialidad de
la información que se les requiere salvo el su-
puesto en que se afecte el secreto de las fuen-
tes de información periodística.

2. Los archivos , registros o bancos de datos públi-
cos sólo podrán invocar las excepciones autori-
zadas por la presente ley, o los establecidos en
una ley específica. En tales casos deben acre-
ditar los extremos que hacen aplicable la ex-
cepción legal.

El juez apreciará con criterio restrictivo toda.
opos 'ción al envío de informes sustentado en
tales causas , debiendo expedirse dentro del se-
gundo día de planteada la excepción.

La resolución judicial que insista con la remi-
sión de los datos será apelable dentro del se-
gundo día de notificada . El escrito de apelación
será fundado.

3. La apelación será denegada o concedida en
ambos efectos dentro del segundo día. En el
último caso, será elevado el expediente al tri-
búnal de alzada dentro del día de ser conce-
d'do.

Art. 40. - Contestación del informe. Al contestar el
informe, el archivo, registro o banco de datos deberá
expresar las razones por las cuales incluyó 'a informa-
ción cuestionada y aquéllas por las que no evacuó el
pedido efectuado por el interesado, de conformidad a
lo establecido en los artículos 13 a 15 de la ley.

Art. 41. - Sentencia: ,

1. Vencido el p'azo para la contestación del infor-
me o contestado el mismo , y habiendo s'do pro-
ducida --en su caso- la prueba, el juez dicta-
rá sentencia.

2. En el caso de estimarse procedente la acción,
se especificará si la información debe ser su-
primida, rectificada , cancelada, actualizada o
declararla confidencial , estableciendo un plazo
para su cumplimiento.

3. El rechazo de la acción no constituye presun-
ción respecto de la responsabilidad en que hu-
biera podido incurrir el demandante.

4. En cualquier caso, la sentencia deberá ser co-
municada al organismo de control , que deberá
llevar un registro al efecto.

Art. 42. - Ambito de aplicación. Las normas de la
presente ley contenidas en los capítulos 1, II, 111 y: IV,
y artícú o 32 son de orden Rúblico y de aplicación en
le pertinente en todo el territorio nacional.

Se invita a las provincias a adherir a las normas de
esta ley que fueren de aplicación exclusiva en jurisdic-
c`ón nacional.

La jurisdicción federal regirá respecto de los regis-
tros, archivos, bases o bancos de datos interconectados
en redes de alcance interjurisdiccional , nacional o in-
ternacional.

Art. 43. -El Poder Ejecutivo nacional deberá regla-
mentar la presente ley y establecer el organismo de
control dentro de los ciento ochenta días de su pro-
mulgación.

Art. 44.- Disposición transitoria . Los archivos, re-
gistros, bases o bancos de datos destinados a proporcio-
nar informes , existentes al momento de la sanción de la
presente, ley, deberán inscribirse en el registro que se
habilite conforme con lo dispuesto en el artículo 21
dentro del plazo que a tal efecto establezca la regla-
mentación.

Art. 45. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
De acuerdo al artículo 120 del Reglamento del Ho-

norable Senado, este dictamen pasa directamente al or-
den del día.

Sala de las comilones, 24 de septiembre de 1996.

Jorge R. Yoma . - Eduardo Menem. -
Augus'o Alasino. - Angel F. Pardo. -
Julio C. Humada. - Deolindo F. Bittel.
- Ju'io A. San Millón. - Ernesto R.
Oudín. - José O. Figueroa. - Héctor
M. Maya. - Alberto M. Tell, - Juan
R. Aguirre Lanari.

En disidencia parcial:

José Genoud. - Raúl A. Galván. - Alcides.
H. López. = Antonio T. Berhongaray. -
Conrado H. Storani..- Graciela Fernán-
dez Meijide.

En disidencia:

Pedro G. Villarroel.

Disidencia pare&al de la senadora
Gracie'a Fernández Meijide

Señor presidente:
Ante todo deseo destacar mi entera satisfacción por

la existencia de una voluntad contemporizadora en la
comisión , ligada al tratamiento del instituto en cuestión.
No sólo la apreciación de las diversas propuestas legis-
lativas de diputados y senadores, sino la permeabilidad
manifestada en esta comisión para la elaboración de los
sucesivos predictámenes , me sugieren alentar el presente
estilo de trabajo, que en definitiva, fortalecerá un repu-
blicano criterio. interpretativo de la reforma constitu-
cional realizada en 1994.

No obstante ello, me permito disentir con algunos as-
pectos puntuales del presente dictamen de comisión sugi-
riéndose a la vez, ciertos cambios de. redacción , como ser:

Sobre el artículo 2: (datos sensibles).
En cuanto a la definición de datos sensibles sería con-

veniente agregar al final de su enumeración la expresión
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"y similares'; pues si bien la enumeración de lo que
es dato sensible es amplia en este dictamen, sigue resul-
tando taxativa. Esto mismo cabe para la enunciación
existente en el artículo 33.

En el artículo 10 inciso 29 (relevamiento del deber,
de confidencialidad).

Creemos necesario agregar un párrafo que expresa-

mente establezca que el relevamiento del secreto profe-

sional sólo podrá efectuarse por resolución judicial. Ten-

gamos presente que las expresiones utilizadas en este

articulo para fijar las causales del re'evam'ento del se-

creto profesional como ser "seguridad pública", "defensa

nacional" y "salud pública" son per se vagas, imprecisas.

Artículo 11 punto 3 punto b).

No se debe. poder transferir datos a terceros sin con-
sentimiento del titular con la misma. amplitud del ar-
tículo 59 punto 2. Esto permitiría por ejemplo, que los
datos recabados para el ejercic o de funciones propias
de los poderes del Estado, sean transferidos a particu-
lares (v. gr. información de la DGI) o datos que im-
porten ser mantenidos en reserva como la dirección o
el teléfono de una persona, en el caso del teléfono espe-
cialmente de los de tipo celular, pues en este supuesto
importaría una verdadera disposición sobre los bienes
del titular de los datos.

Artículo 12 inciso b) (transferencia internacional de
datos por investigación epidemiológica).

Sería necesario agregar un párrafo que también con-
dicione la transferencia internacional de datos mediante
un mecanismo de disociación adecuada y que torne in-
identificable al titular del dato. Este agregado de texto
posibilitará mantener una congruencia en todo el articu-
lado de la ley, es decir, entre la causal descripta en el
reciente artículo e inciso en correlación, supuesto que.
se contempla en el punto e) inciso 3 del artículo 11
(cesión) incorporado al presente dictamen.

Artículo 14 (derecho de acceso).
Eri su incisp 2 habría que mejorar la redacción, con-

templándose también la denegatoria de acceso por invo-
cación de las causales de excepción establecidas en el
artículo 17. De lo contrario se podría facilitar una inter-
pretación restrictiva en sede judicial sobre el alcance del
derecho de acceso y los motivos de fundamentación del
recurso de amparo. De introducirte esta modificación
podríamos armonizar la nueva redacción, con el sentido
establecido en el supuesto contemplado en el artículo 39
inciso 2 del dictamen (confidencialidad de la infor-
mación).

La modificación que sugerimos es la siguiente: ar-
tículo 14 inciso 2 ... vencido el plazo sin que se satis
faga el pedido alegándose o no las causales de excep-
ción establecidas en el artículo JI, o si evacuado el
informe éste se est"mara insuficiente , quedará exped'ta
la acción especial de amparo prevista en esta ley.

Finalmente cabe acordar sobre e ste artículo que la
redacción del presente dictamen, no especifica si los
sucesores -y hasta qué grado- pueden hacer uso del
derecho que asiste en este artículo, lo mismo sobre la
presentación por medio de representantes legales (tuto

-res, curadores y apoderados). Adernás está previsto en
el artículo 33 inciso 2 para la acción de amparo cual
sería absurdo, que no pueda pedir el dato quien puede

ejercer la acción de amparo. Por otra parte aún en este
último supuesto no se encuentra prevista la posibilidad
de presentación por medio de representantes legales de
los incapaces, por lo cual éstos quedarían afuera (le las
regulaciones de la ley (menores, insanos, etcétera).

Artículo 17.

Si bien la legislación comparada los recepta, nuestra
Constitución Nacional reformada no incluye datos ligados
a la "seguridad nacional", por lo que incluirlos en la
ley constituye una violación del derecho a la intimidad.
Además, no debemos dejar de tener presente el pro-
blema de la vaguedad conceptual propia de este tipo
de expresiones.

La problemática de la vaguedad conceptual de los
términos podría posibilitar una arbitraria restricción del
ejercicio de los derechos de los ciudadanos frente al
Estado.

Artículo 23 ( supuestos especiales).

Creemos que las modificaciones introducidas al dic-
tamen en lo que se refiere a este artículo, y a partir

de las observaciones formuladas por los representantes

de la SIDE acerca de facilitar al referido organismo, la
colección de datos de personas que, eventualmente,

puedan integrar marcos' referenciales afectantes de la
seguridad y defensa de la Nación (ejemplo: terrorismo,
narcotráfico, etcétera) no son incompatibles con el sen-

tido que tuvo la redacción original del dictamen de co-
misión . Sería conveniente preservar la redacción man-
tenida en la media sanción de la Cámara de Diputa-
dos que condiciona el tratamiento de datos en estos
supuestos especiales, a la prevención dado un peligro

real y cierto. No es exacto que estas expresiones gene-
ren controversias impredecibles- respecto a cómo se en-
cuadra la existencia o no de ese peligro, que debe ser
real y cierto. La alusión al peligro real y cierto tiene que
ver con situaciones fácticas que efectivamente eviden-
cien una posible afectación de bienes jurídicos tutelados

penalmente a partir del principio de la tipicidad.

Si la regulación legislativa sobre tratamiento de datos,
posibilita la manipulación de información ante eventua-
les marcos referenciales de organizaciones delictivas por
parte de los servicios de inteligencia del Estado, se ter-
minaría' legitimando la ruptura de una tradición argen-
tina de derecho penal liberal de garantía, basado en la
acción concreta (artículo 19 de la Constitución Nacio-
nal) para pasarse a un derecho penal de autor, propio
de los estados totalitarios.

Por todo lo expuesto, es que insistimos con la redac-
ción -en este punto- del artículo 26 del proyecto ve-
nido de la Cámara de Diputados.

Graciela Fernández Meijide.

Disidencia total del senador Pedro Guillermo Villarroel

Señor presidente:
El presente dictamen tiene por objeto. fundar mi disi-

dencia con el proyecto de ley reglamentario de la acción
de hábeas data ( artículo 43 último párrafo de la Cons-
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titución Nacional). Brevemente, y más allá de los argu-

mentos que se expondrán en el debate, las objeciones

generales sobre el proyecto propuesto son las siguientes:

-Técnicamente, no se propone un pioyecto de ley

sobre hábeas data, sino la regulación del régimen legal

de los bancos de datos, marco dentro del cual se incor-

pora el hábeas data. Picha técnica legislativa configura

una norma innecesariamente extensa y farragosa, que

atenta contra las exigencias de claridad v sencillez que
hubiera requerido la reglamentación de la garantía

constitucional. Lo mismo debe decirse del lenguaje em-

pleado en la redacción del proyecto.

- Las excepciones previstas en materia de exigencia

del consentimiento para el tratamiento de datos perso-

nales son demasi}do amplias, desvirtuándose así el

principio.

- No se establecen sanciones ante la falta de infor-
mación a los titulares de los requisitos exigidos por la
ley.

-Se' autoriza el recabamiento de datos sensibles
cuando medien razones de interés general autorizadas
por la ley, hecho que permite al legislador vaciar de
contenido el principio.

- También en materia de consentimiento para la

cesión de datos personales, las excepciones establecidas
son tan amplias que desvirtúan el principio, que es el

de su exigencia.

- Se establecen requisitos irrazonables para el ejer-
cicio de los derechos de acceso, rectificación, actuali-
zación y cancelación de los datos personales. Particular-
mente graves son las excepciones para el ejercicio de
esos derechos, que incluyen la posibilidad de denega-
ción en, supuestos tan laxos como la protección de la
defensa ,de la Nación, el orden y la seguridad pública,
o la protección de derechos e intereses píe terceros. La
amplitud de tales criterios significa prácticamente la
denegación del ejercicio de los derechos examinados. En
el mismo sentido , los requisitos a los que se somete el
tratamiento y cancelación de datos personales con fines
de defensa nacional o seguridad pública son de impo-
sible control, ya que precisamente en estos supuestos
se deniega el derecho al acceso.

- La ley establece una serie de requisitos de ins-
cripción de bancos de datos. Sin embargo, no dispone
expresamente que los bancos de datos existentes quedan
también sujetos a los requisitos y obligaciones de ins-
cripción, hecho que convalidaría la existencia de todo
banco de datos anterior a la sanción de la ley, aunque
no haya cumplido con los parámetros fijados por ella.

- Una grave falencia del proyecto de ley es la de
no definir correctamente el órgano de control que ella
misma crea , difiriendo aspectos fundamentales de su
regulación a la reglamentación . La ley no define aspec-
tos tan relevantes como su ubica (ón institucional, su
conformación, su estructura jerárqu a, la independen-
cia de sus miembros,\, sus atribucio, es para requerir
información de otros órganos, etcétera. Esta deficiente
regulación abre una gran incertidumb e respecto a kas
posibilidades reales de ejercicio del dr techo de acceso
y rectificación de la información, en especial cuando
se trata de bancos de datos públicos.

- Por último, se establecen requisitos procedimentales
injustificados para la presentación de la acción de há-
beas data (llamada acción especial de amparo). Entre
ellos, la carga de demostrar que la información es dis-
criminatoria, y de qué forma afecta los derechos del
actor, exigencias a todas luces innecesaria ya que para
el tratamiento de información prohibida o errónea cons-
tituye de por sí una violación del derecho establecido
por el artículo 43 último párrafo de la Constitución Na-
cional.

En particular, las objeciones al proyecto son las si-
guientes:

Artículo 1?: es innecesaria la disyunción "electrónicos
o manuales".

Artículo 29:

-En la definición de "datos de carácter personal",
es innecesaria la' disyunción "determinadas o determi-
nables''.

-En las definiciones de ,"archivo" y "tratamiento de
datos", es innecesaria la disyunción "electrónicos o no".
En la última, debe cambiarse el término "relaciona-
miento" por "relación".

-Es inconveniente el empleo del mismo término para
designar al "titular" de un banco de datos y al "titular"
de un archivo, uso que se presta a cpnfusión.

-En la definición del titular de los datos, se habla
de "ciudadano argentino o, extranjero", cuando. corres-
pondería hablar de "habitante La norma constitucional
habla de "toda persona".

-En la definición de usuario de datos, es innecesaria
e impropia la expresión "a su arbitrio".

Artículo 3Q: la redacción del artículo es defectuosa.

Si se refiere a la formación de archivos, es evidente que
será lícita cuando se inscriba debidamente . Si se refiere

a la operación del archivo, también es obvio que será

lícita si se ajusta a la ley. En ambos casos, una norma

semejante es innecesaria.

Artículo 49: "adecuado" y "pertinente" son sinónimos,

y por lo tanto la mención de ambos requisitos es redun-

dante. La norma parece prohibir además la reco'ección

de datos descalificada como "desleal y fraudulenta", sin

definir estos términos. Evidentemente, tal descalifica-

ción será adecuada cuando la recolección se realice en

forma contraria a los requisitos de la ley , lo que hace

innecesarias las menciones anteriores.

Artículo 5Q:

-Inciso 1 . debe reemplazarse la expresión "otro me-
dio que permita se le equipare", por "otro medio feha-
ciente".

-Inciso 2 : las excepciones frente a las cuales el con-
sentimiento es innecesario son demasiado amplias:

a) En lugar de "fuentes accesibles al público", debe-
ría decirse "fuentes de acceso público irrestricto";

b) la excepción es insostenible , ya que su amplitud
("cuando se recaben para el ejercicio de funciones pro-
pias de los poderes del .Estado") brinda al Estado en
forma casi irrestricta la posibilidad de no recabar el
consentimiento del titular de los datos.
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Artículo 69: subrepticiamente, se introduce la no-
ción de respuestas de carácter "obligatorio", y de con-
secuencias de la negativa a responder. La noción es
confusa, Si se la vincula con el artículo 69, parece refe-
rirse más bien a datos que pueden ser objeto de trata-
miento, y datos que no pueden ser objeto de tratamiento,
más que a respuestas "obligatorias" o "facultativas". Sin
embargo, mal pueden preguntarse respecto a datos cuyo
tratamiento es prohibido por la ley. La norma no esta-
blece consecuencias ni sanciones por el incumplimiento
(le los requisitos establt'cidos en ella.

Artículo 79:

-Inciso 2: amén de prohibir que se obligue a alguien
a proporcionar datos sensibles, debe prohibirse también
el tratamiento de dichós datos, aunque no se obtengan
del titular. La excepción que se establece (" cuando
medien razones de interés general autorizadas por la
ley") es injustificada y peligrosa: la prohibición debe
ser absoluta. Si se suma a esta excepción la amplia
posibilidad de obtener datos sin el consentimiento del
titular, las posibilidades de vulneración del derecho a
la intimidad son enormes, y poco habría modificado al
respecto la reforma constitucional de 1994.

-Inciso 3: en lugar de "revelen", debe decirse "re-
vele", ya que la proposición subordinada califica a in-
formación". El agregado referido a la Iglesia Católica,
asociaciones religiosas y organizaciones políticas y sin-
dicales resulta irrelevante, ya que sin registrar la volun.
tad de pertenencia de una persona a estas organizacio-
nes, su participación en ellas es imposible. Es evidente
que los registros de estas organizacions no constituyen
bancos de datos destinados a proporcionar informes,
y, por ende, quedan fuera de las obligaciones impuestas
por la ley.

Artículo 9Q: no se define "el término "desviaciones",
cuyo significado merece ser determinado en el artículo
29. Son innecesarias además las expresiones "iritencio-
nales o no", y "ya sea que los riesgos provengan de 'a
acción humana o del rredio técnico utilizado". En el
inciso 2, en lugar de "No se deben registrar", debe de-
cirse "no deben registrarse".

Artículo 10: no se establece quién autorizaría a reve-
lar al obligado del; deber de confidencialidad. ¿Se trata
de la autoridad administrativa o judicial?

Artículo 11: la regulacion de la cesión de datos es
defectuosa, y desvirtúa os principios que parece esta-
blecer en el primer inciso.

-Inciso 1: poco dice la expresión "los datos de ca-
iácier personal objeto de tratamiento sólo pueden ser
cedidos para el cumplimiento de los fines directa-
mente relacionados con el interés legítimo del cedente
y del cesionario", la cual, además de disponer algo
obvio, no establece ninguna limitación, ya que 'a me-
dida del interés le,;ítimo del cedente y del cesionario
será determinada por ellos mismos.

-Inciso 2: donde dice "la cesión de datos a terceros"
debe decir "la intr nci(n de cede: datos a terceros", ya
que, de lo contrario, el consentimiento requerido llega
tarde, es decir, después ee producida la cesión.

-Inciso 3: las excepciones a la exigencia del consen-
timiento del titular de los datos en caso de cesión son
amplísimas, y ello desvirtúa absolutamente la importan-
cia del consentimiento: Además, la norma incurre en
redundancias. El inciso a) autoriza como excepción los
casos en que una ley lo exija, con lo que se da pie al
legislador a derogar el requisito cuantas veces quiera. El
inciso b) remite al artículo 59, inciso 2, hecho que,
además de ampliar de modo exagerado los supuestos en
los que no se exige el consentimiento, supone defectos
de técnica legislativa. Como hemos visto, uno de los
supuestos del artículo 59 inciso 2) (el b), se refiere a
los casos en los que se recaben datos para el ejercicio
de funciones propias de los poderes del Estado, lo que
autoriza prácticamente al Estado a no requerir nunca el
consentimiento del titular de los datos. Por otro lado, el
supuesto d) del artículo 5o inciso 2 (excepción fundada
en una relación contractual), repite el contenido del in-
ciso e) de este artículo 69 inciso 3. Del mismo modo,
los incisos d) y •e) del artículo 69 inciso 3 quedan com-
prendidos en el ya referido supuesto del artículo 5v'
inciso 2 b). Por último , los incisos e) y f) del artículo
6° inciso 3 hablan de un, proceso de "disociación" de
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la información, término que debería ser definido en el la-
artículo 2. En resumen, el establecimiento de excepciones ta-
de tal amplitud implica desvirtuar el principio de exi- sra
gencia del consentimiento de tal modo que prácticamente
deja de ser la reg'a. los

ate

Artículo 12:

-Inciso 2 d) : parece autorizarse al Estado a adop-
tar tratados internacionales que permitan la transferen-
cia de datos de carácter internacional hacia países u
organismos internacionales que no proporcionen nive-
les de protección equiparables a los de la Argentina.
Lo que debe hacer la norma justamente es vedar esa
posibilidad, ,y no establecer, que la firma de tratados
contrarios a la protección establecida por la ley pre-
valecen por sobre ésta.

-Inciso 2 e) : este inciso fue agregado a instancias
ele los representantes de los organismos de inteligencia.
La solución es innecesaria y desacertada: la posibilidad
de cooperación internacional ya estaba prevista en los
incisos a ) (colaboración judicial internacional) y d)
(transferencia de datos prevista en tratados internacio-
nales). Esta nueva variante permite la realización de
acuerdos internacionales a los propios organismos de
inteligencia, sin las garantías formales que supone la
existencia de un tratado internacional o la' concreta
investigación realizada a partir de una causa judicial.

Artículo 14:

- Inciso 1: la norma habla de los "bancos de datos
públicos o privados destinados a proporcionar informes".
La redacción se presta a confusión : debería hablarse
de los "bancos de datos públicos y de los privados des-
tinados a proporcionar informes", ya que, de acuerdo
a la norma constitucional, el derecho de, acceso se re-
fiere a todo banco de dato público.

- Inciso 2: en lugar de establecerse que "(e) 1 re-
querido deberá asegurarse de la identidad del peticio-
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nante", debe decirse que "(e) 1 peticionante deberá
acreditar su identidad". Además de ello, si bien en el
caso de bancos de datos privados es pertinente la "in-
timación fehaciente" de la que habla el artículo en el
supuesto de bancos de datos públicos dicha exigencia
es totalmente innecesaria, ya que basta con la inicia-
c'ón de la respectiva petición administrativa.

-. Inciso 3: es absolutamente injustificado el sujetar

el ejercicio del derecho de acceso a condiciones tempo-

rales, asignando la carga de demostrar un interés legí-

timo al peticionante en caso de pretender ejercerlo an-

tes del plazo establecido. El costo o la molestia de re-

petir el mismo informe es mínimo, y el acceso cons-

tante significa una medida de contralor disnasora contra

la po,ibilidad de tratamiento de datos prohibidos u otras

irregularidades. Por otro lado, será la propia adminis-

tración o banco de datos privado el qua califique a

priori la existencia de un interés legítimo suficiente,

hecho que generará controversias judiciales innecesa-

rias.

Artículo 15:

-• Inciso 3: la expresión. "medios de imanen" es poco
ortodoxa, siendo innecesaria su mención dado el carác-
ter genérico de la expresión "u otro idónea a tal fin".

Artículo 16: la regulación de este artículo es defi-
ciente, sin entenderse claramente cuál es el régimen
que establece . No se emplea en el artículo la categoría
de datos sensibles ( cfr. artículos 24 y 79), con lo que
no queda claro qué datos son susceptibles de supresión
(¿todas?). Parece absurdo , por 'ejemplo , conceder al
interesado la posibilidad de suprimir su fecha o lugar
de nacimiento.

También se utilizan indistinta y sobreabundantemen-
te los términos "supresión" y "cancelación", sin acla-
rarse si se usan como sinónimos o si se trata de con-
ceptos distintos. Recordemos que el término que em-
plea la constitución es el de "supresión".

Dada la falta de empleo de la categoría de datos
sensibles , se somete a rectificación , actualización o su-
presión sólo a los datos "erróneos o falsos ". Debe agre-
garse también la posibilidad de supresión de los datos
sensibles , que están sujetos a una prohibición de re-
gistro ( cfr. artículo 79 inciso 2 ), independientemente
(le su corrección o verdad.

Con respecto al plazo para el cumplimiento de la
obligación, el dictamen final de la Comisión introdujo
una modificación que empeora la situación del peticio-
nante . De acuerdo al dictamen anterior , se habilitaba
al afectado a entablar la acción de hábeas data ante
el incumplimien'o de la obligación por porte del res-
ponsable del banco de datos en un plazo de quince
días desde la intimación fehaciente -solución que
criticáramos por innecesaria- en caso de reclamo ante
un banco de datos público . La modificación dispone
que el afectado puede deducir la acción de hábeas data
ante el incumplimiento de la obligación del responsable
del banco de datos dentro de los cinco días hábiles de
verificado el error o falsedad . S.n embargo, la verifi-
cación del error o falsedad queda a cargo del responsa-
ble del banco de datos -ya que a él se dirige la inti-

mación-, de modo que el incumplimiento de la veri-

ficación por parte del responsable del banco de datos,

además de depender de su discrecionalidad, hace que el

plazo no comience a correr jamás . Debe preferirse la

situación anterior , en la que , al menos , la fecha de in-

timación fehaciente -o el inicio del reclamo adminis-

trativo, de acuerdo a la solución que propugnáramos

para el caso de banco de datos públicos- establecía

un dato cierto a partir del cual computar el plazo. La

verificación del error o falsedad depende del respon-

sable del banco de datos, y no reviste certeza alguna

para el peticionante , ya que para ello depende de la
comunicación que efectúe el responsable del banco de

datos.

El inciso 5 agrava la confusión, ya que se establece
que la supresión no procede cuando "pudiese causar
perjuicios a derechos o intereses legítimos del afectado
o - de terceros , o cuando - existiese una obligación legal
de conservar los datos". Dicha norma se presta a múlti-
ples críticas . En principio, la supresión de datos sensi-
bles debe proceder en todo caso, independientemente
de la consideración de ulteriores razones por el respon-
sable del banco de datos . En segun término , la fórmula
de la excepción es sumamente ambigua, y da lugar a
interpretaciones caprichosas . No se entiende cómo pue-
de la supresión afectar los intereses legítimos del afec-
tado, si quien pide la cancelación es el propio afecta-
do, quien está en mejor posición para decidir cuáles son
sus-propios intereses que el responsable del banco de
datos o un juez. Tampoco parece acertado autorizar al
responsable del banco de datos a juzgar sobre la posi-
bilidad de que la supresión cause perjuicios a terceros,
como -criterio para negarse a la cancelación de datos. De-
bería exigirse al menos la citación del o de los presuntos
terceros afectados. Por último , parece inconcebible la
existencia de una obligación de conservar datos prohi-
bidos, erórenos o falsos . En suma , una deficiente téc-
nica legislativa -falta de definición clara de qué datos
pueden suprimirse- hace que se establezcan excep-
ciones que parecen alcanzar a todo dato personal, in-
cluso los sensibles, falsos o consignados erróneamente.

En el inciso 6, es inconveniente permitir al respon-
sable del banco de datos proveer información sujeta a
un procedimiento de supresión o rectificación. ¿Cuál
puede ser la finalidad de entregar información que se
sabe puede ser rectificada o suprimida?

Finalmente, en el inciso 7, donde dice "relaciones
contractuales" debe decir "cláusulas" o "disposiciones"
contractuales: -

Artículo 17: se trata de uno de los artículos más gra-
ves de la ley, ya que establece excepciones tan amplias
a los derechos de acceso , rectificación o supresión que
los desvirtúan totalmente, tomándolos prácticamente
inocuos . En principio, cabe destacar que se trata de
los casos en los que el ejercicio de los derechos men-
cionados resulta más importante , es decir, de los casos
que dan sentido al ejercicio del derecho : cuestiones
vinculadas a la defensa nacional , orden y seguridad
públicos , a los que se agregan además la protección de
derechos o intereses de terceros . El artículo 43 de la
Constitución Nacional no establece distinciones al res-
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pecto del tipo de bancos de datos a los que se puede
acceder , de modo que la restricción es palmariamente
inconstitucional , por constituir una reglamentación irra-
zonable que altera el ejercicio del derecho , vulnerando
el artículo 28 de la norma fundamental . La pretensión
de mantener ocultos ciertos datos es propia de los Es-
tados policiales y contrarían el principia de publicidad de
los actos gubernamentales característico del estado de
derecho , amén de constituir un resabio de la cultura
inquisitiva . En todo caso , el sentido de la norma cons-
titucional es clara al respecto: el derecho de acceso a
los bancos de datos es amplísimo y la posibilidad de
supresión se refiere a los casos de falsedad y discrimi-
nación . Mal puede un estado de derecho asumir la
pretensión de conservar datos falsos o discriminatorios;
por el contrario, de garantizarse el acceso, por más que
el interesado logre conocer los datos que se consignan
sobre él, no podrá exigir su supresión o rectificación
si los mismos son verdaderos y su tratamiento no está
prohibido por tratarse de datos sensibles . Además de
ello, quien decide que el pedido del interesado debe
ser rechazado es el propio responsable del banco de
datos : siendo excesivamente laxa la definición del cri-
terio de la excepción , no cabe más que esperar un uso
constante de esta facultad , traducida en la desvirtua-
ción absoluta del derecho . Ello implicará nuevamente
una inflación de acciones judiciales innecesarias; con
el agravante de que el régimen de la acción de hábeas
data establecido por el artículo 39 otorga al responsa

-ble del banco de dates la posibilidad de oponerse al
envío de la información requerida por el juez, bajo
la sola cita de los extremos que hacen aplicable. la ex-
cepción legal. Como hemos dicho, los "extremos que
hacen aplicable la excepción legal" consisten en el só-
lo encuadramiento del caso por parte del responsable
del banco de datos en un supuesto de tal laxitud como
la protección de la defensa de la Nación, del orden y
la seguridad públicos, o de la protección de los derechos
o intereses de terceros . Ante este régimen , difícilmente
pueda accederse a la información que, paradójicamen-
te, puede ser errónea , falsa o de registro prohibido por
tratarse de datos sensibles.

Lo mismo cabe decir sobre la excepción del inciso
2 del artículo , que autoriza la denegación cuando "se
pudieran obstaculizar actuaciones judiciales o adminis-
trativas en curso vinculadas a la investigación sobre el
cump!imiento de obligaciones tributarias o preyisionales,
el desarrollo de funciones de control de la salud y del
medio ambiente , la investigación de delitos penales y
la verificación de infracciones administrativas ". Tal ex-
cepción es injustificada , no sólo por su amplitud, sino
por la falta de vinculación directa del ejercicio de los
derechos de acceso, rectificación y supresión de datos,
que se dirigen a información ya registrada en bancos
de datos , es decir , producto de algún tipo de investi-
gación o procedimiento de obtención anterior a la in-
vestigación en curso de acuerdo al inciso.

En síntesis , el artículo establece excepciones de tal
amplitud , que difícilmente haya casos en los que la au-
toridad pública no. pueda aducirlas para denegar el
ejercicio de los derechos de acceso, rectificación o su-
presión de datos.
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Artículo 20: amén de los defectos de redacción, la
solución que da el artículo es inconveniente, dado que
para eludir la disposición legal basta con no mencionar
en la motivación de una decisión judicial o acto admi-
nistrativo el hecho de que está fundada únicamente en
el "perfil" del interesado. Por el contrario, la norma
debe disponer la prohibición de realización de defini-
ciones de "perfil" o "personalidad" del interesado a
través del tratamiento informatizado de datos. Tampo-
co queda claro qué significa que las decisiones judicia-
les o actos administrativos "impliquen apreciación o va-
loración de conductas humanas ", expresión (le tal lati-
tud que por ejemplo, parece aplicarse a toda decisión
judicial . Por último, la norma parece incorporar un nue-
vo supuesto de nulidad de las sentencias judiciales
(cfr. inciso 2), supuesto que merecería un tratamiento
legislativo más riguroso.

Artículo 21: se repite la ambigüedad señalada 'cn
ocasión de comentar el artículo 14.1. No queda claro si
se trata sólo de los bancos de datos privados destina-
dos a proporcionar datos, o si la obligación de registro
se impone también sobre los bancos de datos públicos,
caso en el cual debe aclararse que no les es aplicable
el calificativo "destinados a proporcionar informes" que,
de acuerdo a la norma constitucional sólo se refiere a
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los bancos de datos privados. La norma tampoco acla- los
ra qué sucede con los bancos de datos ya existentes, y %te
sobre la necesidad de cumplir con los requisitos del ai-
tíeulo 22 para continuar en funcionamiento. or.

El inciso 2 i), que . establece que el registro de a
chivos de datos debe comprender, entre la información
requerida , la forma y condiciones en que las per.ónas
pueden acceder a los datos referidos a ellas y los proce-
dimientos a realizar para la rectificación o actualiza-
ción de datos, es sobreabundante e inconveniente. So-
breabundante, ya que dichas formas, condiciones y pro-
cedimientos surgen de la propia ley ; inconveniente, ya
que la norma parece autorizar a cada banco de dato¡
a reglamentar por sí el ejercicio de los derechos comen-
tados . A lo sumo, la norma puede exigir que el bane,
de datos identifique a quién deben dirigirse las peticio-
nes de acceso, rectificación, actualización o supresióni.

Articulo 22:

- Inciso 2 d ) es innecesaria la disyunción "informa-
tizado o no".

- Inciso 2 g) en lugar de "reclamaciones", debe
decirse "reclamos".

Artículo 23:
- Inciso 2: se trata de otra norma que presenta se-

rias falencias . _En. princípio, parece tener como fin fijar
límites para el tratamiento de datos sin consentimiento
de los afectados por parte de las fuerzas armadas, fuer-
zas de seguridad , organismos policiales y de inteligen-
cia, estableciendo como requisito la necesidad de la in-
formación para el estricto cumplimiento de las misio-
nes legalmente asignadas . Como se ve, los supuestos
limites son absolutamente imprecisos : basta-con que los
organismos citados actúen dentro de sus facultades pa-
ra que púedan tratar datos personales sin consentimien-
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to, de los afectados. La redacción anterior del inciso,
aunque pasible de las críticas que efectuamos más aba-
jo, fijaba un criterio más preciso: la prevención "de
un peligro real y cierto para la defensa nacional, se-
guridad pública o para la represión de delitos". La
norma dispone además una serie de condiciones que el
organismo debe cumplir en tales casos.

A pesar de la intención limitadora del artículo, la
norma está destinada a ser poco efectiva. A la laxitud
del criterio elegido, se suma el hecho (le que será el
propio organismo responsable del banco de datos el
que decida en el caso concreto cuando se da el supues-
to. de hecho que lo autoriza a tratar datos personales
sin consentimiento del afectado, es decir, que "resulten
necesarios para el estricto cumplimiento de las misiones
legalmente asignadas". A esto se agrega que se trata
justamente de aquellos casos en los que, de acuerdo al
artículo 17 inciso 1, el responsable del banco de datos
puede denegar el acceso al afectado, con lo que mal
puede el interesado controlar el cumplimiento de los
requisitos por parte del organismo de marras. Más aún,
ejercida la acción de hábeas data (amparo especial,
según la llama la ley), el responsable del banco de da-
tos puede oponerse al envío de informes al juez (cfr.
artículo 39 inciso 2), bajo el aí'gumento de existir una
excepción legal, provista justamente por los artículos
17 incisos 1 y 2, y 23 inciso 2. Nótese que el responsable
del banco de datos puede oponerse a enviar los infor-
mes requeridos al juez, con los que mal puede el juez.
controlar él cumplimiento de los requisitos establecidos
por el artículo 23 inciso 2, sin siquiera tener, en vista
los informes correspondientes. De modo que los requi-
sitos establecidos por el artículo 23 inciso 2 parecen
más bien un ilusorio llamado a la autodisciplina por
parte de los responsables de bancos de datos, sin mayor
control externo. Lb mismo puede decirse de la cancela-
ción ordenada por el artículo 23, inciso 3, que quedará
sujeta a la discrecionalidad del propio responsable del
banco de datos. En síntesis, la interpretación sistemá-
tica de esta norma con los artículos 17 inciso 1 y 39
inciso 2 trae como resultado la facultad incontrolada de
,as fuerzas armadas, -fuerzas de seguridad, organismos
policiales y de inteligencia de actuar en secreto y de-
cidir por sí qué registros se llevan, sin posibilidad de
acceso o rectificación por parte de las personas afec-
tadas. Esta reglamentación es, por ende, inconstitucio-
n.el, ya que establece excepciones reglamentarias donde
la norma constitucional no distingue entre tipos diver-
sos de banco dé datos. Como ya hemos (ucho, es jus-
tamente en estos casos cuando más se justifica el ejer-
cicio de los" derechos de acceso, supresión . rectificación
y actualización . El presente proyecto frustra comple-
tamente el mandato del constituyente.

Artículo 28:

-Inciso 2 : donde dice "identificar a persona alguna
en particular", debe decirse "identificar a persona al-
guna"; o "identificara ninguna persona en particular".

Artículos 29 y 30: como dijimos en el comentario ge-
neral del proyecto de ley, el defecto principal de estos
artículos, que regulan el funcionamiento del organismo

Reunión 62'

de control, es el de ser ' absolutamente insuficientes. La

creación de un órgano legal al que se asigna una im-
portante parte del contralor de la actividad de los ban-

cos de datos y en consecuencia un rol fundamental en

la defensa de los derechos de los afectados , carece de

datos mínimos como ser a qué repartición estatal per-
tenecerá , quién designa a sus miembros, qué garantías
de independencia tendrá, con qué facultades contará

para imponer sus decisiones sobre bancos de datos pú-
blicos y privados infractores, etcétera . Diferir semejan-
te definición a la reglamentación implica un serio de-
fecto de técnica legislativa y una renuncia por parte
del organismo de contralor dependen en última instancia

Nótese además que de una estricta reglaméntación
del organismo de contralor dependen en última instancia
las posibilidades de vigencia de un derecho individual.
Esta reglamentación debería entonces realizarla el Con-
greso, y no delegarla graciosamente.

En particular, tampoco se explica el inciso g), en el
que se autoriza al organismo a constituirse en quere-
llante en sede penal ante la violación de la ley. Esto
importa " una duplicación innecesaria de funciones es-
tatales, ya que corresponde al Ministerio Público el ejer-
cicio de las acciones públicas previstas por la ley. La
figura del querellante tiene sentido cuando, además del
interés público representado por el Ministerio 'Público,
existe un interés privado en la aplicación de la ley penal
por parte de un particular damnificado , pero no en
casos como éste, en el que el organismo de control tam-
bién persigue un interés público.

Artículo 31:

-Inciso 1: más allá de la intención del legislador,
no queda claro cómo hará el organismo de control para
imponer multas , clausurar o cancelar la autorización de
bancos de datos públicos.

Artículo 32: debe eliminarse de los incisos 1 y 2 del
artículo 117 bis proyectado del Código Penal la expre-
sión "maliciosamente', innecesaria por tratarse de deli-
tos dolosos. Como se sabe, la prueba de la malicia, un
elemento de ánimo, dificulta de modo ostensible la apli-
cación de la ley penal en estos casos. En el inciso 4 pro-
yectado, es innecesario agregar que se trata de un fun-
cionario público "en el ejercicio de sus funciones".

Por último, también debe eliminarse del proyectado
artículo 157 bis del Código Penal la expresión "mali-
ciosa e ilegítimamente", por las razones ya dadas en el
caso del término "maliciosamente", y por ser "ilegíti-
mamente" sobreabundante; ya que de ser legítima la
actuación, evidentemente la conducta no será punible
por estar justificada.

Artículo 33: en lugar de denominarse la acción regu-
lada "hábeas data" -aunque paradójicamente es el
título de la ley y de los diversos antecedentes parlamen-
tarios- se la designa como acción especial de amparo,
elección inconveniente por prestarse innecesariamente a
confusiones.

-Inciso 1: nuevamente se induce a confusión ha-
blándose de "bancos de datos públicos o privados des-



33
23 de octubre 'de 1996 CARIARA DE SENADORES DE LA NACION 6007 `

linados a proporcionar informes", mientras la norma

constitucional se refiere a todos los bancos de datos
públicos, y, en el caso de ser privados, a los destinados
a proporcionar informes . Más grave aún es modificar

in;ustificadamente la economía legislativa del proyecto,
refiriéndose a los ya definidos datos sensibles como da-
tos que "tiendan a discriminar a Lis isersorac afectadas
por razones de raza, religión, sexo o ideología". De
acuerdo al artículo 7% el solo registro de datos sensibles
está prohibido, más allá de la intención discriminato-
ria o no que se le asigne. En esta norma, se endilga al
peticionante la carga de probar que la inclusión de di-
chos datos es discriminatoria , cuando en rigor de ver-
dad es suficiente --y mucho más sencillo- demostrar
( a forma objetiva la inclusión de datos sensibles -y por
ende, de registro prohibido-, frente a las dificultades
de probar las intenciones discriminatorias del respon-
sable del archivo.

Artículo 35: la redacción correcta del primer párrafo

sería la siguiente: "será competente para entender en
(sta_ ción, a elección del actor, el juez de su domici-

lio, el del domicilio del demandado, o el del lugar en

cl que el hecho se exteriorice o pudiera tener efecto".

Artículo 37:

-Inciso 1: es innecesario que el peticionante identi-
fique el nombre del responsable del archivo, bastando
con la identificación del archivo.

-Inciso 2: se trata de un requisito particularmente
grave, va que se establece sobre el peticionante la car-
ga de probar extremos innecesarios y peligrosamente
indeterminados. El inciso parte de la confusión de dos
hipótesis distintas, que son la de ejercicio del derecho
cíe acceso -parael que es suficiente señalar las razo-
nes por las cuales el peticionante presume que en un
banco de datos obra información referida a su persona-,
y los de supresión, actualización o rectificación -ca-
sus en los que, obviamente, el peticionante ya conoce
el contenido de la información que obra en el archivo, y
pretende la modificación de su tratamiento-. De modc
que la norma debe establecer una disyunción entre las
(los hipótesis: para la primera, basta con alegar funda-
damente acerca de la posibilidad de que en un banco
(le datos obre información personal del peticionante.
Para la segunda, en cambio, es necesario demostrar: a)
que la información es falsa, b) que la información es
inexacta, o c) que se trata de datos sensibles, es decir,
(le datos (le registro prohibido de acuerdo al artículo
70 inciso 1. Para este último caso, constituye una carga
excesiva y frustrante el requisito de probar por qué re-
sulta discriminatoria la información, de acuerdo al co-
mentario ya realizado al artículo 33 inciso 1. Mucho
peor aún es exigible al peticionante lúe pruebe "de qué
modo se afectan sus derechos", cuando la propia norma
constitucional establece el derecho de acceso, rectifica-
ción, supresión, actualización o confidencialidad de los
datos personales que obren en bancos de datos. Basta
entonces con demostrar, en caso de acceso, La posibi-
lidad de existencia de datos personales en un banco
(le datos, y, en caso de supresión, rectificación, actuali-

zación o confidencialidad, con señalar la existencia de
información sensible, falsa o inexacta, que de por sí
resulta violatoria del derecho a la intimidad, privacidad,
honor y dignidad personal, razón por la cual el constitu-
yente incluyó esta garantía en la Constitución. El pro-
pio registro de información sensible, falsa o errónea re-
sulta violatorio de los derechos del afectado. Con res-
pecto al último agregado, que requiere al peticionante
"justificar que se han cumplido los recaudos que hacen
al ejercicio de los derechos que le reconoce la presente
ley", además de ser redundante, está redactado de modo
confuso e impropio. El artículo 16 inciso 3 ya, establece
que el incumplimiento por parte del responsable del
banco de datos de las obligaciones de facilitar el acceso,
suprimir, rectificar, actualizar o someter a confidencia-
lidad la información respectiva, da lugar a la acción de
hábeas data, de modo que lo que correspondería esta-
blecer simplemente es que el peticionante acredite la
presentación del reclamo administrativo o bien la inti-
mación correspondiente, si el banco de datos fuera pri-
vado, manifestando la falta de cumplimiento de la obli-
gación por parte del responsable del banco de datos.

Inc. 3: en línea con lo dicho anteriormente, debe
hablarse del carácter "sensible" --o bien "prohibido" o
"ilicito"- de los datos registrados, y no de su carácter
"discriminatorio", calificación de difícil demostración.

En resumen, la regulación de este artículo establece
una carga innecesariamente gravosa sobre la persona
del peticionante, que al señalamiento concreto de exis-
tencia de datos personales en un banco de datos, o bien
de registro de datos sensibles, inexactos o falsos, debe
agregar la producción de prueba innecesaria y compleja.
Seria recomendable una modificación profunda de la
norma.

Art. 39. Como ya hemos adelantado, el inciso 2 de
este artículo cierra el círculo de indemnidad de los or-

ganismos de seguridad, inteligencia y defensa, ya que

les permite como defensa oponerse al mero pedido de

informes por parte del juez mediante la invocación de

excepciones autorizadas en la propia ley o en otra ley

específica. De este modo, el juez puede no enterarse

jamás de la existencia o del contenido de la información
solicitada, "aunque éste sea prohibido, faso o erróneo.
Lo que corresponde en este caso es la remisión de los
informes al juez, para que éste los examine con carácter
reservado y sin dar traslado al peticionante. De este

modo, el juez puede juzgar convenientemente sobre la
corrección de la subsunción del caso particular en la
excepción legal por parte del responsable del banco de

datos. Huelga reiterar que, a mi criterio, las excepciones

legales son demasiado laxas, con lo que, pese a la po-

sibilidad de control judicial más amplio que propugno,
el derecho sigue sujeto a disposición discrecional por

parte de los organismos mencionados, en contraposición

con la norma constitucional. Comentario aparte merece
la posibilidad abierta de que cualquier ley establezca

excepciones a la posibilidad de acceso y corrección de

los datos, hecho que vacía de contenido al precepto

constitucional.

Por último, tampoco es justificado conceder la ape-
lación de la resolución judicial que insista en el envío
de los datos en ambos efectos, ya que la remisión de
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la información al juez no implica de por sí el acceso,
supresión o modificación de los datos a favor del inte-
resado , sino simplemente la posibilidad de que el juez
tome conocimiento de ellos. La apelación debería con-
cederse al solo efecto devolutivo.

Artículo 41.

-Inc. 2 : se usan simultáneamente "suprimida" y "can-
celada", cuando se trata de sinónimos, debiendo prefe-
rirse el término "suprimida". Falta ene: cionar la posi
biiida,i de otorgar a la información carácter confidencial.
Donie dice "declararla", debe decir "declarada".

Por dichas razones, señor presidente, es que disiento
con. el presente proyecto de ley.

Pedro G. Villarroel.

ANTECEDENTES

Texto del proyecto presentado por el senador Menem

PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados, ...

CAPíT~ I

Dispos'ciones generales

Artículo lv - Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto la protección integral de los datos de carácter per.
sonal asentados en archivos, registros, bancos de datos,
u otros medios técnicos de tratamiento de datos, elec-
trónicos o. manuales , para garantizar el honor y la inti-
midad de las personas, así. como también el acceso a
la información que sobre las mismas se registre de con-
formidad a lo, establecido en el artículo 43, párrafo
tercero de la Constitución Nacional. Las disposiciones
de la presente ley también serán. aplicables, en cuanto
resulte pertinente, a los datos relativos a personas de
existencia ideal.

Art. 2v - Definiciones . A los fines de la presente ley
se entiende por:

- Datos de carácter personal : información de cual-
quier tipo referida a personas físicas o de exis-
tencia ideal determinadas o determinables.

- Archivo, registro , base o banco de datos: indis-
tintamente , designa al conjunto organizado de
datos de carácter personal que sean objeto de
tratamiento o procesamiento , electrónico o no,
cualquiera que fuere lá modalidad cte su for-
mación, almacenamiento, organización o acceso.

- Tratamiento de datos: operaciones y procedi-
miento! sistemáticos , electrónicos o no, que
permitan la recolección , conservación , ordena-
c&ón, almacenamiento , modificación , relaciona-
miento, evaluación, bloqueo, destrucción, y en
general el procesamiento de datos de carácter
personal , así como también su cesión a terceros
a través de comunicaciones , consultacs , interco-
nexiones o transferencias.

- Responsable de archivo, registro , base o banco
de datos : persona física o de existencia ideal
pública o privada, que es titular de un archivo,
registro, base o banco de datos.

- Datos informatizados: los datos de carácter per-
_o.al sometidos al tratamiento o procesamiento
electrónico o automatizado.

- Titular de los datos: toda persona física , ciuda-
dano argentino o. extranjero con residencia legal
en el país, o persona de existencia ideal con
domicilio legal o delegaciones o sucursales en el
mismo, cuyos datos sean objeto del tratamiento
de que trata . la presente ley.

- Ficha personal: contenido de la informaci'n de
una persona , que permite su identifciación y
defin'r sus antecedentes y actividades de cual-
quier tipo.

- Usuario de datos: toda persona, pública o pri-
vada que realice a su arbitrio el tratamiento de
datos, ya sea en archivos, registros o bancos
de datos propios o a través de conexión con los
mismos.

CAPITULO II

Principios relativos a la protección de datos

Art. 39 - Archivos de datos - Licitud. La formación
ele archivos de datos será lícita cuando se encuentren
legalmente autorizados, observando en su operación los
principios que ésta establece y las reglamentaciones que
se dicten en su consecuencia.

Los archivos de datos no pueden tener finalidades
contrarias a las leyes o a la moral pública.

Art. 49 - Calf Ciad de los datos:

1. Los datos personales que se recojan a los efectos
de su tratamiento deben ser lícitos, adecuados,
pertinentes y no excesivos en relación al ámbito
y finalidad para las que se hubieren obtenido.

2. La recolección de datos no podrá hacerse por
medios desleales, fraudulentos o en forma con-
traria a las disposiciones de la presente ley.

3. Los datos objeto de tratamiento no pueden ser
utilizados para finalidades distintas o incom-
patibles con aquellas que motivaron su - ob-
tención.

4. Los datos serán exactos y deben actualizarse en
el caso que ello fuere necesario.

5. Los datos total o parcialmente inexactos, o que
sean incompletos, deben ser cancelados y susti-
tuidos, o en su caso completados, de oficio
cuando se tenga conocimiento de la inexactitud
o carácter incompleto de la información de que
se trate, sin perjuicio de los derechos del titular
establecidos en el artículo 16 de la presente
ley.

6. Los datos deben ser almacenados de modo que
perro tan el ejercicio del derecho de acceso
ele su titular.

7. Los datos deben ser destruidos cuando. hayan
dejado de ser necesarios y pertinentes a los
fines para los cuales hubiesen sido recabados.
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Art. 54 - Consentimiento:

1. El tratamiento de datos de carácter personal es
incito cuando el titular, no hubiere prestado su
consentimiento expreso, el que deberá constar
por escrito, o por otro medio que permita se le
equipare, de acuerdo a las circunstancias.

El referido consentimiento prestado en forma
conjunta con otras declaraciones, deberá figurar
en forma expresa y destacada. juntamente con
las advertencias previstas en el artículo 69 de
de la presente.

2. No será necesario el consentimiento cuando:

a) Los datos se obtengan de fuentes accesibles
al público;

b) Se recaben para el ejercicio de funciones
propias de los poderes del Estado;

c) Deriven de una relación contractual y resul-
ten necesarios para su cumplimiento.

Art. 6Q - Información . Cuando se recaben datos per-
sonales se deberá informar previamente a sus titulares
en forma expresa y clara:

a) La finalidad para la que serán tratados y quie-
nes pueden ser sus destinatarios;

b) La existencia del archivo, registro, banco de
datos, electrónico o de cualquier otro tipo, de
que se trate y la identidad y domicilio de su
responsable;

c) El carácter obligatorio o facultativo de las res-

puestas al cuestionario que se le proponga, en
especial en cuanto a los datos referidos en el
artículo siguiente;

d) Las consecuencias de proporcionar los datos,
de la negativa a hacerlo o de la inexactitud de
los mismos;

e) La posibilidad del • interesado de ejercer los de-
rechos de acceso, rectificación y cancelación de
los datos.

Art. 79-Categoría de datos:

1. Ninguna persona puede ser obligada a propor-
cionar datos relativos a sus convicciones religio-
sas, opiniones políticas, origen racial o compor-
tamiento sexual.

2. Los datos indicados en el apartado anterior sólo
pueden ser recabados y objeto de tratamiento
cuando medien razones de interés general auto-
rizadas por ley, o con finalidades estadísticas
o c_entíficas cuando no puedan ser identificados.
sus titulares.

3. No pueden formarse archivos, lurncos o registros
de datos que tengan por finalidad exclusiva el
almacenamiento de. datos de carácter personal
relativos a los aspectos señalados en el punto
1 de este artículo, salvo que hubieren sido sumi-
pistrados voluntariamente por sus titulares, con
pleno conocimiento de su destino y utilización.

4. Los datos relativos a antecedentes penales o
contravencionales sólo pueden ser objeto de tra-
tamiento por parte de las autoridades públicas
competentes, en el marco de las leyes y regla-
mentaciones respectivas.

Art. 8e1 - Datos relativos a la salud . Los hospitales
y demás instituciones sanitarias públicas o privadas y
los profesionales vinculados a la ciencia médica pueden
recabar y tratar los datos personales relativos • a la salud
física o mental de los pacientes que acudan a los mismos
o que estén o hubieren estado bajo tratamiento de
aquéllos.

Art. 9Q -Seguridad de los datos:

1. El responsable o usuario del archivo de datos
debe adoptar las medidas técnicas y organiza-
tivas que resulten necesarias para garantizar la
seguridad y confidencialidad de los datos de
carácter personal , de modo de evitar su adulte-
ración, pérdida, consulta o tratamiento no auto-
rizado, y que permitan detectar desviaciones in-
tencionales o no, de información , ya sea que los
riesgos provengan de la acción humana o del
medio técnico utilizado.

2. No se deben registrar datos de carácter perso-
nal en archivos, registros o bancos que no reír
nan condiciones técnicas 'de integridad y segu-
ridad.

Art. 10. - Deber de sigilo:

1. El responsable y las personas que intervengan
en cualquier fase del tratamiento de datos per-
sonales están obligados al secreto profesional res-
pecto de los mismos Tal obligación subsistirá
aun después de finalizada su relación con el ti-
tular del archivo dé datos.

2. El obligado podrá ser relevado del deber de
secreto por razones fundadas relativas a la se-
guridad pública, la defensa nacional o la salud
pública.,

Art. 11 . - Cesión:

1. Los datos de carácter personal objeto de trata-
miento sólo pueden ser cedidos para el cumple-
miento de los fines directamente relacionados
con el interés legítimo del cedente y del cesio-
nario y con el previo consentimiento del titular
de los datos, al que se le debe informar sobre
la finalidad de la cesión e identificar al cesio-
nario o los, elementos que permitan hacerlo.

2. La cesión de datos a terceros debe ser comuni-
cada a los titulares en la primera oportunidad
en que ello ocurra. El consentimiento para la
cesión es revocable.

3. El consentimiento no es exigido cuando:

a) Así lo disponga una ley;

b) Se trate de datos recogidos de fuentes de
acceso público;
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1)

g)

c) Se trate de listados cuyos datos se limiten a
nombre, ocupación , fecha de nacimiento, di-
rección y número de teléfono;

d) El establecimiento del archivo responda a la
libre y legítima aceptación de una relación
jurídica cuyo desarrollo , cumplimiento y con-
trol implique necesariamente la conexión de
dicho fichero con el de terceros . En tal caso
la cesión será legítima en cuanto se limite a
la finalidad que la justificó;

e) Se realice entre dependencias de los órganos
del Estado en la medida del cumplimiento
de sus respectivas competencias;

Tratándose de datos personales relativos a la
salud , cuando sea necesario por razones de
salud pública , de emergencia o para la rea-
lización de estudios epidemiologicos;

Se hubiera aplicado un procedimiento de di-
sociación de la información de modo que los
datos sean inidentificables.

4. El cesionario quedará sujeto a las mismas obli-
gaciones legales y reglamentarias 'íel cedente y
éste responderá solidaria y conjuntamente por la
observancia de las mismas ante el organismo de
control y el titular de los datos de que se trate.

Art. 12. -Transferencia internacional:

1. Es prohibida la transferencia de datos de ca-

rácter personal de ningún tipo con países u

organismos internacionales o supranacionales,
que no proporcionen niveles de protección equi-

parables a los de la República Argentina.

2. La prohibición no regirá en los siguientes
puestos :

su-

a) Colaboración judicial internacional;

b) Intercambio de datos de carácter médico,
cuando así lo exija el tratamiento del afecta-
do, o una investigación epidemiológica;

e) Transferencias bancarias o bursátiles, en lo
relativo a las transacciones respectivas y con-
forme la legislación que les resalte aplicable.

C.Apírvr..o III

Derechos de las titulares de datos

Art. 13 . - Derecho de información: Toda persona
puede solicitar información al organismo de control re-
lativa a la existencia de archivos , reg stros , bases o ban-
cos de datos de carácter personal , sus finalidades y la
identidad de sus responsables . El registro que se lleve
al efecto será de consulta pública y gratuita.

Art. 14. -Derecho de acceso:

1. El titular tiene derecho a solicitar y obtener
información de sus datos de carácter personal
incluidos en los bancos de datos peíblicos o pri-
vados destinados a proporcionar informes.

2. El requerido deberá asegurarse de la identidad
del peticionante y cumplir con dicha obligación
dentro de los quince días corridos de haber sido
intimado fehacientemente. Vencido el plazo sin
que se satisfaga el pedido, o si evacuado el in-
forme , éste se estimara insuficiente , quedará ex-
pedita la acción especial de amparo prevista en
esta ley.

3. El derecho de acceso a que se refiere este ar-
tículo sólo puede ser ejercido a intervalos no
inferiores a doce meses, salvo que se acredite
un interés legítimo al efecto.

Art. 15. - Contenido de la información:

1. La información debe ser suministrada en forma
clara , exenta de codificaciones y en su caso
acompañada de una explicación , en lenguaje
accesible al conocimiento medio de la pobla-
ción, de los términos que se utilicen.

2. La información debe ser amplia y versar sobre
la totalidad del registro perteneciente al titular,
aun cuando el requerimiento sólo comprenda
un aspecto de los datos personales . En ningún
caso el informe podrá revelar datos pertene-
cientes a terceros , aun cuando se vinculen con
el interesado.

3. La información debe suministrarse por escrito.

Art. 16 . - Derecho de rectificación, actualización o
cancelación:

1. Toda persona tiene derecho a que sean rectifi-
cados, actualizados , suprimidos o sometidos a
confidencialidad los datos personales de los que
seá titular, que estén incluidos en un banco de
datos.

2. El responsable o usuario del banco de datos,
debe proceder a la rectificación; cancelación o
actualización de los datos personales del afec-
tado, realizando las operaciones necesarias a tal
fin en el plazo máximo de diez días hábiles de
verificado el error o falsedad.

3. El incumplimiento de esta obligación dentro de
los quince días corridos de la intimación feha-
ciente, habilitará , al interesado a promover sin
más la acción de amparo prevista en la pre-
sente ley.

4. En el supuesto de cesión, o transferencia de
datos, el responsable o usuario del banco de da
tos debe notificar la rectificación o cancelación
al cesionario dentro del tercer día hábil de
efectuado el tratamiento del dato.

5. La cancelación no procede cuando pudiese
causar perjuicios a derechos o intereses legí-
timos del afectado o de terceros , o cuando
existiese una obligación legal de conservar los
datos.

6. Durante el proceso de verificación y rectifica-
ción del error o falsedad de la información de que
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se trate, el responsable o usuario del banco de
datos deberá ó bien bloquear el archivo, o
consignar al proveer información relativa al
mismo la circunstancia de que se encuentra
sometida a revisión.

7. Los datos de carácter personal deben ser con-
servados durante los plazos previstos en las
disposiciones aplicables o; en su caso, en las
relaciones contractuales entre el responsable o
usuarios del banco de datos y el titular de los
datos.

Art. 17. - Excepciones:

1. Los responsables o usuarios de bancos de datos,
pueden denegar el acceso, rectificación o la
cancelación en función de la protección de la
defensa de la Nación, del orden y la seguridad
públicos, o de la protección de los derechos
e intereses de terceros.

2. La información sobre datos de carácter perso-
nal también puede ser denegada, cuando de
tal modo se pudieran obstaculizar actuaciones
judiciales o administrativas vinculadas a la in
vestigación sobre el cumplimiento de obliga-
ciones tributarias o previsionales , el desarrollo
de funciones de control de la salud y del medio
ambiente, la investigación de delitos penales y
la verificación de infracciones administrativas.
La resolución que así lo disponga debe ser
motivada.

Art. 18. - Gratuidad. La rectificación , actualización
o cancelación de datos de carácter personal,inexactos o
incompletos se efectuará sin cargo alguno para el
interesado.

Art. 19. - Impugnación de valoraciones personales:

1. Las decisiones judiciales o los actos adminis-
trativos que impliquen apreciación o valoración
sobre conductas humanas no podrán tener como
único fundamento el resultado del tratamiento
informatizado de datos de carácter personal
que suministren ima,definición del perfil o per-
sonalidad del interesado.

2. Los actos que resulten contrarios a' la directiva
precedente serán insanablemente nulos.

CAPíTVJ.o IV

Usuarios y responsables de archivos, registros
y bancos de datos

Art. 20. --- Regíst; o de archivos de datos. Inscripción:

1. Todo archivo, registro, base o banco de datos
destinado a proporcionar informes debe inscri-
birse en el registro que al efecto habilite el
organismo de control.

2. El registro de archivos de datos debe com-
prender como mínimo la siguiente información:

a) Nombre y dirección del responsable;

b) Características y finalidad del archivo;

c) Naturaleza de los datos personales conte-
nidos en cada archivo; ,

d) Forma de recolección y actualización 'de
datos;

e) Destino de los datos y entidades a los que
pueden ser transmitidos;

f) Modo de interrelacionar la información re-
gistrada;

g) Medios utilizados para garantizar la seguri-
dad de los datos, debiendo detallar la ca-
tegoría de personas con acceso al tratamiento
de la información;

h) Tiempo de conservación de los datos;

i) Forma y condiciones en que las personas
pueden acceder a los datos referidos a ellas
y los procedimientos a realizar para la recti-
ficación o actualización de los datos.

3. Ningún usuario de datos podrá poseer datos de
carácter personal, de naturaleza distinta a los
declarados en el registro.

Art. 21. -Archivos, registros o bancos de datos pú-
blicos:

1. Las normas sobre creación, modificación o su-
presión de archivos, registros o bancos de datos
pertenecientes a organismos públicos deben ha-
cerse por medio de disposición general publica-
da en el Boletín Oficial de la Nación o diario
oficial, y anotado en el correspondiente registro
que a tal fin habilite el organismo de control.

2 Las disposiciones respectivas, deben indicar:

a) Características y finalidad del archivo;

b) Personas respecto de las cuales se pretenda
obtener datos y el carácter facultativo u ob:i-
gatorio de su suministro por parte de
aquéllas;

c) Procedimiento de
de los datos;

obtención y actualización

d) Estructura básica del archivo, informatiza-
do o no, y la descripción de la naturaleza
de los datos de carácter personal que con-
tendrán;

e) Las cesiones, transferencias o interconexio-

f)

g)

nes previstas;

Organos responsables del archivo, precisan-
do dependencia jerárquica en su caso;
Las oficinas ante las que se pud'esen efec-
tuar las reclamaciones en ejercicio de los
derechos de acceso, rectificación o cance-
lación.

3. En las disposiciones que se dicten para la su-
presión de los registros informatizados se esta-
blecerá el destino de los mismos o las medidas
que se adopten para su destrucción.

4. La cesión de datos almacenados en fuentes ac-
cesibles al público, no podrá efectuarse a ar-
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chivos, registros o bancos de datos privados sin
el consentimiento del afectado o en virtud de
una ley que lo autorice.

Art. 22.- Supuestos especiales:

1. Lo dispuesto en el artículo 20 y en los puntos
1 y 2 del artículo anterior no os aplicable cuan-
do se trate de archivos pertenecientes a la Se-
cretaría de Informaciones del Estado, Policía
Federal , Dirección General Impositiva , u otros
organismos de seguridad , en la medida necesa-
ria para el cumplimiento de sus funciones le-
galmente establecidas , o cuando la ley establez-
ca el secreto de los datos y de su mismo alma-
cenamiento.

2. La obtención y almacenamiento de datos per-
sonales para fines policiales y de defensa se
limitarán a aquellos supuestos y categoría de
datos que resulten necesarios para , la prevención
de la seguridad pública, la defensa nacional o
para la represión de los delitos . Los archivos,
en tales casos deberán ser éspecíficos.

3. Los datos personales registrados con fines poli-
ciales se cancelarán cuando no sean necesarios
para las averiguaciones que motivaron su alma-
cenamiento.

Art. 23. -Archivos, registros o bancos de datos pri-
vados. Los -particulares que formen archivos, registros
o bancos de datos que no sean para un uso exc'usiva-
mente personal deberán registrarse conforme lo previsto
en el artículo 20.

Art. 24. - Prestación de servicios informa'izados de
datos de carácter personal:

1. Cuando por cuenta de terceros se presten ser-
vicios de tratamiento de datos de carácter per-
sonal , éstos no podrán aplicarse o utilizarse con
un fin distinto al que figure en el contrato de

-servicios, ni cederlos a otras personas, ni aun
para su conservación.

2. Una, vez cumplida la prestación contractual los
datos personales tratados deberán ser destruidos,
salvo que medie autorización expresa de aquel
por cuenta de quien prestan tales servicios,
cuando razonablemente se presuma la posibili

-dad de ulterioresencargos, en cuyo caso se
podrá almacenar con las debidas condiciones de
seguridad por un período de cinco años.

Art. 25 . Prestación de servicios de información cre-
diticia:

1. En la prestación de servicios de información
crediticia , sólo pueden tratarse datos de carác-
ter personal obtenidos de fuentes accesibles al
público o procedentes de informaciones facili-
tadas por el interesado o con su consentimiento.

2.; Pueden tratarse igualmente , datos de carácter
personal relativos al cumplimiento o incumpli-
miento de obligaciones de contenido patrimo-
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nial, facilitados por el acreedor o por quien
actúe por su cuenta o interés. En estos casos,
se notificará al afectado, en el plazo de treinta
días desde dicho registro, una referencia de los
datos que hubiesen sido inc'u'dos, y se le in-
formará de su derecho a recabar información
de la totalidad de ellos, en los términos esta-
blecidos en la presente ley.

3. A solicitud del titular de los datos, el respon-
sable o usuario del banco de datos, le comu-
nicará las informaciones, evaluaciones y apre-
ciaciones que sobre el mismo hayan sido comu-
nicadas durante los últimos seis meses y el
nombre y domicilio del cesíonar°o en el su-
puesto de tratarse de datos obtenidos por cesión.

4. Sólo se podrán archivar, registrar o ceder los
datos de carácter personal que sean significati-
vos para evaluar la solvencia económico-finan-
ciera de los afectados durante los últimos diez
años.

Art. 26. -Archivos, registros o bancos de datos con
fines de publicidad:

1. En la recopilación de domicilios, reparto de
documentos, publicidad o venta directa y otras
actividades análogas , se podrán tratar informa-
ción relativa a nombres,- ocupación, domicilio
y teléfonos, cuando los mismos figuren en do-
cumentos accesibles al púb ico o hayan sido
facilitados por los propios titulares u obtenidos
con su consentimiento.

2. En los supuestos contemplados e:i el presente
artículo, el titular de los datos podrá ejercer el
derecho de acceso, que comprenderá también
los datos que hubieren sido dados de baja y la
fuente de donde han sido obtenidos, sin cargo
alguno.

3. El titular podrá en cualquier momento so icita_•
el retiro o bloqueo de su nombre de los bancos
de datos de que se trata en el presente artículo.

Art. 27. - Archivos, registros o bancos de datos re-
lativos a encuestas:

1. Las normas de la presente ley no se aplicarán
a las encuestas de opinión, trabajos de prospec-
ción de mercados, investigaciones científicas o
médicas y actividades análogas, en la medida
que los datos recogidos no puedan atribuirse a
una persona determinada o determinable.

2. Si en el proceso de recolección de datos, no re-
su tara posible mantener el anonimato, se deberá
utilizar una técnica de disociación, de modo que
no permita identificara persona alguna en par-
ticular.

CAPITULO V

Control

Art. 28. - 0, gano de control. El órgano de control
deberá realizar todas las acciones necesarias para el
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cumplimiento de los objetivos y demás disposiciones de
la presente ley. A tales efectos tendr4 las siguientes fun

-ciones y atribuciones:

a) Asistir y asesorar a personas que lo requieran
acerca de los alcances de a presente y de los
medios 'egales de que disponen para la defensa
de los derechos que ésta garantiza;

b) Dictar las normas y reglamentaciones que se
deben observar en el desarrollo de las actividades
comprendidas por esta ley;

c) Realizar un censo de archivos, registros o bancos
de datos alcanzados por la ley y mantener el
registro permanente de los mismos;

d) Controar la observancia de las normas sobre
integridad y seguridad de datos por parte de
los archivos, registro o bancos de datos. A tal
efecto podrá solicitar autorización judicial para
acceder a locales, equipos, o programas de tra-
tamiento de datos a fin de verificar infracciones
al cumplimiento de la pre:ente, ley;

e) Solicitar informacién a las entidades públicas
y privadas, las que deberán proporcionar los
antecedentes, documentos, programas u otros
elementos relativos al tratamiento de los datos
de carácter personal que se le requieran;

f) Imponer las sanciones administrativas que en
su caso correspondan por violación a las nor-
mas,de la presente ley, y de las reglamentacio-
nes que se dicten en su consecuencia;

g) Constituirse en ciuerellante en las acciones pe-
nales que ,e promovieran por violaciones a la
presente ley.

Art. 29. - Códigos de conducta:

1. Las asociaciones o entidades representativas de
responsables o usuarios de bancos de datos de
titularidad privada podrán 'elaborar códigos de

conducta de práctica profesional. que establezcan

normas para e' tratamiento de datos de carácter

personal que tiendan a asegurar y mejorar las
condiciones de operación de los sistemas de
información en función de los principios esta

-blecidos en la presente ley.

2. Dichos códigos deberán ser inscritos en el re-
gistro que al efecto lleve el organismo de con-
trol, quien podrá denegar la inscripción cuando
considere que no sv ajustan a las disposiciones
legales y reglamentarias sobre la materia.

CAPÍTULO VI

Sanciones

Art. 30. - Sanciones administrativas:

1. Sin perjuicio de 'as responsabilidades adminis-
trativas que correspondan en los casos de usua-
rios públicos; en cualquier caso , de la responsa-
bilidad por daños y perjuicios derivados de la

6013

inobservancia de la presente ley, y de las san-
ciones penales que correspondan, el organismo
de control podrá aplicar las sanciones de aper-
cibimiento, suspensión, multa de mil pesos
($ 1.000 ) a cien mil pesos ($ 100.000), clau-
sura o cancelación de 'a autorización del archivo,
registro o banco de datos.

2. La reglamentación determinará las condiciones
y procedimientos para la aplicación de las san-
ciones previstas, las que deberán graduarse en
relación a la gravedad y extensión de la viola-
ción y de los perjuicios derivados de la infrac-
ción.

Art. 31. - Sanciones penales:

1. Será reprimido con la pena de prisión de un
mes a dos años el que insertara o hiciera in-
sertar maliciosamente datos falsos en un archivo
de datos - de carácter personal.

2. La pena será de seis meses a tres años, al que
proporcionara a un tercero maliciosamente infor-
mación falsa contenida en un archivo de datos
de carácter personal.

3. La escala penal se aumentará en la mitad del
mínimo y del máximo, cuando del hecho se de-
rive perjuicio a alguna persona.

4. Cuando el autor o responsable del ilíc'.to sea
funcionario público en ejercicio de sus funcio-
nes, se le aplicará la accesoria de inhabilitación
para el desempeño de cargos públicos por el
doble del tiempo que el de la condena.

CAPíruLO VII

Acción especial de amparo

Art. 32. - Legitimación activa:

1. La acción de amparo especial de protección de
los datos personales (o de hábeas data) proce-
derá para tomar conoc "miento de los datos de
carácter personal almacenados cn archivos, re-
gistros o bancos de datos públicas o privados
destinados a proporcionar , informes, así como
también su finalidad y los casos en que se pre-
suma la falsedad, inexactitud , desactualización de
la información de que se trata y de la inclusión
de aquellos que tiendan a discriminar a las per-
sonas afectadas por razones de raza , religión;
sexo o ideología , para exigir su supresión, recti-
ficación, confidencialidad o actualización.

2. Podrá ser ejercida por el afectado y sus suce-
sores por sí o por intermedio de apoderado.

3. Cuando la acción sea ejercida por personas de
existencia ideal, deberá ser' interpuesta por sus
representantes legales, o apoderados que designe
al efecto.

4. En el proceso podrá intervenir en forma coad-
yuvante del Defensor del Pueblo,
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Art. 33. - Legitimación pasiva . La acción procederá
respecto de los usuarios de datos públicos o privados.
En este último supuesto procederá si tuv era la posib'.-
lidad de generar y proveer informes.

Art. 34. - Procedimiento aplicable. La acción de

hábeac data tramitará según las disposiciones de la pre-
:;ente ley y por el procedimiento que corresponde a la

acción de amparo común y supletoriamente por las nor-

mas del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-

ción, en lo atinente al juicio sumarísimo.

Art. 35. - Requisitos de la demanda:

1. La demanda deberá interponerse por escrito, in-
dividualizando con la mayor precisión posible el
nombre y domicilio del archivo, registro o banco
de datos, así como el nombre del responsable
del mismo. En el caso de los archivos, registros
o bancos públicos, se procurará establecer el
organismo estatal del cual dependen.

2. El accionante deberá alegar las razones por las
cuales entiende que en el archivo, registro o
banco de datos individualizado obra informa-
ción referida a su persona; los inotivós por los
cuales considera que la informació r que le atañe
resulta discriminatoria, falsa o inexacta y de qué
modo afecta sus derechos.

3. Al solo efecto de requer'r información al archivo,
registro o banco de datos involucrado, el cr-
terio judicial de apreciación de las circunstancias
requeridas en los puntos 1 y 2 debe ser amplio.

Art. 36. - Trámite:

1. Admitida la acción el juez requerirá al archivo,
registro o bancos de datos la remisión de la
información concerniente al accionante. Podrá
asimismo solicitar informes sobre el soporte téc-

nico de datos , documentación crr base relativa
a la recolección y cualquier oto aspecto que
resulte conducente a la resoluciun de la causa

que estime procedente.

2. El plazo para contestar el informe no podrá ser
mayor de c 'nco días hábiles, el que podrá ser
ampliado prudencialmente por el juez.

Art. 37.-Confidencialidad de la información:

1. Los registros, archivos o bancos de datos pri-
vados no podrán alegar la confidencialidad de
la informaión que se les requiere salvo el su-
puesto en que se afecte el secreto de las fuen-
tes de información periodística.

2. Los archivos, registros o bancos de datos públi-
cos sólo podrán invocar las excepciones autoriza-
das por la presente ley, o los establecidos en
una ley específica. En tales cayos deben acre-
ditar los extremos que hacen aplicable la excep-
ción legal.

El juez apreciará con criterio restrictivo toda
opos'ción al envio de informes sustentado en ta-
les causales, debiendo expedirse dentro, del se-
gundo día de planteada. la excepción.
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La resolución judicial que insista con la remi-
sión de los datos será apelable dentro del se-
gundo día de notificada. El escrito de apelación
será fundado.

3. La apelación será denegada o concedida en am-
bos efectos dentro del segundo día. En el último
caso, será elevado el expediente al tribunal de
alzada dentro del día de ser concedido.

Art. 38. - Contestación del informe . Al contestar el
informe, el archivo, registro o banco de datos deberá
expresar las razones por las cuales incluyó la informa-
ción cuestionada y aquellas por las que no evacuó el
pedido efectuado , por el interesado, de conformidad a
lo establecido en los artículos 12 a 14 de la ley.

Art. 39. - Sentencia.

1.' Vencido. el plazo para la contestación del in-
forme o contestado el mismo, y habiendo sido
producida en su caso la prueba, el juez dic-
tará sentencia.

2. En el caso de estimarse procedente la acción,
se especificará si la información debe ser supri-
mida, rectificada, cancelada, actualizada o de-
clararla confidencial, estableciendo un plazo pa-
ra su cumplimiento.

3. El rechazo. de la acción no constituye presun-
ción respecto de la responsabilidad en que hu-
biera podido incurrir el demandante.

Art. 40. - El Poder Ejecutivo nacional deberá re-
glamentar la presente ley y establecer el organismo de
control dentro de los ciento ochenta días de su pro-
mulgación.

Art. 41. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Eduardo Menem.

Texto del proyecto presentado por la senadora
Fernández Meijide

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, .

TITULO I

Legitimación

Artículo 19-Sujetos de legitimación activa . Están
legitimados para iniciar acción de amparo bajo la mo-
dalidad del hábeas data todas ' las personas físicas o
jurídicas incluyéndose las previstas en el artículo 33
in fine del Código Civil residentes en la República Ar-
gentina y los sucesores de las personas físicas sean en
línea directa o colaterales hasta el segundo grado por
un período de 5 años posteriores a su deceso. Podrán
efectuar la presente acción en nombre de sus represen-
tados los apoderados con poder general de administra-
ción y disposición respecto de sus poderdantes, repre-
sentantes legales de menores, tutores, curadores o al-
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1Laceas, afectados por datos referidos a ellos o a sus
representados que consten en registros o bancos de datos
públicos o privados.

Art. 2° - Sujeto., de legitimación pasiva pública. To-
da dependencia o ente autárquico del Estado nacional,

de. los estados provinciales o municipales u organi mos

vecinales respecto de quienes podrá interponerse la

presente acción.

Art. 3v-Sujetos de legitimación pasiva privada.
Igualmt-nte podrá interponerse esta acción con relación
a tolo particular, ya sea persona física o jurídica in-
cluyéndose las previstas en el artículo 33 in ,fine del
Código Civil, o los sucesores de las personas físicas
hasta el segundo grado en línea directa colaterales que
man'engan registros o bancos de datos que hubiesen
poseído sus causantes, incluyendo los registros o ban-
cos de datos que posean los medios de comunicación
periodísticos en cualquiera de sus srchivo-,, respetán-
dose las garantías de reserva del secreto de la fuente
informativa y de libertad de prensa.

TITULO II

Definiciones

Art. 4^v - A los fines de la presente ley los términos
empleados en ella /serán entendidos con el siguiente
contenido:

a) Datos. Se entenderá por "datos" la informa-
ción referente a las personas descriptas por el
artículo 19 que sea recopilada de forma ma-
nual, mecánica, magnética o Por cualquier otro
medio creado o a crearse que cumpla los mi '-
mos fines, en archivos o bancos de datos;

b), Datos personales. Son aquellos datos individua-

les sobre circunstancias personales u objetivas

de una persona física o jurídica, determinada

o determinable, incluyéndose los relativos a do-

miciliós, números telefónicos, casillas de correo

o similares. Cualquier información referente a

una, persona identificada o Identificable. Asi-
mismo la información sobre las condenas firmes

en causas criminales, dentro del período de res-

guardo legal y archivada por la autoridad com-

petente;

e) Datos sensibles. Se considerarán datos sen ibles
aquellos datos que siendo de índole personal
consistan en información referente a:

1. El origen racial o étnico riel titular de los
datos.

2. Sus opiniones políticas, gremiales o creen-
cias religiosas o de otra, clase.

3. Su salud física o mental.

4. Su vida sexual.

5. Sus asuntos familiares que no sean relativos
a relaciones de parentesco o estad« civil,
régimen económico y condición de sostén de
la familia.
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6. Sus condenas efectivamente cumplidas en
causas criminales después de vencido el pla-
zo legal de guarda por la autoridad compe-
tente.

7. Si ha sido objeto de sospecha con relación
a un delito•o acusada por razón de ese deli-
to no habiendo sido condenada; y

8. Otros datos que pudieran posibilitar cualquier
tipo de discriminación o impedir el libre
ejercicio de sus derechos.

d) Datos equívocos o de dudosa exactitud. Son
aquellos datos personales cuya exactitud es dis-

cutida por el interesado, no pudiéndose demos-

trar por parte de los legitimarios activos o pa-
sivos la exactitud o inexactitud de dichos datos;

e) Datos falsos. Son aquellos datos personales de
los que puede demostrarse su falsedad;
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f) Archivo s. Son conformados por la acumulación i-
de documenta-artícrilo todo tide datos , pos y

ción , incluyendo los microfil}}^ados general-
mente en originales o copias álr4tenticadas refe-,
rentes a determinada persona, así como también
testimonios fílmicos, sonoros, fotográficos o si-
milares;

g) Registros. Son confeccionados en planillas o
fichas, figurando testimoniados los datos corres-
pondientes a uno o varios individuos sin poseer
en su respaldo documentación integrada al re-
gistro. Los registros, así como también los ban-
cos de datos pueden servir de referencia a un
archivo;

h) Bancos de datos. Similares a los registros se
caracterizan por un grado de sistematización
mayor, teniendo varios accesos de búsqueda.
Pueden ser manuales o computarizados;

i) Modificar. Todo cambio en el contenido de 4s-
tos almacenados;

j) Suprimir. Eliminar, destruir, hacer irreconocibles
datos almacenados, sea cual fuere el procedi-
miento idóneo para ello;

k) Rectificar. Reemplazar datos erróneos o de du-
dosa exactitud o falsos por datos verdaderos;

1) Actualizar. Modificar en los registros o bancos
los datos que con el transcurso del tiempo, o por
un cambio en las circuhstancias, se han conver-
tido en erróneos o falsos;

m) Confidencialidad. Mantener reserva de datos
personales erga omnes, salvo autorización ex-
presa de las personas con legitimación activa..

Las definiciones contenidas en el presente no deberán
entenderse como una enunciación taxativa y en caso ele
duda respecto de los límites de su contenido deben en-
ténderse en sentido amplio en favor de los derechos
tutelados por esta ley, con la única limitación de los
derechos y garantías de terceros amparados por la
Constitución Nacional.
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Art. 5v -- A las personas descritas en el artículo 14
de la presente ley se les garantiza el goce de los si-
guientes derechos:

a) A ser informado por todo titular o responsable
de archivos, registros o banco de datos, si éstos
tienen en su poder información de los que- aqué-
llos sean titulares:

b) A la información y conocimiento de l,t finalidad
principal del uso de los datos;

e) A la intimidad en materia de datos personales,
respecto de la recolección, tratamiento, conser-
vación, utilización y revelación de los mismos;

d) A la privacidad, honor u otros derechos cons-
`titucionales, explícitos o implícitos para la sus-
pensión, rectificación, confidencialidad o actua-
lización de datos;

e) A exigir la confidencialidad de sus (Lttos perso-
nales, su modificación, rectificación o supresión;

f) A la eliminación de datos sensibles cine permi-
tan cualquier tipo de discriminación,

g) A que se destruyan los datos personales alma-
cenados cuando el almacenamiento fuere ilícito
o cuando desaparecieran, los supuestos de hecho
originariamente existentes para el almacena-
miento.

TITULO IV

Disposiciones generales

CAPITULO 1

Datos personales

Art. 69-Los datos personales podrán ser suprimidos
cuando la finalidad por la que se almacenirrl sea du-
dosa, falsa o extemporánea. Las personas incluidas en
el artículo 19 podrán también solicitar al iuéz, en su
caso, la suspensión, rectificación, confidencialidad o ac-
tualización de estos datos.

Art. 7Q-Los datos personales deberán ser exactos y
cuando sean inexactos o erróneos deberán ser rectifica-
dos o suprimidos. Los datos personales serán eliminados
cuando su conocimiento ya no fuere necesario para el
cumplimiento de los fines del almacenamiento destru-
yéndose los mismos a pedido de las, personas sujetos de
legitimación activa, no existiendo razón para presumir
que con la destrucción se perjudique otros intereses
dignos de protección.

Art. 8v No se considerará que datos de índole per-
sonal se estén guardando para una o más finalidades
específicas y lícitas.

Art. 99-Los datos personales, sea cual fuere su fi-
nalidad o finalidades, no se guardarán por más tiempo
que el necesario para el cumplimiento de esas finali-
dades.

Art. 10.-Los poseedores de archivos, registros y
bancos de datos públicos o privados deberán informar
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de forma fehaciente al titular de los datos personales,
y a su pedido, sobre el almacenamiento de los mismos.

Art. 11. - Podrá interponerse la presente acción con-
tra las dependencias, entes o personas referidas en los
artículos 2v y 39 para obtener informes respecto del
contenido y finalidad de los datos, suprimir, rectificar,
exigir su confidencialidad o actualizar los datos que
éstos posean para fines de utilización propia o destinada
a la transmisión a terceros, a título oneroso o gratuito.

CAPITULO 11

Datos sensibles. Disposiciones generales

Art. 12. - Los datos sensibles deberán ser eliminados
de los registros o bancos de datos sean estos públicos o
privados por el mero pedido de la parte interesada
cundo no sea esencial a la finalidad por la que se
almacenan o .cuando sea prohibida su guarda por ley.

. TITULO V

Responsabilidad

Art. 13.-Serán pasibles de la pena prevista en el
artículo 249 del Código Penal aquellos funcionarios que
estando bajo su cargo los registros o bancos de datos
públicos obstruyan, denieguen, retarden, o incumplan
las órdenes judiciales que requieran la información de
los datos, su supresión, rectificación, confidencialidad
o actualización de los mismos o impidan su posterior
verificación.

Art. 14. - Serán pasibles de la pena prevista en el
artículo 239 o en su caso 275 del Código Penal las
personas contenidas en el artículo 3v (Legitimación pa-
siva privada) que estando bajo su cargo los registros
o bancos de datos privados 'utilizados para fines propios
o ajenos, obstruyan, denieguen, retarden, o incumplan
las órdenes judiciales que requieran la información de
los datos, su supresión, rectificación, confidencialidad o
actualización de los mismos o impida su posterior ve-
rificación.

TITULO VI

Requisitos previos al inicio de la presente acción

Art. 15.-Las personas sujetas de legitimación activa
deberán requerir los informes de forma fehaciente a
los legitimarios pasivos sobre la información respecto
de su persona o de sus representados contenida en los
registros o bancos de datos.

Art. 16.-Los sujetos de legitimación pasiva están
obligados a contestar los requerimientos de las per-
sonas que solicitan información dentro del plazo de los
treinta días dentro de los cuales deberán notificar de
forma fehaciente el lugar, día y hora en que se sumi-
nistrará -la información. En casó de no responder al
requerimiento dentro del plazo establec'do por el pre-
sente artículo, se considerará por denegada la infor-
mación solicitada.
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Art. 17. = Las personas que sean legitimarías activas
podrán exigir del mismo modo ene que se les suministre
la información, la exhibición de la documentación orig--
nal, podrán retirar copias que le serán provistas y cer-
t:ficadas por las personas de legitimación1 pasiva res-
pecto de la información suministrada. y de la documen-
tación original.

Las copias deberán ser selladas en cada una de sus
hojas con un sello que identifique la dependencia, ente
o personas que sean sujetos de legitimación pasiva pri-
vada.

Art. 18. -Si los sujetos legitimados pasivamente no
contestaren al requerimiento en el plazo de los treinta
días, se negasen al cumplimiento de los requisitos del
artículo anterior o resultase verosímil la inexactitud, fal-
sedad u ocultamiento de datos, las peronas referidas
en el artículo 14 de la presente ley podrán solicitar la
acción de amparo con la modalidad del hábeas data
una vez vencido dicho plazo.

Art. 19.-Cuando prima facie los data fueran erró-
neos, inexactos o falsos, el juez deberá ordenar la suspen-
sión de los mismos a pedido de parte, bajo el procedi-
miento de medida cautelar.

Art. 20.-En los casos que revista ingenia la tra-
mitación de la presente acción como consecuencia del
daño inminente o efectivo que pudiera provocarse al

accionante, el juez deberá evaluar la +iuación invo-
cada, concediendo el recurso sin la existencia del trá-
mite previo.

Art. 21. - Requisitos de la demanda. [,a acción debe
ser interpuesta por escrito, procurando individualizarse

con la mayor precisión los datos que' reiteran al regis-
tro o banco de datos, específicamente en lo que refie-

ran a su domicilio, nombre o nombres de los encargados

del mismo. De solicitar informes a registros o, bancos
públicos, deberá tratar de individualizarse, la dependen-
cia, organismo o ente a que se refiera, o de la que

dependan individualizando en lo posible a su titular
o algún superior jetárquico de quien dependa.

Art, 22. - Razonabilidad de la petición. Bastará que
el accionante alegue razones por las cuales entiende que
en el' registro o banco de datos obre información refe-

rente a su persona, para que el juez evalúe la razo-
nabilidad con criterio amplio y en consecuencia otorgue

h'. admisibilidad de la acción al solo efecto de poder

requerir la información.

Art. 23. - El contenido de la información exigida a

las personas de legitimación pasiva será puesta en conoc-
cirniento del juez interviniente, en forma escrita entre-
gada en sobre cerrado,' quien lo revelará al accionante.

Art. 24. - El procedimiento para actícar la garantía
asegurada por la presente ley, contra el accionar de
un sujeto de legitimación pasiva pública se regirá por
la ley 16.986, en todo lo no previsto en la presente ley.

Art. 25. - El procedimiento para activar la garantía
asegurada por la presente ley, contra el accionar de
un sujeto de legitimación pasiva privada se regirá poi
el artículo 498 del Código Procesal Civil y Comercial.

Art. 26. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Graciela Fernández Meijide.

Texto del proyecto presentado
por el senador López

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputadoss, ...

TITULO I

Disposiciones generales

CAPÍTVLO 1

6017

Objeto

Artículo 1Q -La presente ley rige el funcionamiento
ele todos aquellos registros y/o centros y/o bancos de
datos públicos o privados destinados -a suministrar in-
formes a terceros, sea que cuenten con ficheros, catá-
logos, archivos en general , automatizados o no, en los
cuales se almacenen datos personales grie puedan recu-
perarse, excepto cuando se llevaren exclusivamente- con
fines de uso individual,

Art. 24 - A los fines de la presente ley se enten-
derá por dato toda aquella información , acerca de las
personas, que sea susceptible de ser registrada y pues-
ta en relación directa o indirecta con individuos deter-
minados.

CAPITULO lI - -

De la recolección y elaboración de datos

33
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Art. 39- La recolección, elaboración y registro de o
datos personales debe sujetarse a los siguientes requi-
sitos: !-

a)-Los datos no deberán recolectarse por medios
ilícitos;

b) Sólo podrán registrarse datos personales para
fines determinados y legítimos , y su uso quedar
limitado a esos fines;

e) Los datos deberán ser exactos , actuales y ade-

cuados al fin para el que fueron registrados y

no podrán conservarse por un plazo superior al

necesario para cumplir con dicho fin;

d) Quena expresamente prohibido recolectar y con-
servar datos personales que directa o indirecta-
mente revelen el origen racial, las convicciones,
en especial las políticas' y religiosas , el compor-
tamiento sexual o el uso de estupefacientes, ;.
los que se refieran a la comisión de delitos y a
procesos o condenas criminales . En este último
caso queda expresamente exceptuado el Regis-
tro Nacional ríe Reincidencias.

TITULO II

De los registros de datos

CAPÍTTJ .o 1

De la responsabilidad

Art. 4v - Quienes reco"enten, elaboren o almacenen
datos personales, son directamente responsables de los

ii
r
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daños ocasionados, cuando la recolección y e'aboración
de datos no se ajuste a los términos prescritos en la
presente ley.

Quedan por ese solo hecho obligados, para con las
personas afectadas a adoptar las medidas adecuadas
para evitar su destrucción o pérdida accidental y la di-
fusión uo autorizada de los mismos.

CAPITULÓ II

De las condiciones

Art. 5c')-Los registros y/o bancos de datos privados
destinados a proveer informes, deberán estar inscriptos
en el registro especial que al efecto levara la Comisión
Nacional de Datos, como asimismo otorgar las garantías
patrimoniales que la misma determine.

Art. 6-,Los registros y/o bancos de datos públicos
sólo podrán llevar registro de aquellos datos personales
que guarden estrecha relación con la consecución de
los fines para los que han sido creados.

CAPITULO III

De las obligaciones

Art. 79-Los registros y/o bancos de datos públicos
y los privados destinados a proveer informes, deben no-
tificar de modo fehaciente a las personas cuyos datos
fueron reco ectados por primera vez, salvo que se tra-
tara de datos básicos o que estuviesen publicados en
un registro público.

Art. W1-La informaciílr contenida en los registros
de datos personales deberá ser completada y corregida
aun sin petición del particular interesado, cuando `e1
responsable de los mismos tuviere conocimiento de que
algún dato registrado no fuese exacto o estuviese in-
completo.

Art. 9v En toda recolección de datos personares
deberá informarse a las personas que sean requeridas si
la información es solicitada con carácter obligatorio o
voluntario, 'as consecuencias de la falta de respuesta, el
destino de los datos y la existencia del derecho de ac-
ceso, rectificación y/o ampliación de loes mismos, la
norma no se aplicara para el caso de infracciones, o de-
litos de cualquier índole, de acuerdo a las disposiciones
legales vigentes.

TITULO III

De la Comisión Nacional de Datos

CAPITULO 1

Integración

Art. 10. - Créase la Comisión Nacional de Datos Per-
sonales, como organismo agtónomo, integrada de la si-
guiente forma:

a) Un miembro elegido por la Cámara de Dipu-
tados .de la, Nación;

b) Un miembro elegido por el Senado de la Nación;

c) Un miembro elegido por el Poder Ejecutivo na-
cional;

d) Un miembro elegido por la Corte Suprema de
Justicia de la Nación entre los magistrados o
funcionarios del Poder judicial de la Nación
con rango no inferior a juez de cámara;

e) Un miembro de la Fiscalía Nacional de Investi-
gaciones Administrativas elegido por su titular.

La comisión funcionará con fondos asignados en 'a
Ley de Presupuesto de la Nación, con cargo al Minis-
terio de Justicia.

CAPITULO II

Funciones

Art. 11 . - Son funciones de la comisión:

a) Dictar su propio reglamento;

b) Llevar el registro de todos los bancos de datos
públicos y privados destinados a proveer in-
formes existentes en el país;

o c) Determinar los requisitos y garantías que debe-
rán reunir los registros y/o centros y/o bancos
de datos privados destinados a suministrar in-
formes para obtener la correspondiente inscrip-
ción;

d) Observar la aplicación de la presente ley, para
lo cual ante la petición de cua'quier interesado,
un miembro de la comisión verificará el cum-
plimiento dé lo dispuesto en el 'artículo 34.

.En su. caso la comisión dispondrá que el banco de
datos correspondiente efectúe las rectificaciones que
fueren necesarias informando al interesado si se ha pro-
cedido o no a la rectificación dentro de los plazos que
determine la reglamentación.

CAPITULO III

Sanciones y recursos

Art. 12.-En caso de incumplimiento por parte de
los bancos de datos públicos o privados destinados a
proveer informes de las medidas dispuestas en el artículo

anterior, la comisión estará facultada a aplicar sanciones
las que podrán consistir en:

a) Apercibimiento;

b) Multa;

c) Revocación de la autorización para funcionar.

Art. 13. - Las resoluciones de la comisión podrán ser
apeladas dentro de un plazo de 10 días hábiles a partir
de que han sido notificadas por ante la Cámara Federsl
de Apelaciones que corresponda.

En la Capital Federa', será' competente la justicia
racional en lo Contencioso Administrativo.
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Derechos de los particulares

Art. 14. - Toda persona que acreditare su identidad,
tiene derecho frente al titular de un registro de datos
personales a:

a) Conocer los fines del registro;

b) Ser informado en un plazo de 48 horas y de
manera inteligible acerca de cualquier dato que
le concierna;

c) Oponerse al registro de cualquier dato relativo
a su persona;

d) Obtener respuesta escrita a las peticiones rela-
tivas a los incisos precedentes.

Art. 15. - Cuando la información contenga datos
falsos y/o discriminatorios, el solicitante podrá reque-
rir al registro su supresión , rectificación, ampliación,
o bien la confidencialidad de los mismos, en el plazo
perentorio de 48 horas.

Vencido éste sin haber obtenido respuesta deberá
efectuar la pertinente denuncia por ante la Comisión
Nacional de Datos a efectos que ésta tome interven-
ción en los términos previstos en los artículos 11, in-
ciso d) y 12.

TITULO V

Acción de hábeas data

Art. 16. - Procedencia . La acción de habeas data es
una garantía constitucional que se ejerce a través de
un procedimiento de excepción . Procederá siempre que
se probara haber cumplido con lo prescrito en el ar
tículo anterior.

Art., 17. - Organo judicial competente . Será compe-
tente el juez del lugar en el que el acto u omisión se
exteriorizase o pudiere tener efecto,

Deberán entender los jueces federLtles cuando la ac-
ción de habeas data procediese contra un registro y/o
centro y/o banco de datos públicos , en la Capital Fe-
deral será competente la justicia nacional en lo Conten-
cioso Administrativo Federal.

Art. 18. - Legitimación activa . Pastarán legitimados
para interponer la acción de habeas data a que se re-
fiere el apartado 30 del artículo 43 de la Constitución
Nacional ; toda persona física o jurídica , que haya sido
afectada de manera personal y directa.

Art. 19. - Trámite. La acción de habeas data tra-
mitará por las disposiciones del juicio sumarísimo con-
templadas en el artículo 498 del Código de Procedi-
miento en lo Civil y Comercial de la Nación.

Art. 20. - Sentencia . Alcances. Contestada la de-
manda y producida en su caso la prueba , el juez sin
más trámite dictará sentencia dentro del tercer día.
En la misma , de admitirse la demanda , el juez kspe-
cificará concretamente, si correspondieren , la conducta
a seguir por el accionado, fijando para ello un plazo
de cumplimiento , como requisito de validez de pro-
nunciamiento.

TITULO Vi

Disposiciones generales

Art. 21. - Las disposiciones de esta ley no se apli-
carán a los datos personales con fines estadísticos o de
investigación científica, siempre que `no haya riesgo
de perjuicio a la vida privada de las personas intere-
sadas y los resultados sean presentados sin identificación
de personas determinadas. i

Art. 22. - Tampoco serán aplicables cuando se afec-
tare el secreto de las fuentes de información periodística.

Art. 23. - Los bancos de datos públicos se podrán
negar a revelar información existentes en sus archivos
en los siguientes casos:

a) Cuando haya sido suministrada en forma con-
fidencial por el gobierno de otro país o por
una organización internacional de derecho pú-
blico legalmente reconocida. Sólo podrá reve-
larse la información si tales entes dieran su
consentimiento; 1

b) Cuando la información pudiera ser lesiva para
la conducción de las negociaciones diplomáti-
cas de la Nación Argentina, la defensa nacional
o la investigación y prevención de actividades
criminales o favoreciere la realización de actos
hostiles contra los Intereses argentinos en el
exterior;

e) Cuando se tratare de secretos industriales, co-

merciales, financieros, científicos o técnicos que
pertenezcan a un órgano de la administración

pública que tengan un valor sustancial o sea

razonable esperar que lo tuviere y cuya reve-
lación perjudique la competitividad, o lesione

los intereses de la Nación Argentina, o su ea-
pacidad de conducción de la economía o resulte

en un beneficio para el que recibe la infor-
mación.

Art. 24.-Sin perjuicio del cumplimiento de las pre-
visiones de esta ley, la Comisión Nacional de Datos
deberá autorizar en cada caso en particular, la trans-
ferencia de determinada categoría de datos personales
al exterior, siempre que el páís de destino de los
mismos conceda una protección `equivalente a la pre-
vista en esta ley.

Art. 25. - Invítase a las provincias a adherir a lo
dispuesto en esta ley en relación con los archivos de-
pendientes de las entidades públicas de su jurisdicción.

Art. 26.-Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Alcides H. López.

Texto del proyecto presentado
por 'el senador Berhongaray

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, ...

TITULO I

Principios fundamentales y definiciones básicas

Artículo 19-La presente ley tiene por finalidad la
preservación de los derechos de los particulares en re-
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lación al almacenamiento , transmisión , modificación y
destrucción de datos.

Tendrá carácter de convenio, en todo cuanto concierne
al establecimiento de procedimientos y órganos fuera de
la jurisdicción nacional, con la finalidad de asegurar el
modo eficaz goce de los derechos y garantías reco-
nocidos en la presente a los particulares , en todo el
territorio nacional.

Art. 29-Establécese que ninguna decisión judicial
que implique apreciación sobre una conducta humana
podrá estar fundada exclusivamente en un tratamiento
computarizado de informaciones que suministren una
definición del perfil o de la personalidad del afectado,

Asimismo , ninguna resolución administrativa o privada
que implique valoración sobre conductas humanas po-
drá tener por fundamento único un tratamiento com-
putarizado de informaciones que suministren una defi-
nición del perfil o de la personalidad del interesado.

Art. 39- A, los fines de la presente ley, se asigna
a los términos más abajo mencionados , el significado
que a continuación se expresa:

1. Datos de índole personal. Cualquier informa-
ción concerniente a personas físicas determinadas
determinables.

2. Almacenamiento. La obtención, torna o custodia
en su soporte , de datos, con miras a su poste-
rior utilización.

3. Transmisión. Dar a conocer datos almacenados
u obtenidos de modo directo, ya sea que los
datos sean suministrados por la entidad alga-
cenadora o bien puestos a disposición de otros.

4. Disociación. Procedimiento consistente en tor-
nar datos no vinculables a persona o entidad
alguna. ,p

5. Entidad almacenadora . Toda persona física''d rb
jurídica que almacene datos por sí, o los haga
almacenar por terceros;

6. Fichero de datos. Conjunto organizado de da-
tos de carácter personal.

7. Tratamiento de datos. Operaciones y procedi-
mientos técnicos, de carácter automatizado o
no, que permitan la obtención , grabación, con-
servación, elaboración, modificación, bloqueo o
cancelación, así como las cesiones de datos que
resulten de comunicaciones, consultas, interco-
nexiones y transferencias.

8. Registro de datos. Inclusión de datos en un fi-
chero de datos de carácter personal.

9. Cesión de datos. Transferencia a terceros de un
fichero de datos de carácter personal, o de un
conjunto de datas de esa índole.

10. Comunicación de datos. Puesta en conocimiento
de una persona o personas determinadas, de uno
o más datos de carácter personal.

11. Difusión de datos. Posibilitar del acceso o pues-
ta en conocimiento de un número no determi-
nado de personas, de datos de carácter personal.

12. Responsable del fichero . Persona físir:a, técnica-
mente idónea, que asuma la responsabilidad de

asegurar, respecto de determinados ficheros de
datos, el cumplimiento de lo dispuesto en la
presente ley y sus normas complementarias, en
las operaciones de obtención, tratamiento, re-
gistro, cesión, comunicación y difusión de datos,
que sean efectuadas por la persona 'o entidad a
quien pertenezca el fichero de datos, o por
encargo de la misma.

13. Titular del fichero' de datos. Persona física o
representante legal de la entidad a quien per-
tenezca un fichero de datos de carácter personal.

14. Afectado. Persona física titular de los datos que
sean objeto de obtención, tratamiento, registro,
cesión, comunicación y difusión.

Art. 49-Integran el ámbito de aplicación de la pre-
sente ley, todos los datos de carácter personal que
fueren almacenados en ficheros de datos, o de cualquier
otra forma, modificados, transmitidos o destruidos por
cualquier medio, automatizado o no, poeidos o utili-
zados por sujetos públicos o privados, para cualquier
finalidad propia o ajena, excepción hecha de los refe-
ridos en el artículo siguiente.

Art 5-No se encuerntran comprendidos en la pre-
sente ley, los siguientes ficheros de datos:

1. Los ficheros de datos mantenidos por personas
físicas con fines de exclusivo uso personal, en
tanto continúen en tal situación y sus datos no
sean comunicados, cedidos, transmitidos ni di-
fundidos en forma alguna, ni se realicen apres-
tos o tentativas para hacerlo.

2. Los ficheros de datos que exclusivamente repro-
duzcan datos ya publicados en boletines, dia-
rios o repertorios oficiales.

3. Los ficheros de informática jurídica accesibles
al público, en la medida en que se limíten a
reproducir disposiciones o resoluciones judiciales
publicadas en periódicos o repertorios oficiales.

4. Los ficheros mantenidos por los partidos políti-
cos y entidades sindicales y religiosas, en cuan-
to los datos se refieran a sus asociados y miem-
bros actuales o anteriores, y no sean cedidos,
transmitidos, comunicados ni difundidos a ter-
ceros.

5. Los ficheros mantenidos por periodistas u ór-
ganos periodísticos y dedicados a la función pe-
riodística, en tanto no sean empleados para
otra función, y sus datos no sean cedidos, trans-
mitidos, comunicados ni difundidos a terceros
distintos de los titulares y personal a su cargo,
o del público a través del medio periodístico
titular o de otros pertenecientes a la misma
persona o entidad.

Art. 69-Se regirán por sus disposiciones especí-
ficas y, supletoriamente, por lo establecido en la pre-
sente ley, los siguientes ficheros de datos:

1. Los regulados por la legislación electoral.
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2. Los correspondientes al Registro del Estado
Civil y Capacidad de las Peisonas y al Regis-
tro de Reincidencia y Estadística Criminal y
Carce'aria.

de la prestación. En tal supuesto, podrán almacenarse
los datos con las debidas condiciones de seguridad por
un período de tres años.

3. Los que sirvan a fines exclusivamente estadís-
ticos.

4. Los ficheros elaborados por las fuerzas arma-
das, fuerzas de seguridad, cuerpos policiales, y
organismos de inteligencia, relativos a sus miem-
bros.

. TITULO II

De la protección de los datos

Art. 79 - La obtención de datos ele carácter perso-
nal para su inclusión en ficheros de datos, así como su
posterior tratamiento, sólo podrá tener lugar para el
exc'usivo cureplintiento de finalidades legítimas, y sien
pre que -los mismos y su tratamiento sean adecuados,
pertinentes y necesarios para ' el cumplimiento de tales
finalidades, cumpliéndose los restantes requisitos esta-
blecidos en: la presente ley.

Debe án ser exactos y estar permanentemente ac-

tualizados, de suerte de responder con veracidad a la

situación actual del afectado.

Serán almacenados de forma de permitir el ejercicio
del derecho de acceso, por parte de los interesados.

Art. S° -Deberán ser cancelados los datos de carác-
ter personal contenidos en ficheros de datos:

1. Cuando hayan dejado de, ser adecuados, perti-
nentes y necesarios para la finalidad que deter-
minó su obtención. En este supuesto sólo podrán
ser conservados, en caso que adopten una for-
ma que impida la identificarían de los afecta-
dos; o bien si poseyeran valor histórico confor-
me lo disponga la legislación espec'fiea,* y no
se lesionaren derechos de aquéllos.

2. Cuando se demostrara su carácter inexacto en
todo o en parte o incompleto, salvo que fueran
actualizados o completados, según el caso.

3. Se declararán no accesibles los datos de carác-
ter personal cuando el interesado impugne su
exactitud y no fuere posible determinarla, en
tanto tal imposibilidad subsista.

Art. 99 -- Queda prohibida la obtención de datos por
medios fraudulentos, subrepticios o contrarios a, las nor-
mas en vigencia al momento de la obtención.

Art. 10. - Quienes, por cuenta de terceros, presten
servicios de tratamiento automatizado de datos de ca-
rácter personal, no podrán aplicar o utilizar los datos
obtenidos a un fin distinto del que figure en el respec-
tivo contrato de servicios, ni cederlos a otras personas.

Una vez cumplida la prestación contractual, los da-
tos de carácter personal que permanecieran en poder

ele quien suministrara datos deberán ser destruidos, sal-
vo que medie autorización expresa de aquél por cuenta

de quien se prestan tales servicios, por presumirse ra-

zonablemente la posibilidad de continuación posterior

TITULO III

De los derechos de los afectados

Art. 11. - Constituirán derechos de los afectados:

1. Recibir información, de un modo expreso, pre-
ciso e inequívoco, sobre la existencia de un fi-
chero de datos' conteniendo datos de carácter
personal relativos a ellos, así como sobre la fina-
lidad de la obtención de, los datos, y sobre los
destinatarios de la información.

2. Acceder a sus datos personales que se encuen-
tren en ficheros de datos, siendo informado sobre
la finalidad del registro de tales datos.

El acceso podrá consistir en' la consulta visual
de los datos, o bien en su reproducción escrita,
copia magnética o fotocopia, a elección del afec-
tado.

El mismo, y la información referida, deberá
otorgarse por el titular o-responsable del fichero
de datos, dentro de los diez días de ser reque-
rido fehacientemente a hacerlo.

3. Recibir información, del modo indicado en el
inciso 10.1, en oportunidad de serles solicitados
datos de carácter personal, acerca de:

a) La existencia, en su caso, de un fichero de
datos de carácter personal al que los datos
que se les requieren están destinados, de la

.finalidad de la obtención de datos y de los
destinatarios de la información;

b) Del carácter obligatorio o facultativo de su
respuesta, y, en el primer supuesto, de las
normas jurídicas en que se funda la obliga-
toriedad, en su caso, o de tratarse de soli-
citud formulada en el marco de una relación
contractual o laboral, de las consecuencias
de su negativa a suministrarlos;,

c) De la posibilidad de ejercer los derechos ole
acceso; rectificación y cancelación; y de la
identidad y domicilio del responsable del fi-
chero;

d) También deberán ser informados los afecta-
dos la primera vez que__ se almacenen datos
personales referentes a sus personas, a me-
nos que ya hubieren tenido conocimiento de
ello por otro conducto.

Podrán los afectados en tal caso pedir in-
formación sobre los datos almacenados acer-
ca de ellos.

Si los datos fueren objeto de transmisión

regular a terceros, podrá el afectado requerir

nombre y domicilio de las personas y las

entidades . que fueran destinatarios de la

niisma.
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Se exceptuarán de la aplicación del pre-
sente inciso, aquellos supuestos en los cua-
les los- dátos personales en cuestión hubiesen
sido obtenidos directamente de fuentes de
acceso general.

4. A la corrección o actualización de los datos al-
macenados sobre ellos mismos, cuando fueren
inexactos o desactualizados.

Dentro de los treinta días de formulada una
solicitud fehacientemente en tal sentido por el
afectado, el titular o responsable del fichero de
datos deberá proceder a corregir o actualizar se-
gún los casos los datos personales del solici-
tante.

En el supuesto de no poder determinarse la
inexactitud o desactualización de los datos per-
sonales de que se tratare, el titular o responsa-
ble del fichero de datos deberá tornar inacce-
sibles los mismos, con comunicación al afectado,
por el término de noventa días, en que deberá
aquél promover la correspondiente acción ju-
dicial.

5. A la destrucción de los datos almacenados acerca
de ellos mismos, de oficio o dentro de los diez
días de la solicitud fehaciente en tal sentido
formulada por el afectado, cuando hubieran de-
saparecido los supuestos de hecho originariamen-
te existentes para el almacenamiento, cuando el
almacenamiento fuere ilícito o, en los restantes
supuestos contemplados en el artículo 8Q, salvo
que fueran sometidos a un tratamiento de diso-
ciación.

La cancelación no procederá cuando pudiese
causar un perjuicio a intereses legítimos del afec-
tado o de terceros, o cuando existiere una obli-
gación de conservar los datos.

En el supuesto en que los datos que deban
rectificarse o cancelarse hayan sido cedidos pre-
viamente, el responsable del fichero deberá no-
tificar la rectificaciórt" o cancelación efectuada
al cesionario.

Ante el incumplimiento, por negativa o si-
lencio, de las obligaciones que impone "el pre-
sente artículo a los titulares y responsables de
ficheros de datos, los afectados podrán ocurrir
ante el defensor del pueblo de la Nación, o
ante el órgano que designe o cree cada provin-
cia, pudiendo además ejercitar las vías recursi-
vas previstas en el artículo 26, o bien deducir
acción de amparo, conforme prevé en este últi-
mo caso el artículo 43, tercer párrafo de la Cons-
titución Nacional, invocando las. circunstancias a
que se alude en los casos previstos en el ar-
tículo 52 de la presente.

a) Cuando los datos de carácter personal fueran
obtenidos de fuentes accesibles al público;

b) Cuando fueran obtenidos por órganos estatales
en ejercicio de sus competencias, y se- cumplie-
ra lo establecido en la presente ley, y en las
normas modificatorias y complementarias . de la
misma, respecto de tales órganos;

c) Cuando se refieran a personas vinculadas al
titular del fichero de datos al que están desti-
nados, por una relación contractual o laboral,
y fueren necesarios para el adecuado cumpli-
miento de la aludida relación; siempre que en
ello fueran respetados los límites y modalidades
establecidos en la presente.

Art. 13.-No podrá exigirse al afectadó el suminis-
tro de datos de carácter personal sobre sus ideas en
materia política o social,' sobre su af'liación o ideas
en materia sindical, así como sobre sus creencias reli-
giosas.. -

El' tratamiento de datos de la índole referida sólo
podrá tener lugar previo consentimiento expreso y -por

escrito del, afectado, que deberá ser advertido de su

derecho a negarse.
Los datos de carácter personal que hagan referencia

al origen racial, a la salud y a la vida sexual sólo
podrán ser requeridos , tratados , registrados , comunica-
dos, y difundidos, transmitidos o cedidos , cuando por
razones de interés general así lo dispusiera una ley, o
bien cuando el afectado lo consintiera expresamente.

Queda prohibida la formación y existencia de ficheros
de datos creados con la finalidad exclusiva de almace-
nar datos de carácter personal que revelen ideas y
legítima participación en materia política y sindical,
creencias religiosas , origen racial o vida sexual.

Los-datos de carácter personal relativos a la comisión
.de infracciones penales o administrativas , así romo los
relativos a la salud, sólo podrán ser incluidos en los
ficheros de datos de los organismos públicos competen-
tes para ello , en los casos en los que así lo autorizan
las normas que reglan el accionar de los mismos, y
sujetos a los límites y modalidades establecidos en la
presente ley.

Art. 14. - Queda prohibida a los titulares o a los
responsables de ficheros de datos, - o a quienes interven-
gan en cualquier etapa del tratamiento de datos, toda
revelación, autorización de acceso a terceras personas o
utilización alguna de datos de índole personal, para
finalidad diversa a aquella que determinó la creación
del fichero, y que fuera denunciada oportunamente.

Dichas personas deberán guardar secreto respecto de
los datos, así como proteger dicho secreto . Tales obli-
gaciones subsistirán incluso después de finalizada su

Art. 12.-La obtención, tratamiento, registro, cesión,
comunicación y difusión de los datos de carácter per-
sonal requerirá el consentimiento del afectado, salvo
disposición legal en contrario.

Dicho consentimiento deberá otorgarse por escrito,
pudiendo comprender todas las etapas antes citadas.

Art. 15. - Los titulares o responsables de ficheros de
datos, o . bien quienes por encargo o bajo dependencia
de los mismos realizaren tratamiento de datos de índole
personal, deberán adoptar las medidas técnicas y orga-
nizativas indispensables para asegurar la observancia de
la presente ley.
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El Poder Ejecutivo nacional establecerá tales medidas
en la. reglamentación de la misma , debiendo actualizar-
las conforme a la evolución que experimente la técnica.

Sin perjuicio de lo normado precedentemente, esta-
blécese que tales medidas deberán incluir:

1. Impedir a personas extrañas el acceso a las ins-
talaciones en las que se encuentren ficheros de
datos, o en las cuales se esté efectuando trata-
miento de datos (control dr acceso).

2. Impedir a toda persona ocupada en el trata-
miento de datos personales que se lleve consi-
go los soportes de esos datos (control de sa-
lida).

3. Impedir el acceso no autorizado al dispositivo
almacenador , así como el conocimiento, modi-
ficación o destrucción no autorizados de datos
personales almacenados ( control de almace-
nador).

4. Impedir la utilización , por personas no autori
-zadas, de sistemasde tratamiento de datos

desde los cuales o a los cuales se transmitan
datos de índole personal ( control de utili-
zación).

5. Garantizar que las personas habilitadas para la
utilización de un sistema determinado de tra-
tamiento de datos por. conducto de estableci-
mientos independientes, sólo puedan tener,ae-
ceso a los datos personales comprendidos en su
ámbito de habilitación ( control de acceso a
datos).

6. Asegurar que se pueda comprobar y determi-
nar a qué entidades se puedan transmitir datos
de índole personal , directamente o por conduc-
to de institutos independientes ( control de trans-
misión).

7. Asegurar que se pueda comprobary determi-
nar con posterioridad qué datos de índole per-
sonal y en qué momento y por quién han sido
introducidos en los sistemas de tratamiento de
datos (control de introducción).

8. Asegrrrque determinados datos de índole per-
sonal que se están tratando por encargo, sólo
pueden tratarse informáticamente conforme a
las instrucciones del mandante ( control de en-
cargos).

9. Asegurar que en la transmisión de datos de ín-
dole personal , así como en el transporte de !os
soportes correspondientes de datos, éstos no pue-
den ser leídos , modificados ni destruidos por
persona no autorizada (control de transporte).

10. Conformar la organización interna jerárquica y
funcional de las empresas o entidades que sean
titularés de ficheros de datos , de tal modo que
responda a las exigencias especiales de la pro-
tección de datos ( control de organización).

Art. 16. -Los datos de carácter personal que sean
o que vayan a ser objeto de tratamiento, sólo podrán
ser cedidos para el cumplimiento de finalidades direc-
tamente relacionadas eón las funciones legítimas del
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cedente y del cesionario, con el previo consentimiento
expreso y por escrito del afectado, quien deberá tener
conocimiento concreto de la identidad del cesionario,

El cesionario quedará por el hecho de la cesión, ple-
namente obligado al cumplimiento de lo establecido en
la presente ley.

No será necesario el consentimiento ]recedentemente
aludido:

relativos a salud y su cesión sea efectuada para
enfrentar una grave urgencia sanitaria deter-
minada por la autoridad competente;

Cuando exista disposición legal que autorice la
cesión.

a) Cuando se trate de datos obtenidos de fuentes
accesibles al público;

b) Cuando el establecimiento del fichero de da-
tos responda a la existencia de una relación

jurídica libremente aceptada que implique ne-

cesariamente la conexión de dicho fichero con
ficheros de terceros, siemque que. la cesión se
limite a la finalidad que la justifique , y el afec-

tado haya sido oportunamente advertido de la
existencia de la mentada relación jurídica;

e) Cuando la cesión sea efectuada a un órgano ju-
dicial , o al ministerio público, para el cumpli-
miento de las funciones atribuidas a los mismos;

d) Cuando se trate de datos de carácter personal

e)

El consentimiento en cuestión será revocable.

Art. 17. Los datos de índole personal que estén
sujetos a secretos o reserva establecidos por ley o regla-
mento, y que hayan sido transmitidos por la persona
obligada al secreto o reserva, en el desempeño de su
deber profesional u oficial , no podrán ser retransmitidos

por el receptor.

Art. 18. - No podrán realizarse transferencias tem-

porales ni definitivas de datos de carácter personal, con
destino a países que no proporcionan un nivel de protec-
ción de datos comparable al otorgado por esta ley.

Exceptúanse aquellos supuestos en los cuales el de-
fensor del pueblo de la Nación , o el órgano que desig-
ne o cree cada provincia autorice la transferencia, lo
que sólo podrá efectuarse en el supuesto en que loa
destinatarios brinden adecuadas garantías.

También serán exceptuados de la aplicación de esta
disposición , quienes se encuentren en las siguientes si-
tuaciones:

a) En aquellos supuestos en los cuales la transfe-
rencia haya sido dispuesta en el marcó de trata-
dos internacionales en los cuales la Argentina
sea parte;

b) Cuando la transferencia se efectúe con la ex-
elusiva finalidad de prestar cooperación judi-
cial internacional;

e) Cuando tenga por objeto el intercambio de da-
tos de carácter médico entre facultativos o ins-
tituciones sanitarias, cuando lo requiriera el
tratamiento del afectado , o la prevención o lu-
cha contra epidemias;
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d) Cuando se tratara de transferencias financiera,
siempre que se diera cumplimiento a la legis-
lación vigente a este respecto.

Art. 19.-Las personas o entidades públicas o pri-
vadas que posean y administren ficheros de datos de
carácter personal o que efectúen para terceras obtención
o tratamiento de datos de ese carácter, deberán, dentro
de los diez días del comienzo de su actividad, designar por
escrito un responsable de la protección de 'latos.

Podrá ser designado en tal carácter exclusivamente
quien posea para el desempeño de su misión, adecuados
conocimientos, y que no posea antecedentes penales.

La designación deberá ser efectuada dentro de los
diez días de establecido un fichero de datos de carácter
personal.

Deberá ser notificada fehacientemente al defensor del
pueblo de "a Nación, o, en jurisdicción provincial, al
órgano que designe o cree cada provincia.

El responsable de la protección de datos poseerá en
relación a la persona física o a los directores y admi-
nistradores de la entidad privada propietaria, del fichero
de datos que se trate, plena autonomía té, nica, no pu -
diendo ser objeto de instrucciones en la materia.

Art. 20. - El responsable de la protección de datos
tendrá por misión asegurar respecto del o los ficheros
de carácter personal en que ostente tal carácter, el cum-
p imiento de lo dispuesto en la presente ley, así como
en otras disposiciones sobre protección de datos.

Mantendrá comunicación con el defensor del pueblo
de la Nación, o bien con el órgano que designe o cree
cada provincia en jurisdicción provincial , con quien de-
berá evacuar todas las dudas que se le presentaren y
de quien recibirá instrucciones en todos los aspectos re-
lativos a la protección de datos.

Además, deberá:

1. Llevar un libro especial del que surjan la clase
de los datos personales almacenados, el objeto
del fichero de datos de que se h ata, el objeto
de las actividades de la persona física o bien el
objetp de la entidad que lo posee, así como sus
receptores habituales y sobre la clase de las
instalaciones automatizadas de tiatamiento do
datos, en su caso.

2. Supervisar la aplicación correcta de los progra-
mas de tratamiento de datos con cuya ayuda se
hayan de tratar informáticamente los datos perso-
nales, en su caso.

3.. Intervenir con su asesoramiento en 'a selección
de las personas que hayan de ocuparse de tratar
informáticamente datos de índole personal.

4. Instruir a las personas aludidas precedentemente
sobre los preceptos' de la presente ley, así 'como
sobre otras disposiciones en materia de protec-
ción de datos.

TITULO IV

De' los ficheros de datos de carácter personal
de titularidad pública

Art. 21. - Lx creación, modificación o supresión de
ficheros de datos propiedad total 6 mayoritariamente
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del Estado nacional, de las provincias, municipios, y
sus entes descentralizados, deberá efectuarse a través
de ley, reglamento o acto administrativo publicado en
el Boletín Oficial, o en e'. órgano de publicaciones ofi-
ciales de las provincias respectivas.

Las disposiciones de creación o de modificación de
ficheros de datos deberán contener:

a) Finalidad del fichero dé datos, y usos previstos
para el mismo;

b) Personas o categorías de personas sobre las que
se pretenda obtener datos de carácter personal;

c) Procedimiento de obtención de los datos de ín-
dole personal y obligación, en su caso, de las
personas a suministrarlos.

d) Estructura básica del fichero de datos, y des-
cripción de los datos a ser incluidos en el mismo;

e) Responsable del fichero de datos;

f) Organos y sede de los mismos, ante los cuales
podrán e'e -citarse los derechos de acceso, rec-
tificación y cancelación;

g) Las cesiones o transmisiones de datos de ca-
rácter personal que se prevea realizar, en sus
casos: así como nombre y domicilio de los entes
a los cuales los entes almacenadores envíen re-
gularmente datos de índole persona', y categoría
de los datos que se han de transmitir,

En las disposiciones que se dicten para la supresión
de ficheros de datos se establecerá el destino de los
mismos, o, en su caso, los procedimientos que se adop-
ten para- su destrucción.

Sólo podrán crearse o modificarse ficheros ee datos
de carácter personal por parte de los. entes previstos en
este título, cuando ello fuere necesario para el egal
cumplimiento de las funciones que integran la compe••
tencia de la, entidad almacenadora.

La disposición deberá asimismo notificarse al defen-
sor del pueblo de la Nación, o al órgano que designe
o cree cada provincia en jurisdicción provincial, con
miras a la inclusión del fichero en el Registro de Fi-
cheros de Datos de Carácter Personal, conteniendo las
indicaciones cuya publicación es requerida.

Art. 22.- Serán exceptuados de la publicación. pre-
vista en el artículo anterior:

1. El Ministerio de Defensa y a las fuerzas arma-
das, en el supuesto en que dicha publicación
pueda afectar gravemente a la defensa nacional.

2. Los organismos de inteligencia, en el caso. en
que tal publicación pudiere afectar gravemente
a la defensa nacional o a la seguridad interior
del Estado.

3. Los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad
nacionales y provinciales, si la publicación pu-
diere afectar gravemente la defensa nacional o
la seguridad interior, así como la seguridad in-
terior, en las provincias.
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4. Los ficheros de datos correspondientes a regis
tros establecidos por ley, u ocios que deban lle-
varse en virtud de disposiciones legales o de
normas administrativas publicadas.

La decisión relativa al otorgamiento de la excepción
prevista en los puntos 1, 2 y 3 prece,lentes, será adop-
tada en forma fundada por el presidente de la Nación
o gobernador según el caso.

Deberán, no obstante, en tales casos, realizar la noti-
ficación prevista en el último párrafo del articulo pre-
cedente.

Art. 23.-La creación de los fichetoss a que se alurle
en el presente título requerirá dictamen previo del

defensor riel pueblo de la Nación, o del órgano que
designe o cree cada provincia co jurisdicción pro-
vincial. -

El mismo será requerido con carácter previo al envío
por parte del Poder Ejecutivo nacional al Congreso,
de todo proyecto de ley que prevea la creación de un
fichero de datos, o del dictado de un reglamento o
acto administrativo relativo a dicha creación.

El aludido funcionario verificará le presentación de
proyectos de ley en .ambas Cámaras con dichas previ-
siones; haciendo conocer sus observaciones a los le-
gisladores firmantes y a las comisiones a las que se les
hubiera conferido intervención.

Las provincias, dentro de sus respectivas jurisdiccio-

nes, adoptarán las medidas que aseguren la intervención
previa de sus órganos de protección de datos, con nn-
terioridad a la sanción ele una ley o emisión de regla-

mento o acto administrativo, que establezca un fichero
ele datos en una entidad oficial.

Art. 24. - Los datos de carácter personal obtenidos
o tratados por los entes a que se refiere el presente
título no podrán ser cedidos o transmitidos, excepción
hecha de que la cesión o transmisión fuera efectuada
para otro ente del mismo carácter para el éjercicio de
idónticas competencias, o de competencias que ve-sen
sobre las mismas materias, o cuando la cesión' o trarts-
misión hubiera sido prevista en las normas sobre crea-
cicín del fichero y que la cesión fuera necesaria para
el legal cumplimiento ele las funciones incluidas e¡. la
competencia del ente transmisor o ' de quien reciba eses
datos.

Fuera de los casos previstos prececlentemente, padrón
cederse o transmitirse datos de carácter personal entre
entidades de las contempladas en este título, cuando los

datos hubieran sido obtenidos por < uenta o encargo

'del ente cesionario, y la transmisión se efectúe a éste,

Si los datos de carácter personal en cuestión tuvie-en

carácter secreto en virtud de disposición legal o regla-
mentaria vigente, y hubieren sido transmitidos al ente

cedente o transmisor por la persona sometida a deLer

de secreto en el ejercicio de sus deberes profesionales

tt oficiales, será indispensable, además, que el receptor
necesite los datos para el cumplimiento de la miss a

finalidad para la cual los hubiere obtenido el ente
transmisor.

Art. 25. - Los ficheius de datos creados por las fue¡
zas armadas, los cuerpos policiales y fuerzas de segu-
ridad, estarán comprendidos en el régimen del presente
título.
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Establécese por otra parte para la obtención y alma-
cenamiento de datos por parte de los aludidos cuerpo.,
policiales y fuerzas de seguridad con fines policiales,
que las mismas estarán limitadas a aquellos supuestos
y categorías de datos que resulten necesarios para la
prevención de un peligro real para la seguridad interior
o para la represión de infracciones penales concretas,
debiendo ser almacenados en ficheros específicos esta-
blecidos al efecto.

Queda prohibida la formación de ficheros policiales
o dé inteligencia, de datos relativos a los habitantes del
país, sobre su raza , fe religiosa u opinión política, o su
adhesión a principios de movimientos sindicales, coope-
rativos, asistenciales y culturales, así como a la legí-
tima actividad que desarrollen como integrantes de
organizaciones que actúen legalmente en los sectores
antes indicados.

Art, 26. - En lo relativo a los derechos de acceso,
rectificación y cancelación, regirán para las entidades
públicas con los alcances previstos en el título prece-
dente, con las modalidades siguientes:

1. Los titulares de los ficheros de datos de las
fuerzas armadas, fuerzas de seguridad, cuerpos
policiales, y organismos de inteligencia, podrá i
denegar el acceso, la rectificación y la cance-
lación de los datos de carácter personal obrantes
en los mismos, en el supuesto en que tales ac-
ciones puedan ocasionar un daño' significat'vo
a la defensa nacional o a la 'seguridad interior
del Estado.

No obstante , deberán en cualquier caso per-
mitir el acceso:

a) . Al particular que, estuviera sujeto a expe-
rimentar restricciones actuales en sus dere-
chos, como consecuencia de los datos obran-
tes en los ficheros en cuestión ; con la única
excepción de investigaciones policiales o ju-
diciales en curso , supuesto éste en que de-
berá brindarse tal acceso en oportunidad en
que el afectado deba ejercer su derecho de
defensa;

b) A cualquiera de los miembros de las comi-
siones de Defensa Nacional del Congreso de
la Nación, Comisión Bicameral de Fiscali-
zación de los Organos y Actividades de Se-
guridad Interior e Inteligencia, o comisión o
comisiones que la sucedieran con facultades
de fiscalización de los expresados órganos y
actividades, en aquellos aspectos que consti-
tuyan materia de la competencia de tal comi-
sión o comisiones.

2. También los responsables de ficheros de datos
de la Dirección General Impositiva u órgano que
la sucediera podrán denegar el ejercicio de los
derechos a que se refiere el artículo anterior,
en el supuesto en que dicho ejercicio sea sus-
ceptible de causar un daño cierto e inminente
al legítimo ejercicio de sus funciones por parte
de dicho órgano; y, con carácter general, toda
vez que el afectado esté siendo objeto de ins-
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pección, verificación o investigación de carácter

impositiva.
Deberá, no obstante, brindarse pleno acceso

a los registros en cuestión, en la oportunidad
en que el afectado deba ejercer sui derecho

de defensa.
Todos los supuestos de der}egatoria del ejer-

cicio de los derechos aludidos precedentemente
por parte del titular de un fichero ilé datos
aludidos en el presente título, deberán ser noti-
ficados al afectado.

Este podrá interponer dentro del dér,mo día,
para ante el defensor del pueblo de la Nación,
o el órgano que se designe o cree en las pro-
vincias, en el supuesto de tratarse de ficheros
dependientes de aquéllas o de los municipios,
recurso administrativo, que deberá ser funda-
do en el mismo término.

La aludida Dirección requerirá las actuacio-
nes al órgano que hubiera formulado la dene-
gatoria, debiendo emitir resolución fundada en
el término de treinta días de interpuesto el
recurso.

Dicha decisión podrá ser impugnada por el
afectado por medio de recurso judicial directo
para ante la Cámara Nacional de Apelaciones
en lo Contencioso Administrativo Federal.

El recurso deberá interponerse y fundarse an-
te el órgano judicial referido, en el término
de quince días.

Regirán supletoriamente las normas estable-
cidas para el procedimiento en segunda instan-
cia en el recurso de apelación concrdido li-
bremente, en el Código Procesal Civi', y Co-
mercial de la Nación.

3. El organismó requerido podrá fijar tina tasa
para el ejercicio de los derechos aludidos pre-
cedentemente, que no podrá ser superíoi al cos-
to que le represente la respectiva tramitación.

4. En cualquier supuesto, se procederá a la cance-
lación . de los datos cuando su conocimiento ya
no resulte , indispensable para el ejercicio de las
funciones del ente almacenador.

Exceptúase el supuesto en que los datos en cúestión
sean indispensables para fines científicos , o por cual-
quiera otra ' razón de interés preponderante del propio
ente almacenante o del propio afectado.

Ari. 27. - Los ministros y secretarios del Poder
Ejecutivo nacional, los titulares de entes desce , itraliza-
dos, el presidente de la Corte Suprema de Justicia, los
presidentes de ambas Cámaras legislativas , los goberna-
dores y ministros provinciales , el jefe de gobh rno de
la ciudad de Buenos Aires y los titulares de los munir
cipos -los cuatro últimos, en la medida en que las
respectivas provincias y ciudad adhieran a la presente
ley- serán personal y directamente responsables, polí-
tica, administrativa y patrimonialmente , por el cumpli-
miento de la presente ley y por la efectiva vigencia para
los afectados de los derechos que ésta -les reconoce, en
el ámbito de sus respectivas competencias.

TITULO V

Ficheros de titularidad privada

Art. 28. - Las personas físicas y jurídicas privadas,
podrán ser titulares de ficheros de datos que contengan
datos de carácter personal, cuando ello resulte necesa-
rio para el desarrollo de las actividades legítimas de las
mismas, no se perjudiquen derechos de los afectados,
y se dé cumplimiento a lo preceptuado en la presente
ley.

Serán asimismo aplicables los preceptos de esta sec-
ción a la actividad de las personas o entidades que
traten datos de índole personal por encargo de perso-
nas o entidades comprendidas en el presente título.

Art. 29. - Toda persona o entidad privada que cree
un fichero de . datos que en todo o en parte tengan
carácter personal, deberá notificarlo previamente al de-
fensor del pueblo de la Nación, u órgano qRe designe
o cree cada provincia, en jurisdicción provincial.

Art. 30. - La notificación deberá contener:

1. Nombre, domicilio o razón social de la persona
o entidad propietaria del fichero, y nombre y
domicilio de los integrantes de los -órganos de
dirección y administración de la entidad, en
su caso.

2. Actividad a que se dedican las personas físi-
cas, u objeto social 'del ente, y finalidades para
las que establecen el fichero de datos.

3. Características de las instalaciones y tipo de má-
quinas que habrán de emplearse para el fun-
eionamiénto del fichero y tratamiento de los
datos, en el supuesto de tratarse de un fichero
de datos automatizado.

4. Nombre del responsable de la protección de
los datos, y medidas de seguridad' a aplicarse
a los fines de tal protección.

5. Tipo de datos personales- almacenados por la
persona o entidad, o por encargo de ella; el
ente o por encargo de él.

6. En el supuesto en que el fichero de datos habrá
de transmitir regularmente datos de índole per-
sonal, el receptor y el tipo de datos objeto de
transmisión.

7. Si se prevén realizar cesiones de datos de ca-
racter personal, se informará nombre y domici-
lio del cesionario, así como datos que habrán
de constituir objeto de la cesión.

8. Las personas, o categorías de personas, sobre

las que se pretenda obtener datos de, carácter
personal.

9. Las oficinas a las cuales podrán dirigirse los
afectados a los fines -del ejercicio de los dere-
chos de acceso, rectificación y cancelación.

Art. 31. -Regirán para los ficheros de datos perte-
necientes a entidades privadas, los derechos de informa-
ción, acceso, rectificación y cancelación.
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En caso de denegatoria u omisión de tales entidades
en hacer efectivo el ejercicio de tales derechos, dentro
do los, términos establecidos el el artículo 11, el afec-
tado podrá ejercer las vías recorsivas contempladas en
el artículo 26.

Art. 32. - Los números de los teléfonos y demás ser-
vicios de telecomunicación, junto con datos complemen-
tarios, podrán figurar en los repertorios de abonados
de acceso al público, pero el afectado podrá exigir su
exclusión de los mismos.

Art. 33. - Quienes se dediquen a, la prestación de
servicios de información sobre solvencia patrimonial, an-
tecedentes comerciales e industriales, y crédito, sólo po-
drán poseer ficheros de datos obt enidos de fuentes acce-
sibles al público o procedentes de informaciones faci-
litadas por el afectado personalmente o con su consen

-timiento.

Podrán incluirse, igualmente, datos de carácter per-
sonal relativos al cumplimiento o incumplimiento de
obligaciones dinerarias facilitados por el acreedor o por
quien actúe por su cuenta o interés.

En el caso referido precedentemente, se notificará a

los afectados respecto de quienes se hayan registrado

tales datos, para que realicen las verificaciones que
crean oportunas respecto de la exactitud de los mismos,
haciendo conocer los resultados ts la entidad almacena-

dora; así como de su derecho a tomar conocimiento de
la totalidad de los datos de índole personal existentes
en los respectivos ficheros, y a formular respecto de la

exactitud de los mismos las observaciones y a acompa-

ñar las probanzas y elementos de juicio que consideren
necesarias.

La entidad almacenadora deberá tomar en cuenta las
observaciones formuladas por los afectados que resulta-
ren exactas; debiendo, en caso de duda, tornar indis-
ponibles los datos respectivos.

Art. 34. - Las personas o entidades que se dediquen a
la recopilación de direcciones, reparto de documentos, pu-
blicidad y venta directa y otras actividades similares,
sólo podrán confeccionar ficheros de datos de carácter
personal utilizando datos que figuren en documentos
accesibles al público, o cuando tales datos hayan sido
facilitados por los propios afectados u obtenidos con su
consentimiento.

Al dirigir la correspondencia u realizar el reparto, la
entidad almacenadora o la cesionaria de la misma o quien
realizara el envío de correspondencia o reparto en base
a los datos aludidos, deberá poner en conocimiento de
los afectados el origen de, los datos de carácter personal
utilizados; pudiendo éstos requerir ser dados de baja del
fichero, y la destrucción de sus datos.

Art. 35. - Sólo podrán ser utilizados datos de carácter
personal en la realización de encuestas -de opinión, tra-
bajos de estudio de mercado, investigación científica y
técnica y actividades similares, cuando los datos hub-e-
ran sido obtenidos con el consentimiento de los afectados.

Ta!es datos no podrán ser utilizados con! finalidades
distintas a aquéllas para las que fueron solicitados, ni
cedidos sin ser. previamente disociados.

TITULO VI

Del órgano de aplicación de la presente ley

Art. 36.-Asígnase al defensor del pueblo de la Na-
ción, la función de constituir órgano de aplicación de la
presente ley.

Sin perjuicio de la misión y funciones que le son asig-
nadas por las leyes 24,284 y 24.379, constituirá misión
del defensor del pueblo de la Nación, en tanto órgano
de aplicación de la presente ley, la de asegurar dentro
de la jurisdicción nacional la estricta observancia de la
presente ley, de la que constituirá órgano de aplicación;
y particularmente de los derechos y garantías que la mis-
ma confiere a los particulares.

Serán sus funciones:

a) Velar, por el cumplimiento de la presente ley y

de las restantes normas legales y reglamentarias
que existan en materia de protección de datos,

y controlar su aplicación;

b) Asegurar la vigencia de los derechos de informa-
ción , acceso , rectificación y cancelación de. datos,
así como de los restantes previstos en la presente
ley y en las restantes normas que rijan en la ma-
teria;

c) Dictar las instrucciones y reglamentos que fueren

necesarios para.el mejor cumplimiento de su mi-

sión y vigencia de las garantías reconocidas a
los administrados , conforme a lo dispuesto en
las leyes vigentes en la materia y a los regla-

mentos que en sus consecuencias dicte el Poder

Ejecutivo nacional;

d) Atender las peticiones y reclamaciones que for-
mulen los afectados , así como los titulares y res-
ponsables de ficheros de datos, debiendo resol-
ver los mismos a través de la emisión del perti-
nente acto administrativo;

e) Proporcionar información a las personas acerca

t)

g)

de sus derechos en materia de ficheros de datos
de índole personal, ya sea a solicitud o por pro-
pia iniciativa, a través de la pertinente publi-
cidad;

Ordenar la cancelación y destrucción de datos
de índole personal y/o de los respectivos fiche-
ros, ante incumplimientos de lo dispuesto en la
normativa vigente en materia de protección de
datos;

Ejercer las potestades sancionatorias previstas en
el título VII de la presente;

h) Dictaminar con carácter necesario, en forma pre-
via a la remisión por parte del Poder Ejecutivo
nacional al Congreso de la Nación, de todo pro-
yecto de ley relativo a protección de datos de
carácter nacional, así como al dictado por parte
del órgano referido en primer término de todo
decreto vinculado con la materia que nos ocupa;

i) Requerir de los responsables de ficheros de da-
tos de índole personal, todos los datos que sean
necesarios para el cumplimiento de su cdmetido;

L
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i) Asegurar el cumplimiento de las disposiciones
relativas a la publicidad de la existencia de fiche-
ros de índole personal, a cuyo fin y sin perjuicio
de las inspecciones y verificaciones que estime
pertinentes, procederá a dar a publicidad en for-
ma periódica una relación con los nombres de
tales ficheros, incluyendo los de sus titulares y
responsables.

Llevará, asimismo, el Registro de Ficheros de
Datos de Carácter Personal, en el que constará
la nómina de los ficheros de dicha naturaleza co-

q)

vinciales o municipales, con relación a la pro-
tección, de datos de carácter personal;

Requerir informes a todos los organismos pú-
blicos nacionales, provinciales y municipales,
así como a entidades privadas,, los que deberán
suministrarlos;

rrespondientes a' su jurisdicción , ya sea de titu-
laridad pública o privada , con las excepciones
establecidas en la presente ley; sus sedes, nom-
bre y domicilio de los titulares y responsables
de los mismos, naturaleza de los datos persona-
les que contienen , y el horario y formalidades
establecidas para su consulta.

Como consecuencia de la adhesión de las
provincias a la presente ley, o a través de otros
convenios con esas provincias , procurará incor-
porar la nómina de los ficheros de datos de
carácter personal ' existentes en aquéllas, facili-
tando asimismo a las mismas la nómina de los
existentes en su jurisdicción, con las excepcio-
nes que la reglamentación determine.

Dichos registros estarán a disposición de los

k)

interesados para su consulta;

Emitir, sendos informes anuales qua remitirá al
Congreso de la Nación y al Poder Ejecutivo
nacional , describiendo las accione* realizadas„
los resultados obtenidos, y proponiendo los cam-
bios legislativos y reglamentarios que requiera
el mejor desempeño de su cometido; así como
todos los informes que les requieran los órganos
Ejecutivo y Legislativo nacional, y los gobier-
nos provinciales, sobre las materias de su com-
petencia;

1) Controlar y otorgar las autorizaciones necesa-
rias, en caso de que ello resulte procedente,
con relación a las transferencias internacionales
de datós de . carácter personal;

ir.) Vincularse con los organismos de protección de
datos de carácter personal inexistentes en otros
países, a fin del intercambio de experiencias y
la implementación de la cooperación internacio-
nal en materia de protección de datos de ca-
rácter personal;

n) Velar juntamente con los 'órganos que tengan
á su cargo la aplicación de las leyes respectivas,
por el cumplimiento de las leyes que contengan
normas especiales en materia de protección de
datos de carácter internacional;

o) Impartir recomendaciones a los organismos pú-
blicos y a personas y entidades privadas, ten-
dientes a la mejora de la protección de datos;

p) Asesorar al Congreso de la Nación, al Poder
Ejecutivo nacional y a los ministrox individual-
mente, así como, a su requerimiento, al Poder
Judicial de la Nación y a las autoridades pro-

r) Promover investigaciones; realizar pericias; y

citar y hacer comparecer testigos, con interven-
ción del Poder Judicial;

s) Las restantes funciones que se le confieren en

la presente ley, o. que le otorguen las normas
legales y reglamentarias vigentes o que se dic-

ten"en el futuro en materia de protección de

datos de carácter personal.

Art. 37. - Integrarán la jurisdicción del defensor del
pueblo de la •Nación, á los fines de la aplicación de la
presente ley:

1. Los ficheros de datos pertenecientes a entes
estatales nacionales.

2. Los ficheros de datos destinados a contener da-
tos de carácter personal de habitantes de más
de una jurisdicción provincial o de la ciudad de
Buenos Aires o de otros países, o que sean lle-
vados en más de una jurisdicción, o que estén
destinados a transmitir o que transmitan, cedan
comuniquen o difundan datos de una jurisdicción
provincial o de la ciudad de Buenos Aires, a
otra jurisdicción, o fuera del país.

3. Los„ ficheros de datos correspondientes a J as
personas físicas o entidades privadas dedicadas
al comercio interjurisdiccional en cualquiera de
sus formas. (transporte, comunicaciones, servi-
cios públicos, etcétera).

4. Las cesiones o transferencias de datos interju-
risdiccionales.

Los restantes ficheros de datos serán de jurisdicción
provincial.

Art. 38. - El defensor del pueblo de la Nación, o
el órgano que designe o cree cada provincia en juris-
dicción provincial, y los funcionarios de la Defensoría
y de los restantes órganos aludidos que cuenten con
mandato escrito de los mismos al efecto estarán fácul-
tados, cuando fuere necesario para el cumplimiento de
su misión, a entrar con autorizac'ón judicial en lugares
pertenecientes u ocupados por la entidad almacenadora,
sea ésta pública o privada; a realizar en ellos compro-,
baciones e inspecciones y a examinar los documentos
comerciales.

Especialmente controlarán el libro especial que, lle-
vará el responsable de la protección de datos conforme
dispone el artículo 19 del presente, así como los datos
almacenados de índole personal; los programas de tra-
tamiento de datos, y los equipos utilizados para el al-
macenamiento y tratamiento de los mismos.'

Los órganos de aplicación aludidos podrán también

requerir la exhibición o envío de documentos y datos,
si no optare por examinarlos en el. lugar en que se en-
cuentran. -
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La exhibición de datos y documentos o los registros
en las sedes de las entidades púb icas almacenadoras
de datos no tendrán lugar, cuando el presidente de la
Nación o el ministro del Poder Ejecutivo nacional com-
petente se opusieran fundadamente a ellas, por entender
que su realización es susceptible de poner en peligro la
defensa nacional o la seguridad interior de la, República
Argentina.

En ta es supuestos, deberá informar los motivos a am-
bas Cámaras del Congreso de la Nacion.

Estas podrán disponer por resolución conjunta que

la diligencia se realice, pudiendo encumendarla según

los casos a las comisiones de Defensa ele ambas Cáma-
ras, o bien a la Comisión Bicameral de Fiscalización de

los Organos y Actividades de Seguridad Interior' e In-

teligencia u órgano que las reemplace.

Art. 39. - En jurisdicción provincial, el cump'imiento
de las funciones encomendadas en la presente ley al
defensor del pueblo de la Nación, será encomendado
al órgano administrativo que disponga cada provincia,
por decisión de la autoridad que resulte al efecto com-
petente en ella.

Art. 40. - En lo relativo al ejercicio de 'as compe-
tencias que la presente ley le reconoce, el. defensor del
pueblo de la Nación o el órgano que cada provincia de-
signe o cree en jurisdicción provincial, no dependerá de
ninguna autoridad.

Art. 41. - Cualquier persona podrá dirigirse al de-

fensor del pueblo de la Nación o al órgano que cada
provincia designe o cree en jurisdicción provincia', cuan-

do estime que se han lesionado sus derechos, con oca-
sión de la obtención, tratamiento o registro de datos
suyos de índole personal o por encargo de los titu-

lares de ficheros de datos de índole personal públicos
o privados.

El referido funcionario deberá proceder a efectuar las
pertinentes investigaciones, tendientes a establecer la
veracidad de los extremos denunciados.

También promoverá la investigación de aquellas irre-
gularidades que advirtiera prima facie como consecuen-
cia de 'as inspecciones y determinaciones que practicara.

Se aplicará en todo lo no previsto rn la presente ley
el Reglamento de Investigaciones vigente para la ad-
ministración pública nacional.

TITULO VII

Régimen sancionatorio

Art. 42. - Los titulares y responsables de ficheros

privados de datos de índole personal estarán sujetos al

régimen sancionatorio previsto en el presente título.

Constituirán infracciones al presente régimen de pro-
tección de datos de índole persona':

a) No efectuar los registros en la forma prescrita,
o no realizar las comunicacinoe s establecidas, o
no realizar la gestión del fichero de datos de
índole personal de que se trate en 'el modo
determinado, en los procelimientos y normas
dictados por el defensor del pueblo de la Na-
ción o por el órgano que se designe o cree en
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jurisdicción provincia', si se tratare de faltas ex-
clusivamente formales, y no constituyeran otra
infracción prevista en el presente título;,

b) No cumplir las instrucciones impartidas por el
defensor del pueblo de la Nación o por el ór-
gano que cada provincia designe o cree en ju-
risdicción provincial, o - de funcionarios depen-
dientes de los mismos facultados para ello, si
el hecho no constituyera otra infracción o de- la
lito; r-

e) Mantener ficheros de datos de índole personal o
u obtener, tratar, difundir o`ceder datos de esa ss
índole, sin las condiciones y medidas de segu-
ridad establecidas en la presente ley, su regla- e-
mentación y en las instrucciones y reglamentos ro
emitidos por el defensor del pueblo de la Na-
ción o por el órgano que cada provincia de-
signe o cree, en jurisdicción provincial;

d) No proporcionar al defensor del pueblo de la
Nación o al órgano que se designe o cree en
jurisdicción provincial, o 'a funcionario compe-
tente dependiente de los mismos, la información
que éstos solicitaran, al momento o, de no ser
posible por causas justificadas, dentro de los
quince días de serle requerida;

e) No proceder, de oficio o a solicitud de los afee- !<
tados o de las personas o entidades facultadas
para é lo, a la cancelación de datos de índole
personal, cuando hubieren desaparecido los mo-

0

tivos que determinaron su obtención, tratamien- o
to o registro; - -

f) No proceder a la rectificación, actualización o -
cancelación de datos erróneos , desactualizados
o incompletos; -

g) No proceder a tomar indisponibles datos de
índole personal cuya exactitud hubiera sido
cuestionada por el afectado o por persona o
entidad facultada para hacerlo;

h) Proceder a la creación de ficheros de datos de
índole personal sin recabar las autorizaciones d
establecidas para ello, o sin efectuar las publi- e
cationes prescritas, o sin designar responsable r
de la protección de datos;

i) Proceder a la obtención de datos de carácter
personal sin recabar el consentimiento expreso
de los afectados, en los casos en que éste sea e
exigible, o sin proporcionarles la información íi
prevista en la presente ley; r

j) Proceder a la creación de ficheros de datos de
carácter personal o a la obtención de datos
de dicha índole, con finalidades diversas a las
denunciadas a la autoridad competente, o las
manifestadas a los afectados;

k) Efectuar el tratamiento de datos de índole per-
sonal, o utilizarlos, difundirlos o cederlos, con-
culcando los derechos y garantías establecidos -
en favor de los afectados en la presente ley;

1) Impedir o dificultar el ejercicio del derecho de
acceso, y no proporcionar la información a los
afectados prevista en la presente ley, en su

s
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reglamentación, o en los reglamentos estable-
cidos por el defensor del pueblo de la Nación
o al órgano que se designe o. cree en juris-
dicción provincial, en la forma y en el término
allí dispuestos, que no podrá exceder de treinta
(30) días posteriores al requerimiento efectuado
por medio fehaciente;

m) Mantener datos de carácter personal inexactos
o desactualizados o con posterioridad a la cesa-
ción del motivo que determinó su obtención,
cuando con ello resultaren conculcados los de-
rechos de los afectados amparados por la pre-
sente ley;

n) No guardar el secreto, cuando el mismo es
exigible por disposiciones de la presente ley,
o de otras normas jurídicas vigentes;

o) No remitir al defensor del pueblo de la Nación
o al órgano que se designe o cree en juris-
dicción provincial, las notificaciones requeridas
por lá presente ley, su reglamentación, o las
instrucciones 9 reglamentos expedidos por el
funcionario arriba referido, cuando ello dificul-
tare o impidiere al mismo el cumplimiento de
sus atribuciones; así como los documentos e
informaciones que el mismo requiriere;

p) Obstruir, dificultar o impedir las Inspecciones
que dispusiere el defensor del pueblo de le( Na-.11
cion o el órgano que se designe o cree en ju-
risdicción provincial;

Obtener datos de índole personal con fraude
o engaño, o en forma contraria a lo establecido
en las normas vigentes al momento de hacerlo,
si el hecho no constituyera delito n infracción
más severamente penada;

r) Difundir, comunicar o ceder datos de índole
personal, fuera de los supuestos en que ello es
permitido por la 'presente ley;

s) Incumplir las prohibiciones sobre la obtención
tratamiento, registro, comunicación o difusión
de datos de determinado éarácter, establecidas
en ;la presente ley, o en otras normas legales en
vigencia;

t) No cesar en el uso ilegítimo de datos de carác-
ter personal, cuando ello le fuere requerido
por el defensor del pueblo de la Nación u ór-
gano que se designe o cree en jurisdicción pro-
vincial, o por funcionarios competentes depen-
dientes de los mismos;

u) Ceder, comunicar o difundir datos de índole
personal con destino a países que no propor-
cionen garantías equivalentes a los afectados, sin
autorización del defensor del pueblo de la Na-
ción, u órgano que se designe o cree en juris-
dicción provincial;

V) Obtener o tratar datos de carácter personal en
forma ilegítima o con propósitos ilegítimo o
violando los derechos y garantías establecidas
en la presente léy o en otras normas aplicables,
cuando ello se traduzca en menosgabo o deseo-

Reunión 62a

nocimiento de los derechos y garantías- recono-
cidos a los habitantes por la Constitución Na-

cional.

Art. 43.-Determinada la comisión de cualquiera
de las infracciones referidas en los puntos preceden-
tes, y sin perjuicio de poner los hechos en conocimien-
to de la Auditoría General de la Nación, y de la Fis-
calía Nacional de Investigaciones Administrativas, se-
gún correspondiere, así Domo de formular las denun-
cias penales pertinentes en el supuesto de entender que
los mismos podrán constituir un licito penal, el defen-
sor. del pueblo de la Nación o el órgano que se desig-
ne o cree en jurisdicción provincial , aplicará a los res-
ponsables y titulares de ficheros de datos de índole
personal, las sanciones siguientes:

1. Apercibimiento:

2. Suspensión de' un mes a dos años, del funcio-
namiento del fichero de datos de que se trata,
con la correlativa inhabilitación para su titular,
de poseer otro,

3. Suspensión de un mes a dos años en el carácter
dé responsable del fichero de datos de que se
trate y de todo otro, así como en el ejercicio
de toda profesión vinculada con la informática,
el registro o tratamiento dé datos.

4. Clausura definitiva del fichero de datos de que
se trata , con inhabilitación perpetua para ser
titular de ficheros de datos de índole personal.

5. Cesación definitiva en el carácter de respon-
sable del fichero de datos de que se trate y
de todo otro , con inhabilitación perpetua para
ser titular o responsable de ficheros de datos
de índole personal , así como de toda profesión
vinculada a la informática , a la obtención o al
tratamiento de datos.

6. MuTta de pesos cincuenta mil (50.000) a un
millón ( 1.000 .000), que podrá imponerse como
pena principal o accesoria a las previstas en los
apartados 2, 3, 4, 5 y 6 del . presente.

Las sanciones establecidas en los puntos 1, 2 y 3
precedentes, serán aplicables a las infracciones contem-
pladas en los apartados a), b), c), d), e), f) y g).

En el supuesto de reiterarse en dos oportunidades la
comisión de la infracción, serán aplicables cualesquiera
de las restantes sanciones previstas en el presente ar-
tículo.

Serán aplicables las sanciones establecidas en los pun-
tos 2 y 3 del presente artículo, a las infracciones eón-
templadas en los apartados h), i), j), k), l), m) yn)
del artículo precedente.

En caso de reiterarse en una o más oportunidades la
comisión de la infracción, podrá aplicarse cualesquiera
de las restantes sanciones previstas en este artículo.

Con relación a las infracciones previstas en los apar-
tados o), p), q), r), s), t), u), y v) del artículo pre-
cedente, serán aplicables las sanciones establecidas en
los puntos 4, 5 y 6 del presente artículo.
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No serán aplicables las sanciones previstas en este ar-
tículo, a los responsables que con anterioridad a la in-

tervención del defensor del pueblo de la Nación u ór-

gano que se designe o cree en jurisdicción provincial,
hubieran puesto en conocimiento del funcionario alu-

dido o de los funcionarios competentes dependientes de

él los hechos constitutivos de irdracción, y' hubieran

brindado su colaboración tendiente a disminuir o a su-

primir los efectos de éstos.
Las sanciones establecidas en el presente artículo

serán aplicables en caso de tratarse (le ficheros de datos
de carácter personal pertenecientes a entidades estatales,
excepción hecha de las previstas en los puntos 2 y 4
del presente artículo.

En cuanto a las multas previstas en el mismo, las
mismas serán aplicadas Ja los funcionarios que se de-
sempeñen como titular de la dirección nacional o ge-
neral o ente descentralizado a que pertenece el fichero,
y a quien actúe como responsable del mismo.

Corresponderá asimismo a los funcionarios previstos
en el apartado precedente, la aplicación de la sanción
de exoneración, siendo además responsables patrimonial-
mente por los daños que su conducta cause a los afec-
tados y a la administración.

Art. 44. - Prescribirán a los tres años, las infraccio-
nes contempladas en el artículo precedente.

Art. 45.-Las decisiones que en materia de investi-
gación y determinación de infracciones adopte el de-
fensor del pueblo de la Nación o el órgano que se
designe o cree en jurisdicción provincial, podrán ser
impugnadas a través de recurso judicial directo, que
tramitará para ante la Cámara Nacional en lo Conten-
cioso Administrativo Federal.

El recurso deberá interponerse y fundarse dentro de
los treinta (30) días de la notificación de la decisión
respectiva, en la referida Cámara Nacional.

Esta procederá a requerir las actuaciones del-defensor
del pueblo de la Nación, y a dictar sentencia dentro de
los cuarenta y cinco días de concluida la sustanciación
del recurso con el pertinente traslado a conferirse del
mismo al funcionario precedentemente referido, o bien
de concluirse la producción de prueba, en el caso de
disponer el tribunal la producción de la misma.

Se aplicarán supletoriamente las normas relativas al
recurso de apelación concedido libremente, contenidas
en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En el supuesto de impugnarse en jurisdicción pro-
vincial la decisión de un órgano provincial que consti-
tuya órgano de aplicación de la presente ley; intervendrá
el tribunal competente conforme a las normas procesales
vigentes en dicha jurisdicción, aplicándose el procedi-
miento que se disponga en la ley de adhesión provincial.

TITULO VIII

Normas penales

Art. 46. - Será reprimido con prisión de un mes a
un año, el titular o responsable de uur ficheros de datos,

(le carácter personal, o quien interviniere en cualquier

etapa del tratamiento de d ttos, que ilegalmente revelare
a terceros tales datos, facultara o posibilitara a terceras

personas el acceso o utilización de Tosí mismos, o que

no guardan secreto con relación a ellos; aun luego de
concluida la relación que lo ligara a dicho fichero.

Art. 47. - Será reprimido con prisión de seis meses
a tres años, si el hecho no constituyera un delito más
severamente penado, quien habiendo sido objeto de
inhabilitación por decisión firme del defensor del pueblo
de la Nación o el órgano que cada provincia designe
o cree en jurisdicción provincial, para desempeñarse
como titular o responsable de ficheros de datos de
carácter personal, o en el desempeño de profesiones
vinculadas con la informática, la obtención o el trata-
miento de datos, quebrantara por sí o por =interpósita
persona tal inhabilitación.

Art. 48. - Serán reprim`dos con prisión de seis meses
a tres años, el titular y el responsabl! de un fichero
de datos de carácter personal c'ausurado por decisión
firme del defensor del pueblo de la Nación, u órgano
que se designé o cree en' jurisdicción provincial, que
pese a lo dispuesto por dicha decisión continuaran
gestionando el fichero, o la obtención, tratamiento, y
registro de datos para el mismo, por sí o por medio
de terceros; o que cedieran, comunicaran o difundieran
los datos contenidos en el mismo.

Art. 49.-En aquellos casos en los cuales con motivo
de la investigación de las infracciones previstas pre-
cedentemente, se advirtieran serios y graves indicios de
utilización o cesión ilícita de datos de carácter personal,
con lesión de derechos y garantías constitucionales, el
defensor del pueblo de la Nación o el órgano que cada
provincia designe o cree en jurisdicción provincial,
podrá disponer con carácter cautelar y por resolución
fundada la suspensión del funcionamiento e inmoviliza-
ción de los datos de uno o más ficheros de datos de
carácter personal.

TITULO IX

Del ejercicio de la acción de amparo
para obtener el acceso, modificación,

supresión, rectificación y confidencialidad
de los datos referidos , a las personas

Art. 50. - Toda persona podrá interponer la ac&ón
de amparo para tomar conocimiento de los datos refe-
ridos a ella y de su finalidad , que consten el¡ registros
o ficheros de datos públicos, o privados destinados a
proveer informes, y, en caso de falsedad o discrimi-
nación, para exigir la supresión, rectificación, confiden-
cialidad o actualización de aqué'los.

En los casos a que alude el presenté artículo, la
expresada acción 'podrá ser deducida en lugar de
los procedimientos administrativos y acciones judiciales
previstos en la presente.

La sustituc'.ón de las vías judiciales previstas por
el ejercicio de la acción de amparo, requerirá exclusi-
vamente que el particular invoque fundadamente cir-
cunstancias conforme a las cuales tales acciones judicia-
les no constituyen un remedio idóneo para dar satis-
facción a su pretensión.
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TITULO X

Dssposiciones transitorias y complementarias.

Art. 51.-La presente ley entrará en vigencia en
el orden nacional, al día siguiente de su publicación.

Sin perjuicio de hacerlo-en forma " inmediata respecto
de los ficheros de datos a que se alude en el artículo
37, respecto de los restantes entrará en vigencia para
cada una de las provincias que adhieran n la misma,
en el momento que disponga la respectiva ley provin-
cial de adhesión.

Art. 52. - Dentro del año de la entrada en vigencia
de la presente ley, deberán ser efectuadas las notifica-
ciones y publicaciones previstas en la misma, con rela-
ción a los ficheros de datos de carácter personal pre-
existentes a su entrada en vigencia, y realizarse las
adaptac'ones y modificaciones técnicas tendientes a dar
cumplimiento a lo establecido en la misma.

Art. 53.. El Poder Ejecutivo nacional procederá
dentro de los ciento ochenta días de sancionada la
presente a reglamentarla.

Los gastos que demande el cumplimiento de la pre-
sente ley serán- tomados de los ingresos producidos por
la tasa que se crea en el artículo 40; y, en cuanto la
misma no los cubriera, de "Rentas generales" con
Imputación a la misma, hasta la inclusión de las par-
tidas respectivas en la Ley de Presupuesto para la
Administración Nacional correspondiente al próximo
ejercicio.

Art. 54.. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Antonio T. Berhongaray.

Texto del proyecto presentado por

el senador Romero Feris

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, ...

Artículo 19-Toda persona física o ,jurídica podrá re-
querir de los registros y/o centros y/o bancas de datos
públicos o privados destinados a suministrar información
una constancia de la que surjan los datos sobre dicha
persona allí registrados, cualquiera fuere la fridole de los
mismos.

Art. 29-El registro deberá proporcionar la informa-
ción requerida en el plazo perentorio de setenta y dos
(72) -horas. Vencido el mismó, el requirente podrá recu-
rrir a la vía judicial para que se le entregue dicha in-
formación.

Art. 39-Cuando la información contenga datos falsos
y/o discriminatorios, el solicitante podrá requerir al re-
gistro que los mismos sean rectificados en el plazo peren-
torio de setenta y dos (72) horas. Vencido el mismo
podrá exigir judicialmente la supresión , rectificación, con-
fidencialidad o actualización de los datos.

Art. 49-.La acción judicial tramitará por las normas
del proceso sumarísimo establecidas en el artículo 498
del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Art. 59-Quedan exceptuados de las disposiciones de
la presente ley aquellos registros que no provean infor-

Reunión 62a .

mación a terceros, así como también cuando se afectare
el secreto de las fuentes de información periodística.

Art. 69-Comuníquese al Poder Ejecutivo.

José A. Romero Feris.

Texto del proyecto presentado por
el senador Alasino ,

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, ...

Artículo 19-Cualquier persona estará habilitada para
iniciar la acción de amparo especial de habeas data cuan-
do los registros o bancos de datos públicos o privados
destinados a proveer información se nieguen a:

a) Mostrar los datos que consten sobre el interesado;

b) Informar sobre la finalidad de los datos reca-
. bados;

e) Suprimir, rectificar, dar confidencialidad o actua-
lizar los datos en caso de que éstos sean falsos,
inexactos, discriminatorios o hayan sido obtenidos
ilícitamente.

Art. 29 - El interesado tendrá un plazo de 30 días para
iniciar la acción el que se contará desde la negativa del
registro o banco de datos a. hacer lugar a los requeri-
mientos indicados en los incisos a), b) y c) del artículo
anterior.

Art. 39 = Serán competentes los jueces federales cuan-
do la acción de amparo especial de habeas data se in-
terponga contra un registro o banco de datos público.

Art. 49 -Será competente para entender en la acción
de amparo especial de habeas data, el juez del domicilio
del actor o el del domicilio del demandado, a elección,
del actor.

Art. 59-Se aplicará a esta acción el procedimiento
previsto para la acción de amparo de todq lo que no esté
modificado por la presente ley. -

Art. 69 -El trámite de la acción de amparo especial
de habeas data será el correspondiente al proceso suma-
rísimo.

Art. 79 -En los casos en que el actor solicite la su-
presión , rectificación, confidencialidad o actualización de
los datos, deberá adecuarse el procedimiento con la fi-
nalidad de facilitar la prueba.

Art. 89 - La acción de amparo especial de habeas da-
ta se interpondrá por escrito y la presentación deberá
reunir los siguientes requisitos:

a) Individualizar el nombre y domicilio del registro
o banco de datos demandado;

b) Alegar las razones por las cuales el interesado
entiende que en'el registro o banco de datos in-
dividualizado existe información referida a su per-
sona y el perjuicio actual o inminente que tal
situación le acarree;

c) En su caso, alegar las razones -por las que el
interesado considera que la información que le
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atañe ha sido ilícitamente recabada o resulta fal-
sa, inexacta o discriminatoria;

d) Ofrecer la prueba, acompañando la documental
que se encuentre en poder del interesado. El nú-
mero de testigos no podrá exceder de dos (2).

Art. 91?-El juez previo a tala actuación deberá
expedirse acerca de la admisibilidad de la acción.

Art. 10. - Admit'da la acción , el. juez requerirá al
registro o banco de datos demandado , la remisión de
la información concerniente al actor, y en su caso el
soporte de tales datos, la documentación que sirvió
de sostén para su inclusión en el banco o registro de
datos o cualquier otro aspecto qua resulte conducente,
acompañando copia del escrito de inicio.

Art. 11. - El registro o banco ele datos demandado
no podrá alegar la confidencialidad de la información .
solicitada - para negarse a cumplir el pedido del juez.

Art. 12. - Los registros o bancos de datos públicos y
privados sólo podrán excusarse de informar en los si-
guientes supuestos:

a) Cuando se afecte el secreto de las fuentes de
informac 'ón periodística . Ion este caso, el re-
gistro o banco de datos podrá negarse a revelar
la identidad del autor de la información;

b) Cuando se aleguen razonas que afecten a la
defensa nacional o alto interés del Estado. En
este caso se deberá fundar y probar debidamente
la afectación alegada.

Art. 13.-El registro o banco de datos requerido
deberá contestar el pedido del juez en el plazo estable-
cido, acompañando toda la información que tuviera
sobre el requerido y en su caso, la documentación que
sirva de sostén a la información incluida en el registro
o banco de datos y allegar las ratones por las cuales
incluyó la información cuestionada.

Al contestar el informe, el registro o banco de datos
podrá ofrecer prueba en los términos establecidos en
el artículo 80.

Art. 14.-Vencido el plazo para la contestación del
informe o contestado el mismo, y habiendo sido pro-
ducida, en su caso, la prueba, el juez dictará sentencia
dentro del tercer día.

Si se declarara procedente la acción , y en caso de
que -corresponda, la sentencia ordenará al registro o
banco de datos demandado la supresión, rectificación,
actualización o declaración de confidencial'dad de la
información; estableciendo un plato para su, cumpli-
miento

Art. 15. - Si ' el registro o banco de datos 'no cum-
pliera con la sentencia, el juez a pedido de parte, podrá:

a) Aplicar astreintes, si el condenado fuera un,
registro o banco de datos privado;

b) Aplicar multas, si el condenado fuera un re-
gistro o banco de datos público.

Texto corregido de la sanción de la
honorable Cámara de Diputados de la Nación

(5 de Junio de 1990)

PROTDtirO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados, ...

TITULO I

Disposiciones generales

Articulo 19 -- Li presente ley tiene por objeto la
salvaguarda de .los datos personales tanto de las- per-
surras físicos como jurídicas tratados . en registros o
bancos de datos, automatizados o no, de los sectores
piíblic:os o privados, o registrados en soporte físico
susceptible de tratamiento automatizado o no, o me-
diante ` otras técnicas, con el fin de garantizar el pleno
ejercicio de sus derechos.

Art. 20 -

1. El régimen de la presente ley no será de apli-
cación:

a) A los registros o bancos de datos de titula-
ridad pública cuyo objeto, legalmente esta-
blecido, sea el almacenamiento de datos para
su publicidad con carácter general;

b) A los registros o bancos de datos mantenidos
por personas físicas con fines exclusivamente
personales',

c) A los registros o bancos de datos , de infor-
mación Judicial , científica , tecnológica o
comerc ,al, que reproduzcan datos ya publi-
cados en boletines, diarios o repertorios. ofi-
ciales;

d) A los registros , o bancos de datos mante-
nidos por los partidos políticos, sindicatos,
iglesias, confesiones o comunidades religio-
sas reconocidos, en relación a sus afiliados,
asociados , miembros y ex miembros, y sólo
en cuanto estén referidas . a una finalidad es-
pecifica , sin perjuicio de la eesión de datos

sgne queda sometida a lo dispuesto en el
artículo 15 de la presente ley, *salvo que
resultare de aplicación el artículo 11 por
tratarse de datos de índole personalísimo;

e) Los registros o bancos de datos de las per-
sonas físicas o Jurídicas dedicadas a la acti-
vidad periodística por cualquier medio, de
comunicación social. En ningún caso podrá
afectarse el secreto de las fuentes ni pretender
que las mismas sean reveladas.

I

Art. 16. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Augusto Alasino.

2. Se regirán por sus disposiciones especificas:

a) Los registros o bancos de datos pertenecien-
tes al Registro' Nacional de Reincidencia y
Estadistica Criminal y al Registro Nacional
de las Personas;

b) Los registros o bancos, de datos regulados
por la legislación sobre régimen -electoral.
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Art. -39 -- A los efectos de 'la presente ley' se enten-
derá por:

a) Datos de carácter personal. Cualquier infor-
mación concerniente a personas físicas o ju-
rídicas Identificadas o identificables cobre
características propias o infortnadones ob-
jetivas;

b) Registro o banco de • datos . Todo conjunto
organizado de datos de carácter personal
que sean objeto ele , tm tratamiento automa-
tizado o no, cualquiera fuera la forma e mo-
dalidntf de su creación y organización, y que
estuviere debidamente registrado;

c) Tratamiento de datos,' Operaciones y proce-
dimientos técnicos, de carácter automatizado
o no, que permitan , almacenar,, grabar, ela-
borar, modificar , resguardar , disociar y eli-
minar datos de carácter personal ,' asi corno
las cesiones de datos que resulten de comu-
nicaéiones,, consultas, interconexiones y trans-
ferencias;

d) Responsable del registro o banco de datos.
Persona fiaien o jurídica de naturaleza pú-
blica o privada , titular del registro o, banco
de datos;

e) Titular cíe los datos: Persona física o inridioa,
interesada o afectada,: a la que se refieren
los datos que fueran objeto de tratamiento
conforme la deflnlejón contenida ep el, apar-
tado c ) ' dei presente articulo;

f) Procedimiento de disoclnCión ' de• datos. To-
do tratamiento de datos personales de ma-
nera que . la información obtenida no pueda .

g)

f)

h) Cesión de datos. Dar a conocer los datos tra-
tados a tercetos , en forma tal ' que" los mis-
mos sean suministrados por el ; esponaabla
del registro o banco de datos; .

l) Modificación de datos. Todo cambio, en el
contenido de datos almacenados,en,registros
o bancos de datos;.

asociarse , a persona , determinada o determi-
nable;

Almacenamiento de. dotos. La obtención, to-
ma o custodia do datos , en registros o ban-
cos de datos para su utilización posterior.

Eliminación de datos. Destrucción de datos
almacenados en registros o bancos de datos,
automatizados o no, sea cual fuere el proce-
dimiento empleado . para ello,

TITULO U

Principios generales para la protección de datos

Art. 49-Calidad de datos.

1. Sólo podrán recogerse datos de ' carácter perso-
nal para su tratamiento; cuando ta',*r'datos fue-

ran adecitados, pertinentes y no excesivos ' en

relación ni Ambito y finalidad legitimas para las
que se hubieran obtenido.

2. No podrán usarse, para finalidades distintas de
aquellas para las que hubieren sido recogidos
los datos de carácter personal objeto de trata-
miento.

3. Dichos datos serán exactos y actualizados de
_ forma tal que respondan con veracidad a la si-

tuación real del interesado.
4. Si los datos de carácter personal, sometidos a

tratamiento, resultaren ser inexactos, en todo o
en parte, o incompletos, el responsable del re-
gistro o banco de datos procederá a eliminarlos
o sustituirlos por la información rectificada o
completada, sin perjuicio de las facultades que
a los efectos reconoce el articulo 15 de la pre-
sente ley.

5. Los datos de carácter personal deberán ser eli-
minados cuando hayan déjadf de ser necesarios
a los fines para los cuales hubieran sido reca-
bados.

Los datos no serán conservados ' de forma que
permitan la identificación del interesado du-
rante un periodo superior al necesario para los
fines en base a los eriales hubieren, sido tratados.

El procedimiento , por el cual se decida el
mantenimiento íntegro de determinados datos
será regalado por vía reglamentaria. El régimen
será, de excepción e interpretación restrictiva.

8. Los datos serán almacenados de forma que per-
mitan . el ejercicio de su acceso por parte, del
interesado: . '

Art. 5^ - Comis•& in Bicameral de Seguimiento de Pro-
tección ele Datos . Créase en el ámbito del Congreso Na-
cional, la Comisión Bicameral de Protección Legislativa
ele Datos a los fines de posibilitar, en general , la salva-
guarda y protección de los derechos tutelados por la
prrren' e ley, sin perjuicio de las facultades propias del
Poder. Judicial.

La misma será integrada por cinco diputados y cinco
senadores pertenecientes a las comisiones de Asuntos
iionstitucionales y de Legislación General cuyo regia-
mcnto será dictado por sus propios miembros y con re-
presentación de las minorías.

Art. 8'. Consehtimfento del interesado . El tratamien-
tir de datos de carácter personal, requerirá el consenti-
miento expreso ! por escrito del titular , salvo que una ley
disponga lo contrario.

Art. 79 - No será preciso el consentimiento cuando:

a) Los datos de carácter personal se obtengan
de fuentes accesibles al público;

b) Se recaben pira el ejercicio de funciones pro-
pias de la administración pública en el ám-
bito de su competencia;

e) Se refieren a* personas vinculadas por un ne-
gocio jurídico, una relación laboral, una rela.
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ción ndminlstrntiva y sean necesarios para el
mantenimiento de las relaciones o para el
cumplimiento del contrato.

Art. 89- 111 consentimiento podrá ter revocado, sin
poder atribuirle efectos retroactivos.

Art. 99 --,De la ilicitud - del tratamiento de datos. El
tratamiento de datos de índole personal, protegido por la
presente ley. será Ricito, atando el Interesado no hubiere
prestado su eonsentirttiento por escrfto.i

Si el consentimiento se otorgara 'juntamente con otras
declaraciones se deberá ' informar de , ello expresamente,
por escrito al interesado y en insttnriento separado.

Art. 10. - Derecho de Información en b recolección
de datos:

1. Los interesados a los que se solicitaran datos de
carácter personal deberán ser previamente infor-
finados de manera expresa , precisa e inequívoca:

a) ^ De la existencia de un registro de datos de
carácter personal , de la finalidad de la reto-
lección, dei tratamiento y de lo* destinatarios
de dicha información . Así como de la impo-
sibilidad de modificar su finalidad y íos des-
tinatarios de la inismal

b) Del carácter obligatorio o facultativo de su
respuesta a.las preguntas que le sean formu-
ladas en , el sector público , y dei carácter fa-
cultativo en el caso del sector privado;

c) De la posibilidad de ejercer los derechos pre-
sentes en el articulo 43, tercer párrafo de la
Constitución Nacional;

d) De la identidad y domicilio del responsable
del registro o banco ele datos , y la referencia
del órgano de aplicación.

Art. 11 . -Datos especialmente protegidos.

1. No podrán ser objeto de tratamiento los datos de
carácter personal que.revelen ideología , raza, re-
ligión , hábitos personales y comportamiento se-
xual.

2. No podrán ser objeto de tratamiento , los datos
de carácter personal que revelen estado de salud,
situación patrimonial y obligaciones tributarias,
salvo que mediaren razones de interés general, y
nai lo disponga una ley o exista consentititiento
del interesado.

3. 'Los datos de carácter personal relativos a proce -
sos penales o infracciones administrativas, sólo po-
drán ser incluidos en registros o bancos de datos
pertenécientes a las . administrac 'orres públicas
competentes ,` en los supuestos previstos en las res-
pectivas normas regularloras,

Art. 12. - Datos relativos a la salud. Sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 15 sobre cesión, las institucio-
nes y los centros sanitario, públicos y privados y los pro-

fesionales correspondientes, podrán tratar datos de ca-
rácter personal relativos a la salud de personas que a
ellos consulten o que hubieran de ser tratados por los
mismos.

Art. 13. - Seguridad de los datos. El responsable del
registro o banco de datos deberá adoptar las medidas
de índole técnica y organizativa necesarias que garanti-
cen la seguridad de los datos de carácter personal y evi-
ten su adulteración, pérdida,, tratamiento o acceso' no
autorizado, ,habida cuenta del estado de la tecnología
aplicada, ]a naturaleza de los datos tratados y los riesgos
a que estuvieren expuestos, sean provea entes de la ac-
ción humana o del medio físico natural.

Art. 14. - Deber de secreto. El responsable y quienes
intervengan en cualquier fase del tratamiento de los da-
tos de carácter personal están obligados al secreto .pro-
fesional respecto de los mismos y al deber de guardar
dicho esreto, obligaciones que subsistirán aun después
de finalizar sus relaciones con el responsable del regis
tro o banco de datos.

Art. 15. - Cesión de datos.

1. Los datos de carácter personal objeto de trata
miento sólo podrán ser cedidos. para el cumpli-
miento de los fines directamente relacionados con
el interés legítimo del -cedente y del cesionario
con el previo consentimiento por escrito del inte-
resado . Será nula la cesión si no constase con cla-
ridad la finalidad de la misma.

2 El consentimiento exigido en el apartado
terior no será necesario cuando:

a) Una ley disponga lo contrario;

an-

b) Se trate de datos recogidos de fuentes acce-
sibles al público; .

c) La cesión tenga por destinatarios a los
magistrados del Poder Judicial, al defensor
del pueblo, o al ministerio público, en ejer
cicio de las funciones propias de sus com-
petencias;

d) La cesión se produzca entre las administra
ciones públicas en los supuestos previ stos ,
en el artículo 24; ,

La cesión de datos de carácter personal'
relativos a la salud, que sea necesaria para
solucionar una urgencia ; sin que para ello
hubiera otro medio más idóneo y se requie-
ra acceder a un registro o banco de datos,
o para realizar estud'os epidemiológicos
previa disociación.

-3. Siempre podrá ser revocado el conséntim'ento
para la cesión de datos de carácter personal y
el mismo no tendrá efectos retroactivos.

4. El.,cesionario de datos de carácter personal se
obliga, por el solo hecho de la cesión a la
observancia de las disposiciones de la presente
ley.
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5. Si la cesión, se efectuase previo procedimiento
de disociación, no será aplicable lo establecido
en los apartados anteriores.

Transmisión de datos al extranjero

Art. 16. - Tratamiento internacional de datos de ca-
er personal. Queda prohibida la cesión o transmi-

Iión internac ' onal de datos entre la Repúb ' ica Argentina
otros Estados, o con organismos internacionales o

upranácionales, que no aseguren una protección equiva•
ite de los datos de carácter personal.

Derechos de los titulares

Art. 17.- Impugnación de las valoraciones basadas
xclusivamente en el tratamiento de datas de carácter

personal . El titular podrá 'impugnar los actos adminis-
trativos o decis'ones privadas que tengan por único

'fundamento la valoración que de su persona se haga
a partir del tratamiento de datos de carácter personal.

Art. 18. Derecho de información. Cúalquier per-
sona podrá conocer la existencia de registros o bancos
de datos de carácter personal, su finalidad y la iden-
tidad del responsable. Esta información deberá ser
sumin'strada por 'el Registro General de Protección. de
Datos que será de consulta pública.

Art. 19. - Derecho de acceso.

1. El interesado tendrá derecho a,, solicitar y ob-
tener información de sus datos de carácter
personal que consten en registros o bancos de
datos públicos y privados destinados a proveer
informes, así como de quienes han solicitado
información sobre una persona.

2. La información podrá cons 'stir en la mera con-
sulta de los registros o bancos de datos, por
medio de su visualización, o en la comunicación
de la misma mediante escrito inteligible, aun
cuando tengan sistemas de claves o códigos
convencionales que requieran el uso de d'spo-
sitivos mecánicos específicos.

3. El derecho de acceso podrá ser ejercitado a
intervalos no inferiores a seis meses, salvo que
el afectado acredite un interés legítimo al efec-
to, en, cuyo caso podrá ejercerlo en cualquier
momento.

1. El responsable del registro o banco de datos
tendrá la obligación de hacer efectivo el derech,
de rectificación, actualización o eliminación en
el plazo máximo de cinco días hábiles.

2. Laos datos de carácter personal que resulten
inexactos , incompletos o discriminatorios serán
rectificados o. eliminados, respectivamente.
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3. Si los datos rectificados o° eliminados hubieran
s'do cedidos previamente, el responsable del
registro o banco de datos deberá notificar la
rectificación o eliminación efectuada al cesio-
nario, dentro del tercer día hábil de realizado
el tratamiento de datos por el responsable.

4. La eliminación de datos incomp'etos no, pro-
cederá cuando pudiese causar perju`cio a inte-
reses legítimos de' afectado o de terceros, o
cuando existiese 'una obligación de conservar los
datos, pudiéndose completar los mismos.

5. Los datos de carácter personal deberán ser
conservados durante los plazos previstos en las
disposiciones aplicables o, en su caso, en las
relaciones contractuales entre el responsable del
registro o banco de datos y el interesado, y
mientras subsista la finalidad que lo justifique.

Art. 21. -Procedimiento de acceso. A los efectos de
la presente ley no se exigirá contraprestación alguna por
el acceso, por la rectificación , actualización o eliminación
de los datos de carácter personal inexactos, incompletos
o. discriminatorios.

Art. 22. -Tutela de los derechos.

1. Deberán ser indemnizados los afectados que,
como consecuencia del incumplimiento de. lo
dispuesto en la, presente ley por parte del res-
ponsable del - registro o banco de datos, sufran
daño o lesión en sus bienes o derechos.

2. Cuando se negase el acceso al dato o a su rec-
tificación o eliminación , total o parcial, el afec-
tado podrá solicitar la tutela de sus derechos
promoviendo acción de , amparo, en los términos
del artículo 36 de la presente.

3. En los casos de registros ` o bancos de datos de
titularidad pública o privada, la responsabilidad
por daño se exigirá por medio de acción sumaria
ante los órganos de jurisdicción ordinaria, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 36 y
siguientes.

TITULO V

Disposiciones sectoriales.
Registros o bancos de datos de la administración

pública nacional

Art. 23. --Creación, modificación o eliminación.

1. La 'creación, modificación o eliminación de re-
gistros o bancos de datos de la administración
pública nacional sólo podrán hacerse por medio
de acto legislativo o administrativo publicado en
el Boletín Oficial de la Nación 'y anotado en el
correspondiente Registro General de Protección
de Datos, el cual funcionará en el ámbito de la
Dirección Nacional del Registro Oficial.

f
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2. Dichos datos deberán indicar:

a) La finalidad del registro o banco de datos y
usos previstos para los mismos;

b) Las personas sobre las que se pretenda ob-
tener datos de carácter personal que resulten
obligadas a suministrarlos;

c) El procedimiento empleado o a emplearse
para el tratamiento de datos de carácter per-
sonal;

d) La estructura básica del registro o banco de
datos y la descripción de los datos de carác-

ter personal en ellos contenidos;

e) Las cesiones de datos de t arácter personal
que, en su caso, se prevean;

f) Los órganos de la administración responsa-
bles de los registros o banco de datos;

g) Los servicios o unidades ante los que pu-
diesen ejercitarse los derechos de acceso, in-
formación, rectificación, actualización o eli-
minación de datos de carácter personal.

3. En las disposiciones que se dicten para la eli-
minación de registros se establecerá el destino
de los mismos o, en su caso, las previsiones que
se adopten para aquélla.

Art. 24. - Cesión de datos entre administraciones pú-
blicas.

1. Los datos de carácter personal sometidos a tra-
tamiento por parte de las administraciones pú-
blicas en el ejercicio de sus atribuciones, no se-
rán cedidos a otras administraciones públicas
para el desempeño de competencias diferentes
o que versen sobre materias distintas, salvo
cuando la cesión hubiese sido prevista por las
normas de creación del registro o banco de da-
tos o por disposición posterior de igual o supe-
rior rango.

2. Podrán ser objeto de cesión los datos de carácter
personal que una administración pública obten-
ga con destino a otra.

Art. 25. - Cesión de datos a registros 'o bancos de
,datos privados. No obstante lo dispuesto en el artículo
15, inciso 2, apartado b), la cesión de datos almace-
nados en fuentes accesibles al público no podrá efec-
tuarse a registros o bancos de datos de titularidad pri-
vada sino con el consentimiento del interesado o cuando
una ley así lo disponga.

Art. 26. - Registros o bancos, de dalos de defensa
seguridad nacional.

1. Los registros o bancos de datos de las fuerzas
armadas y organismos de seguridad e Inteligencia
que contengan datos rie carácter personal, 11110,

por iml,erse ahnacenntlo, 1m4 'Itaca *dmiwlstit
tivos, deban ser objeto de registro perpiane
quedarán sujetos al régimen 'general de la pre►'
scnte ley.

2. El tratamiento de datos de carácter personal
con fines de defensa nacional por parte de .las
fuerzas armadas y organismos de, seguridad. e,,
inteligencia sin consentimiento de los afectados,
quedarán limitados a aquellos supuestos y ea-
tegoriti de datos que resulten necesarios para la'
prevención de un peligro real y cierto , para la'
defensa nacional , debiendo ser tratados en regia-
tros o bancos de datos específicos y establecidos
al efecto, que deberán clasificarse por catego-
rías, en función de su, grado de fiabilidad.

3. Los datos de carácter personal registrados con
fines policiales serán eliminados cuando dejen
de ser necesarios para las averiguaciones que
motivaron su tratamiento.

A estos efectos se considerará especialmente
la edad del. interesado , el' carácter de los datos
tratados, la necesidad de mantener dichos datos
hasta la conclusión de una investigación o proce-
dimiento concreto, la resolución judicial firme, en
especial la absolutoria, indulto , amnistía, rehabi
litación y prescripción de la responsabilidad. f

Art. 27. Excepciones a los derechos de acceso, reeti-
ficacíón y eliminación de datos.

1. Los responsables de los registros o bancos de da-
tos que contengan la información referida en el
apartado 2 del artículo anterior podrán denegar
por resolución motivada, el acceso, la rectifica
ción o la eliminación de datos de carácter per-
sonal en función de los peligros que pudieran
amenazar la defensa . nacional , la protección de
los derechos de terceros y las necesidades de las
investigaciones que se estén realizando.

2. Los responsables de los registros o bancos de
datos de la hacienda pública podrán Igualmente
denegar por resolución motivada , el ejercicio de
los derechos mencionados en el apartado anterior
cuando el. mismo obstaculice las actuaciones ad-
ministrativas •tetttltentes a asegurar el cumplimien-
to de las obligaciones tributarias y, en todo caso,
cuando el afectado estuviere siendo objeto de
Inspección e Investigación con su conocimiento.

3. El afectado al que se le niegue arbitrariamente,
en forma total o parcial, el ejercido de los dere-
chos mencionados en los apartados , anteriores po-'
drá ponerlo en conocimiento del defensor del
pueblo, o promover acción de amparo. ,

TITULO' VI

Registros de titularidad privada

Art. 28. - Creación. Podrán crearse registros o bancos ,
de catos de titularidad privada que contengan datos de;
aaráeter personal cuando resulten necraarlow e ommenion•
tes para el cumplimiento de la actividad u objeto legiti-
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mo de la persona física o jurídica titular y se respeten
las garantías que esta ley establece para la protección
de los derechos en ella consagrados. Estos registros o
bancos de datos deberán inscribirse en el Registro Ge-
neral de Protócción de Datos al que se refiere .el artículo
23 de la presente.

Art. 29. -- Comunicación de la cesión de datos.

1. El responsable del registro o banco de datos
privados que efectúe cesión de datos, deberá In-
formar de ello a los interesados, indicando la
finalidad del registro o banco de datos , la natu-
raleza dé los datos que han sido cedidos, y el
nombre y domicilio del cesionario, previo cum-
plimiento de lo dispuesto en el articulo 15, de-
•biendo contar con el consentimiento previsto en
el mismo

2. No existir. obligación en comunicar la cesión de
datos cuando la misma sea impuesta .por ley.

Art. 30. - Datos sobre " los abonados vil servkfo de te-
lecomunicaciones. Los números de. teléfonos y demás ser-
vicios prestados por empresas de telecomunicaciones, jun-
to con otros datos complementarios , -podrán figurar en
los repertorios de abonados de acceso a'l público, áiempre
que el interesado no hubiere exigido sil exclusión.

Art._ 31 .- Prestación dei. servido de tratamiento de
datos.

1. Quienes, por cuenta de terceros , presten servicios
de tratamiento de datos de carácter personal, no
podrán tratar los datos obtenidos con un fin di•
ferente al que figure en el contrato de servicios,
ni cederlos it terceros ni aun para su conservación,

2. Una vez cumplida la prestación contractual, los
datos de carácter personal tratados , deberán ser
eliminados salvo que mediare autorización expre-
sa de aquél por cuenta de quien se prestan tales
servicios , en cuyo caso se podrán tratar con los

`debidas condiciones de seguridad por un período
de cinco años. •

Art. 32. - Prestación de servicios sobre ' solvencia tre-
trünoninl v crédito.

1. Quienes se dediquen a la prestación de servicios
de información sobre solvencia patrimonial y crA_
dito, sólo podrán tratar datos de carácter persa.
naPobtenidos de fuentes accesibles al público, o
del propio interesado.. .

2. Podrán tratarse igualmente datos de carácter
personal relativos al cumplimiento . o no ele obli-
gaciones, facilitados por el acreedor o por quien
netúr por su cuenta e interés.

ro ambos casos , se notificará en el término
de diez días al afectado respecto del tratamiento
de dichos datos, y del registro u banco de datos
donde consten los mismos.

3. Calando el Dgerrsntlo lo. solicitara , el responsa-
ble del registro o banco de (hitos le comunicará
los datos , evaluaciones o apreciaciones que sobre
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el mismo hubieren sido elaboradas tkntro (le]
plazo máximo de cinco días.

4. Sólo sr podrán tratar datos de carácter personal
que sean determinantes para evaluar y apreciar
la solvencia patrimonial y el crédito de su titular
con una antigüedad no mayor de cinco años.

Art. 33. Registros o bancos de datos con fines pns-
blicitarlos o andiogos. Quienes se dediquen al trata-
miento (le datos de carácter personal, con domicilios,
reparto de documentación, publicidad .. o venta directa
y otras actividades análogas, podrán utilizar listas tra-

tadas nntomatizadamente o no, cuando aquellos datos

fueran accesibles al público o hubieren sido obtenidos
directamente del interesado.

Art. 34. - Registros o bancos de datos relativos a,
encuestas o investigo clones . Sólo se utilizarán datos de
carácter personal en las encuestas de opinión, trabajos
de prospección de mercado; investigaciones científicas
o ele otras actividades, siempre que el Interesado hu-
hiera prestado libremente su. consentimiento a tal efecto.
Estos datos no podrán ser utilizados con finalidade'
distintas ni cedidos, salvo que se los disociara antes
de su. ces'ón.

Art. 35. - Código tipo. Mediante acuerdos, los res-
ponsables (te los registros o bancos de datos de titula-
ridad privada podrán formular códigos tipo, los que
podrán establecer las condiciones de organización, fun-
cionamiento, procedimientos aplicables , normas de se-
n,,ritlacl, programas o equ pos, obligaciones de las partes
l,dr'Viltientes en el tratamiento de datos, garantías para
el ejercicio (le los derechos de los titulares de los mis-
mos, con plenó respeto de lo previsto en la presente
ley y su correspondiente reglamentación con recurso
ante el defensor del pueblo como autoridad de apli-
cación.

TITULO VII

. Procedimiento

Art. 36. - La acción ele amparo prescrita por el
artículo 43, tercer párrafo , de la Constitución Nacional
deberá tr.unitarse por proceso sumarísimo y según el
procedimiento estah ecido por el artículo 498 del Có-
(ligo Procesal Civil y Come •cin' de la Nación. El juez In-
terviniente dictará sentencia que haga lugar o deniegue
dicho amparo , La sentenc!a que lo conceda ordenará
la rectificación, actualización o eliminación de los datos
de carácter personal según sea el caso, sjn perjuicio
de la indemnización que pudiera corresponder. En
caso de deducirse recurso de apelación , éste tendrá
sólo carácter devolutivo.

Art. 37.- Rechazo de la acción de amparo. El re-
chazo do la acción de amparo no preluzga sobre la
responsnhilidad en que hubiera podido incurrir el de-
mandante, pudlendo el afectado promover las acciones
correspondientes.

TITULO VIII

Sanciones

Art. 38. - Sin perjuicio de las responsabilidades
emergentes de íos daños y perjuicios ocasionados al
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afectado y de las sanciones penales a que hubieran
(lado lugar los delitos cometidos, las personas respon-
sab'es de los registros o bancos de datos que Infrin-
gieran esta ley, serán pasibles de apercibimiento, sus-
pensión, multa de mil pesos ($ 1.000) a cien mil pesos
($ 100.000), eliminación o clausura de los reg istros o
bancos ele datos por parte del defensor del pueblo,
que será órgano de aplicación de acuerdo a la regla-
mentación que al efecto dicte la comisión, bicameral
creada por el articulo, 50,

Las multas que se apliquen se destinarán a la tecni-
ficación del órgano de control, que es el defensor del
pueblo.

TITULO IX

Alcance federal

Art. 39, - Se invita a las provincias a crear sus
registros de bancos de datos provinciales y a establecer
sus órganos de aplicación . La jurisdicción provincial
en el marco del articulo 59 de la Constitución Nacional
deberá tener una acción sumarísima para la defensa
de los derechos establecidos en la presente ley y en
el marco del artículo 43 de la Constitución Nacional.
La aaisencia de reglamentación procesal no impedirá
la tramitación de la noción sumarísima prevista en el
artículo 43.

Art. 40. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

ALBERTO R. Pn +nr.
Esther H. Pereyra Arandfa

de Pérez Pardo.

lfOTA

Los fundamentos de los proyectos presentados por los
señores senadores no se publican, se deja constancia
que los mismos se hallan impresos en los Diarios de
Asuntos Entrados según el siguiente detalle : S.4.384/95
DAE No 113/95 ; 1-2.006/95 DAE No 166/96; 5.-111/
96 DAE No 10/96; S.-230/98 DAE No 17/96; S.-563/
96 DAE No 40/96; S.-773/96 DAE No 52/96; C.D.-30/
90 DAE No 71/96; y se encuentran a disposición de los
señores senadores en el expediente original.

Buenos Aires, 3 de octubre de 1996.

Al señor presidente, del Honorable Senado de la Na-
ción, don Carlos F. Ruckauf.

S/D.

De mi consideración:

Me dirijo a usted a fin de solicitar la inclusión de
mi firma en el dictamen de la Comisión de Asuntos
Constitucionales sobre hábeas data (expedientes S.-111/
96, S.-230/96, S.-563/96, S.-773/96, S.-1.384/95,
S.-2.006/95 y C.D.-30/96). Hago expresa reserva de
mi disidencia parcial al mismo.

Saludo a usted atentamente.

Horacio D. Usandizaga.

6039

Disidencia parcial del senador nacional
doctor Horacio D. Usandizaga, al proyecto venido

en revisión sobre regulación del hábeas data
(Expediente . C.D.-30/96)

Señor presidente:
El hábeas data es una modalidad de amparo según,

rige el artículo 43 de la Constitución Nacional.
El bien jurídico tutelado es el.derecho a la privaci-

dad (artículos 18 y 19 de la Constitución Nacional y
1.071 del Código Civil).

Desde el Estado, el hábeas data puede convertirse
eu un procedimiento de mejora cualitativa de la in-.
formación contenida en sus registros, aspecto sumamen-
tre útil para facilitar la toma de decisiones. 1

Al tiempo que debe reconocerse su caracter, condi-
cionante del secreto de Estado. 2

El instituto protege el derecho a informarnos sobre
nuestros datos personales que se encuentran almacena-
dos en bancos de. datos, así como el derecho a reque-
rir su supresión, modificación o actualización cuando
la información registrada resulte discriminatoria o de
alguna manera inexacta.

La información puede estar contenida en soportes de
diversa índole: prontuarios, fichas, legajos, archivos, so-
porte magnético o cualquier clase de documento.

Pero no es el simple almacenamiento lo que preo-
cupa, sino el hecho de que los avances tecnológicos
permiten que la información procesada acerca de una
persona pueda ser trasmitida a terceros en segundos,
tanto dentro como fuera del país. 1

Nos desvela entonces la posibilidad de que los datos

atan manipulados por otras personas, otros organismos,
otras entidades y que puedan ser utilizados en contra

de su titular, 3 máxime cuando se trate de datos inexac-

tos, incompletos o desactualizados.

Del mal uso de los datos puede derivar un daño se-
vero al honor, la intimidad, al derecho de propiedad
(patentes y modelos de utilidad), a la propia imagen 4.
Y, aún más, al derecho a la identidad personal, es de-

'rir a la "personalidad cultural, dinámica, que se forma
desde que nacemos y que alteramos, agrandamos; achi-
namos, cambiamos a lo largo de nuestra vida, según
nuestros sentimientos, ideas religiosas,, estudios cientí-
ficos, etcétera. 5

1 Alvin Toffler, en Hábeas data, Oscar Andrés de
Masi, "La Ley", Actualidad, 16 de junio de 1994.

2 Francisco Delich, Convención Constituyente, 1994.

3 Jorge. Reinaldo Vanossi en "El hábeas data : no pue-
de ni debe contraponerse a la libertad y los medios de
prensa , "El Derecho", tomo 159 , páginas 949-954.

4 Conforme Alberto Bianchi en Hábeas data y dere-
cho a la privacidad, "El Derecho", 'tomo 161, pági-
na 866.

5 La preservación de la privacidad frente al desafío
tecnológico en 1 Seminario sobre Protección de Datos
y Acceso a la Información, Presidencia de la Nación,
Secretaría de Ciencia y Tecnología. Subsecretaría de
Informática y Desarrollo, 1995, página 35.
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Hasta los -datos más inofensivos pueden resultar por
su, tratamiento en informaciones que afecteri la intimi

-dad del interesado..e

En consecuencia, frente al enorme poder de quien
posee la información -Estado o entidades privadas-,
debe pensarse en una regulación que proteja al in-
dividuo.

Regulación

A partir de este análisis surge la voluntad de rcpular
la protección integral de los datos personales asentados
en archivos, registros, bancos públicos o privados des-
tinados' a brindar informes y el acceso a la información
por medio del recurso de amparo del hábeas dato.

La tarea no es sencilla ya que en el tema interac-
túan principalmente dos cuestiones a proteger: la "pri-
vacidad" y la "libertad de información".

A raíz de estas consideraciones Gregorio Badero 5,1
ha permitido expresar que en particular en "el ejercicio
del hábeas data... se producirá la inevitable colisión
con la inviolabilidad del domicilio, la inviolabilidad de
la correspondencia epistolar y los papeles privados, la
seguridad del Estado y el sistema democrático coas.
titucional, el secreto profesional , el secreto comercial,
el secreto industrial y otras manifestaciones de la vida
humana que disfrutan de expresa o implícita prot:ec•
ción constitucional en salvaguarda del valor fundamen-
tal de la Constitución: la libertad" 7.

Mientras que en la regulación de la protección de
los datos personales se deberá atender muy especial-
mente al carácter de bien económico que ha adquirido
la información, en tanto genera riqueza y es objeto
de transacciones 8.

Por esas razones, la regulación integral de la protec•
ción de datos personales y el recurso de hábeas data
ha de respetar mínimamente las siguientes pautas

1Q) Que una persona pueda acceder a la informa-
ción que sobre ella conste en un registro o banco de
datos.

2°) Que se actualicen los datos atrasados.

3Q) Que se asegure la confidencialidad, impidiendo
que ciertos datos se transfieran ilegítimamente a terceros.

44) Que se rectifiquen los datos inexactos.

5°) Prohibir el registro de información sensible, re-
lativa a religión, conducta sexual, raza, ideas políti-
cas, en la medida que ello importe discriminación.

6 Conf.: Alcides López, proyecto de ley de regula-
ción, del hábeas data, expediente 563/98.

7 Reforma constitucional e instituciones políticas, pá-
gina 254.

8 Conf.: Rodolfo Iribarne en La información co+no
bien económico en un mundo globalizado , Pr=mer Se-
minario sobre Protección de Datos y Acceso a la in-
formación , Presidencia de la Nación, Secretaría de
Ciencia y Tecnología. Subsecretaría de Información y
Desarrollo, 1995, página 35.

9 Conf .: Ley inglesa de protección, de .datos per,o-
nales, y autores nacionales como Sagües y Vanossi.

Sujetos de la norma

Especial consideración se debe otorgar a los sujetos
intervinientes y sus diferentes intereses en la 'formación
de archivos y el tratamiento de datos:

a) El titular de los datos: persona física, ciudadano
o extranjero o persona de existencia ideal con domi-
c'lio legal o delegaciones o sucursales en el país;

b) El operador de los datos: regulando su acceso
a los datos y distinguiendo aquellos datos vacantes
(públicos) a los que todos tienen llegada en un Es-
tado de derecho que reconoce el pluralismo de la
información y la libre investigación científica del es-
pecial tratamiento de los datos privados y la prohibi-
eón de operar datos sensibles;

e) El distribuidor, cuyo derecho a proporcionar infor-
mación está más limitado. Las excepciones a la libertad
de expendio de información están relacionadas con
datos que está prohibido almacenar, datos registrables
pero que sólo pueden ser utilizados por determinados

sujetos en supuestos específicos (juez) y datos que

nunca pueden proporcionarse (portador de HIV);

d) Los usuarios : para quienes si el banco de datos
es público el acceso es libre, si es privado , el acceso
se verá restringido.

Así como a los sujetos del hábeas data:

a) El sujeto activo : toda persona física, ciudadano
o extranjero con residencia legal o persona de exis-
tencia ideal con domicilio legal en el mismo . No es una
acción popular; ha de articularla el afectado ( Sagües) ;

b) Sujeto pasivo : quien tiene bajo su custodia el
"banco de datos"; persona física o de existencia ideal
pública o privada.

El archivo privado es cuestionable por el hábeas
dato si provee informes a terceros o si no los provee
de hecho pero está destinado a hacerlo ( Sagües).

El doctor Iván Cullen mocionó en la Convención
Constituyente la incorporación de la frase "proveer in-
formes de uso público" para dejar a salvo el secreto
profesional de abogados , contadores, etcétera.

Análisis en general del dictamen

A partir de las apreciaciones expuestas , puntualiza-
mos nuestra disidencia parcial con el dictamen.

En ` primer lugar, hubiésemos preferido que se legis-
lara sobre la acción de amparo por hábeas data sólo
con el alcance que la Constitución le asigna en el pá-
rrafo tercero del artículo 43:

"Toda persona podrá interponer esta acción para to-
mar conocimiento de los datos a ella referidos y de w ü
finalidad, que consten en registros o bancos de datos
públicos, o los privados destinados a proveer informes,
y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la
supresión, certificación , confidencialidad o actualiza-
ción de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las
fuentes periodísticas".

Sostenemos con el doctor Vanossi que: "el secreto
del hábeas data está en su sencillez. Si al hábeas data
se lo convierte en un mecanismo complejo demasiado
sofisticado y demasiado articulado, no va a ser captado
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y entendido por los propios interesados, es decir por
los ciudadanos o por los habitantes que van a encon-
trar dificultades en el acceso al mismo para poderlo
esgrimir y utilizar como una herramienta protectora.
La suerte del hábeas data va a correr pararela con lo
que históricamente fue la suerte de los famosos writs
del derecho inglés, que primero lograron afianzarse a
través de ese desenvolvimiento natural de la equidad
y recién despi¡és , el legislador les dio el perfil con que
hoy los conocemos en el derecho comparado".

En cuanto a una ley de protección de datos persona-
les ella ha de requerir un debate intenso y una consulta
prudente a la legislación comparada y su práctica de años
(Pata Protection Act de Inglaterra de 1984, Privacy
Act de Estados Unidos de 1974, legislación europea de
la década del '70 -Alemania , Austria, Dinamarca y
Francia--, Convenio 108 del Consejo de Europa de
1981 , que desarrolló los llamados "datos sensibles" y
directiva sobre "Protección de Datos Personales " del Par-
lamento y Consejo dé la Unión Europea, octubre de
1995).

El tensa es sumamente complejo y requiere de normas
ponderadas y razonables que equilibren ' el derecho a la
privacidad y el derecho a la información.

La enorme casuística que presenta el proyecto en
cuanto a la temática de, protección de datos ( artículos
lp a 32 inclusive ), seguramente habrá de generar con-
flictos en un futuro cercano, ante el avance tecnológico
que se anuncia en materia de sistemas más sofisticados
de almacenamiento de datos , transmisión instantánea de
los mismos y sobre todo de excepcionales métodos, de
tratamiento de imágenes.

El exceso de normas también dificulta la interpre-
tación , en tanto se repiten iguales conceptos en distin-
tas oportunidades , se incurre en contradicciones y redun-
dancias y . se resta valor a las definiciones del artículo 24.

Así, se define el "tratamiento de datos" en el artículo
2.4 y se comprende en su enunciado a la "cesión ". Luego,
se continúa la regulación diferenciando dichos concep-
tos: "tratamiento" en el artículo 54 y "cesión" en los

- artículos 11 y 12.
Por otra parte, el artículo 59, inciso 2 establece que

no será necesario el consentimiento del titular para pro-
ceder al tratamiento da datos personales , en determina-
dos supuestos . En igual sentido se expresa la norma al
regular la "cesión" en el artículo 11, y consigna la exen-
ción del consentimiento remitido a los supuestos pre-
vistos en el artículo 54, inciso 2 y agregando otros. Entre
estos últimos figura . en el inciso d) el caso - de la cesión
entre dependencias de los órganos del Estado, ya in-
cluido en el inciso 2 del mismo artículo y en el artículo
5Q, inciso 2 , si nos guiamos por la definición de trata-
miento de datos.

Además, el supuesto d) del articulo 5Q, inciso 2 re-
pite el contenido del inciso c) del artículo 11.

En segundo lugar, el ámbito de aplicación de la nor-
ma requiere de un esfuerzo de comprensión . Indudable-
mente se trata de archivos públicos y de privados des-
tinados a brindar informes, tal como lo dispone la Cons-
titución Nacional , y no se comprenden los registros
mantenidos con fines exclusivamente personales y los
dedicados a la actividad periodística.
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Tampoco se especifica la regulación de los registros
pertenecientes al Registro Nacional de Reincidencia y
Estadística Criminal y al Registro Nacional de las Per-
sonas, así como los registros electorales.

La consideración de las personas jurídicas como ti-
tulares del derecho de privacidad y sujetos de la nor-
ma, no condice con la legislación comparada más ac-
tualizada europea y norteamericana . Creemos hubiese
sido conveniente excluir de las disposiciones de la ley
a los bancos de datos en cuanto contengan información
referida a personas jurídicas ( artículo 19, segundo pá-
rrafo , artículo 33, inciso 3).

En tercer lugar , nos preocupa la protección desmedi-
da que se brinda al Estado en cuanto al tratamiento de
datos personales y en especial las posibilidades de su
cesión entre organismos. Circunstancia ésta que no. re-
fleja la tendencia legislativa comparada más moderna,
ni las fuentes que , dieron origen al proyecto originario
del diputado nacional doctor César Arias , sobre el que
trabajó la sanción de la Cámara de Diputados.

Numerosas normas se resuelven en desmedro de los
derechos del titular de los datos , sujeto principal de
protección de la norma constitucional.

Entre ellas cabe citarse:

Artículo 5Q, punto 2, inciso b ) no exige el consenti-
miento del interesado para el tratamiento de sus datos
cuando se recaben para el ejercicio de funciones pro-
pias de la administración ipública en el ámbito de su
competencia . Disposición que se , vincula estrechamente
coro el artículo 11, punto 2 d), al disponer que el. con-
sentimiento para la Cesión no es exigido cuando se reali-
ce entre dependencias de los órganos del Estado en la
medida del cumplimiento de sus respectivas competencias.

Por su parte, la disposición del artículo 17 determina=
la posibilidad de denegar el acceso , la rectificación y.
cancelación de datos de carácter personal obrantes en
los mismos en función de la protección de la defensa
de la Náción , del orden, la seguridad públicos o de la
protección de derechos e intereses de terceros.

Asimismo, se autoriza a denegar la información sobre
datos de carácter personal, cuando de tal modo se pu-
dieran obstaculizar actuaciones judiciales o administra-
tivas vinculadas a la investigación sobre el cumplimien-
to de obligaciones tributarias o preyisionales , funciones
de control de la salud y del medio ambiente , la inves-
tigación de delitos penales y la verificación de infrac-
cior es administrativas.

h.1 • hábeas data es un instrumento para que el ciuda-
dano afirme sus propios derechos individuales y ello
a su vez afirme la propia legitimidad del Estado., Las
limitaciones a su ejercicio deben ser excepcionales y en
todos los casos notificadas debidamente al afectado.

Correspondería en estos supuestos optar por una re-
dacción como la propuesta por el proyecto del senador
Berhongaray ( S.-773/96, artículo 26) y permitir el
acceso a los particulares que estuvieran sujetos a ex-
perimentar restricciones actuales en sus derechos como
consecuencia de los datos obrantes en los ficheros en
cuestión, con la única excepción de investigaciones po-
liciales o judiciales en curso , supuesto en que deberá
brindarse tal acceso en oportunidad en que el afectado
deba ejercer su derecho de defensa.
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En cuarto lugar, nos preocupa la indefinición del pro-
yecto acerca de quién será el órgano de control, ya que
la misma viene precedida de antecedentes poco acep-
tables.

Así, la sanción de diputados instituyó en tal función
al ombudsman, desconociendo que por su ley de crea-
ción, 24.284, el Defensor del Pueb o sólo puede formular
con motivo de sus investigaciones, advertencias, reconien-
daciones,recordatorios de los deberes legales y funcio-
nales y propuesta para la adopción de nuevas medidas
y no es competente para modificar, sustituir o dejar sin
efecto las decisiones, administrativas (artírhulos 27 y 28).

Tal vez la solución más prudente sería pensar en la
creación de un ombudsman o comisionado espeeiali:rado
en la protección de datos (tal como establece la legis-
lación alemana y el proyecto del diputado Alfredo Bravo).

Tampoco parece aconsejable pensar en un órgano de
control. multitudinario, y de proceder burocrático, a par-
tir de lo expresado ut supra sobre la necesidad de sen-
cillez en el diseño del procedimiento y austeridad en
las normas.

Análisis en particular del dictamen

En lo particular observamos los siguientes artículos:
Artículo 19 - Creemos necesario formular dos comen-

tarios al artículo 19 del dictamen:

a) El bien jurídico tutelado por el conjunto de las
disposiciones contenidas en el dictamen es derecho indi-
vidual personalísimo, el derecho a la intimidad d(-l ar-
tículo 19 de la Constitución Nacional.lo

Dicho derecho se vulnera cuando se difunden hechos
relativos a la vida privada de una persona o a su fami-
lia, se divulgan expresiones o hechos concernientes al
,titular que lo mortifiquen en sus sentimientos, se atente
contra la privacidad del domicilio, la reserva de las co-
municaciones y se emplazan aparatos para grabar, fil
mar, etcétera.

En su ámbito se protege también al sujeto de toda
intromisión en su personalidad psicológica y se deter-
mina que la acumulación de datos por los sistemas de
informática debe respetar el derecho del sujeto a res-
petar su amplitud y tenor y permitirle corregir y actua-
lizar los mismos, limitando su utilidad para la finalidad
para la que fueron elegidos, 11

Anexo a ese derecho se ubica el derecho al honor,
comprensivo.. de la protección de la propia estima y el
buen 'nombre externo,

El hábeas data pasa de una visión pasiva a una visión
activa do los derechos, ofrece al ciudadano una herra-
mienta que le permitirá afirmar su. propio derecho.12

10 CnCiv, sala H, mayo 19/1995, "Rossetti c/Dun y
i3radstreet S.R.L.", "La Ley", tomo 1995, E.

11 Proyectos de ley de regulación de los derechos
personalísimos de los diputados (m. c.) Ortiz
y otros; y Parente.

Pel!egrini

12 Francisco J. Delich; Convención Nacional Consti-
tuyente; citado en Bidart Campos, C.: Tratado elemen-
tal de derecho constitucional argentino, Buenos Aires,
1995, página 643.

La redacción elegida no expresa . claramente lo ante-
dicho y podría confundir en la interpretación. En ese
sentido proponemos lo siguiente:

"Artículo 19: Objeto. Esta ley tiene por objeto la pro-
tección integral del derecho a la intimidad de las perso-
nas en cuanto pueda ser vulnerada por el tratamiento y
cesión de sus datos personales contenidos :en archivos
públicos y privados destinados a prestar informes pú
blicol.

"Asimismo, reglamenta el derecho de acceso del titular
do los datos a la información que sobre é l se registre
en conformidad a lo establecido en el 43, párrafo 39 de
la Constitución Nacional."

b) El eje central del proyecto gira en tomo a la pro-
tección del derecho a la intimidad frente a la acumula-
ción, y tratamiento informático de datos propiamente di-
cho. La caracterización de los archivos o registros són
conceptos principales a desarrollar.

Siguiendo al convencional constituyente doctor Iván
Cullen, proponemos se indiquen con mayor precisión
las características que diferencian los registros públicos
de los privados, y se señale que estos últimos son com-
prendidos por la norma en tanto se encuentren destina-
dos a brindar informes públicos.

Quedan así perfectamente excluidos los archivos espe-

cíficamente personales , los científicos y los periodísti-

cos.13

A su vez, a partir de la norma constitucional y de las
enseñanzas del doctor Humberto Quiroga Lavié, por re-
gistro. públicos debería precisarse que se entiende se
trata de los de carácter administrativo, los de la admi-
nistración centralizada o descentralizada, exjstentes tan-
to en organismos civiles como militares o de seguridad.19

Art. 29 - Se propone la inclusión de la definición
sobre "registro o banco de datos público" y la de "re-
gistro o banco de datos' privado destinados a brindar
informes públicos".

La falta de normas claras conduce a la confusión en
varios supuestos, a saber:

Artículo 79, inciso 3: En la prohibición de formac'ón
de archivos de datos sensibles, ¿se comprende a ambos
archivos?

Artículo 21: En la inscripción en el registro que habi-
lite el órgano de, aplicación, ¿se incluyen ambos archi-
vos o sólo los privados?

Artículo 22, inciso 4: La,mención de "datos almace-
nados en fuentes: accesibles al público", ¿indica archivos
públicos? En tal caso, contradice la excepción de con-
sentimiento del artículo 54, inciso 2 y el 11, inciso 3 a).

En particular y con respecto al inciso a) del artículo

en análisis se propone una descripción más completa

que distinga entre datos:

Objetivos, comprensivos del nombre, domicilio,
profesión, documento de identidad.

13 Idem propuesta convencional Adelina de Viola.
14 Humberto Quiroga Lavié: El amparo, el hábeas data

y el hábeas corpus, en "La reforma de la Constitución
explicada por los miembros de la comisión de redacción";
Rubinzal Culzoni, Buenos Aires, 1994, página 158.
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Reservados, como los referidos a estado civil, pa-
trimonio , hobbies, instrumentos de pago , hábitos de com-
pra, etcétera, y los

-• Sensibles, relativos a la ideología, religión o cre-
encia, salud , conducta sexual, delitos e infracciones.

Con respecto a los datos objetivos y reservados rige
el derecho de acceso y en especial las normas del artícu-
lo 25 sobre prestación de servicios 4nformatizados de
carácter personal, del artículo 26 sobre prestación de
servicios de información crediticia y del 27 sobre archi-
vos de datos con fines de publicidad. En este último caso
debe respetarse la opción del titular de los datos de sa-
lir del sistema (artículo 27, inciso 3).

En cambio, el almacenamiento de datos sensibles ha
de requerir una regulación más restrictiva prohibiéndose
la creación de registros exclusivamente con esos datos,
y advirtiéndose al titular que puede negarse a sumi-
nistrar dicha información sobre su persona. 15

Artículo 49, inciso 59: Para mayor claridad de la nor-
ma, la referencia a la cancelación o sustitución "de
oficio" de los datos inexactos , debería reemplazarse
por la indicación de que tales cometidos corresponden
al "titular del registro o banco de datos".

Artículo 79 , inciso 39 : Si la norma es genérica y apli-
cable a todo archivo, aun los privados que no suminis-
tran informes al público, en la excepción a la prohibi-
ción de tratar datos sensibles sobre la persona deberían
mencionarse otras asociaciones como las homosexuales,
las de enfermos de sida , cáncer , etcétera.

Artículo 7%, inciso 49: La información sobre antece-
dentes contravencionales , es . tratada por las empresas
de prestación de servicios informatizados en otros paí-
ses y utilizada para el cálculo de`las primas de seguros
de accidentes de automóviles . Una legislación. de ese
tipo sería beneficiosa en el futuro para nuestro país y
obligaría a la reforma de esta disposición.

Artículo 10, inciso 24: No expresa quién permite el
relevamiento del "deber de confidencialidad". Se pro-
pone que se autorice por resolución judicial.

Artículo 14, inciso 39 : Limita el ejercicio del derecho
de acceso del titular a sus datos a intervalos no infe-
riores a seis meses . No fue ésa la intención de los
convencionales constituyentes al pensar y diseñar el
instituto del hábeas data y particularmente al consagrar
la libertad de información . Debe suprimirse.

Artículo 15, inciso 39 . La amplitud de medios por
los que el titular puede requerir informes sobre sus
datos al banco o archivo ( por escrito , telefónico, elec-
trónico , etcétera ) parece excesiva y puede resultar cos-
tosa. Debería obligarse al titular del registro a infor-
mar por escrito y en su caso a ofrecer otro medio,
siempre que contare con el consentimiento del requi-
rente.

Artículo 21 , inciso e ) : Deben incluirse como desti-
natarios de la transmisión de datos a las personas fí-

15 Conf.. Alberto Bianchi en: Hábeas data y derecho
a la privacidad, "El Derecho", tomo 161 , página 866,
y Ley Orgánica 5/92, completada por el Estatuto de
la Agencia de Protección de Datos , España, real de-
creto 428/93.
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sict►s además de las personas jurídicas, únicas compren-
didos en el término "entidades" que contiene la norma.

Artículo 31, inciso 19 : $u redacción no es clara,
tratándose posiblemente de un defecto en la transcrip-
cidu , el que debe ser subsanado.

Artículo 31, inciso 29: Las sanciones deberían ser
tipificadas y reguladas con mayor precisión en la norma
y no derivadas tan ampliamente a la reglamentación.

Artículo 33, inciso 19: Debería encabezarse 'de la
siguiente manera: "la acción de habeas data".

Artículo 38 , inciso 29: El' plazo para contestar el
informe debe ser determinado con precisión y no li-
brado a la decisión del juez.

Horacio D. Usandizaga.

Sr. Presidente ..- En consideración en ge-
neral.

Tiene la palabra el señor senador por La Rioja
cuino miembro informante.

Sr. Menem. - Señor presidente: el señor pre-
sidente de la Comisión de Asuntos Constitucio-

.n,Lles me ha conferido la distinción de ser el
miembro informante por la mayoría de este im-
portante y trascendente proyecto de ley' que
tiene como objeto la regulación de una de las
nuevas garantías surgidas de la Constitución Na-
cional, reformada en 1994, en su artículo 43, pá-
rrafo tercero.

Se trata de una de las garantías más modernas
que existen en el derecho constitucional, no obs-.
taute que su denominación está integrada por la
confluencia de dos palabras de distinto origen:
"hábeas", de origen latino, y "data", de origen
inglés, y cuya traducción sería "tener los datos",
"traer los datos" o "conservar los datos". Consti-
tuye una de las instituciones tendientes a pre-
servar dos de los bienes más preciados que
puede tener el hombre: el honor y la intimidad.

La inclusión de esta institución en la reforma
constitucional de 1994, es una de las muestras,
señor presidente, de la veracidad de nuestra
afirmación en el sentido de que esa reforma ha
otorgado un carácter garantista a nuestra Carta
hlagna. Decimos que es una Constitución garan-
ttsta no sólo porque ha ampliado el espectro de-
los derechos, sino porque, además, ha afianzado
y avalado la operatividad de los derechos consa-
grados en ella. Porque de nada valdría una mera
declaración de derechos si, al mismo tiempo, no
se, asegura o no se avala la efectividad de. las ga-
rantías consagradas en nuestra Ley Funda-
itiental. La Constitución se convertirá en un
mero catálogo de ilusiones si esa declaración de
,derechos no contara con los mecanismos que
aseguren su efectividad y protección.

¿Cuál es el bien protegido a través del insti-
tuto del hábeas data? Este instituto viene a pro
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teger el derecho a la intimidad de las personas y,
también, conforme con la definición contenida
en el artículo l° del proyecto de ley que hoy es-
tamos considerando, el derecho al honor de las
personas.

El concepto de honor ha sido ya elaborado por
la doctrina del derecho penal, que lo ha definido
como la valoración que hace uno de su propia
persona, considerada desde un punto de vista
subjetivo, o la valoración que otros hacen de la
propia persona,- desde un punto de vista obje-
tivo. La unión de los aspectos subjetivo y obje-
tivo nos lleva a la concepción integral del honor,
que es uno de los bienes -al igual que la vida, la
integridad física y los demás valores inherentes a
la persona- que forma el conjunto de cuali-
dades componentes de la personalidad del
hombre.

En cuanto al derecho a la intimidad, bien se
ha dicho que es una derivación del derecho a la
dignidad.

En un trabajo sobre hábeas data, publicado
por los juristas Ekmekdjián y Pizzolo Calogero,
se define al derecho a la intimidad como la fa-
cultad que tiene una persona de disponer de una
esfera, espacio privativo o reducto inderogable
de la libertad individual, el que no puede ser in-
vadido por terceros, ya sean particulares o el
propio Estado.

Este derecho también ha sido definido, señor
presidente, con una expresión típicamente in-
glesa. Se ha dicho que es "the right to be alone"
o "the right to be let alone", es decir, el derecho
a estar solo. Se lo ha traducido como el derecho
de la persona a estar en la soledad de su espíritu
o, como diría el poeta, lejos del mundanal ruido.
Es el derecho a la privacidad, a gozar de esa es-
fera dentro de la cual el individuo puede meditar
y ejercer sus facultades. Es, en definitiva -y
como dije anteriormente- el derecho de la per-
sona a ser dejada en la tranquilidad de su espí-,
ritu, el que también tiene alguna connotación en
el artículo 19 de la Constitución Nacional,
cuando se refiere a las acciones privadas de los
hombres, que están exentas de la autoridad de
los magistrados y sólo reservadas a Dios. Es, en
síntesis, el derecho a estar solo.

El prestigioso constitucionalista español Sán-
chez Agesta nos decía que la intimidad de la per-
sona está vinculada a su propia dignidad en
cuanto supone las condiciones mínimas para que
los hombres desarrollen su inteligencia.y su li-
bertad, llegando a compararla, en el orden
moral , con un pudor similar a la desnudez física.

Reunión 62a

Por su parte, también la jurisprudencia ha
precisado cuál es el concepto de intimidad di-
ciendo que es el derecho que tiene toda persona
humana a que sea respetada su vida privada y fa-
miliar y a no ser objeto de injerencias arbitrarias
en la zona espiritual íntima y reservada a una
persona o grupo.

Corresponde señalar, además, que el derecho
a la intimidad también está protegido, desde el
punto de vista del derecho civil; por el artículo
1.071 bis del Código Civil. Pero la protección
que da dicho artículo es a posterrpri, es decir,
prevé cuáles son los efectos de la violación del
derecho a la intimidad.

En cambio, con el hábeas data lo que se
quiere ehacer es prevenir, actuar, anticipada-
mente para evitar la lesión del derecho a la inti-
midad porque si bien el artículo 1.071 bis puede
habilitar a un resarcimiento no es suficiente y
nunca va a serlo, por más elevado que sea, para
reparar los agravios y la lesión que se puede oca-
sionar a una persona en su honor y en su inti-
midad.

Debo aclarar que la norma tarribién contempla
la protecciorí de datos de, las personas de exis-
tencia idear o personas jurídicas. No es que se
esté protegiendo su derecho a la intimidad
porque es sabido que no puede hablarse de la in-
timidad de las personas de existencia ideal o de
las personas jurídicas, pues la intimidad es uno
de los derechos personalísimos que sólo tienen
las personas físicas.

Lo que se protege, cuando se trata de per-
sonas de existencia ideal, es el derecho que
tienen a que la información que de ellas se di-
funda sea correcta y, en caso contrario, que
puedan tener derecho a la` corrección de la infor-
mación dada porque una información ó un dato
equivocado sobre una persona jurídica podría
causarle daños irreparables y hasta su propia ex-
tinción. Es el caso, por ejemplo, ' con la difusión
de que una sociedad está en quiebra o es frau-
dulenta, con lo cual se puede atentar contra su
propia existencia. Esto, sin perjuicio de que con
una falsa información sobre una persona de exis-
tencia ideal también se puede afectar a los inte-
grantes de la sociedad, es decir, a personas fí-
sicas.

Entonces, al proteger, el prestigio de las per-
sonas jurídicas, también se protege el de las per-
sonas físicas que forman parte de ellas.

Concretamente, no se les reconoce a las per-
sonas de existencia ideal el derecho a la inti-
midad sino el derecho a que sea correcta la infor-
mación que sobre ellas se difunda.
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Debe decirse que el hábeas data es uno de los
denominados derechos de tercera generación.
Son los derechos que se han sistematizadte y de-
sarrollo con posterioridad a la Segunda Guerra
Mundial como consecuencia del impacto que ha
producido en la sociedad y en el hábitat humano
el avance de la ciencia-v de la tecnología. Así, se
ha empezado a hablar de nuevos derechos, como
a tener un ambiente sano, a la competencia y los
derechos de los usuarios y consumidores.

Evidentemente, los bienes que protegen esos
derechos no son nuevos porque se trata de dere-
chos que existieron siempre. Lo que ocurre es
que, por el avance de la tecnología y de la
ciencia, esos bienes son agredidos, con lo cual es
necesario darles una nueva protección. To-
memos el caso del medio ambiente. Con la pa-
rafernalia de elementos químicos el hombre ha
agredido el hábitat humano. Por, eso se re-
quieren nuevos modos de protecicón.

Las nuevas formas de producción y de comer-
cialización y la creación de monopolios exigen
también medios de defensa de la competencia,
del usuario y del consumidor.

Todos estos derechos a los que me estoy refi-
riendo nacen luego delos derechos individuales
consagrados por el Estado liberal y de los dere-
chos sociales desarrollados en la etapa social que
va de la segunda mitad del siglo pasado hasta la
primera parte de este siglo, por eso se llaman
derechos de tercera generación.

¿Por qué incluimos aquí el derecho a .la inti-
midad? Este derecho ha existido siempre. Lo
que ocurre es que hoy se ve agredido y en pe-
ligro por el avance de la informática que, 'a través
de estas redes internacionales y del progreso de
las telecomunicaciones, constituye un peligro
potencial Y no sólo potencial; el peligro que
corre el derecho a la intimidad de las personas es
también real y efectivo por la facilidad con que
se consiguen y difunden los datos. Por un mal
manejo, por un manejo arbitrario de dichos
datos, de la noche á la mañana una persona
puede ser convertida en alguien indeseable,
alienado en la sociedad en que vive o en un paria
social.

Por eso, el Derecho está dando respuestas a
este verdadero desafío que constituye el avance
de la ciencia, que no sólo se da en esta área.
Veamos si no, por ejemplo, lo que pasa con los
casos de fertilización asistida, alquiler de vien-
tres y con todos los temas que plantean pro-
blemas de bioética y que exigen una respuesta
dele Derecho. Con toda razón alguien dijo en al-
guna oportunidad que el Derecho está como cer-

, cado o sitiado por los avances de la técnica y de
la ciencia y.necesita dar una respuesta. Hoy, con
la regulación del hábeas data, estamos dando
una respuesta jurídica a la necesidad de proteger
ese bien tan preciado como es el derecho. a la in-
timidad v al honor. Por eso decimos también
que es un derecho de tercera generación.

¿Cuál es la naturaleza de la norma que vamos
a sancionar hoy? Es importante señalar que, al
menos en lo que hace a los capítulos 1 a IV, y
también el artículo 32, que contiene una norma
de derecho penal, estamos considerando una ley
de fondo y no procesal. Pero claro, esto funciona
como un piso.

Las provincias pueden incursionar en los as-
pectos procesales, porque así lo establece
nuestro régimen institucional. Pero en lo que
hace a lo contemplado en los artículos 1° a 4° -
que regulan lo que son los datos, cómo deben
ser los registros, qué derechos asisten a los usua-
rios y a los titulares de los datos-, se trata de
normas de fondo y,. por lo tanto, no pueden ser
modificadas por las provincias, que sí pueden es-
tablecer reglamentaciones en máteria procesal.

Un enfoqúe muy novedoso es el abordaje de
este tipo de derechos como el derecho a la inti-
midad desde la perspectiva' del derecho privado.
Se trata de un abordaje de un derecho constitu-
cional desde un enfoque privado. Por eso al-
guien lea dicho que se ha creado una nueva rama
del derecho, que es el derecho privado constitu-
cional, tesis sostenida por Julio Rivera en "El de-
recho privado constitucional", publicado en Re-
vista de Derecho Privado y Comunitario.

Cuáles son los objetivos que persigue el há-
beas data o la protección de datos personales?
Son los siguientes: en primer término, que una
persona pueda acceder a la información que de
ella o (le su grupo familiar se tenga en un re-
gistro o banco de 'datos. Asimismo, tiene el de-
recho de conocer la finalidad de dicho registro.
Por lo tanto, no sólo tiene el derecho de acceder
sino también el de saber para qué se recogen los
datos. En segundo, lugar, la persona tiene de-
recho de que se actualicen los datos que sobre
ella existen, se rectifiquen los que no son exactos
y se supriman los que son obsoletos.

iEn tercer término, comprende también el de-
recho ( le que se asegure la confidencialidad de la
información que está en los registros, evitando
que se transfieran a terceros sin conocimiento o
consentimiento del titular de dichos datos.

En cuarto lugar, esta acción o derecho per-
sigue que se suprima la información denominada
sensible, que está definida en el propio proyecto
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de ley qué estamos analizando. Se trata de
aquella que se refiere a las creencias religiosas, a
la raza, a las ideas políticas, a los hábitos se-
xuales; es decir, todo aquello que haga a los
datos cuya difusión no interesa o no debería inte-
resar a nadie, porque hacen al ámbito íntimo de
la personalidad de un individuo. O sea que en
ningún, registro puede admitirse que existan
constancias de los datos denominados sensibles.
Si los hubiera, el titular puede ejercer el de-
recho de solicitar que sean suprimidos. Si así no
se procediera, puede ejercer la acción de hábeas
data para conseguir la supresión por vía de una
orden judicial.

Esta institución tiene antecedentes en el
orden internacional y en el derecho comparado.
El Pacto de San José de Costa Rica no lo, con-
templa en forma expresa, pero sí dice que nadie
puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abu-
sivas en su vida privada o en la de su familia: que
toda persona tiene derecho a la protección (le la
ley contra esos ataques o injerencias.

La Declaración de los Derechos de las Na-
ciones Unidas dice que nadie puede ser objeto
de injerencias arbitrarias en su vida privada, su
familia, su domicilio, su correspondencia, ni de
ataques ,a su honra o a su reputación. Toda per-
sona tiene derecho a la protección de lit ley
contra tales injerencias o ataques.

Hay una resolución de la Asamblea General
de las Naciones Unidas del año 91, denominada
"Directrices para la regulación de ficheros auto-
máticos de datos personales", que contiene
todos los principios respecto al hábeas data y en
la que se dan-normas sobre los modos de reco-
lección de datos, la finalidad perseguida, etcé-
tera. En esta resolución se define a los datos de-
nominados sensibles, hecho muy importante. Es
un modelo a sgguir, ya que habla de los.que
hacen referencia a raza, origen étnico, color,.
vida sexual, opinión política, religión, filosofía y
otras creencias; así como ser miembro de asocia-
ciones o uniones sindicales; también hace alu-
sión a la calidad de los datos, a la especificación,
etcétera. Para la protección de las personas jurí-
dicas existe una cláusula optativa, es decir que
pueden ser incluidas o no.

En cuanto a las Constituciones extranjeras,
han incluido el' hábeas data la de Portugal, de
1976, que es considerada como la primera que
consagró esta garantía; la de España, de 1978; la
de Brasil, en su artículo 5°; la de Perti, que
además amplía el radio de protección porque
comprende el derecho de réplica. Péro consi-
dero que esa no es materia que debería estar

Reunión 62'

dentro del hábeas data. El derecho de réplica
hace a la defensa del honor en otro campo,
frente a los ataques que sufre el individuo por los
medios de difusión masivos. En ese caso sí cabe
el derecho de réplica. Como es sabido, hace va-
rios años el, Senado de la Nación sancionó un
proyecto de ley sobre derecho de réplica. Re-
cuerdo que se trataba de una iniciativa del señor
Ricardo E. Lafferriére, que luego no fue tratada
por la Cámara de Diputados.

De todos modos, el derecho de réplica está en
el Pacto de San José de Costk Rica y ha, sido re-
conocido como derecho vigente en nuestro país
por jurisprudencia de la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación.

Las Constituciones provinciales, por su-
puesto, que siempre van adelante en el derecho
público nacional, también se han hecho eco y
han receptado el hábeas data, como por ejemplo
la de Buenos Aires, Córdoba, Ch.ubut, Jujuy,
Río Negro, San Juan, San Luis, Santiago del Es-
tero y Tierra del Fuego.

La jurisprudencia también ha efectuado inte-
resantes aportes en materia de hábeas data. Así,
por ejemplo, en el caso "Vago, Jorge e/Ediciones
`La Urraca' ", de 1991, se plantea la necesidad
de armonizar el derecho de información con de-
rechos constitucionales como la intimidad, el
honor y la reputación de las personas.

En el caso "Rosetti Serra, Salvador c/Brastri"
se reconoció el ejercicio del artículo 43 a las per-
sonas de existencia ideal, identificando la acción
del hábeas data como una especie de amparo.

También existen muchos otros casos de juris-
prudencia sobre el reconocimiento del derecho
de hábeas data.

Este proyecto de ley, señor presidente, viene
luego de la sanción en la Cámara de Diputados.
En esta instancia revisora se ha procurado me-
jorar el perfil del proyecto ante las inquietudes
planteadas por distintos sectores o instituciones,
y también se han tenido en' cuenta proyectos
presentados por varios señores senadores en la
Comisión de Asuntos Constitucionales.

Asimismo, se ha procurado compatibilizar esta
legislación con otra ya existente en la comunidad
internacional, tratando, por supuesto, de que
fuera armónica. Porque en definitiva, cuando se
trata de la protección de un derecho humano, los
principios aplicables deben ser lo más parecidos
posible en todos los países del mundo...

-Varios señores senadores dialogan entre
sí.

Sr. Menem. -Voy a esperar que los colegas
terminen de dialogar.
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Sr . Presidente . - Estaba tan atento escu-
chando al señor senador por La Rioja que no, me
había dado cuenta de ello.

Continúe, señor senador Menem.

Sr. Menem . - En. esta exposición general
sobre el hábeas data debemos marcar cuál es el
criterio interpretativo. Es decir, debemos tener
en cuenta cuál es el valor esencial que se procura
defender.

Porqúedesde luego que aquí concurren dos
intereses o dos tipos de derecho: por un lado, el
derecho a trabajar, el derecho a informar y, por
el otro, el derecho a la intimidad que tiene el in-
dividuo. Entonces, hay que buscar un equili-
brio. El Derecho, en definitiva, siempre con-
siste en la búsqueda de un equilibrio para que
exista paz y armonía en la sociedad; equilibrio
que no siempre se puede conseguir.

En el Desecho Administrativo ¿qué 'bus-
camos? Buscamos el equilibrio entre los dere-
chos del administrado v los derechos del Estado;
el equiliblio entre libertad v autoridad. En este
caso estamos buscando equilibrio entre dos de-
rechos: el derecho de informar y el de trabajar, y
el derecho a la intimidad que tienen los indivi-
duos.

Pero en el caso de que exista alguna duda hay
`que tener un criterio interpretativo. Y este cri-
terio interpretativo, señor presidénte, es que
debe prevalecer el derecho a la privacidad y al
honor de las personas por sobre cualquier otro.

Es decir que en una colisión entre el derecho
a la intimidad y la información que puede pro-
porcionar un banco de datos crediticio destinado
al marketing, el ordenamiento jurídico induda-
blemente' se inclina por preferir los derechos
personalísimos que pudieran estar afectados.

Porque indudablemente, señor presidente,
en este caso no se trata sólo de defender la cir-
cunstancia de que en los bancos de datos o en los
archivos no existan referencias a cuestiones ín-
timas o datos sensibles, sino que también el indi-
viduo tiene derecho a que la información que de
él se tenga sea la correcta también en otras maté-
rias. Porque bien se ha dicho que a veces una
mala información sobre otros aspectos de la per-
sona quizá pueda ser más `dañosa que la difusión
de un dato de los denominados sensibles.

Creo que en nuestro país una persona no se
vería perjudicada porque se conozca su religión..
Estimo que nadie estaría privado de trabajar por
ello; pero si hubiera un mal dato sobre su sol-
vencia económica o sobre la forma en que
cumple con sus obligaciones,- podría tener pro-
blemas hasta de subsistencia.

. Por eso protegemos que no se registren datos
sensibles pero también que no se vaya a difundir
en forma incorrecta otro tipo de datos.

Cuando hay colisión entre el derecho a in-
formar, v el derecho a la privacidad, debe preva-
lecer siempre éste.

Respecto de la protección de datos entonces
hay dos aspectos: por una parte, la regulación; es
decir, el modo como se forman los archivos,
cómo se recogen los datos; y, por otra, está la ac-
ción de hábeas data; es ' decir, el aspecto pro-
cesal; o sea, la forma como se debe actuar en
caso de que no se consiga el dato o no se con-
sigan los resultados a través de la gestión directa
que haga el individuo frente al titular del banco
de datos.

¿Cuáles son los medios comprendidos en la
ley? Se refiere a los archivos, registros o bancos
de datos, informatizados o no; si bien los que
constituyen una mayor fuente potencial de pe-
ligro son los bancos de datos informatizados,
también es cierto que los bancos o los archivos
manuales :pueden ocasionar perjuicios. Por esta
razón en la ley se incluye todo tipa de registros,
archivos o bancos de datos.
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¿Cuáles son las personas protegidas? Las per-
sonas físicas y las personas jurídicas, como dije sta-
anteriormente. Mucho se ha discutido sobre si leo,
las personas jurídicas debían ser incluidas. lice

Dentro de nuestro orden legal, la discusión no
tiene razón de ser, no tiene sustento, porque el
artículo 43, *rrafo tercero de la Constitución,
dice: `Toda persona podrá interponer esta ac-
ción.. '

Al decir "toda persona" está abarcando tanto a
las personas físicas como a las personas de exis-
tencia ideal, por aquel aforismo que dice que
donde la ley no distingue no, debemos distinguir.
Si mal no me acuerdo del latín: ubi lex non dis-
tiniguitnéc nos distinguere debemus. Disculpen
por el latín. (Sonrisas)

Entonces, en nuestro país no hay duda de que
tienen que estar incluidas las personas de exis-
tencia ideal. En.otros países también se las ha
acogido, como es el caso de Austria, Dinamarca,
Luxeruburgo, Irlanda, Noruega y Suiza.
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El organismo u órgano de control. Este es un en-
tema muy polémico. Se discutió mucho en la co- a y
misión cuál debe ser el órgano de control de los
registros de datos. lsi-

En el dictamen en mayoría se ha optado por la
establecer en grandes líneas sus funciones y atri- .m-
buciones, dejando al Poder Ejecutivo la organi- er-
zaciór, burocrática que corresponda, teniendo en
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cuenta además los procesos de reforma adminis-
trativa que están en marcha.-

De todas formas, por vía de la reglamenta-
ción, se pueden mejorar o ampliar estas disposi-
ciones -o entrar en mayores detalles-, que no
deben estar en la ley, porque la: materia de la re-
colección y sistematización de datos, toda la ma-
teria informática, es de una dinámica tan fuerte,
tan cambiante, que también debe ser cambiante
la regulación, que de ella deba hacerse.

Por eso, establecimos cuáles son los procedi-
mientos, dejando que la reglamentación se ocupe
del organismo que deba efectuar el control.

El proyecto de ley también se refif re a al-
gunas otras cuestiones en particular. Por
ejemplo, se ha optado por contener en un solo
capítulo a todo tipo de archivo, ya sea público o
privado y después, a lo largo del articulado, se
contemplan situaciones especiales.

Así, el artículo 21 constituye la norma gené-
rica; los artículos 22 v 23 se refieren a los ar-
chivos públicos; el 24, a los privados; y los si-
guientes -hasta el 28- se refieren a distintos
archivos, según la finalidad que tengan.

Algunas reflexiones especiales, porque han
sido motivo de gran polémica, merecen los re-
gistros de datos destinados a informes crediticios
-el artículo 26- y los destinados a publicidad
-artículo 27-.

El artículo 43 de la Constitución Nacional
cuando, contempla la acción de hábeas data no
tiene en mirada protección del crédito o el fun-
cionamiento del libre mercado sino la honra y la
libertad de las personas. Pretender delénder los
servicios de información crediticia por sobre los
derechos de las personas sobre sus datos limitán-
dolos a los datos sensibles -como dije anterior-
mente- es empobrecer el concepto y olvidar
que los derechos al patrimonio como atributo de
la personalidad y de la propiedad son iategrantes
del plexo de derechos de las personas, necesa-
rios para alcanzar su perfección y feli(.-idad. De
ahí que ala protección de la privacidad se subor-
dina cualquier.otra actividad informativa.

Por supuesto que no desconocemos la impor-
tancia de la actividad relativa a la información
crediticia en el mercado actual, pero eel espíritu
de la ley pone su acento en la transparencia y en
la lealtad. De ahí la insistencia en que se haga
conocer a las personas cuándo se están recolec-
tando sus. datos personales y para qué, finalidad
pueden ser usados.

En el caso de los servicios de información cre-
diticia cada uno de los actores que proporcionen
datos al sistema deberán arbitrar los recaudos

para no sorprender a sus titulares, a quienes se
les debe brindar la posibilidad de saber a qué
lugar irá su información, ya que de algún modo
su conducta frente al crédito es objeto del re-
gistro.

El medio de protección no puede ser la sor-
presa o la acechanza. El interesado -deudor o
titular de los datos- debe saber. a qué se
arriesga si no cumple o si quiere acceder al cré-
dito, y por una cuestión de lealtad deberá ad-
mitir su inclusión en el sistema; pero debe sa-
berlo.

Otro tema muy polémico es el de los archivos
o banco de datos para la defensa y seguridad., La
protección de la comunidad y de los intereses
generales del Estado no se satisface sólo con la
existencia de las fuerzas armadas y de seguridad.

En el mundo globalizado actual también se
globaliza el terror y el crimen; de ahí que.resulte
necesario prever en forma adecuada la actividad
de inteligencia de los organismos de seguridad
del Estado para prevenir acciones que atenten
contra la sociedad y el mismo sistema democrá-
tico. Es decir que esta sociedad democrática
debe defenderse de las acciones antidemocrá-
ticas. Por eso se le da un tratamiento diferencial
a los registros de datos que existen en los orga-
nismos de inteligencia y de seguridad, lo cual no
es una novedad en nuestra legislación porque
también existe en el derecho comparado.

Podemos encontrar un tratamiento diferen-
cial, por ejemplo, en la ley federal de protección
de datos de Alemania en su artículo 12 inciso 2)
punto' l°; en el artículo 5° de la ley 2.588 de pro-
teccióntección de datos de Irlanda; en los artículos.27 y
28 de la ley. británica de 1984 y en la ley orgánica
española de 1992 en sus artículos 20 y 21. Es
decir que en todas esta leves también, existe una
protección especial de datos en los casos de los
organismos de defensa y seguridad.

Dentro de esta línea, el artículo 17 de pro-
yecto establece excepciones al principio de ac-
ceso a los datos personales en registros o bancos.
de datos. Por supuesto que en todos los casos
que mencionan los artículos 1-4 y el 23 inciso 2) el
registro no debe constituirse en un obstáculo
para el ejercicio del derecho de defensa. Y en el
caso de que hubiera una negativa infundada a
p9rporcionar datos, es sabido que siempre existe
la acción de hábeas data para que por vía judicial
se pueda tener acceso a ellos, va que de eso trata
precisamente la regulación de esta acción.

Es el juez el que en cada caso apreciará si es
correcta o no la negación del dato, invocando ra-
zones de defensa o de seguridad.
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Se ha incorporado en el artículo 18 la facultad
de las comisiones específicas del Congreso de
solicitar datos reservados atinentes a cuestiones
de seguridad y defensa. Ello es así porque se en-
tiende que las comisiones del Parlamento por su
rango institucional pueden tener acceso a ellos,
dado que su actividad tiende a preservar la segu-
ridad, la defensa ncional y el orden democrático.

En el proyecto se prevén sanciones, no sólo
administrativas sino también penales ¡para aque-
llas conductas que puedan considerarse más pet-
niciosas y donde no puede satisfacerse el interés
de la comunidad en protegerse con 1<, sola san-
ción administrativa.

Por supuesto, nuestro país cuenta con otras
normas que tipifican las conductas diseriminato-.
rias. En ese sentido, la ley 23.592 eleva las es-
calas penales cuando el} delito reprimido por el
Código Penal ó por las leyes complementarias
sea cometido por persecución racial o por ra-
zones religiosas o de nacionalidad. De esta.
forma, con esa ley y con las sancions penales
que se establecen, en este proyecto de ley, se
cierra el círculo de garantías del derecho a la
igualdad establecido en el artículo 16 de la Cons-
titución Nacional.

En cuanto a los aspectos procesales de la ac-
ción de hábeas data, ya sostuvimos: (lije ella es
,una especie de la acción deamparo. Es decir, es
una acción éspecial de amparo que tiene caracte-
rísticas especiales motivadas por doy aspectos
principales: en primer lugar, porque se trata de
defender derechos personalísimos, corno. son los
derechos al honor y a la intimidad. Ert segundo
término, dado el tipo de información que se ma-
neja, muchas veces es .necesario que esta acción
sea lo irás rápida y sumaria posible para poder
bloquear la difusión de datos, porque en algunas
oportunidades la acción puede llegar tarde paró
evitar su difusión, Por ello aquí se contempla en
forma especial el hecho de que se pueda blo-
quear la difusión de datos, a fin de preservar lo'
que, precisamente, es el objeto protegido de
este proyecto de ley: el derecho a la intimidad.

Esto le da a la acción de hábeas data una carac-
terística muy especial, en virtud de que, sin des-
conocer su propia naturaleza, se trata de una
acción de amparo especial por su rasgo caracte-
rístico de defensa de derechos personalísimos.

Además por la naturaleza del bien protegido,,
en algunos casos es menester producir un inme-
diato bloqueo de la difusión de informes y, as¡-,
mismo, es preciso darle competencia a la justicia
federal cuando se trata de datos que pueden di-
fundirse por los sistemas de redes int(=rjurisdie-
cionales.
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En lo que se refiere a los legitimados activos y
pasivos, la iniciativa en tratamiento establece
quiénes tienen legitimación activa y pasiva y
también prevé la intervención coadyuvante del
Defensor del Pueblo. Es sabido que la Constitu-
ción reformada en 1994 ha institucionalizado
esta figura como protagonista principal de la de-
fensa de los derechos humanos. El Defensor del
Pueblo tiene legitimación procesal en la defensa
de los derechos humanos y, en este caso con-
creto, se le da posibilidad de actuar como coad-
yuvante porque, a veces la difusión de datos
puede afectar intereses colectivos. Esa difusión
puede ser de una magnitud tal que afecte los de-
rechos de un grupo de personas, casos en los que
se prevé -reitero- la intervención del De-
fensor del Pueblo en forma coadyuvante.

Para la presentación del hábeas data -esto es
muy importante-, el proyecto de ley establece
un criterio amplio en las condiciones de admisi-
bilidad de la acción. O sea, un criterio amplio
para admitir la acción. Al mismo tiempo, fija un
criterio estricto o restrictivo para la interpreta-
ción de las excepciones legales establecidas en el
acceso de datos. Es decir, amplitud para la admi-
sión del recurso y criterio restrictivo en cuanto a
la interpretación de las excepciones.

• En cuanto a las sentencias, el proyecto esta-
blece que deben tener un contenido específico,
que es la materia de protección y así se lo dice
expresamente, lo que no constituye un sobrea
bundarniento de datos porque el hábeas data
tiene un objetivo específico y el contenido de las
sentencias también debe ser específico.

De esta,forma, he dado los linéamientos gene-
rales de una institución que viene a integrar el
arsenal de defensa de los derechos humanos de
nuestro régimen institucional que se ha enrique-
cido con la reforma constitucional de 1994
porque nuestra Constitución, adoptando -una
postura de avanzada ha dado rango constitu-
cional a los ocho tratados de derechos humanos
más importantes mencionados en la propia
Constitución. Y no sé ha limitado solamente a
consagrarlos y darles jerarquía constitucional
sino que, además, ha previsto los medios para
proteger esos derechos a través de la acción de
amparo fijada por el artículo 43, cuyas acciones
especiales para la defensa de los valores esen-
ciales de la persona humana son el hábeas data y
el hábeas corpus.

Por estos motivos, señor presidente, consi-
dero que damos un paso muy importante en la
consolidación no sólo de la democracia sino tam-
bién de los valores más importantes de la per-
sona humana.
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,Sr. Presidente . -Tiene la palabra el señor
senador por Entre Ríos.

Sr. López - Señor presidente: me toca in-
formar por la minoría en un proyecto de jerar-
quíaconstitucional muy importante para el asen-
tamiento de la democracia, para garantizas los
derechos humanos de los habitantes del país y
para la necesidad de preservar su privacidad,
como bien lo señalaba el señor senador infor-
mante del bloque de la mayoría.

El señor, senador por la Rioja fue constitu-
yente, ha escrito sobre el tema y ha expuesto con
mucha solvencia sobre los principios generales
que la doctrina, la jurisprudencia y la legislación
comparada incorporan como esenciales para el
tratamiento de los datos, tanto en el mundo
como en nuestro país.

La disidencia que tenemos proviene de que
quizás, no todos los principios que muy bien, han
sido enunciados tienen en la norma concreta que
se pone aconsideración del cuerpo su garantía
específica debidamente asentada.

Pienso que para hablar de este tema tenemos
que partir de las normas constitucionales. En
ese sentido, el señor senador de la mayoría men-
cionó el artículo 19 de la Constitución Nacional,
donde los constituyentes de 1853 garantizaban la
órbita privada de las personas. Pero la Constitu-
ción reformada de 1994, independientemente
de cuál haya sido la intención de los constitu-
yentés, pareciera que no pone límites al derecho
de acceso -derecho-básico que debe consagrar
un principio garantista de los datos personales-
de la"persona, humana o ideal, al banco de datos
que está procesando sus datos personales. El ar-
tículo 43 de la Constitución pareciera dirigirse
directamente, en principio y en primer lugar, a
ese derecho que tiene la persona de acceder al
dato, sobre trodo cuando está en registros pú-
blicos, al decir que "toda persona podrá inter-
poner esta acción para tomar conocimiento de
los datos a ellos referidos y de su finalidad, que
consten en registros o-bancos de datos públicos,
o los privados destinados a proveer informes.. .
Entonces, me da impresión de que la primera
intención del legislador fue garantizar el derecho
de acceso de la persona a los bancos de datos pú-
blicos. Esto no es una casualidad en nuestro país
porque, a raíz de los datos incoporados en los re-
gistros públicos del Estado, a veces mal tratados
y otras tratados con mala intención, se produ-
jeron violaciones a los derechos humanos, con
un costo de miles de vida desaparecidas y perse-
cuciones ideológicas y políticas.

Reunión 621

Luego de un primer análisis de esta norma;
debo decir que en realidad no nos convence lo
que en muchos aspectos se concreta. Si bien es
cierto que están perfectamente enumerados los
.principios establecidos en la doctrina, la juris-
prudencia y el derecho comparado -que son
muy valiosos en una ley de datos-, también es'.
cierto que las numerosas excepciones que la ley
prevé hacen que ellos caigan y que haya una vas-
tísima cantidad de posibilidades en las cuales no
va a existir el derecho de acceso a los datos ni a
prestar el consentimiento -para que ellos sean
procesados ni a impedir la cesión. de información
que un banco de datos público o privado pueda
tener de una persona...

Esta violación a los principios generales nos
hace disentir profundamente con la norma en
discusión.

Hace un momento se decía que estaban total-
mente preservados los datos sensibles, que re-
velan el origen racial y étnico; las opiniones polí-
tica'; las convicciones religiosas, filosóficas o
morales; la afiliación sindical o la información
referente a la salud o a la vida sexual. Pero re-
sulta que en el inciso 2. del artículo 7° se esta-
blece, que los datos sensibles "sólo pueden ser
recabados y objeto de tratamiento cuando me-
dien razones de interés general autorizadas por
la ley", con lo cual hay una fuerte posibilidad de
generalizarlos por vía de excepción y de vio-
lentar los principios establecidos en los primeros
artículos del proyecto.

Nuestras principales objeciones pasan precisa-
mente por la independencia del órgano de con-
trol y su ubicación en el organigrama del Estado.
Además, nuestra disidencia surge porque es-
tamos delegando una facultad que nos es propia,
porque según establece la Constitución, a noso-
tros nos corresponde en primer lugar regla-
mentar este instituto y establecer cuál es el ór-
gano de control que queremos para preservar
mejor el derecho a la privacidad de nuestros ha-
bitantes. - -

-Ocupa la Presidencia el señor presidente
provisional del Honorable Senado, senador
Eduardo Menem.

Sr. López . - ¿Cómo debe estar compuesto ése
órgano de control? ¿Cuál debe ser su grado de
independencia, que permita garantizar los dere-
chos humanos de nuestra gente en r_uetro país?

No nos satisface que el Poder Ejecutivo
pueda, por vía reglamentaria, establecer cuál va
a ser el órgano de control, cómo va. a estar com-
puesto, cuál será su ubicación en el organigrama
del Estado, cuál va a ser su grado de depen-
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dencia de un poder político, cómo van a ser de-
signados sus funcionarios, cuál va a ser su esta-
bilidad. Esto no nos conforma en absoluto.
Creemos que -estamos haciendo una grave dele-
gación de facultades` legislativas, que debe-
ríamos asumir para garantizar los principios que
brillantemente fueron expuestos por el miembro
informante de la mayoría con relación a la priva-
cidad de las personas.

Señor presidente: la legislación comparada en
materia del órgano de control es valiosa. Las le-
gislaciones que más han avanzado sobre las ga-
rantías con respecto al tratamiento de los datros
personales han establecido perfectamente cuáles
son los organismos de control,que obran con in-
dependencia de los poderes públicos y que ga-
rantizan la privacidad cíe las personas.

Todas las leves internacionales en vigencia re-
conocen al individuo una serie de derechos de
control que se conocen con el nombre de acceso.
Dichos organismos de control a nivel institu-
cional están perfectamente reglamentados por
las leyes respectivas. Así sucede en Noruega, en
Austria, en Dinamarca, en Francia, en Ale-
manía. El derecho de acceso no sería una ga-
rantía suficiente sin la existencia de un órgano
que controle la legalidad de la actuación de las
entidades públicas y privadas. Un control,efi-
ciente supone una clara separación entre el orga-
nismo de control v los organismos controlados,
va que la autoridad del órgano de control está
basada en su independencia. Además, un de-
recho sin garantía es un eufemismo. Si el órgano
que va a con t' el registro de los bancos de
datos públicos, puede ser creado por el Poder
Ejecutivo vise lo hace depender directamente
de él mismo, ¿qué garantía tienen los ciuda-
danos en la Argentina de que ese órgano va a
obrar con independencia en el tratamiento de
sus datos personales?

Por eso, no estamos corffonnes con la forma en
que se regula el mecanismo del órgano de con-
trol. En el proyecto de ley que habíamos presen-
tado preveíamos un órgano de control total-
mente diferente. Decíamos que este organismo
de control debería ser autónomo v estar inte-

Virado por un miembro elegido por la Cámara de
Diputados de la Nación, uno elegido por el Se-
nado de la Nación, uno por el Poder Ejecutivo
nacional, uno por la Corte Suprema de justicia
de la Nación y uno elegido por la Fiscalía Na-
cional de Investigaciones Administrativas. Que
funcionaría con un presupuesto adecuado y to-
talmente independiente del' Poder Ejecutivo,
del Poder Judicial o del Poder Legislativo. Que
tendría el control del Poder Legislativo pero

sería uu órgano independiente. En la comisión
se nos objetó que, eso sería crear un organismo
burocrático más, precisamente en el proceso de
reforma del Estado. Esto es simple de contestar.

Acá estamos garantizando un derecho humano
elemental, el derecho a la privacidad -como
bien lo exponía el señor miembro informante
por la mayoría-, la necesidad del individuo de
estar solo, de preservarse en.el espacio y en el
tiempo que los medios de comunicación y la in-
formática establecen en el momento actual de la
historia. Hoy es posible traer un dato del pasado
en un segundo y proyectarlo, superando ese 'lí-
mite natural que tenía el tratamiento de los
datos personales antiguamente, cuando el
propio tiempo hacía que las cosas se olvidaran y
que el individuo pudiera recomponer una perso-
nalidad cuando había cometido algún tipo de
error. Hoy tampoco exíste'el límite del espacio.
Como ustedes saben, estamos conociendo lo que
está pasando en cualquier parte del mundo casi
en el mismo momento en que se produce. Y la
densidad demográfica, aunque parezca mentira,,
también ha quitado privacidad a las acciones de
los hombres. Es un elemento "no mencionado
por lit doctrina; sin embargo, deberíamos tenerlo
en cuenta para regular todos estos aspectos.

Señor presidente: me da la impresión de que
los principios que fueron expuestos no están de-
bidamente garantizados en este proyecto de ley.
No lo están el organismo de control ni el derecho
de acceso ni el de corrección. Porque las excep-
ciones establecidas al principio son muchísimas
y numerosas. Vanossi decía que cuanto más
poder se concentra (el que acumulan las compu-
tadoras y las máquinas de información), más ne-
cesidad hay de establecer controles más rígidos y
mayor responsabilidad para el Estado. En-
tonces, este aspecto de que se estaba creando un
órgano burocrático no nos parece importante
frente a la necesidad manifiesta de defender la
privacidad y los derechos humanos de las per-
sobas. Creemos que si hay que"gastar en crear
una comisión de control importante, el Estado
está ,gastando bien la plata en ese aspecto, garan-
tizurido la libertad y la individualidad de sus ha-
bitantes. Tampoco nos convencía el argumento
de que los senadores o los diputados vamos a
estar en tantas comisiones que vamos a des-
cuidar nuestra tarea legislativa, porque no era
ésa la forma que proponía la norma. La que no-
sotros proponemos en nuestro proyecto de ley
no decía que sea un diputado o un senador, sino
un miembro elegido por la Cámara de. Dipu-
Nidos, que puede perfectamente no ser un dipu-
tado, y un miembro elegido' por la Cámara de
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Senadores, que puede perfectamente no ser un
senador, o un miembro de la Fiscalía de Investi-
gaciones Administrativas, que no tiene por qué
ser uno de sus titulares.

Entonces, ésa es una primera objeción básica
que nosotros oponemos al tratamiento de este
proyecto y que será motivo de una propuesta di-
ferente en el tratamiento en particular.

Pero entre las facultades de este organismo de
control se inserta una que también nos parece
muy importante marcar para ver si podemos mo-
dificarla en la consideración en particular,
porque hace a la concentración de los datos de
todos los bancos, ya sean públicos o privados,
precisamente en el órgano de control.

Existe una contradicción en el artículo, 29, que
es el que establece las facultades del organismo
de control. En efecto, el inciso e) de ese artículo
dice lo siguiente: "Solicitar información a las en-
tidades públicas y privadas, las que deber cn pro-
porcionar los antecedentes, documentos, pro-
gramas u otros elementos relati' os al
tratamiento de los datos de carácter personal
que se les requieran". Es decir, toda informa-
ción sobre datos personales que exista en los
bancos privados y públicos del país va a estar
concentrada en el organismo de control. Casi
con seguridad podría decir que ese organismo de
control va a depender del Poder Ejecutivo, por
lo que su composición se realizará a su criterio.

En este proyecto de ley tan importante rela-
tivo alos derechos humanos estarnos delegando
en el órgano de control la facultad de garantizar
su independencia.

Decimos que existe una contradicción porque
en el inciso d) de ese mismo artículo se dice que
el organismo de control controlará "la obser-
vancia de las normas sobre integridad y segu-
ridad de datos por parte de los archivos, registra
o bancos de datos. A tal efecto podrá solicitar au-
torización judicial para acceder a locales,
equipos, o programas de tratamiento de datos".
Pero en el inciso e) se dice que puede requerir
directamente los programas sin necesidad de so-
licitar la autorización judicial.

Considero que debemos corregir esa contra-
dicción y disponer que la autorización judicial
sea obligatoiria. De esta manera estaríamos
creando un organismo propio de un Estado tota-
litario, y no de uno democrático.

Las excepciones establecidas en el articulo 5°
en materia de previo consentimiento para el tra-
tamiento de los datos personales, como los con-
cernientes a la cesión de los datos personales
prevista en el artículo 11, inciso 3°), son tan im-

portantes, amplias y abundantes que, como bien
lo señala el señor senador Villarroel en su disi-
dencia, hacen caer los principios establecidos de
que no pueden tratarse ni cederse los datos per-
sonales sin el conocimiento y consentimiento de
la persona.

Lo establecido en esos artículos nos hace di=
sentir en profundidad con esta norma. En ese
sentido, llamamos a la reflexión para ver si po-
demos mejorar el texto en el tratamiento en par-
ticular.

Existe la posibilidad de los bancos de datos de
denegar información al juez, según lo que esta-
blece el artículo 39, inciso 2. del proyecto•de ley
contenido en el dictamen en' mayoría. Frente a
la acción de hábeas data, previamente el juez
debe solicitar al banco de datos pertinente que
le mande los datos registrados que son materia
del recurso presentado. Esos datos pueden ser
denegados por los propios bancos de datos
cuando tengan alguna característica que según
su criterio afecte la seguridad pública, la fuente
de información, etcétera. Pero el proyecto dice
que esos datos puden ser denegados no a la per-
sona sino al juez. El inciso 2. del artículo 39, en
sus dos primeros párrafos, dice lo siguiente: "Los
archivos, registros o bancos de datos públicos
sólo podrán invocar las excepciones autorizadas
por la presente ley, o los establecidos en una ley
específica. En tales casos deben acreditar los ex-
tremos que hacen aplicable la excepción legal.

"El juez apreciará con criterio restrictivo toda
oposición al envío de informes sustentado en
tales causas, debiendo expedirse dentro del se-
gundo día de planteada la excepción". Es decir
que ante la negativa, el juez tiene que ratificar
su decisión de que le envíen los datos. Incluso,
el banco de datos tiene la facultad de apelar la
decisión del juez. Nosotros creernos que esto no
es propio de un estado democrático, en el que el
Poder Judicial tiene, precisamente, la tarea de
garantizar los derechos individuales y la inti-
midad de las personas. Creemos que el banco de
datos siempre debe enviar los datos que el juez
le requiera, y que es el propio juzgado quien
debe decidir si los proporciona al accionante del
hábeas data en base a las excepciones estable-
cidas por la ley. Para eso está el- Poder Judicial;
para interpretar las excepciones a la ley y el al-
cance de las mismas. No podemos trasladar, en-
tonces, esta facultad al banco de datos reque-
rido, razón que motiva nuestra disidencia con el
proyecto en este aspecto. No todos los principios
enumerados por la doctrina, la jurisprudencia y
la legislación comparada que han sido expuestos
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en este recinto están perfectamente insertos en
el texto del proyecto de ley en tratamiento.

Otra cuestión es la relativa a las posibilidades
de aplicar sanciones por parte del organismo. de
control, las que pueden llegar hasta los 100 mil
pesos o a la clausura o cancelación de la autoriza-
ción judicial para funcionar, sin intervención ju-
dicial previa. ;Estas facultades son similares a las
otorgadas a la DGI, por vía de una omisión le-
gislativa de derogar una norma vigente, para
clausurar comercios mediante una simple acta
de inspección y sin intervención judicial, facul-
tades que han.traído innumerables problemas en
el país.

En consecuencia, el órgano de contralor podrá
clausurar los bancos de datos prácticamente sin
intervención judicial, cuando se le ocurra can-
celar su autorización para funcionar, o imponer
las sanciones administrativas que el proyecto de
ley establece, algunas de ellas muy importantes
y con montos de hasta 100 mil pesos, cifra que
no es broma en los circuitos monetarios de
nuestro país.

Otra cuestión está dada por la posibilidad del
órgano de control de constituirse en querellante
mediante una acción penal, produciendo la inje-
rencia de diferentes organismos del Estado,
puesto que, obviamente, ya está actuando la fis-
calía querellando al particular pasible de una ac-
ción penal. No veo entonces la necesidad de es-
tablecer la posibilidad de otro querellante
llevando adelante un proceso tendiente a san-
cionar al particular. Creo, entonces, que esta fa-
cultad de querellar es absolutamente sobreabun-
dante y no contribuye al„ sistema que se
pretende establecer.

El artículo 10 del provecto en tratamiento,-
relativo al deber de confidencialidad v al secreto
profesional, establece: "El responsable y las per-
sonas que intervengan en cualquier fase del tra
tarniento de datos personales están obligados al
secreto profesional respecto de los mismos. Tal
obligación subsistirá aun después de finalizada
su relación con el titular del archivo de datos...".
Está bien lo establecido por esta norma, que es,
precisamente, uno de, los principios sostenidos
por toda la doctrina al respecto. Pero luego con-
tinúa diciendo: "... El obligado podrá ser rele-
vado del deber de secreto por razones fundadas
relativas a la seguridad pública, la defensa na-
cional o la salud pública". La pregunta es ¿por
quién? ¿Por el órgano de control, que puede no
ser independiente y depender expresamente del
Poder Ejecutivo, que puede no representar una
garantía para los derechos de las personas? No
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sotros creemos que el obligado solamente podrá
ser relevado de ese deber por resolución judi-
sial. Y en este aspecto creemos que también de-
bería modificarse la norma.

No quiero avanzar sobre la cuestión de la ce-
sión de los datos, a la cual he hecho mención con
anterioridad. Pero debo decir que, .precisa-
mente en materia de cesión y cuando se habla de
la transferencia internacional de datos, se esta-
blece en-el artículo 12 del proyecto lo siguiente:
`Es prohibida la transférencia de datos de ca-
rácter personal de cualquier tipo con países u or-
ganismos internacionales o supranacionales, que
no proporcionen niveles de protección. equipara-
bles a los de la República Argentina...". Pero
después se establece: "._La prohibición no re-
girá en los siguientes supuestos: Colaboración
judicial internacional...". Esto está bien. "... In-
tercambio de datos de carácter médico cuando
así lo exija el tratamiento del afectado, o una in-
vestigación epidemiológica... Esto también está
bien. "... Transferencias bancarias o bursátiles,
en lo relativo a las transacciones respectivas y
conforme la legislación que les resulte apli-
cable. .. Este texto es un poco amplio en su re-
dacción y quizás convendría pensarlo mejor . ;
"Cuando la transferencia se hubiera acordado en
el marco de tratados internacionales en los
cuales la República Argentina sea parte .:..", lo
que está bien. Pero en el inciso e) se dice:
"Cuando la transferencia tenga por objeto la co-
operación internacional entre organismos de in-
ieligencia para la lucha contra el crimen organi-
zado, el terrorismo 'y el narcotráfico". ¿Quién
decide si se transfieren los datos internacional-
mente en base a la lucha contra el crimen organi-
zado, el terrorismo v el narcotráfico? ¿El propio
Organismo, de inteligencia o de control, que¡
puede no ser independiente, como decíamos an-
teriormente? ¿O este caso está necesariamente
involucrado en el inciso d) y los datos se podrán
transferir . cuando existan tratados internacio-
cales al respecto, como creemos que debe ser,
porque si no estaríamos dejando en manos de los
organismos de inteligencia el desparramo de los
datos personales de los argentinos en sus propias
manos sin que exista un contralor, ni siquiera del
organismo de control en la Argentina?

Nosotros participamos de los principios que el
miembro informante ha expuesto. ¡Cómo no lo
vamos a compartir! Lo que ocurre es que no nos
gusta el hecho de que las decisiones sean tan am-
plias que violen los principios, que haya un orga-
nismo de control que no sea independiente, que
los datos se puedan ceder --incluso internacio-
nalmente- sin el consentimiento de las per-

i
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sonas, y que la cesión la puedan efectuar los pro- :
pios organismos de seguridad. No nos gusta
cómo ha quedado redactada la cuestión de los
supuestos especiales del artículo 23, tal como ha
sido pedido por ,los organismos de inteligencia
de la Nación.

A nuestro entender, siempre que se con-
tengan datos personales en un" registro, deben
quedar sujetos al régimen de la presente ley. No
solamente en cuanto a los' datos administrativos,
porque los propios organismos de seguridad di-.
jeron que no les interesan, sino precisamente en
cuanto a los datos personales.

Creemos que el tratamiento de los datos per-
sonales con fines de defensa nacional o seguridad
pública, que son conceptos amplios, solamente
puede hacerse cuando existe un peligro real e in-
minente, y no pueden conservarse indefinida-
mente. Esto ha servido para violaciones impor-
tantes de los derechos humanos. Entonces,
tratemos de poner los límites que están en nues-
tras manos cuando corresponde, es decir, du-
rante el tratamiento del presente proyecto.

Con estas palabras dejo fundamentada la disi-
dencia parcial del bloque de la Unión Cívica Ra-
dical. En realidad, es casi una disidencia total,
porque si el organismo de control es el que se
señala, se lo puede crear como se dice, y no se
garantiza su independencia, no puede ser una
disidencia parcial.

Sr. Presidente (Menem). - Tiene la palabra el
señor senador por Corrientes del bloque autono-
mista.

Sr. Romero Feris. - Señor presidente: evi-
dentemente, el tema que hoy nos ocupa es.tras-
cendente.

(Lee): "Voy a tratar de ser lo más concreto po-
sible teniendo en cuenta que yo había presen-
tado un provecto a este Honorable Senado de la
Nación, que era reglamentario de la acción de
.hábeas data que prevé el artículo 43, párrafo ter-
cero, de la Constitución Nacional. Estimaba que
ello implicaba colaborar con la sanción de tina de
las leyes de la reforma de 1994. ,

Mi proyecto estaba diseñado -en mi opi-
nión- de una forma clara y concisa. Lo redacté
de forma tal que sólo en cinco artículos esta-
blecía el marco operativo necesario para que
todos los habitantes de nuestro país, tanto per-
sonas físicas como jurídicas, puedan ejercer esta
garantía y proteger adecuadamente sus dere-
chos.

Como es sabido, la acción del hábeas data re-
fleja una necesidad que nace del auge de la infor-

mática y la multiplicación de los archivos de
datos referentes a las personas.

El proyecto que oportunamente presentara
estaba dirigido a proteger, por un lado, la vera-
cidad de la información y, por otro,-los derechos
vinculados en forma directa y profunda con la li-
bertad individual.

No hay ejercicio pleno de la libertad si no
existe una zona protegida de las interferencias
de terceros, ya sea el Estado o los particulares.

El proyecto que hoy consideramos, a mi cri-
terio, adolece de un excesivo reglamentarismo.
que lo priva de claridad. Está destinado en sus-
tancia a un aspecto que excede el hábeas data: la
regulación de los archivos y bancos de datos
electrónicos o manuales, sean éstos privados o
estatales.

Esta regulación, en muchos aspectos, resulta
en extremo casuística y, en definitiva, puede
tener como, efecto -como veremos luego- la
demora en la implementación del hábeas data,
que e&: la garantía que deberíamos asegurar a
todos los habitantes.

Quiero recordar que la doctrina de nuestros
cónstitucionalistas -Bidart Campos, Ekmekd-
jian, Vanossi- ha estimado que la norma consti-
tucional vigente debe considerarse operativa
aun sin la norma que la reglamente, dado que
constituye una nueva garantía constitucional
dentro del género del amparo, que debe ser
aplicada por los jueces eón los elementos proce-
sales que prevé, la legislación vigente.

Los Tribunales de la Nación y la Cámara Na-
cional en lo Civil también se han pronunciado
sobre su directa operatividad en los autos "Ro-,
setti c/Dúnn v Bradstreet", del 19 de mayo del
año pasado. Es decir -reitero- que en lugar de
facilitar la implementación de la garantía es po-
sible que la estemos demorando.

En efecto, el provecto tal como está redactado
abriría esta última posibilidad dado que el ar-
tículo 43 establece que "El Poder Ejecutivo na-.
cioñal deberá reglamentar la presente ley y esta-
blecer el organismo de control dentro de los
ciento ochenta días dé su promulgación".

Creo que debemos dejar en claro en el texto ,
de la ley que la acción de hábeas data es opera-
tiva aún antes de que el Ejecutivo dicte aquella
reglamentación.

Desde mi punto de vista, algunas de las dispo-
siciones restringen en forma severa la posibi-
lidad de ejercer la garantía. Así, por ejemplo, el
artículo 17 dispone que: "Los responsables o
usuarios de bancos de datos, pueden denegar el
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acceso; rectificacion o la cancelación en función
de la protección de la defensa de la Nación, del
orden y la seguridad pública...".

Estos •conceptos son demasiado vagos y
pueden abrir un extenso repertorio de posibili-
dades que impidan el ejercicio de derechos que,
han sido expresamente establecidos en la Cons-
titución Nacional.

También parece inconveniente, en líneas ge-
nerales, la obligación de que todos. los particu-
lares que formen archivos que no sean para su
uso exclusivamente personal deban registrarse.

Es un dato de la realidad, por ejemplo, que la
mayoría de los establecimientos educativos
tienen datos personales de sus alumnos. Estos
establecimientos debefía.n estar exentos de la re-
gulación.

Por su parte, creo que el ámbito de las fun-
ciones que el artículo 29 confiere al organismo
de control es demasiado amplio y puede ser peli-
groso para las libertades individuales. -Aquél dic-
tará las normas y reglamentaciones vinculadas
con los archivos de datos -inciso b)-; deberá
realizar un censo de aquéllos, y mantener un re-
gistro permanente -inciso c)-. Por su parte,
las entidades públicas y privadas deberán pro-
porcionarle los antecedentes, documentos, pro-
gramas y otros elementos relativos al trata-
miento de datos que se requieran -inciso f)-.

Pero además la ley le da competencia para im-
poner las sanciones administrativas que corres-
pondan y puede imponer multas de hasta cien
mil pesos y la clausura o cancelación de la autori-
zación del archivo o banco de datos -artículo
31, inciso 1- . Es decir que quien dicta las
norma, las aplica.

Esto es contradecir expresamente los princi-
pios de la Corte Suprema de justicia, que esta-
bleció hace cuarenta años en el caso "Mouviel"
(fallos 237:636-1957) que la preservación del
principio de la división de poderes impide que el
mismo ente administrativo que hace la norma la
juzgue.

A mi criterio, el proyecto tampoco designa el
órgano judicial que revisará sus decisiones,
como lo exige la jurisprudencia de la Corte Su-
prema, desde el caso "Rodríguez Arias" (fallos
247:646-1960).

También el ente decide sobre la procedencia
de los códigos de conducta que establezcan las
asociaciones de los responsables o usuarios de
los bancos de datos -artículo 30, inciso 2-, lo
que parece impropio de un - órgano administra-
tivo, dado que esta es función típicamente juris-
diccional.

Finalmente, en lo que se refiere en forma es-
pecífica a la acción de hábeas data, consideramos
que rs excesivo el ámbito que se atribuye como
competencia de la justicia federal. Esto es espe
cialniente claro en lo que se refiere a los archivos
de datos que se encuentren interconectados en
redes inteyjurisdiccionales nacionales.

La misma índole de la actividad y los pro-
gresos de la informática hacen que los datos de la
actividad estén generalmente interconectados,
de tal forma que la decisión de la mayor parte de
las acciones de hábeas data será de competencia
de la justicia federal, lo que significa un menos-
cabo para las autonomías provincialds y sus insti-
tuciones de justicia y una nueva concentración
de poder en manos del gobierno federal.

En verdad, siento que el Congreso de la Na-
ción no haya optado por sancionar una ley breve
y clara que garantice a los ciudadanos el derecho
a controlar la veracidad y difusión de los datos
que hacen a sus personas.

Considero que el proyecto propuesto puede
postergar la implementación de hábeas- data; es
peligroso para la libertad de ejercer industria lí-
cita y es deficiente en la protección de las garan-
tías del debido proceso".

Dee acuerdo con lo que acabo de manifestar,
con lo.que fijo mi posición en cuanto a este pro-
yecto que estamos considerando, quiero señalar
que en el tratamiento en particular voy a pro-
,poner una modificación en la redacción del ar-
tículo 39 y también en el artículo 12 inciso 1.

Sr. Presidente (Menem). - Tiene la palabra el
señor senador por Corrientes del bloque liberal.

Si. Aguirre Lanari . - Señor presidente: voy a
intentar acortar mi exposición, porque creo que
va bdn sido suficientemente exhaustivos y me-
dulosos los informes que han vertido los ora-
dores preopinantes, incluso aclarando algunas
dudas que se expresan como críticas al dictamen
que ¡te firmado de conformidad, en cuanto a lo
maniléstado por la mayoría.

La verdad es que se debe destacar que ésta no
es una decisión apresurada, no meditada, no dis-
cutida, ya que se han realizado numerosas reu-
niones en la comisión respectiva y se ha escu-
charlo una pluralidad de opiniones de parte de
los distintos sectores que se sintieron afectados o
interesados en enriquecer con su propia visión lo
que habría de resultar en el texto definitivo.

También se han tenido en cuenta interesantes
proyectos de distintos señorea senadores y,
desde luego, la iniciativa inicial venida. en«revi-
sión desde la Cámara de Diputados.
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Yo he firmado este dictamen creyendo reco-
ger una suerte de conformidad que distintos sec-
torés afectados nos hicieran llegar en su mo-
mento sabiendo incluso que algunos de ellos no
están plenamente satisfechos.

Si bien puede ser objetable, por e,ieumplo, un
exceso de minuciosidad, considero que ello
muestra el desvelo que se ha tenido para con-
templar diversos supuestos, máxime en un insti-
tuto que es virgen en nuestra propia expe-
riencia.

Por eso he firmado este dictamen de confor-
midad, sin perjuicio de que un nuevo examen de
pensamiento me haga realizar algunas observa-
ciones v manifestar disidencias que un su mo-
mento habré de exponer ante la opinión de esta
Cámara.

Este instituto, como se ha puesto de mani-
fiesto, viene a recoger lo que expresamente, de
manera muy terminante, establece la Constitu-
ción reformada en su artículo 43, tercer párrafo,
que intenta resguardar constitucionalmente -y
ahora, a través de la ley que se va a dictar- un
doble derecho que asiste a los individuos en el
ejercicio de ese derecho de intimidad que preci-
samente ha sido señalado y delineado por parte
del miembro informante de la mayoría: me re-
fiero al derecho a recabar los datos personales
que afectan a cada individuo y al derecho a rec-
tificar -o hacer rectificar- aquellos que estén
en desacuerdo con la verdad o que se contra-
ponen ala protección que siempre se debe dar al
derecho a la intimidad.

Este amparo cobra hoy una importancia muy
especial porque con el desarrollo de los medios,
sobre todo de tipo informático y con las técnicas
de comunicación, la persona humana se ve so-
brepasada por una curiosidad pública que a
veces no es justificada de ninguna manera
cuando se trata del resguardo de los derechos
que hacen al honor del individuo.

Y por eso es justo que en la norma se haya in-
tentado resguardar esos derechos, incluso esta-
bleciendo una dimensión muy específica, mucho
más precisa, sin duda alguna, de lo que %e había
instaurado; inicialmente en la sanción de la Ho-
norable Cámara de Diputados.

Quiero leer la opinión de un conocido consti-
tucionalista; el doctor Gregorio Badeni. Precisa.
mente, en el matutino "La Nación", ho\ se pu-
blica un artículo suyo alertando sobre la
circunstancia de que, a veces, por grande que
sea nuestra preocupación por resguardar ese de-
rechó, con el notable desarrollo y la amplitud
técnica que ofrece la informática,podría verse

vulnerado. Por ejemplo, si en la Internet alguien
introduce subrepticiamente dalos que no se sabe
de dónde vienen, quedaría vulnerado todo el sis-
tema de resguardo que nosotros pretendemos
introducir.

Dice Badeni en su libro sobre los nuevos de-
rechos y garantías constitucionales: "El ejercicio
del hábeas data, sin perjuicio de la remisión
constitucional a la acción de amparo, requiere
necesariamente de una ley reglamentaria desti-
nada a precisar sus alcances". Y señala que la re-
glamentación legislativa del hábeas data deberá
ser sumamente prudente, procurando evitar la
lesión de derechos y garantías fundamentales,
tales como la inviolabilidad del domicilio; de la
correspondencia epistolar y. de los papeles pri- '
vados, conforme al artículo 18 de la Constitución
Nacional, así como también la documentación
pública relacionada con la seguridad del Estado
y del sistema constitucional democrático.

Pero esa ley reglamentaria en modo alguno
podrá vulnerar el secreto de las fuentes de infor-
mación periodística, tal como lo prescribe expre-
samente el propio artículo 43.

A esto, como bien se ha puesto de manifiesto,
tenemos que agregar otros derechos, tales como
el de la libertad religiosa y política, el. secreto
profesional, el secreto industrial o el secreto co-
mercial, y el derecho a la no discriminación,
entre los muchos derechos que pueden originar
conflictos en la materia que ahora estamos anali-
zando.

Sin duda alguna, creo que el dictamen ha te-
nido en cuenta esta toma de posición doctrinaria
del autor que cito. Ciertamente, el dictamen ha
sido fruto de un estudio prolijo, desprovisto
-creo yo- de intenciones partidistas por parte
de las comisiones y ha recibido y tomado en
cuenta numerosas sugerencias y críticas que se
nos hicieron llegar en el curso de las diversas au-
diencias públicas que hemos realizado en rela-
ción con este tema.

Como se ha puesto de manifiesto anterior-
mente, este proyecto recepta ta regulación del
hábeas data y también la de los archivos de datos
y bancos de datos, según se ha hecho notar.

Sin embargo, dije que tengo algunas observa-
ciones que formular. Por ejemplo, respecto del
artículo 1 % considero que no es necesaria la
disyunción "electrónicos o manuales", por lo que
creo que sería de buena técnica proceder a su
eliminación.

El artículo 2° del proyecto se refiere, como sa-
bemos', a los datos sensibles; dice -y leo-:
". son los que revelan origen racial y étnico,
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opiniones políticas, convicciones religiosas, filo-
sóficas o morales, afiliación sindical e informa-
ción referente a la saludo .a la vida sexual".

Coincido completamente eón esta diferencia-
ción que se ha hecho entre los que se denominan
datos de carácter personal, distinción que no es-
taba en el proyecto venido en revisión de la Cá-
mara de Diputados, aunque se les daba una pro-
tección especial, por medio del artículo 11.

Creo que está muy bien esta distinción entre
los datos sensibles y los de carácter personal,
porque en aquéllos -en los casos de datos sensi-
bles- entramos de lleno en aspectos que hacen
al honor y a la intimidad de las, personas y que
pueden incidir -en la discriminación a la que se.
refiere el artículo 43 de la Constitución Na-
cional.

Este tema, como dije, es uno de los que re-
cibió mayor atención por parte de la comisión.
Se buscó equilibrar el amparo previsto en la
Constitución Nacional con el resguardo dt
ciertos datos personales, específicos y singu-
lares, a los que se ha denominado datos sensi-
bles.

En el proyecto de la Cámara de Diputados se
hablaba de derechos especialmente protegidos.
Parte de esos derechos, especialmente los com-
prendidos por el inciso primero del citado ar-.
tículo 11, y el referido a la salud, del inciso se-
gundo, han sido receptados en el artículo 2" del
dictamen que estamos considerando, con lo cual
se clasifica un tema muy delicado y se actúa
dentro de esa norma o criterio de prudencia al
que aludía el autor que he citado.

La protección contra el tratamiento de datos
sensibles se completa con lo dispuesto en el ar-
tículo-7", incisos 1", 2" v W. Con respecto al ar-
tículo 7", adhiero a la disidencia formulada por
el señor senador Usandizaga en cuanto al inciso
4, ya que en otros países los datos de antece-
dentes contravencionales son objeto de trata-
miento para el cálculo de las primas de seguros
en caso de accidentes de automóviles. En con-
sencuencia, no resulta razonable lo dispuesto en
ese inciso ya que sólo se autoriza a las entidades
públicas competentes para tratar ese tipo de
datos. Es decir que se excluye a los organismos
privados y acabo de citar -en coincidencia con
el senador Usandizaga- un caso que evidente-
mente ameritaría un tratamiento diferente.

Respecto de los datos de carácter personal, el
artículo 5" considera -ilícito- su tratamiento
cuando el titular no hubiere prestado su consen-
timiento expreso, el que deberá constar por es-
crito o por otro medio que se le equipare, de-

biendo figurar ese consentimiento juntamente
con las advertencias del informe al interesado
que establece el artículo W.

Las excepciones, algunas de las cuales han
sido criticadas, considero que son justificadas.

También es positiva la solución que da el ar-
tículo 3" del proyecto al problema de la licitud
de la formación de bancos de datos, lo cual será'
viable cuando ellos se encuentren debidamente
inscriptos. Aquí primó el criterio de la sola ins-
cripción en el registro pertinente por sobre la
tendencia que postulaba la autorización previa,
que 'hubiera podido dar lugar seguramente a
ciertas arbitrariedades en el otorgamiento.

Quiero adherir a la disidencia formulada por
el señor senador Villarroel respecto del artículo
10, en el sentido de que debe establecer qué au-
toridad puede relevar al obligado del deber de
confidencialidad. Es evidente que la autoridad
indicada tendría que ser uri juez, tanto es así que
me permito leer una cláusula tentativa que se
agregaría al punto 2 del artículo 10 y que diría
(lee el juez podrá relevar al obligado del deber
cle secreto por razones fundadas relativas a la-se-
guridad. pública, a la defensa nacional o la salud
pública.

El artículo 12 prohibe la transferencia interna-
cional de datos personales de cualquier tipo con
países u organizaciones que no den un nivel de
protección equiparable al nuestro. Esta prohibi-
ción no regirá en los casos de colaboración judi-
cial internacional, en el intercambio de datos de.
carácter médico y en otros que se detallan más
adelante.

En la comisión recibimos algunas sugerencias
que nos fueron transmitidas incluso por algunos
colegas de la Cámara de Diputados, en el sen-
tido de si esto no- podría afectar nuestros com-
promisos con otros países del Mercosur.

Considero que eso está contemplado en el ar-
t ícelo 12, punto 2, inciso d) al establecerse que -
no regirá la prohibición del artículo 12 punto 1
cuando la transferencia se hubiera hecho dentro
del marco de los tratados internacionales en los -
cuales la República Argentina sea parte.

De manera que esta prevención que se nos
Lizo llegar al seno de la comisión considero que
está perfectamente aclarada dentro de este con-
texto.

Un tema que sin duda alguna ha traído y sigue.
trayendo preocupación en muchos sectores es el
de los servicios de información crediticia . -Éste -
es un asunto acerca del cual ayer hemos recibido
una presentación -por cierto, no desdeñable-
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de la totalidad de asociaciones que nuclean a los
báncos privados , públicos y cooperativos.

Al respecto, voy a hacer una interpretación di -
1 Por esa razón , en su momento voy a solicitar

que se agregue a la definición de archivo, re-
gistro , base o banco de datos -que figura en el
artículo 2°-, el siguiente párrafo: "A los fines de
esta ley se excluyen aquellos pertenecientes a
personas físicas o jurídicas , dedicadas a la acti-
vidad periodística por cualquier medio de comu-
nicación social . En ningún caso , podrá afectarse
el secreto de las fuentes ni pretender que las
mismas sean reveladas".

Otro punto que mereció mi preocupación re-
cientemente ha sido puesto de manifiesto en la
,discusión precedente en lo referente al órgano
de control.

Se ha dicho que ese órgano de control no se ha
querido expli.citar , dejándolo al arbitrio de la re-
glamentación que oportunamente tendrá que
dar el Poder Ejecutivo. Creo que hubiera sido
bueno que lo explicitáramos nosotros luego de
una discusión madura , buscando la mayor neu-
tralidad posible dadas las evidentes grandes atri-
buciones que puede tener un órgano de control
en el proceso de aplicación de este proyecto.

Con relación a la legitimación activa , a la cual
oportunamente se refirió el señor ., miembro in-
formante de la mayoría cuando habló de la acti-
vidad coadyuvante del defensor del pueblo, me.
parece que está bien que no solamente actúe en
el ámbito público , sino que también pueda in-
troducir su acción cuando se trate dearchivos y

,bases de datos privados . En cambio , creo que es
excesivo lo que se prevé en el artículo 37 , inciso
2°, referido a los requisitos que debe tener 1i acá
ción o demanda de hábeas data.

Si se tiene el derecho a recabar el dato y
traerlo ante el tribunal porque es falso , inexacto
o discriminatorio , no es necesario señalar de qué
modo afecta los derechos de -la persona; basta
con que sea falso para que el titilar tenga de-
recho a solicitar su rectificación . Basta que se
trate dé un tema sensible para que también el
interesado pueda pedir su supresión . No tiene,
entonces , por qué demostrarse la existencia de
perjuicio alguno porque puede ser eventual y no
actual.

El artículo 3° indica que la formación de ar-
chivos de datos será lícita cuando los mismos se
encuentren debidamente inscriptos en el re-
gistro habilitante y cuando observen los princi-
pios establecidos en el presente proyecto y en la
reglamentación que se dicte en consecuencia.
Como está redactado, podría interpretarse que
se refiere a los bancos de datos a formarse en el
futuro y no a los existentes.

la norma del artículo 26 porque conforme a lo
que dispone - su inciso 1° podría interpretarse
que los datos referidos a la solvencia económica
y al crédito de una persona física sólo podrán ser
objeto de tratamiento' cuando fueran obtenidos
de fuentes accesibles al público o facilitadas por
el interesado o con su consentimiento . Es eci-
dente que esa persona , si tiene problemas de in-
cumplimientos , difícilmente brindará esa- infoor
mación o prestará su consentimiento para tal fin.
Ello, conto sostienen las entidades a las que hice
alusión , provocará un encarecimiento o restric-
ción del crédito , lo. que no es beneficioso, uná-
xime cuando actualmente se sostiene que la falta
de crédito retarda el proceso de reactivación que
todos deseamos . Por ello , a la luz de lo que dis-
ponen los incisos 2y 4 del artículo 26, considero ,
que la inquietud planteada podría ser tenida en
cuenta en el futuro.

Por otro lado , dejo sentada una disidencia que
es producto de una reflexión posterior a la firma
del dictamen . Considero que los registros,
bancos o archivos de- datos pertenecientes a las
personas físicas o jurídicas dedicadas a la ¿^cti-
vidad periodística deben quedar excluidos del
ámbito de aplicación de la norma en trata-
miento. Por un lado, debe tenerse en cuenta
que no se trata de archivos de datos cuya fina-
lidad sea suministrar informes sobre las personas
físicas o jurídicas , como también sería el caso de
los servicios de información crediticia , sino que
esos registros son simplemente el soporte o el
sustento de' la noticia periodística que se va a
dar.-

Por otro ládo, resalto el peligro que implica tal -
inclusión para la libertad de prensa y la o)nfi-
dencialidad de sus fuentes, en razón de 1,1 po-
sible intromisión que podría producirse por
parte de los poderes públicos en dichos archivos.
Esto podría poner en peligro la imperiosa o cate-
górica disposición del artículo 43 de nuestra
Constitución , que dice: "No podrá afectarse el
secreto , de las fuentes de información periodís-
tica". -

En consecuencia , si bien es cierto que está vi-
gente lo normado en el inciso 1° del artículo 39
del provecto en análisis , sería conveniente man-
tener el criterio ' que se había establecido en el
provecto de ley en revisión , en el que se excluía
del régimen de la presente ley a los registros o
bancos de datos de las personas físicas o jurídicas
dedicadas a la actividad periodística.
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El artículo 44 del texto que consideramos, que
es una disposición transitoria y que establece
que los registros, bases o bancos de datos desti-
nados a proporcionar informes, existentes al mo
mento de la sanción de la presente ley°debera
inscribirse en el registro á habilitarse, entiendo
que es insuficiente porque sólo exigiría a los
bancos o registros de datos existentes la inscrip-
ción pero no la adecuación a su operatoria. Es
decir, la adecuación de su operatoria, al régimen
legal que estamos legislando.

Por ello, creo que podría suscribirse una pe-
queña modificación consistente en agregar entre
"el artículo 21" y "dentro del plazo" un párrafo
que diga "y adecuarse a lo que dispone el pre-
sente régimen".

Señor presidente: estamos por votar un texto
legal, trascendente y necesario. El transcurso
del tiempo y el funcionamiento de la institución
nos dirá si estamos legislando con acierto o si
puede aconsejarse en la experiencia que se viva
las modificaciones concurrentes.

1 -Ocupa la Presidencia el señor vicepresi-
dente e de la Nación, doctor Carlos F. Ruckauf.

Sr. Aguirre Lanaria- Señor presidente:

quierodejar constancia del arduo trabajo que se
ha hecho en la búsqueda de un consenso, más
allá de las coincidencias v disidencias que han
aflorado a lo largo del debate.

En este sentido, ha quedado evidenciado el
común deseo de sancionar el régimen legal que
reglamente una institución novedosa para
nuestro país -no así para otros- que dará res-
puesta a muchos problemas que antes no tenían
solución legal.

Por estas consideraciones, y teniendo en
cuenta las observaciones o disidencias que he ex-
plicado en el curso de mi exposición, adelanto
mi voto favorable en general al provecto que es-
tamos tratando.

Sr. Presidente. -Tiene la palabra la señora
senadora por la Capital.

Sra. Fernández Meijide. - Señor presidente:
celebro que finalmente estemos tratando este
tema en esta Cámara. También celebro las fun-
darnentaciones -diría la filosofía- con que fue
encarado el proyecto.

Al igual que otros senadores que me han pre-
cedido en el uso de la palabra, y cómo consta en
las hojas impresas que están en cada banca,
tengo disidencias respecto de determinados ar-
tículos que en el tratamiento en particular seña-
laré, y espero sean aceptadas.

Dado que el hábeas data tiende a preservar lo$5
derechos de cada uno de nosotros en lo que res-
pecta a los datos sobre nuestra persona y su difu-
sión; dado que el destinatario de este amparo
son los organismos de Estado o privados que,al-
macenan esos datos y que pueden llegar a máni
pularlos, y dado que el objetivo es que cada upo
de nosotros pueda conocer el contenido de esos
datos y, eventualmente, rectificarlos, actual '
zarlos o eliminarlos si siendo datos sensibles Ao$
hacen pensar en alguna forma de discriminación,
este sistema, esta legislación amplia que estamos
elaborando debería apuntar -como creo qué lo '7
indicó el espíritu, de los convencionales que par
ticiparon en la reforma constitucional de 1994-
a garantizar al máximo esos derechos y a limitar
al máximo las trabas que puedan ejercer preci-
samente, esos organismos tanto del Estado como
privados , o a limitar , en todo caso, la posibilidad
de que se inmiscuyan, manejen y manipulen los
datos de nuestra privacidad.

Voy a argumentar por qué he de solicitar la
modificación de los artículos 2°, 12, incis9 b, 17
-por los supuestos vagos y a m_iestro criterio in
constitucionales de defensa de la Nación, orden
y seguridad pública como argumento para no dar
datos o información- y 23.

Ante la argumentación planteada por cuerpos
.legales del Servicio de Inteligencia del Estado
debo decir que nadie en este país quiere fin-
pedir a los servicios de inteligencia, que trabajen.
Al contrario. Estamos a cada rato ante atentados:
a la Embajada de Israel, a la AMIA, y ahora al11
cementerio de La Tablada, para no poner más
que algunos ejemplos. En efecto , estamos exi

-giendo queesos servicios de inteligencia tra-
bajen. En todo caso, si la inexistencia de la ley
de hábeas data no les aceleró la capacidad inves-
tigativa en ese sentido y en estos casos, no veo
cómo en el futuro pudiera trabarla.

Estoy convencida de que el derecho de
ejercer inteligencia para proteger los bienes jurí-
dicos tutelados por el Código Penal debe tener y
mantener un equilibrio con los derechos indivi*
duales. Esto lo exige el derecho republicano de ,
cada uno de nosotros y por eso vamos a pedem:
que se modifique también el artículo 23.

Por lo tanto, adelanto ya mi voto afirmativo
general y, cuando se trate en particular, voy c'
decir cúáles son nuestras disidencias q
pero, sean aceptadas.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra elseño'éi,
fiador por Catamarca.

Sr. Villarroel. - Señor presidente: eti
lugar es casi irresistible la tentaciónde'
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que a tono con la materia que estamos tratando,
este debate se está desarrollando cuasi en la inti
midad y, para quienes gustan de las curiosidades
históricas y además de las coincidencias, aprove-
chando este tono de intimidad, creo que no sería
inoportuno decir que el casamiento de la hija. de
un senador -no aquí sino en Estados Unidos,
en 1890- -fue la circunstancia que originó el por
algunos denominado primer trabajo orgánico
sobre este tan traído v llevado derecho a la inti-
midad. Resulta que la hija del senador Samuel
Warren contrajo matrimonio, y la prensa de la
ciudad de Boston no sólo se ocupó de los detalles
de la boda sino también de otros muchos detalles
de la vida íntima del senador, de su familia d
todos los involucrados en ese acontecimiento so\
cial, lo cual desde luego, molestó bastante al se-
nador,'quienante la emergencia encargó a un fa-
moso abogado, que luego fue ministro de la
Corte Suprema de los Estados Unidos, llamado
Louis Brandeis, que buscara entre ¡os antece-
dentes del common law, para saber si entre usos
precedentes se encontraban algunos principios
derivados de conceptos jurisprudenciales que le.
sirvieran de"escudo protector contra esa introomi-
sión de la prensa en su vida privada.

Allí surgió ese Mebre opúsculo que, mal tra-
ducido, con una traducción literal que tampoco
hace honor a nuestro idioma, se llama el derecho
a privacidad. La palabra privacidad no existe en
nuestro idioma, podría traducirse como derecho
a intimidad, pero tendríamos que decir, de todas
maneras, que la palabra intimidad tampoco
,abarca.todó lo que el concepto jurídico desa-
rrolló en nuestra Constitución, incluso ante, de
la Reforma de 1994.

Ocurre que hay algún fallo de la Corte Su-
prema de justicia de la Nación que data de 1928,
pero hay otros, como el muy citado de Ponetti
de Balbín, que se basa en las normas por en-
tonces vigentes de la Constitución Nacional para
resguardar este derecho, más allá de que a cri-
terio de algunos constitucionalistas como es el
caso de Carlos Nino, el apoyo de ese derecho de
iintimidad debió estar referido no al artículo 19,
que citan los votos mayoritarios, sobre todo el de
Petracchi, sino al artículo 18 que, al proteger la
inviolabilidad de, la correspondencia, el domi-
cilio, etcétera, a primera vista presenta un sus-
tento suficientemente amplio para la defensa de
este derecho.

Pero más allá de estas glosas, quisiera decir
que seríamos injustos con nuestra derecho pa-
trio si olvidáramos que; en rigor, nosotros te-
nemos un artículo como el 19, de una belleza
que se destaca dentro de un texto que se ha ca-
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racterizado precisamente por la galanura de su
lenguaje y que, además, se remonta a los orí-
genes de nuestro derecho patrio porque ya es-
tuvo incluido en el Estatuto de 1815, luego en el
Reglamento Provisorio de 1817, casi con el
.mismo texto, en la Constitución de 1819, en la
de 1826 y luego pasó a la de 1853. Se trata de
aquello de que las acciones privadas de los hom-
bres que no ofendan el orden y la moral pública
ni perjudiquen a un tercero están sólo reser-
vadas -subrayo "reservadas"- a Dios y exentas
de la autoridad de los magistrados. Práctica-
mente la norma es inspiración de un sacerdote,
el presbítero Antonio Sáenz.

Esa norma de puesta Constitución tradicional,
la de 1853/1860, presentaba ya en su época un
resguardo mucho más preciso y acabado que el
previsto en el derecho norteamericano, porque
en aquellas latitudes del Norte tenían que recu-
rrir no sólo a los precedentes del recordado
asunto posterior a la boda de la hija de un se-
nador, sino también a algunas normas de la
Constitución de ese país que, en rigor, se refe-
rían de modo bastante indirecto al asunto.

No voy a abusar de la paciencia de mis colegas
ni de la del señor presidente. De manera que in-
tentaré no entrar en una conceptuación general
sobre este derecho, que por otra parte ha sido
materia de una muy prolija y destacable exposi-
ción por parte del miembro informante de la ma-
yoría, el senador por La Rioja. Tan sólo agregaría
que no sólo se trata del derecho al resguardo a
quedarse á solas, como decía Cooley, al res-
guardo del honor o de.la dignidad, sino también
del relativo a algo fundamental: la identidad.

La identidad no está conformada exclusiva y
naturalmente por los datos que figuran en los do-
cumentos que proporciona la Policía Federal u
otros organismos sino también con lo que ha-
cemos con nuestra vida, sentimientos, emo-
ciones, cultura; con lo que hacemos con nuestro
proyecto de vida, incluso con nuestra capacidad
de inventarnos. Si no recuerdo mal, Ortega y
Gasset dice que el principal atributo de la verda-
dera persona es su capacidad para inventarse
todos los días; es el mejor ejercicio de la li-
bertad. También Ortega y Gasset dice: "Yo soy
yo, y mis circunstancias". Las circunstancias son
todas estas cosas que nos pasan y que conforman
tambiérklos bancos de datos.

Sería un abuso ciertamente si yo intentase en
este momento repetir los argumentos que ya he
,dado quizá con demasiada extensión en la disi-
dencia que está impresa -que abarca virtual-
mente todo el contenido del proyecto de ley-,
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porque me parece que debo evitar repeticiones
ociosas y porque doy por descontado que el
tenor de esa disidencia , de la que han hecho mé-
rito algunos señores senadores que me prece-
dieron en el uso de la palabra , ha sido leída y
objeto de reflexión por parte de todos mis co-
legas. De modo que no voy a insistir con este
punto. Me remito a las consideraciones -que he
hecho . Adelanto desde ya que esas considera-
ciones no aparecen refutadas con los argumentos
esgrimidos por la mayoría.

Simplemente me voy a limitara señalar cuáles
son los núcleos que fundan esta disidencia de
mayor extensión sobre el proyecto impulsado
por la mayoría.

El primer núcleo de disidencia se refiere a
que tras sentar el proyecto la regla del consenti-
miento para el tratamiento de los datos , entera-

. diéndose por tratamiento el acto de recabar los
datos , de retra lsmitirlos , etcétera , esa regla del
consentimiento resulta claramente desvirtuada,
a nuestro criterio , debido a la amplitud de las
excepciones , que son las contempladas en el ar-
tículo 5°, apartado 2, subapartados a), b) y c) del
proyecto , en cuanto se refieren a datos accesi-
bles al público. Cabría observar aquí que, por
ejemplo, los datos contenidos en el Registro de
la Propiedad Inmueble o en el Registro del Es-
tado Civil son, por principio , accesibles al pú-
blico y no por ello se va a autorizar la difusión de
los datos contenidos en esos registros. Por lo
tanto , en la norma debió hablarse de datos de ac-
ceso irrestricto a fin de que quede bien configu-
rada la excepción.

También forman parte de las excepciones los
datos que recaben los organismos del Estado en
el ejercicio de sus funciones propias, lo cual es
algo demasiado amplio aun con la ola privatiza-
dora y el achicamiento del Estado. Además se
contempla el caso de los datos personales que se
puedan obtener en registros públicos, en,donde
se incluyen, por ejemplo, algunos datos que mu-
chos pueden tener interés en que no se co-
nozcan, como.ser el número de teléfono a fin de
no ser importunados demasiado a menudo.

El otro -núcleo de disidencias se refiere a la
regla sobre tratamiento de datos sensibles, que
padece -igual desvirtuación por la vía de una
norma un tanto curiosa, que es la del artículo 6°,
apartado c), en la cual, mediante la previsión de
que se puedan recabar estos datos distinguiendo
entre respuestas 'obligatorias y facultativas, y
mediante la previsión también de que se pueda
excepcionar el principio, según dice la ley por
razones de interés general autorizadas por otra
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ley, se está abriendo un campo de excepciones
demasiado ancho y, por lo tanto, se está po-
niendo en severa duda la vigencia de la regla.

Lo mismo ocurre con la regla de la incesibi-
lidad, salvo consentimiento, porque según la
norma pertinente del artículo 12, y la remisión a
las excepciones del artículo 5°,'apartado 2, tam-

s

a

bién la regla queda en serio cuestionamiento, y
librada, además, a criterios discrecionales por
parte no sólo de los responsables de los registros
públicos sino también de los privados.

El otro núcleo de disidencias se refiere a la
regla que fija el derecho de acceso del titular de
los datos a los bancos en que estén registrados
sus datos personales. Esta regla tiene una excep-
ción de enorme extensión y es la que hemos cri-
ticado quizás con mayor énfasis, no sólo porque
remite a los datos que la administración del caso
o los organismos de seguridad decidan no dar
-según el artículo- en función de razones de
seguridad, defensa e interés de terceros, sino
también porque, a través de estas excepciones,
la norma deja abierta la posibilidad de, que se
niegue el acceso a tales datos ante 4a eventua-
lidad de que ese suministro pudiera interferir
con investigaciones en curso. Y porque, en defi-
nitiva, también el último apartado de estas ex-
cepciones -ten el artículo 17- posiblemente
debido a un defecto de redacción, pareciera que
incluso limita el acceso cuando se está ejer-
ciendo el derecho de defensa porque dice:
"...sin perjuicio de las excepciones anteriores".

El otro núcleo de disidencias radica en la in-
determinación legislativa de este órgano de con-
tralor, que está reiteradamente aludido en el
proyecto, lo cual es singularmente grave por-
que, si partimos de la base de que ese órgano de
control es el encargado de ejercer la superinten-
dencia sobre el regular funcionamiento tanto de
los bancos de datos públicos como privados, y
que poi ende es el encargado de poner en acción
un derecho individual y una garantía ahora
hecha explícita -porque a mi criterio existía con
anterimidad en la Constitución-, se acentúa el
error de deferir la institución de ese órgano y la
atribución de sus facultades y funciones precisas
de control a una reglamentación ulterior del
"Poder Ejecutivo.

Esto también lo hemos sostenido con cierta
amplitud. No nos parece prudente que la am-
plitud (le un derecho o garantía constitucional
resulte 'ujeta a eventuales restricciones a través
de un órgano administrativo cuyas funciones e
institución va a definir el Poder Ejecutivo.

r

1



6062 CAMARA I)E. SENADORES DE LA NACION Reunión 62"

El último núcleo de disidencias está consti-
tuido por los récaudos que se le imponen a la lla-
mada acción de amparo especial o hábeas data,
no sólo por el hecho bien señalado por el señor
senador por Corrientes de que se exige la men-
ción de un perjuicio o de qué modo los datos que
no se dan o que se pretenden rectificar afectan
los derechos de las personas que se suponen que
están afectadas -es lo que surge del artículo
43-, sino también porque no queda claro qué
es lo que en realidad puede hacer el juez lla-
mado a entender en el amparo cuando el orga-
nismo de seguridad principalmente sc, niega a
dar los datos aduciendo razones de seguridad.
Esto va a ser materia de algunas ulteriores consi-
deraciones, que voy a hacer en el tercero, último
y breve capítulo de esta intervención, que pre-
tendo sea lo más acotada posible.

Para salir un poco de la disidencia tan extensa
v detallada, me parece que hay clase parar
mientes en la cuestión que subyace a todo este
asunto de la garantía del hábeas data, es decir si
tenemos realmente un derecho o no, va que aquí
he escuchado que hay que buscar equilibrio
entre ese derecho y, por ejemplo, los intereses
generales del Estado. Creo que eso es una hete-
rodoxia constitucional porque hay que partir de
la base de que los derechos son precisamente ba-
rreras v limitaciones levantadas para protección
del individuo frente a los intereses del resto, de
la mayoría y aun del propio Estado.

Si lne disculpan, voy a incurrir en uuia lectura,
a lo que nopestoy habituado y para lo cual,
además, tengo dificultades. Del 7 al 9 de junio,
del año pasado tuvo lugar el Primer Seminario
sobre Protección de Datos y Acceso a I:c Informa-
ción, organizado por la Presidencia de la Nación.'
Entre otros expositores, habló el doctor Santos
Cifuentes, un reconocido especialista en el tema
del derecho a la intimidad, la inviolabilidad de
las personas y la autonomía individua+l, que son
todos los valores comprometidos en este asunto.

En la página 35 de dicha publicación dice el
doctor Cifuentes: Las constituciones' se hacen
porque es necesario proteger los derechos fun-
damentales. No son las constituciones las que
crean, protegen, reconocen estos. derechos fun-
damentales, sipo que estos derechos fundamen-
tales, le dan base al carácter constitucional dei
estas normas. Insisto en la frase que dice: estos
derechos fundamentales le dan base al carácter
constitucional de estas normas.

Entonces, la ortodoxia constitucional, el res-,
peto por la ideología liberal, explícita y no implí-
cita en nuestra Constitución Nacional, exige que

retengamos este dato. El derecho individual,
por definición, es una limitación v una barrera
infranqueable frente a los intereses del Estado v
de las mayorías. Incluso esa explicación tiene la
procedencia del control judicial de constitucio-
nalidad.

Dice Carlos Nino, en una obra que debe ser la
última de envergadura que publicara, editada en
1992 y que se llama fundamentos de Derecho
Constitucional, página 481: La única justifica-
ción del Estado y de la coacción que él ejerce es
la preservación y promoción de los derechos in-
dividuales. No hay otros valores que puedan ser
invocados para restringir o suspender tales dere-
chos. La misma noción de derechos individuales
incluye -como se dijo- la de poner límites a la
persecución de objetivos colectivos o considera-
ciones de bien común, por lo .que invocar estas
consideraciones para restringir los derechos im-
plica claramente negar la función limitadora de
los derechos.

Nino, que hace una crítica sólida, profunda
y detallada de nuestra práctica constitucional
-entendiendo por práctica constitucional lo que
deciden los tribunales, aun los superiores que,
dicho sea de paso, han cohonestado desde 1930
hasta aquí la negación del derecho, que es el go-
bierno de facto-, se refiere a algunos de los ar-
gumentos a los que se acude para restringir los
derechos individuales.

Cuando se dice aquello de que no hay dere-
chos absolutos, en realidad, se trata de una ver-
dadera entelequia. ¿Qué significa "absolutos"?
Lo que hay y lo únkío que debe tenerse en
cuenta cuando se,trata de dirimir una cuestión
de esta naturaleza es si existen conflictos entre
derechos, no conflictos entre un derecho e inte-
reses, así sean de la mayoría.

Otro de los conceptos a los que se acude es
que los derechos se tienen conforme a las leves
quedos reglamentan. Eso ha servido más de una
vez -a ciertos tribunales demasiado deferentes
con el poder político para aceptar que las regla-
mentaciones, eri la realidad, desnaturalicen a los
derechos. También se ha sido deferente para con
el poder político cuando se ha acudido a la pree-
minencia presunta del poder de policía de los ór-
ganos políticos del Estado frente a los derechos
individuales . Son todas , no diré algo tan fuerte
como "corruptelas " sino , en todo caso , muestras
de la deficiente práctica constitucional argen-
tina.

Creo que más allá de la honestidad intelectual
y del sincero deseo de instrumentar esta ga
rantía , que descuento ha existido en quienes han.
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impulsado el proyecto y quienes lo apoyan, tal
como está estructurado incurre en este olvido de
la ortodoxia en materia de definición de los dere-
chos individuales y, mucho más, de la garantía
de un derecho individual, congo es lo que está en
juego.

No quiero abundar más en citas, salvo para
sustentar algún punto específico que ha sido ma-
teria de cierto debate, incluso intenso, en el
seno de la comisión -cuya labor, desde luego,
reconozco, compartiendo los conceptos que se
han expresado recientemente-. Y en esta apre-
ciación que hacemos respecto de la vulneración
o el cercenamiento del derecho por la vía de ex-
cepciones amplísimas -particularmente en
cuanto a la reserva de datos de los órganos de se-
guridad o de inteligencia-, desde luego, no
estoy solo.

Hay un artículo del profesor de la Universidad
de Buenos Aires, constitucionalista Carlos Co-
lautti, que se llama Reflexiones preliminares
sobre el hábeas data, publicado en el diario "La
Ley" del 4 de junio de este año, que dice categó-
ricamente: Creo que en ningún caso quienes
manejan los registros pueden negarse a suminis-
trar los datos que solicita la persona a quienes
éstos se refieren. Esto vale para los bancos de
datos tanto públicos como privados.

Se trata de una cita conforme a su opinión, lo
cual es cierto, porque también he consultado
otro artículo publicado por Miguel Angel Ek-
mekdjian, que se llama "El hábeas data en la re-
forma constitucional", publicado en la revista
"La Ley", 1995, Tomo E, página 946, que se re-
fiere precisamente a que no es admisible que se
invoquen razones de defensa nacional o de segu-
ridad, así en abstracto, para fundar una excep-
ción a la obligación de suministrar datos a
quienes los requieren. Y dice también este autor
que otro constitucionalista, que es el doctor Sa-
güés, presenta alguna objeción razonable sobre
este tema cuando dice que en materia de datos
que puedan reservarse por razones de segu-
ridad, de defensa, de orden público, etcétera,
de todas maneras, debe haber en la negativa una
arbitrariedad manifiesta, y que dicha arbitra-
riedad manifiesta puede ser remediada por el
juez al que se convoca para el juzgamiento de la
acción de amparo.

Me pregunto de qué manera el juez del caso
va a estar en condiciones de verificar la razona-
bilidad o la irrazonabilidad de la negativa del ór-
gano de seguridad a suministrar la información,
si precisamente el órgano de información se va a
escudar en la excepción legal, cuya amplitud ya

hemos visto, si se quiere, hasta con exceso. Sizn-
plemeute el,órgano de seguridad dirá que no
puede suministrar el dato y el juez no tendrá la
menos posibilidad de verificar si esa negativa es
razonable porque quizá -ésta es una reflexión
de Perogrullo- no contará con los datos que le
permitan darse cuenta de si realmente está com-
prometida la seguridad o la defensa.

Precisamente Colautti, Ekmekdjian y otros
autore,, como es el caso de Altmark y Molina
Quiroga, en otro artículo publicado en "La Ley"
del 14 de marzo de este año, se refieren específi-
camente al punto y dicen que este tipo de excep-
ciones parecen no tener en cuenta nuestra expe-
riencia reciente y además la proclividad casi
invencible al secreto que tienen estos orga-
nismos de inteligencia, más allá de que sepamos
desgraciadamente todos los argentinos que las
equivocaciones de estos órganos más de una vez
han tenido resultados trágicos y lamentables.

Por ceso, y para terminar, señor presidente,
señores senadores, el grado de mi disenso abarca
un poco más que estas menciones particulares
que están contenidas en el dictamen. Cuestiona
toda ni ¡a filosofía según la cual parece que los de-
rechos individuales en definitiva fuesen conce-
siones del poder al individuo y no al revés; justa-
mente la salvaguarda de los derechos
individuales es la razón de ser del Estado y la
razón de ser de la coacción que ejerce.

En esta cuestión, que es central y funda-
mental radica el origen en rigor de esta disi-
dencia que he venido planteando. Por razones
que son fácilmente comprensibles, si se tiene en
cuenta que la Cámara de Diputados ya aprobó
una iniciativa y que hay un despacho en mayoría
que además cuenta con la cantidad necesaria de
voluntades para dar ejemplo muy claro de cuál
será el resultado de la votación, no he conside-
rado el caso de presentar un proyecto de mi au-
toría.

De todos modos, debo decir -porque estas
cosas no deben quedar en aguas de borraja ni en
indefin aciones - que en cualquier caso hubiere
preferido un régimen legal muy escueto que se
circunscribiera al ejercicio de la acción. Porque
no tengo dudas de que el derecho y la garantía
son plenamente operativos aun sin reglamenta-
ción. Además me parece que en lugar de pre-
tender abarcar en una ley, por más que sea
loable el intento, toda esta realidad jan com-
pleja, tuui cambiante, tan fluida y tan poco expe-
rimentada en nuestro país del poder de la infor-
mática y de la telemática, para afectarnos en
nuestra "mismidad", era más prudente, confiar
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en la discreción y en la prudencia de los jueces
y, sobre todo, no poner las barreras que se han
colocado para que ni siquiera ellos estén un con-
diciones -coino ya lo he dicho- respecto de los
datos obrantes en organismos de seguridad para
verificar si la negativa de acceso o rectificación
realmente está fundada en razones de seguridad,
de defensa o de intereses de terceros.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Salta del Partido Renovador.

Sr. Ulloa. - Señor presidente: cada (tía más
gente sabe más cosas de nosotros, y con el desa-
rrollo de la informática esta información llega a
límites a veces increíbles. De manera que; de al-
guna forma, nos sentimos a la intemperie ante
tanta información que posee el Estado los pri-
vados sobre nosotros.

(Lee:) "En tal sentido, el hábeas data, como
nuevo instituto nacido en el derecho argentino a
partir de la última reforma institucional,, nos
ofrece la posibilidad de garantizar derechos per-
sonalísimos frente a los nuevos avances tecnoló-
gicos que faciliten el manejo y circulación de la
información.

En el derecho comparado, los Estados Unidos
de América fueron sus precursores en 1966 al
dictar el `Freedom of Information Act', norma de
carácter federal por la cual se estableció como
principio que toda información en mano, del Es-
tado es por naturaleza del pueblo. Como conse-
cuencia, el pueblo tiene derecho a conocer qué
información tiene el Estado sobre uno.

Posteriormente, el `Privacv Act', de di-
ciembre de 1974, aumenta los derecb, >s die los
ciudadanos sobre los bancos de datos, incorpo-
rando el derecho de rectificación, de eliminación
y de control de los datos a efectos de ser utili-
zados en los casos previstos para los fines
contemplados.

Asimismo, la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, en su resolución 2.450 del 19 de
diciembre de 1968, invita al estudio de los pro-
blemas planteados por el desarrollo de la ciencia
y la tecnología desde el punto de vista de los de-
rechos del hombre y, en particular, el respeto de
la vida privada de los individuos frente al pro-
greso de las técnicas del registro."

Como bien se ha dicho aquí, el artículo 19 de
la Constitución, que tan sabiamente previó de
alguna manera la privacidad de las personas,
queda en cierta forma superado por la capacidad
de penetración del manejo de la información a
través de la informática.

En pocas palabras, puede concluí, se que la
irrupción y el auge de la computación en los

países desarrollados ha dado cabida constitu-
cional al instituto del hábeas data.

Así, las primeras Constituciones que abor-
daron expresamente el problema generado por
la aparición de la informática sobre los derechos
fundamentales de las personas fueron las de Es-
paña y Portugal. _

En nuestro país, en 1986, la Subsecretaría de
Informática y Desarrollo del Ministerio de jus-
ticia de la Nación presentó un proyecto de ley de
protección de datos personales, no mereciendo
entonces tratamiento ni sanción legislativa.

En el ámbito provincial, el instituto en análisis
fue regulado en varias Constituciones a partir
del proceso constituyente pre y posreformista de
1983-1994. Así lo han previsto en sus textos las
Constituciones de Buenos Aires, Córdoba,
Chaco, Chubut, La Rioja, Jujuy, Río Negro, San
Luis, San Juan, Tierra del Fuego, Catamarca,
Formosa y Salta -esta última, en lo que se re-
fería a datos de información policial-; cada una
de ellas, de distinta manera y con mavor o
menor amplitud.

En todos los casos se concluye que el instituto
del hábeas data, cuyo régimen y reglamentación
estamos tratando, tiene por finalidad esencial ga-
rantizar y preservar la intimidad, honra y priva-
cidad de las personas, derechos éstos que hacen
a la esencia misma del hombre.

De tal manera, la norma a sancionar tiende a
evitar que mediante el uso de la informática (y
me refiero a la informática porque es lo que ha
actualizado el problema) se pueda lesionar el
honor y la intimidad de las personas.

También es cierto que no se necesita la infor-
mática para esto. Mientras estudiaba el pro-
blema no podía dejar de recordar lo que sucedió
en la Alemania nazi, cuando tantos judíos fueron
llevados a la muerte a través de las listas que
existían en colegios, instituciones, sinagogas y
que, en definitiva, terminaron en manos del Es-
tado para condenar a tanta gente.

No existía entonces el hábeas data, pero tam-
poco se respetaban los derechos de las personas
qué, por cierto, no necesitan ser creados por las
Constituciones sino que son propios de la natu-
raleza humana.

Creo que el proyecto en tratamiento cumple
con buen criterio los objetivos planteados por el
artículo 43 de la Constitución: acceder a la infor-
mación, conocer su finalidad, rectificarla, actua-
lizarla, suprimirla, asegurar su confidencialidad.

Considero que este proyecto es perfectible y
no puedo dejar de compartir la preocupación ex-
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presada en este recinto con respecto a las excep-
ciones contenidas en el artículo 39, que permite
a los que tienen banco de datos a ol onerse al re-
querimiento de los jueces. Esto no deja de ser
preocupante.

Con todo, estimo que en esta sesión estamos
realizando un avancé importante al legislar sobre
este derecho previsto en la Constitución.

En conclusión v adelantando mi voto favo-
rable en general al proyecto en tratamiento,
cabe decir que al legislar sobre el instituto del
hábeas data estamos -en concordancia con el
precepto constitucional- reglamentando la ade-
cuada relación entre una justa protección de los
derechos, principalmente a la intimidad, y la po-
sibilidad del uso de los sistemas de automatiza-
ción .

Sr. Presidente . - Tiene la palabi a el señor se-
nador por La Pampa, de la Unión Cívica Radical.

Sr. Berhongaray . Señor presidente: deseo
formular algunas breves consideraciones sobre
el instituto que estamos tratando de reglamentar
y que responde, como bien dijo Alvin Tofller, a
uno de los reclamos de esta generación que prác-
ticamente viene a ser la última de algo así como
una edad que se fue.

Seguramente, cuando los que vengan escriban
la historia de la humanidad, además de las
épocas clásicas que nos enseñaron nuestros
maestros, después de la Edad Contemporánea,
hablaremos de la Era o Edad Tecnológica.

Es difícil ser contemporáneos y hablar de
nuevos tiempos; pero es tan espectacular la evo-
lución, el cambió y el,progreso que se han dado
en el área de la tecnología que quizá como la es-
tamos viviendo no lo alcanzamos a apreciar debi-
damente. Basta decir que, el conocimiento se du-
plica cada dos años.

Hablar del conocimiento es hablar del poder;
hablar del poder es hablar del saber y hablar del
saber es hablar de estas nuevas formas de domi-
nación que existen en el mundo.

Históricamente el poder y el saber estaban
concentrados en el Estado. El secreto de Es-
tado; el manejo de la información que tenían los
estados hacía que aumentara el poder del Estado

.sobre los individuos.

Hoy los poderes están compartidos. Y quizás
los poderes del Estado no serán los mayores de
los tiempos que vivimos y que vendrán. Los po-
deres particulares avanzan sobre los del Estado.
Y con el acompañamiento y el desarrollo de la
informática nos encontramos en un mundo im-
pensado hasta hace pocos años incluso por noso-

tros mismos; ni pensar por nuestros padres. No-
sotros somos mucho más parecidos a nuestros
padres -y nuestros padres a sus abuelos- que
a nuestros hijos. Y en mayor magnitud sucederá
lo mismo con los hijos de nuestros hijos.

Este cambio es espectacular, y tenemos que
adecuarlo con institutos legislativos que per-
mitan, en esta lucha permanente del individuo
frente al poder, resguardar a la parte más débil,
que es el individuo.

Hace pocos días estaba analizando el fantástico
incremento del desarrollo de las AFJP en Chile.
En pocos años el poder de concentración de ca-
pital de las AFJP en Chile equivale al 40 por
ciento del producto bruto interno de dicho país.
Y está previsto que para el 2005, es decir dentro
de muy pocos años, los capitales que concentren
las AFJP estarán en el orden del 80 al 90 por
ciento del producto bruto de Chile.

Esto nos hace pensar que seguramente este
proceso se va a repetir en la Argentina, donde
además las AFJP, que ya tienen concentrados 5
mil millones de dólares de recaudación en
apenas dos años, van a incrementar sus recauda-
ciones a través de las ART. Y si a esto le agre-
gamos el hecho de que en su mayoría los dueños
de las AFJP son los dueños de los principales
bancos, observaremos que el poder financiero es
tremendo en su incremento. Y yo diría que el
poder del Estado cada vez se empequeñece más
frente al poder de los particulares.

Realmente esto que hoy estamos tratando ha
sido tema de preocupación prácticamente en
todas las legislaciones más avanzadas del mundo
y, como bien se dijo acá, en las últimas constitu-
ciones provinciales. Y se ha puesto empeño en
tratar de limitar esta enorme concentración de
poder que se está realizando y concretando para
los tiempos que vienen.

Como decimos siempre, "saber fue poder". Y
este inmenso poder que deviene de la informá-
tica, sumado a la enorme concentración del
poder financiero, hace que quizás con bastante
pesimismo tengamos que analizar incluso la fun-
ción nuestra -de los que nos decimos represen-
tantes del pueblo-, de los partidos políticos y
de las instituciones, que no están directamente
vinculados con estos grandes sectores de con-
centración de poder.

Porque así como el individuo está cada vez
más desprotegido frente al poder económico y a
la concentración de la información, también cada
vez será mayor la posibilidad que tengan estos
representantes del poder financiero e informá-
tico de poner sus legisladores y su gobierno.
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Y si a esto le agregamos el poder de los multi
medios, nos vamos a encontrar con una gran
concentración de poder. Y seríamos absoluta-
mente irresponsables si observando, previendo
v .conviviendo con esa situación no hiciéramos
nada para tratar de resguardar, al menos dentro
de nuestras posibilidades, los derechos de los in-
dividuos.

Por ello, me parece que fue un acierto del
constituyente de 1994 incorporar el derecho dte
hábeas data en el tercer párrafo del artículo 43,
Así como hábeas corpus es que tengas tu cuerpo,
hábeas data es que tengas tus datos, que sepas
qué se sabe de vos y de cada uno de nosotros ,
que se establezcan limitaciones a esta transfe-
rencia v a esta manipulación del poder 'que se
puede hacer a través de la informática.

Aquí se ha hablado de los derechos protegidos
por estos institutos. Somos conscientes de que a
veces, a través del mal uso de la informática v
del manejo de los datos que en ^ella se pueden
llegar a manipular, puede arribarse a algo atií
corno a la muerte civil. Hace pocos meses estux (:)
de moda aquí' la película La Red, en la que u
protagonista, Sandra Bullock, era una persona
que trabajaba en el manejo de datos. Precisa-
mente, al descubrir una red informática delio -
tual observó que su propio registro había sido
vaciado y desnaturalizado. Entonces, cuando
quiso regresar a los Estados Unidos -cabe
aclarar que la película era de origen norteamei i-
caño-, se encontró con que no podía ingresar
porque en los registros de datos de migraciones
figuraba como delincuente, corrupta y prosti-
tuta. Era su muerte civil. Finalmente, tuvo que
iniciar una carrera desesperada para tratar de re-
vertir esa situación.

Muchas veces, a través de estos datos -que
pueden parecer un poco triviales-, encon-
tramos la explicación cabal de la gravedad (le
ciertos temas de los tiempos que vivimos y nos
enfrentamos a la necesidad de regularlos. Más
aún, llegamos a la conclusión de que en estos
temas es razonable exager$u-, si es necesario, a
favor del individuo.

Ayer observé las propuestas de modificaciones
al artículo 26, formuladas por distintas entidades
financieras. Seguramente, como toda propuesta,
tienen su cuota de razonabilidad. Ante la ar,,t;u-
mentación de que una limitación en el registro
de datos crediticios vinculados con el sector fi-
nanciero podría llegar aproducir un encareci-
miento del crédito v frente al otro valor jurídico
en juego, que es la defensa de la intimidad de los

más débiles, ni lo pienso, ni lo pensarnos: aun a
riesgo de que haya que pagar un punto más de
interés debe prevalecer el interés de los dere-
chos de cada persona sobre eventuales, no pro-
bados y quizás dudosos argumentos desintereses
patrimoniales.

Por ello, considero que'es un acierto haber in-
corporado en este instituto el derecho de re-
cabar no sólo los datos públicos sino también los
de registros privados porque, como se decía
hace un momento, es muy probable que dentro
de poco tiempo estos últimos sean los princi-
pales.

Asimismo, considero que también es razo-
nable la legislación que se estableció a través del
recurso de amparo. Fíjense que uno de los
temas donde mayormente no ha habido grandes
fisuras en la legislación comparada ha sido la res-
tricción a los datos en los registros que existan en
organismos públicos por razones de defensa o de
seguridad. Pareciera ser que eso debería ser el
punto central: el individuo frente al Estado,
queriendo saber qué sabe el Estado de cada uno
de nosotros. Pero ésta no ha sido la principal
preocupación en el derecho comparado, quizás,
porque se estaban dando.cuenta de que los prin-
cipales registros que en el mundo que se viene
pueden limitar los derechos del individuo son
los registros particulares y no los públicos, preci-
samente por este corrimiento que hay del sector
público al privado. De todos modos, creemos
que este tema no está bien resuelto en el des-
pacho de la mayoría.

En el artículo 26 del proyecto que se presenta
en disidencia se establecen mecanismos que li-
miten la denegatoria de los organismos que al-
macenan datos cuando ella está motivada en ra-
zones de seguridad o de defensa. No basta la
denegatoria; tiene que ser razonada y razonable,
tiene que basarse en la posibilidad de que con
esta información se esté poniendo en peligro real
-no general- la seguridad o la defensa. Tam-
bién procede en el caso de que se entorpezca
urda investigación concreta, real -no genérica-
y que comprometa, realmente, la seguridad o la
defensa.

Por eso, la redacción 'del artículo 26 lo esta-
blece claramente: "1. Los titulares de los fi-
cheros de datos de las fuerzas armadas, fuerzas
de seguridad, cuerpos policiales, y organismos
de inteligencia, podrán denegar el acceso
[aceptamos la posibilidad de la denegación], la
rectificación v la cancelación de los datos de ca-
rácter personal obrantes en los mismos, en el su-
puesto en que tales acciones puedan ocasionar
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un daño significativo [no cualquier daño] a la
defensa nacional oa la seguridad interior del Es-
tado.

"No obstante, deberán en cualquier caso per-
mitir el acceso: a) Al particular que estuviera
sujeto a experimentar restricciones actuales en
sus derechos.

Si esa información implica restricciones inme-
diatas a sus derechos, aquellos titulares de regis-
tros públicos deben, aunque se estén afectando
la seguridad y la defensa, salvo que sea una cues-
tión inmediata, permitir acceder a los datos con
la única excepción de investigaciones policiales o
judiciales en curso. Y se agrega que deberá, no
obstante, brindarse pleno acceso a los registros
en cuestión, en la oportunidad en que el afec-
tado deba ejercer su derecho de defensa. Toda
resolución de denegatoria debe ser fundada y
notificada al afectado. El afectado a quien en
forma arbitraria se denegare el ejercicio de los
derechos mencionados anteriormente, podrá in-
terponer, dentro del décimo día de notificada la
denegatoria, la acción de amparo prevista por la
presente ley. Es decir que, aun en estos casos,
creemos que se ha legislado con mentalidad de
tiempo pasado.

Queremos que en esta vieja lucha entre el in-
dividuó y el Estado, salvo razones especiales o
excepcionales, se legisle para la parte más débil;
es decir, el individuo.

Otro tema al cual quiero referirme breve-
mente, por cuestiones de horario y porque se
han dado la mayor parte de los fundamentos que
uno podría llegar a señalar a través de buenas ex-
posiciones que hemos escuchado, es el vincu-
lado al texto que se refiere a la protección de las
fuentes de información del periodismo.

Dice Germán Bidart Campos que "el derecho
al silencio o a no expresarse necesita vincularse a
un tema muy importante, cual es el secreto pro-
fesional -del sacerdote, del abogado, del iné-
dito, [del periodista] -. La relación de confiden-
cialidad 'entre el profesional y el cliente exige
que con respecto a ambos se respete suficiente y
razonablemente lo que el primero conoce del se-
gundo dentro de aquella relación como una
forma del derecho al secreto, que hace parte no
sólo de la libertad de expresión -en su faz nega-
tiva de derecho a no expresarse-, sino también
del derecho a la intimidad o privacidad; el. de-
recho al silencio también resguarda razonabl -
mente, en relación con el derecho a la inform-
ción, el secreto o la reserva sobre las fuentes de
'información periodísticas".

Gregorio Badeni nos dice que en la relación
t strecha que media entre el secreto profesional
v la libertad de expresión debe resguardarse el
derecho del periodista. En efecto; el derecho
del periodista no es lo mismo que el derecho de
la empresa periodística. El periodista tiene de-
recho a reservar las fuentes frente a su em-
pleador, quien no puede exigir al periodista que
revele el origen de esas fuentes, porque estaría
desnaturalizando, este precepto constitucional.
Me refiero al derecho que tiene el periodista
frente a su empleador, a los terceros y las autori-
dades públicas o judiciales, pero también al
deber -y quiero recalcar esto- que tiene el pe-
riodista de no revelar públicamente la fuente de
la información recibida en forma confidencial.

Todo derecho trae aparejado, como contra-
parte, .un deber. Cuando un periodista recibe en
forma confidencial una información tiene el
deber, correlativo al derecho de reserva de las
fuentes, de no revelar esa información confiden-
cial.

Ahí estamos encontrando gel justo medió en la
regulación de este instituto que ha sido incorpo-
rado como artículo 43 de la Constitución Na-
cional en la última reforma de 1994.

El secreto de la fuente de información perio-
dística cede ante causas penales en dos casos:
cuando la información haya sido obtenida por
medios ilegales por parte del periodista o cuando
la información no haya sido obtenida en el ejer-
cicio auténtico de la profesión. Si alguno de estos
supuestos se demostrara, frente a un requerí-
miento judicial cedería el derecho a la reserva de
las fuentes.

Finalmente, v sin el ánimo de reiterar lo que
va se ha señalado con respecto a la reglamenta-
ción de estos institutos, voy a referirme sola-
mente a la autoridad de aplicación. El órgano de
control no puede ser el mismo Poder Ejecutivo.
Desde mi punto de vista, la sana lógica rechaza
el hecho de que el controlado y el controlante
pertenezcan al mismo poder. La mayor parte de
los registros públicos -si no todos- dependen
del Poder Ejecutivo: dependen de los servicios
(le inteligencia, que dependen del Ejecutivo; o
de la Policía Federal, que depende del Ejecu-Y
tivo; o de la DGI, que depende del Ejecutivo;
en fin, dependen de los distintos organismos que
dependen del Poder Ejecutivo . Y me parece que
no es razonable que sea el propio Póder.Ejecu'-
tivo el que actúe como órgano deicontrol.,

En ese sentido, coincido con la sanción, utá-
nüne de la Cámara de Diputados, que estableció
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que el órgano de control sea el ombudsman, que
funciona en esferas del Poder Legislativo Si
bien en la ley que reglamentó el instituto no se
encuentra asignada esta función -como no
podía ser de otra manera-, por el principio de
que el controlante no puede estar en la esfera
del controlado, y toda vez que no tenemos nece-
sidad ni es conveniente que se sigan creando
nuevas instituciones burocráticas, cuando preeci-
samente la tónica que nos reclama la gente es
que achiquemos los aparatos burocráticos y que
apliquemos mejor los que ya tenemos, no nos
parece razonable que, sujeto a la reglamenta-
ción, se cree un órgano de control en esferas del
Poder Ejecutivo.

Con estas pequeñas observaciones quio>ro
poner de manifiesto la satisfacción por la crea-
ción del instituto que hoy vamos a sancionar,
aunque no coincida plenamente con la regla-
nmentación.

Oportunamente hemos señalado que tenemos
disidencias parciales, pero creemos que es un,
paso adelante, a tono con las legislaciones que en
este mundo nuevo se están planteando y que no-
sotros incorporamos en la sanción unánime de
este instituto que realizó la Convención Consti-
tuyente en 1994.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por -Formosa, de la Unión Cívica Radical.

Sr. Maglietti . - Señor presidente: ante las ex-
posiciones medulosas de los señores senados es
de nuestra bancada, el senador López, miembro
informante, el senador Villarroel v el senador
Berhongaray, tan sólo voy a hacer algunas consi-
deraciones y a poner énfasis en algunos aspectos
que son fundamentales, a los efectos de ser lo
más breve posible. En este sentido, tengo que
preguntarle al miembro informante por la rna-
yoría cuáles fueron los motivos que hicieron que
se formulara este despacho y no se atuvieran a la
sanción dictada por la Cámara de Diputados,
sanción que respeta la Constitución y que podía
ser perfectamente apoyada por la Cámara de Se-
nadores, tal vez con algunas pequeñas modifica-
ciones, pero, evidentemente, sin adolecer de los
gravísimos defectos que tiene el despacho de la
mayoría. Y digo "grávisimos defectos" porque,
como bien lo dijeron los senadores López y Ber-
hongaray cuando se refirieron a ese órgano de
control, a él se le dieron facultades exorbitantes
e inconstitucionales,- ya que ese órgano tiene a
su cargo la inscripción de los registros, el control
-de todos los bancos de datos y puede exigir
-hasta ese extremo llega- los programas V.
otros elementos, lo que es sumamente grave. A

Reunión 62'

este punto me voy a referir luego en forma más
detallada. Se le dieron facultades para juzgar y
sancionar, para querellar, violando las facultades
del ministerio público en lo que se refiere a la
acción pública y violando las facultades del per-
judicado, porque el querellante particular, si ha
sido perjudicado, es el que-tiene el derecho a ser
querellante y bajo ningún punto de vista a este
órgano de control se lo puede transformar en
parte querellante.

-Se llama para votar.

Sr. Maglietti . - Señor presidente: voy a sus-
pender mi exposición a los efectos de esperar y
saber qué está sucediendo.

Sr. Presidente . - ¿En qué sentido, señor se-
nador? -

Sr. Maglietti . - ¿Debo esperar, o prosigo con
la exposición? -

Sr. Presidente . Por supuesto. Estoy lla-
mando para votar porque usted es el último
orador, y aunque todavía. tiene mucho tiempo,
quiero que cuando usted termine tengamos a
todos los senadores aquí sentados. Continúe.

Sr. Maglietti . -Entonces, tenemos que este
proyecto de la mayoría es peligroso para la de-
mocracia. Porque este órgano decontrol -como
dije- se transforma en un órgano todopoderoso
que tiene facultades legislativas, ya que en el ar-
tículo 29 se lo faculta para dictar normas y regla-
mentaciones, además de las facultades que se
otorga al Poder Ejecutivo -por el artículo 43-
de reglamentar la presente ley. Además, el pro-
yecto viola el artículo 76 de la Constitución,
porque ese artículo prohibe la delegación de fa-
cultades legislativas al Poder Ejecutivo. Y viola
el artículo 99, inciso 30 de la Constitución, que
dice que el Poder Ejecutivo no puede emitir dis-
posiciones de carácter legislativo bajo pena de
nulidad. Por otra parte, se le han dado facultades
que implican controlar, juzgar y aplicar san-
ciones en el artículo 31. Deniega en el artículo
32, inciso 2, la inscripción de los solicitantes sin
ningún recurso ante la justicia; aplica en el ar-
tículo 31 apercibimientos, suspensiones y multas
hasta 100.000 pesos. Además, puede realizar
clausuras o cancelación de autorizaciones de ar-
chivos. Es decir, como bien se ha dicho -aquí, es
juez y parte, sin poder el afectado recurrir ante
la justicia. Ello constituye una flagrante viola-
ción del artículo 18 de la Constitución Nacional.

Quiere decir éntonces que este dictamen en
mayoría implica de acuerdo con el artículo 29,
inciso c), la concentración de todos los registros
y bancos de datos que haya en el país, sean pú-
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blicos o privados: por ejemplo los datos conte-
nidos en los padrones electorales, la información
de los registros civiles, de la propiedad inmobi-
liaria, de la Dirección General Impositiva, del
Registro del Automotor, de la Policía Federal y
de las policías provinciales, de los colegios y uni-
versidades, sindicatos, obras sociales, clubes,
servicios médicos, compañías de seguros,
censos, etcétera. La posibilidad de interconectar
y cruzar estos datos le permitirá tener la infor-
mación completa de una persona.

Esa práctica no está admitida en ninguna na-
ción democrática del mundo. Según lo previsto
en este despacho, vamos a tener el privilegio de
ser la primera nación del mundo que tendrá un
organismo de control con facultades para con-
centrar todos los bancos de datos.

Quiero traer un ejemplo. En los Estados
Unidos, cuando se pretendió unificar el número
de seguridad social con el de la licencia de con-
ducir se produjo un verdadero clamor popular
que abortó la iniciativa, porque se consideró que
la concentración de datos de una persona
-como bien lo dijo el senador Berhongaray en
su exposición- implicaba un serio riesgo para la
democracia. Ese aspecto no se ha tenido en
cuenta en la iniciativa en consideración, porque
si se lee con detenimiento el dictamen de la ma-
yoría, como bien lo explicó el senador López, se
crea un superórgano que es un verdadero pe-
ligro para el ciudadano, porque se puede invadir
la privacidad, arrasar con los derechos personalí-
simos de la Constitución y posibilitar los abusos
del Poder Ejecutivo en el caso de que ese poder
quiera hacer uso de esos bancos de datos. Hay
que tener en cuenta que se trata de bancos de
datos que cada vez se van perfeccionando más,
dado el avance de la tecnología.

De esa manera, el Poder Ejecutivo v los ór-
ganos interesados pueden tener una radiografía
total de una persona. Podrán conocer su nacio-
nalidad, sexo, estado civil, situación económica v
financiera, religión, inclinaciones sexuales, fa-
milia, costumbres, ingresos, necesidades, difi-
cultades, etcétera. Podrán conocer incluso las
intimidades de las personas. Esa facultad puede
ser utilizada para presionar a las personas y
chantajearlas. O sea, puede ser usada en un es-
quema de dominación, aunque algunos puedan
decir que tal vez estemos exagerando.

Pero fíjense lo que dice "La Ley" en un tra-
bajo sobre el hábeas data en la reforma de la
Constitución escrito por el doctor Miguel Angel
Ekmekdjian: Estos datos, de acuerdo con la
nueva tecnología informática, pueden ser inter-
conectados y cruzados, con lo que se tiene un
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total perfil de la persona buscada, invadiendo su
ái u bito de privacidad, algo así como una radio-
gi afía total que nos acerca a la sociedad asfixiante
descrita magistralmente por Orwell en su novela
1 x)84.

Sto lo digo yo, señor presidente; lo dice una
revista autorizada. Fíjese entonces la gravedad
que tiene este proyecto de ley, que va a permitir
la concentración de todos los bancos de datos y
registros del país y que, evidentemente, consti-
tuve un hecho antidemocrático. Es un hecho
que los señores senadores deben analizar con
detenimiento porque, lógicamente, estamos aún
a tiempo de subsanar este problema, introdu-
ciendo las modificaciones necesarias o ajustán-
douos a la sanción de la Cámara de Diputados,
en la que se establece un órgano de aplicación
autónomo, cual es el Defensor del Pueblo,
además de la reglamentación que debe ser efec-
tuada en el ámbito del Poder Legislativo.

En el artículo 31 del proyecto que estamos
considerando se aplican sanciones ' tales como
suspensión, multa, clausura, cancelación y nega-
ción de inscripción. Me pregunto en qué casos,
seiior presidente, porque la ley no lo dice.
¿Quién lo va a decir? ¿La reglamentación? ¿La
que dictará el Poder Ejecutivo conforme al ar-
tículo 43 o la que dictará el órgano de control, de
acuerdo con el artículo 29?

Pienso -y creo que lo mismo pensarán todos
los señores senadores - que es la ley la que debe
fijar esos puntos. No podemos dejarlos librados a
la reglamentación porque se estarían violando
los artículos i 6 v 99, inciso 3, de la Constitución,
colijo dije anteriormente, además de los ar-
tíctulos 11 y 12 del Pacto de San José de Costa
Rica.

I?s indudable que el despacho en mayoría se
ha transformado, también, en un proyecto de
modificación al Código Penal. Y creo que en un
provecto de esta naturaleza no se pueden intro-
du(ir, en forma apresurada, modificaciones al
Código Penal porque, evidentemente, se co-
meten gravísimos errores, como los que se co-
metieron en otros aspectos de este despacho en
mayoría.

Si hacemos un análisis rápido podremos ver
que se modifica el Código Penal a través de la
creación de una nueva figura delictiva dentro del
Título II de' dicho ordenamiento, relativo a los
delitos contra el honor, en el cual están conte-
nidos los delitos de calumnia e.injuria . Incurre
en el delito creado por el dictamen de la mayoría
quin insérte, o haga insertar maliciosamente,
datos falsos en un archivo, artículo 32, que
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agrega al Código Penal el artículo 117 bis, in-
cisos 1 y 2.

En consecuencia, si el hecho constituve un
delito, va está legislado a través de las figur.ts de
calumnia e injuria. Y si tal conducta no encuadra
dentro de ninguno de estos dos delitos, es decir,
si esos datos insertados son inofensivos, no existe
delito. Me pregunto entonces cuál es la razón
para crear esta nueva figura delictiva, que no
tiene ningún asidero jurídico.

Esta norma debe ser eliminada, al igual que el
artículo 117 bis, inciso 3, que aumenta la pena
cuando el hecho deriva en un perjuicio personal.
En efecto, esto ya se encuentra. legislado,
porque cuando existe delito de calumnia e in-
juria, el afectado puede pedir la indemnización
del perjuicio provocado de acuerdo con el ar-
tículo 29 del Código Penal; y si no existen tales
delitos, también puede pedir la indemnización.
correspondiente cuando se ha provocado un
perjuicio por aplicación de la norma del artículo
1.071 bis del Código Civil. Dicha norma de-
fiende los derechos individuales al establecer:
"El que arbitrariamente se entrometiere en la
vida ajena, publicando retratos, difundiendo co-
rrespondencia, mortificando a otro en sus ^os-
tumbres o sentimientos, o perturbando de eual-
quier nodo su intimidad, y el hecho no fuere un
delito penal, será obligado a cesar en tales aet ivi-
dades, si antes no hubieren cesado, y a pagar
una indemnización que fijará equitativamente el
juez, de acuerdo con las circunstancias; además,
podrá éste, a pedido del agraviado, ordenar la
publicación de la sentencia en un diario o. perió-
dico del lugar, si esta medida fuese procedente
para una adecuada reparación".

Sr. Presidente. -¿Terminó, señor senador?

Sr. Maglietti. - No, señor presidente; estoy
escuchando las conversaciones de los señores se-
nadores justicialistas.

Sr. Cafiero. -Y radicales.

Sr. Presidente. - No sólo justicialistas.

Pido a todos los señores senadores que escu-
chen al orador.

Continúa en el uso de la palabra el señor se-
nador por Formosa.

Sr. Maglietti. - Además, en el proyecto de la
mayoría se fijan excepciones, que, corno bien se
ha dicho aquí, son peligrosas porque implican
negar el hábeas data establecido en el artículo 43
de la Constitución.

Precisamente, el hábeas data tiene como fin
terminar con los abusos del poder y con el nta-
nejo irregular de información sobre personas
:que siempre hace, el Estado, so pretexto de pco-
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tección de la defensa, el orden y la seguridad,
fundamentos con los cuales generalmente se
niegan los derechos consagrados en el artículo
43.

El senador Villarroel hizo una exposición bien
fundada de este aspecto, de manera que no voy a
insistir al respecto. Sólo diré que considero que
todas estas excepciones tendrían que ser dero-
gadas porque significan un desconocimiento del
hábeas data.

Por otra parte, quiero traer a colación una
frase dé un artículo que escribió en "La Lev" el
doctor Miguel Angel Ekrnekdjián con fecha 15
(le noviembre de 1995. Dice lo siguiente: Este
instrumento tiende a proteger al individuo
contra calificaciones sospechosas incluidas en re-
gistros, especial ni ente estatales, cuando tam-
bién pueden serlo privados, que sin darle de-
recho de contradecirlas pueden llegar a
perjudicarle de cualquier modo, por ejemplo,
las famosas listas negras, tan populares hace
unos anos en el país.

De la misma manera, pienso que el hecho de
que se especifique que se pueden plantear los
pedidos de informes en un lapso no menor de
seis meses también limita el derecho constitu-
cional.

Quiero leer palabras de Alberdi, porque des-
graciadamente, so pretexto de reglamentar un
derecho constitucional, con el provecto de la
mayoría lo estamos deformando, modificando y,
en definitiva, negando. En las "Bases", página
247 de la edición que tengo aquí, Alberdi decía
lo siguiente: No basta que la Constitución con-
tenga todas las libertades y garantías conocidas.
Es necesario, corno se ha dicho antes, que con-
tenga declaraciones formales (le que no se dará
ley que con pretexto de organizar y reglamentar
el ejercicio de esas libertades las anule y falsee
con disposiciones reglamentarias.

¡Qué sabio era Alberdi, señor presidente!
Prácticamente, estaba pronosticando lo que nos
iba .a pasar a los argentinos, es decir, que me-
diante el pretexto de reglamentar derechos
constitucionales los estamos negando y descono-
ciendo. Eso es lo que pasa con el dictamen de la
mayoría que no es un provecto de hábeas data
sino una reglamentación de los archivos o bancos
de datos y se están negando y desconociendo de-
rechos constitucionales, como consecuencia de
lo cual no debe ser aprobado. Hay que darle
preferencia, sin lugar a dudas, a la sanción de la
Cámara de Diputados, que también, más que
reglamentar el hábeas data reglamenta los
bancos de datos, pero se ajusta a la Constitución.



1
23 de octubre de 1996 CAMARA DE SENADORES DE LA NACION

Esa sanción de la Cámara de Diputados puede
tener algunos párrafos para ser corregidos, pero
son de menor importancia.

El provecto incluye en el artículo 28 un orga-
nismo de inscripción, que es el Registro General
de Protección de Datos, que está dentro del ám-
bito del Poder Ejecutivo. Sabiamente, la inicia-
tiva de la Cántara de Diputados establece en el
artículo 38 que el órgano de aplicación será el
Defensor del Pueblo. Es decir que el órgano de
aplicación sale de las esferas del Poder Ejecutivo
y pasa a un órgano que es autónomo y que cons-
tituve una garantía va que es el encargado de
defender los derechos de las personas.

Por lo tanto, la sanción de la Cámara de Dipu-
tados establece sabiamente que el órgano de
control y de aplicación es el Defensor del
Pueblo, De esa manera también se cumple con
lo que expresara el señor senador Berhongarav:
que no debemos aumentar la burocracia sino
tratar de disminuirla.

Por otra parte, lo más lógico es que los ór-
ganos adecuados para aplicar esta ley sean autó-
nomos. Bajo ningún punto de vista podemos
tener un órgano de control dentro del ámbito del
Poder Ejecutivo al que, al mismo tiempo, se dan
atribuciones y facultades que son violatorias de
la Constitución, como se dijera en este recinto.

Para terminar, la sanción de la Cámara de
Diputados en el artículo 38 establece que la re-
glamentación va a ser dictada por la comisión bi-
cameral. Es decir que queda dentro del ámbito
del Poder Legislativo. Nle pregunto qué motivos
pudiéron existir como para no apoyar esta inicia-
tiva de Diputados, que se ajusta a la Constitu-
ción. Por otra parte, qué motivos pudieron
existir para elaborar un provecto como el (le la
mayoría, al que no podría haberse hecho más in-
constitucional aunque uno lo hubiera querido.
No hay artículo sobre garantías personales que
no se viole con este provecto.

Quiero decir a los señores senadores de la ma-
yoría que los diputados de la Nación han.legis-
lado con fundamentos claros y han aplicado la
Constitución como corresponde. Los senadores
debemos seguir esa línea, que es la correcta. Por
eso creo que lo mejor que podemos hacer es
aprobar la sanción de la Cámara de Diputados.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Entre Ríos.

Sr. Alasino . - Es para una intervención muy
breve; señor presidente.

En primer lugar, quiero repetir que en el gé-
nero "amparo", el hábeas data es una de las espe-
cies que protege el derecho a la intimidad.
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Además, los artículos 18 y 19 de la Constitución
encuentran en el hábeas data uno de los corre-
latos más importantes para el funcionamiento de
la democracia.

t [aber llegado a madurar este instituto y a in-
troducirlo en la Constitución v a tratar hoy un
provecto que, prácticamente, es el resultado del
consenso de los sectores políticos, es un símbolo
y un signo de la madurez de los argentinos, que
pasamos por momentos muy difíciles y en otras
épocas estuvimos en -listas más o menos negras y
supimos de las persecuciones y de los datos que
no controlábamos. Cualquier servicio de infor-
mación -público, privado, policial o parapoli-
cial- tenía datos que, de alguna manera, no sólo
nos hacían sentir inseguros' y perseguidos sino
que creaban un sentimiento de indefensión, que
creo que con este proyecto corregimos.

Sin embargo, tengo algunas observaciones
q,¡e realizar con respecto a esta iniciativa.

El proyecto de mi autoría debe haber sido el
primero que ingresó en este Senado; no sé si en
el Congreso. En aquella' oportunidad inc ani-
nlaba, y me anima, la idea de que el hábeas data
se debía inscribir en los regímenes procedimen-
t:oles de la Nación y en los de las provincias en
fo arma separada. Por eso aspiraba a que el hábeas
data se contemplara en una ley especial, que so-
l:unente regulara este tema y no una universa-
lidad de datos o de protección de derechos per-
sonalísimos, como se encara en este proyecto.

En este provecto, un solo capítulo, el VII, se
ocupa de esta cuestión, que en al ámbito de las
}provincias es competencia de ellas, y en la Na-
ión, de la Capital Federal. Este asunto, que sí

es un tema nacional, debió haber sido incluido
<en otra ley específica y mantener el hábeas data
en una ley distinta. Cuando elaboré mi primer
proyecto, mi intención era separar las compe
Icncias que, en este caso, están reguladas de dis-
tinta forma: en una, la vinculada a los códigos de
I„ndode la Nación y en otra, las facultades reser-.
adas a las provincias. En la Nación es una cues-

tión casi procesal, que de alguna manera esta-
blece el mecanismo en que cada ciudadano
jercita su derecho a conocer los datos que sobre
;u persona tienen los registros públicos y pri-
v ados.

Por eso insisto en que tal vez la metodología
elegida, cuando se haga un análisis entre los tra-
tadistas de lo que eligió Diputados y hoy elige el
Senado, quizá no sea la que la mejor técnica le-
gislativa aconseje. Tal vez se debió legislar de
otra forma.

No obstante estas observaciones que señalo,
porque fueron el fundamento de mi proyecto y
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las repito aquí, en lo demás, comparto los funda-
mentos de fondo que se han esgrimido para la
aprobación de este instituto.

Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votar, en general.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - En consideración en parti-
cular.

-Se enuncia el artículo 1".

Sr. Branda . - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - ¿Los miembros informantes
de la mayoría van a ser los señores senadores
Branda y Yoma? Les pido que identifiquen si los
artículos a los que se va a referir la comisión son
los que figuran en esta lista que obra en Preesi-
dencia.

Sr. Yoma. - Son esos artículos, señor presi-
dente, más otro al que ha hecho referencia la
señora senadora Fernández Meijide, que seglín
tengo entendido es el número 33.

Sr. Presidente . - Entonces, se va a conceder
el uso de la palabra al presidente de la comisión
con respecto a este listado, con excepción de la
solicitud efectuada por el señor senador por For-
mosa del Partido Justicialista, con respecto al ar-
tículo 1°.

Sr. Branda . - Señor presidente: quisiera in-
troducir un agregado al artículo 1% para su
mejor entendimiento. Donde dice "asentadas"
debería agregarse "o que se asienten" y conti-
nuar con "en archivos, registros, bancos de
datos", etcétera. Ello. es así porque pareciera
que esta ley tendrá vigencia sobre los datos asen-
tados y no en el futuro sobre los que se van a
asentar. Por eso quiero que se introduzca la frase
"o que se asienten".

Sr. Yoma . - Señor presidente: la redacción
utilizada en el artículo 1° es atémporal; no rrr,,o-
noce o distingue entre datos asentados actual-
mente o en el futuro. De todos modos vale.. .

Sr. Presidente . - Como interpretación L'gí-
tima.

Sr. Yoma . -...como interpretación legítima;
efectivamente.

Sr. Presidente . - Con esa observación, en
consideración el artículo 1". Se necesitan treinta
y siete votos por la afirmativa. Se va a votar. Hay
treinta y cinco votos...

Si los señores senadores se sirven levantar ' la-
ramente la mano, podremos registrar el re,ul-
tado de la votación.

- La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
1". Se registraron cinco votos negativos de sena-
dores radicales y treinta y siete votos por la afir-
mativa.

-Se enuncia el artículo 2".

Sr. Aguirre Lanari . - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Corrientes.

Sr. Aguirre Lanari . - Señor presidente: con-
forme a lo que adelanté en mi exposición, pro-
pongo agregar en el artículo 2", a la definición
"Archivo, registro, base o banco de datos - un
párrafo que diga: "A los fines de esta ley se ex-
cluyen aquellos pertenecientes a personas físicas
o jurídicas dedicadas a la actividad periodística
por cualquier medio de comunicación social. En
ningún caso podrá afectarse el secreto de las
fuentes ni pretender que las mismas sean reve-
ladas".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor
presidente de la comisión.

-Varios señores senadores hablan a la vez.

Sr. Presidente . -Solicito a los señores sena-
dores se sirvan ocupar sus bancas y que, cuando
se vote, lo hagan claramente, con las manos le-
vantadas, porque estamos considerando una
norma que requiere número clausus.

Sr.Yoma. - Señor presidente: el espíritu y la
letra de la inquietud planteada por el señor se-
nador por Corrientes va a ser contemplada en el
tratamiento del artículo 39 de este proyecto de
ley.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra la señora
senadora por la Capital.

Sra. Fernández Meijide. - Señor presidente:
dado que se hizo una enumeración taxativa en el
segundo punto del artículo 2", es decir, datos
sensibles, propongo a la comisión agregar luego
de "...a la salud o a la vida sexual" la expresión "v
similares".

La idea es que el concepto quede in extenso v
no limitado a lo que se ha enumerado allí.

Sr. Presidente . - ¿Sería en el acápite "datos
sensibles"?

Sra. Fernández Meijide. - En datos sensi-
bles.

Dice: "Datos sensibles: son los que revelan
origen racial y étnico, opiniones políticas, con-
vicciones religiosas, filosóficas o morales, afilia-
ción sindical e información referente a la salud o
a la vida sexual". Yo propongo agregar la expre-
sión "y similares".

4
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Cuando se realiza una enumeración así, queda
un espacio que no se sabe qué puede incluir. La
idea es cubrir todas las posibilidades.

Sr. Yoma. - Señor presidente: la intención de
la señora senadora es atendible. La idea es que
la enumeraciónn de los datos sensibles no sea ta-
xativa.

Lo que no me gusta es la expresión " y simi-
lares". No creo que signifique lo que la señora
senadora quiere plantear.

Considero que habría que buscar otro tér-
mino. El espíritu de que la enumeración no sea
taxativa es bueno.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra la señora
senadora por la Capital.

Sra. Fernández Meijide . -- Señor presidente:
por su intermedio, solicito sugerencias a mi co-
lega el senador Villarroel, que suele tener
buenas ideas...

Sr. Villarroel . - En este momento no se me
ocurre nada. (Risas.)

Sra. Fernández Meijide . - Vamos a seguir
pensando sobre esta cuestión.

Sr. Presidente . - Señores senadores: con que
sea interpretación legítima que este artículo no
implica una enumeración taxativa sino que es
ejemplicativo, estaríamos cubriendo la in-
quietud de la señora senadora de la mano del
juez que actúe en la causa.

Porque obviamente el sentido de que no sea
taxativa queda claro en la opinión de los señores
senadores al momento de votar esta norma que
requiere, como he dicho, de un número especí-
fico.

Tiene la palabra el señor presidente de la co-
misión.

Sr. Yoma . - Creo que con la aclaración de la
Presidencia queda contemplado cuál es el espí-
ritu de la sanción.

De cualquier modo, si encontramos alguna ex-
presión que no haga demasiado extenso el ar-
tículo y que pueda comprender- lo que estamos
hablando, la incluiremos.

Pero considero que con la aclaración de la Pre-
sidencia queda claro el espíritu de la norma.
. Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por La Rioja, que esperamos nos ilumine.

Sr. Menem . - Señor presidente: en todo
caso, yo diría "u otros de similar naturaleza".

Pero considero que con el criterio interpreta-
tivo de que la enumeración no es taxativa, es su-
ficiente.

Sr. Presidente . - Así constará en el Diario de
Sesiones.

E,iste la interpretación auténtica en todos los
fallo, judiciales sobre artículos de estas caracte-
rísticas.

Se- va a votar el artículo 2°.
Sr. Menem . - Pido la palabra, señor presi-

dente.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

naduur por La Rioja.

Sr. Menem . - Deseo proponer una correc-
ción meramente formal. En la parte que dice
"Titular de los datos", al final del párrafo, se ex-
presa: "...cuyos datos sean objeto del trata-
miento de que trata la presente ley." Propongo
que diga: "...del tratamiento a que se refiere la
presente ley.", para que no se produzca una re-
dundancia.

Sr. Presidente . -¿Está de acuerdo, senador
Yolua?.

Sr. Yoma . - Sí, estoy de acuerdo.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Catamarca.

Sr. Villarroel . - Señor presidente: ya que es-
tamos por mejorar este acápite denominado "Ti-
tular de los datos", creo que deberían suprimirse
los términos "ciudadano argentino o extranjero",
porque la Constitución no distingue entre unos y
otros, sino que se refiere a toda persona.

Por ello, propongo que el texto diga: "...toda
persona física o persona de existencia ideal...".

Sr. Presidente . - ¿Está de acuerdo el señor
presidente de la comisión?

Sr. Yoma . - Sí, señor presidente.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 2°
con las modificaciones sugeridas por los señores
senadores por La Rioja y por Catámarca y acep-
tadas por la comisión.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
2°. Se registraron 40 votos por la afirmativa y 4
por la negativa.

-Se enuncia y aprueba el artículo 3".

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
Y. Se registraron 41 votos por la afirmativa y 3
por la negativa.

-Se enuncia el artículo 4".

Sr. Yoma . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por La Rioja.

Sr. Yoma . - Hay una modificación propuesta
por el señor senador Usandizaga, en su pro-
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yecto, y aceptada por la comisión. Es la si-
guiente: sustituir la expresión "de oficio", en el
punto 5. del artículo 4°, por la fórmula: "poi el
responsable del archivo o base de datos".

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 4°
con la modificación propuesta.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
4°. Se registraron 42 votos por la afirmativa y 2
por la negativa.

-Se enuncia v aprueba el artículo Y.

Sr. Menem . - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Menem . - Señor presidente: propongo
una sola modificación con relación al punto c),
donde dice "...fecha de nacimiento, dirección y
número de teléfono". Es más correcto deéir ' do-
micilio", en lugar de "dirección".

Sr. Presidente . - ¿Está de acuerdo el señor
presidente de la comisión?

Sr. Yoma. - Sí, señor presidente.

Sr. Presidente . -.Tiene la palabra el señor se-
nador por. Catamarca.

Sr. Villarroel . - Señor presidente: el articulo
5°, punto 2, dice: "No será necesario el cons(-nti-
miento cuando: a) Los datos se obtengau de
fuentes accesibles al público".

Sr. Presidente . - Sí. Ahí, usted propone que
diga: "acceso irrestricto".

Sr. Villarroel . Así es. Propongo que liga:
"...de fuertes de acceso público irrestricto".
Porque, por ejemplo, en el caso de datos rela-
tivos al estado civil, cuando alguien ha recono-
cido un hijo, no se ve por qué cualquiera puede
recabar esa información y difundirla.

Sr. Presidente . - Senador Yoma: el señor se-
nador por Catamarca se refiere a que las excep-
ciones no abran el camino a la profundidad de
penetración de quien quiera ingresar en los
datos.

Con respecto a la expresión "fuentes accesi-
bles", sostiene el senador Villarroel -lo sostuvo
hoy en su exposición en general- que, efectiva-
mente, desde el punto de vista técnico-jurídico
hay muchas fuentes accesibles pero no todas son
de acceso irrestricto.

Por ello, el senador por Catamarca propone
que se agregue el concepto de que los datos se
obtengan de fuentes de acceso irrestricto ral pú-
blico. ¿Está de acuerdo?

Sr. Yoma. - Sí.
Sr. López . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Sí, señor senador López.
Sr. López . - Señor presidente: la modifica-

ción que voy a proponer respecto de este ar-
tículo no es mía pero la he leído en algunas de las
observaciones efectuadas en las disidencias par-
ciales impresas.

El punto 1 del artículo en consideración dice
al final de su primer párrafo ".. que deberá
constar por escrito, o por otro medio que per-
mita se le equipare..."

Alguien propuso que dijera: ".,..que deberá
constar por escrito o por otro medio feha-
ciente. . . " y no "... por otro medio que se le equi-
pare ...'

Pongo esta propuesta a consideración de la co-
misión.

Sr. Presidente . - ¿Señor senador Yoma...?
Sr. Yoma . - No aceptamos esta propuesta,

señor presidente.

Sr. Presidente . - En realidad, el término
"equipare" cubre la expresión "fehacienté".

Sr. Yoma . -Así es.

Sr. Presidente . - Porque el consentimiento
expreso constituye una equiparación fehaciente.

Sr. Yorna . -Así es
Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 5°

con las dos modificaciones propuestas, la del
señor senador por La Rioja y la del señor se-
nador por Catamarca, que fueron aceptadas por
la comisión.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
Y. Se registraron 40 votos por la afirmativa y 4
por la negativa.

-Se enuncia el artículo T.

Sr. Yoma. - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma. - Señor presidente: en el inciso a)
luego de "destinatarios" habría que agregar "o
clase de destinatarios".

Sr. Presidente . - Si no hay otra observación,
se va a votar el artículo 6° con la modificación
formulada por el señor senador por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
6°. Se registraron 42 votos a favor y 2 en contra.

-Se enuncia el artículo 7".

F
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Sr. López. - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Entre Ríos.

Sr. López . - Señor presidente: voy a sostener
la prohibición del tratamiento de datos sensi-
bles. Considero que en este artículo debería es-
tablecerse dicha prohibición, dejándose sola-
mente el inciso 1.

Quiero saber lo que sucederá cuando algún
organismo. o banco de datos público o privado
-por cualquier fin específico- pregunte por la
preferencia sexual de un individuo.

No sé cómo van a ser considerados los datos
sensibles. En consecuencia me parece preferible
avanzar sobre .principios más claros y prohibir el
tratamiento de datos sensibles. Yo no sé si en al-
gunos registros públicos, viejos o nuevos, to-
davía registran antecedentes de esta índole,
como por ejemplo cuáles son las convicciones fi-
losóficas o religiosas de un individuo o informa-
ción referente a su salud.

Sr. Yoma. - No aceptamos la propuesta.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 7",
texto originario.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente .. "Queda aprobado el artículo
7". Se registraron 37 votos a favor y 7 en contra.

-Se enuncia el artículo 8".

Sr. Menem . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por La Ripja.

Sr. Menem . - Señor presidente: podría agre-
garse al final del artículo -va que se trata de
datos relativos a la salud- y siguiendo la filosofía
del proyecto, "respetando los principios del se-
creto profesional".

Considero que en' este caso también habría
que hacer referencia a este principio.

Sr. Presidente . -Tiene la palabra el señor se-
nador por San Juan.

Sr. Avelín . - Señor presidente: es atinado el
agregado, pero si se adopta el secreto profesional
y se da el caso de una enfermedad que tiene que
ser conocida , creo que el pensamiento va-a ser
dubitativo.

La cuestión quedaría un poco en el aire,
porque si pedimos datos acerca de la capacidad

- físicao psíquica de un individuo y el secreto
profesional lo impide, vamos , a estar anulados
para saber, cuál es el . padecimiento que pueda
ener.

Sr. Presidente . - ¿Acepta el presidente de la
comisión la modificación propuesta por el señor
senador por La Rioja?

Sr. Yoma. - Sí.
Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 8°

con la modificación formulada por el señor se-
cador por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
S". Se registraron 41 votos a favor y 3 en contra.

Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. Yoma. - Señor presidente: quiero aclarar
al señor senador Avelín que las normas del se-
creto profesional ya contemplan la situación por
F"l planteada.

-Se enuncia el artículo 9".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Menem . - Señor presidente: por razones
formales, en el inciso 2, en lugar de "No se
deben registrar datos de carácter personal. ",
propongo que se coloque: "Queda prohibido re-
gistrar datos de carácter personal...", porque es
acucho más categórico.

Sr. Presidente . - Señor senador Yoma:
acepta la propuesta de modificación formulada

por el señor senador por La Rioja?
Sr. Yoma . - Sí, considero que es una mejor

redacción.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 9°
ton la modificación propuesta por el señor se-
nador por La Rioja y aceptada por la comisión.

La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
41". Se han registrado 42 votos por la afirmativa y
dos por la negativa.

-Se enuncia el artículo 10.

Sr. Yoma. - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

asador por La Rioja.

Sr. Yoma . - En este caso, la comisión acepta
las modificaciones y disidencias que plantearon
los señores senadores Fernández Meijide, Usan-
(lizaga y Villarroel. Por tal razón, propongo que
E.1 inciso 2 del artículo 10 diga así: "El obligado
podrá ser relevado del deber de secreto por re-
solución judicial y cuando medien razones fun-
dadas relativas .a la seguridad pública, la defensa
nacional o la salud pública."
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Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 10
con la modificación propuesta por el señor se-
nador por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el articulo
10. Se han registrado 42 votos por la afirmativa y
dos por la negativa.

- Se enuncia el artículo 11.

Sr. Branda . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por Formosa.

Sr. Branda . - Voy a sugerir un agregado al
acápite (1) del inciso 3 del artículo 11. Concreta=
mente, propongo que su redacción comience de
la siguiente manera: "Se realice entre dependen-
cias de los órganos del Estado en forma di-
recta...".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Menem . - Inclusive, podría suprimirse la
expresión "... entre dependencias. . .", y se po-
dría colocar "Se realice entre órganos del Estado
en forma directa...".

Sr. Presidente . - Entonces, la redacción del
acápite d) del inciso 3 del artículo 11 comenzaría
así: "Se realice entre órganos del Estad,, en

.".forma directa..
Se va a votar el artículo 11 con las modifica-

ciones propuestas por los señores senadores por
Formosa y por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
11. Se han registrado 37 votos por la afirmativa y
7 por la negativa.

-Se enuncia el artículo 12.

Sr. Yoma. - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma. - En el inciso 1 del artículo 12,
propongo que en lugar de: "Es prohibida la
transferencia de datos de carácter personal de
cualquier tipo con países u organismos intei na-
cionales o supranacionales , que no proporcionen
niveles de protección equiparables ...", se co-

M'loque: "Es prohibida la transferencia de datos de
carácter personal de cualquier tipo con países u
organismos internacionales o supranacionales,
que no proporcionen niveles de protección ade-
cuados...", como una manera de salvar las rela-

ciones de nuestro país con los países del Mer-
cosur v con otras naciones del mundo con las que
tenemos relaciones comerciales pero en las que
no existen similares mecanismos de protección.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Corrientes.

Sr. Romero Feris . - Había sugerido al señor
presidente de la Comisión de Asuntos Constitu-
cionales que se agregara, al final del inciso 1 del
artículo 12 el siguiente párrafo: "La reglamenta-
ción podrá excluir a los países miembros del
Mercosur cuya legislación no prevea las garan-
tías de esta ley". Pero de acuerdo con lo que se
acaba de manifestar, quedaría salvado ese as-
pecto.

Sr. Presidente . - Claro. Ese es el objeiivo,
pero sin que ello implique un conflicto.

Tiene la palabra el señór senador por
Corrientes.

Sr. Aguirre Lanar¡ . - El asunto del Mercosur
está prácticamente salvado en el inciso d), que
dice: "Cuando la transferencia se hubiera acor-
dado en el marco de tratados internacionales en
los cuales la República Argentina sea parte;". No
creo que no tengamos tratados firmados con los
restantes países del Mercosur, 'de manera que
prácticamente ese asunto está salvado.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra la señora
senadora por la Capital.

Sra. Fernández Meijide . - En el inciso b) del
artículo 12, al tratarse la transferencia interna-
cional de datos por investigaciones epidemioló-
gicas, sugiero, si la Comisión estuviera de
acuerdo, que se agregara: "siempre y cuando se
asegure la inidentificabilidad de sus titulares".
Es decir que sirva para fines estadísticos pero
que no se pueda identificar a la persona.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma . - La inquietud de la señora sena-
dora está contemplada en un inciso de un ar-
tículo anterior. Concretamente, el inciso e) del
artículo 11.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Buenos Aires.

Sr. Cafiero . - Este artículo está referido a la
cesión de datos en el orden nacional. Lo que
propondría, complementando la observación de
la señora senadora por la Capital, es que estos
mismos requisitos se exijan en el caso de transfe-
rencias del campo internacional. Es decir que
internacionalmente se apliquen las mismas con-
diciones que exige el artículo anterior con res-
pecto a la cesión de datos en la órbita nacional.
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Podría decir "en los términos del inciso e) del ar-
tículo anterior".

Sr. Presidente . - Exactamente. Podría decir
"en los términos del inciso e) del artículo ante-
rior". ¿,Le parece bien, señora senadora?

Tiene la pabra el señor senador por Entre
Ríos.

Sr. López. - Señor presidente: de acuerdo
con lo que manifesté en mi exposición en ge-
neral, voy a solicitar que se suprima el apartado
e) del inciso 2 del artículo 12 porque, en todo
caso, está comprendido en los tratados interna-
cionales de los que la Argentina forma parte va
que en aquellos que se hicieron para la lucha
contra el crimen organizado, el terrorismo y el
narcotráfico la cesión de datos está autorizada.

Lo que querernos evitar es que haya en esta ma-
teria una decisión independiente del organismo
de inteligencia sin conocimiento del Poder Eje-
cutivo o de los órganos encargados de las, rela-
ciones exteriores.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yorna. - La Comisión no acepta lo suge-
rido por el señor senador por Entre Ríos.

Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votar el artículo 12 con las modifi-
caciones previstas y antes expresadas.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
12. Se han registrado 37 votos por la afirmativa v
7 votos por la negativa.

- Se enuncia y aprueba el artículo 13.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
13. Se han registrado 41 votos por la afirmativa y
3 votos por la negativa.

-Se enuncia el artículo 14.

Sr. Yoma. - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el séñor se-

nador por La Rioja.

. Sr. Yorna. - Señor presidente: en la mesa de
la Presidencia figuran las propuestas de modifi-
cación a los artículos 14 y 33. Sin embargo, ellas
serán sustituidas. por la propuesta de modifica-
ción que hará la señora senadora Fernández
Meijide cuando se considere el artículo 33. En
consecuencia, no habría modificaciones en este
artículo y sí en el 33.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Catamarca.

6077

Sr. Villarroel . - Señor presidente: para poner
en consonancia el apartado 1" del artículo 14 con a
el artículo 43 de la Constitución Nacional, debe
hacerse una pequeña aclaración. Donde dice
"datos públicos o privados" debería decir "datos
públicos y de los privados..." porque si no, con
la conjunción original, queda que solamente
pueden pedirse de los archivos públicos cuando
estén destinados a proveer informes. El artículo
43 de la Constitución Nacional establece la sepa-
ración cuando dice: "...que consiste en registros
o bancos de datos públicos, o los privados desti-
nados . proveer informes...".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Buenos Aires.

Sr. Cafiero . - Señor presidente: simple-
mente deseo hacer una corrección formal. Me
parece que los datos no son públicos, los que son
públicos son los bancos. En consecuencia, de-
bería decir...

Sr. Presidente . - Dice "bancos de datos"...

Sr. I;afiero . - ..."bancos públicos o privados
de datos...". No sé si está claro.

Sr. Presidente . - Es que "banco de datos", en
realidad, es una frase descriptiva de una cosa.
Está bwn,pero, en todo caso, es un problema
hermeaéutico a discutir.

Sr. Menem . - Podría decir "bancos de datos"
y va se entiende que comprende a los públicos v
privados.

Sr. Presidente . - Señor senador Villarroel: el
senador Menem propone una idea que me pa-
rece niuvrazonable. Laexpresión "bancos de
datos" -testando "públicos o privados"- in-
cluye Li totalidad; mucho rnás cuando esta discu-
sión se ha dado en el recinto.

Sr. Villarroel . - Sí, la idea es mucho más
comprensiva, pero lo que pasa es que los titu-
lares d.• bancos de datos que no están destinados
a proveer informes van a poner el grito en el
cielo.

Sr. Presidente . - Ese es otro tema.

Tiene la palabra el señor senador por Formosa
de la 1 nión Cívica Radical.

Sr. Maglietti . Si bien estoy de acuerdo con
la sanción de la Cámara de Diputados, a título de
colaboración propongo que lo redactemos tal
corno dice la Constitución: "registros o bancos de
datos pmíblicos, o los privados destinados a pro-
veer informes". De esta forma diríamos lo
mismo que señala la Constitución.

Sr. Presidente . - Claro, pero con decir
"bancos de datos" incluimos a todos.

Tiene la palabra el señor senador por Salta.
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Sr. Ulloa. - Mi propuesta es similar, señor
presidente: que después de "bancos de datos"
pongamos entre comas la expresión "públicos o
privados". De esta forma queda perfectamente
claro que los públicos no son los datos sino los
bancos.

-Varios señores senadores hablan a la vez.

Sr. Presidente . - La propuesta del 'senador
Menem es muy clara, ya que el concepto
"bancos de datos" incluye a todo el mundo. No
existen bancos de datos que no sean otra cosa
que públicos o privados.

Sr. Berhongaray . - Hay bancos de datos pri-
vados que no tienen por objeto la distribución de
información.

Sr. Presidente . - Por supuesto.

Tiene la palabra el señor presidente de la Co-
misión.

Sr. Yorna. - Señor presidente: me complace
anunciar a esta Honorable Cámara que estoy de
acuerdo con el senador Maglietti.

Sr. Maya. - Se levanta la sesión. (Risas.)

Sr. Yoma. - El espíritu de lo que dijo el señor
senador Villarroel es que utilicemos la fórmula
constitucional, que creo es lo más correcto. La
Constitución dice expresamente lo que acaba de
leer el senador Maglietti. Entonces, para ser es-
trictos con la norma constitucional incluyamos la
corla.

Sr. Presidente . ¿Están todos ele acuerdo
con seguir la norma constitucional?

-Asentimiento.

Sr. Maya . - Nos llena de preocupación, señor
presidente. (Risas.)

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 14,
siguiendo la tesis propuesta por el senador Ma-
glietti.

-La votación resulta afirmativa

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
14 por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 15.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra rl señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Menem . - Señor presidente: en el punto
3, en lugar de decir "El acceso a opción del ti-
tular, podrá instrumentarse", debería decir: "La
información , a opción del titular , podrá instru-
mentarse". Ello es así porque este articulo se re-
fiere al contenido de la información . El derecho
de acceso está contemplado en el articulo 14.

En el artículo en consideración se establece
de qué forma debe instrumentarse la informa-
ción a opción del titular.

Sr. Presidente . -Tiene la palabra el señor
presidente de la Comisión.

Sr. Yorna. - En todo caso es el acceso a la in-
formación,. que es en realidad lo que se instru-
menta, y no la información.

Sr. Menem . - Entonces habría que remitir
esto al artículo 14. Creo que el presente artículo
se refiere a la información.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Corrientes.

Sr. Aguirre Lanar¡ . - Yo también creo que se
está refiriendo a la información, dado que en los
dos primeros supuestos se hace referencia a ella.
Además, el título del artículo es "Contenido de
la información".

Sr. Presidente . - Señor senador Yoma:
además de haber coincidido con el senador Ma-
glietti, ¿va a coincidir en este caso con el senador
Meiiem?

Sr. Yorna. - Señor presidentes como el se-
nador Maya me dice al oído que tratemos el
tema de Saadi, no pude escuchar lo que estaban
diciendo los señores senadores. (Risas.)

Sr. Presidente . - El senador Aguirre Lanar¡
está de acuerdo con el senador Menem ...

Sr. Yoma. -Y ... bueno. Si hay tanto con-
senso, acepto la modificación. (Risas.)

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 15
con la modificación propuesta por el señor se-
nador por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado 41 votos a favor y 3 en contra.

-Se enuncia el artículo 16.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Formosa.

Sr. Branda . - Señor presidente: quiero pro-
poner una corrección en el plazo establecido en
el inciso 2 del artículo 16. Donde dice "máximo
de cinco días" propongo que diga: "diez días há-
biles de recibida la denuncia o advertido el error
o falsedad".

Sr. Presidente . - Señor senador Yoma: antes
de pronunciarse con relación al pedido que
acaba de formular el señor senador Branda res-
pecto del inciso 2, le solicito que comente la mo-
dificación que, según tengo anotado, quiere pro-
poner con referencia al inciso 1.
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Sr. Yorna . - El inciso 1 del artículo 16 dice:
"Toda persona tiene derecho a que sean rectifi-
cados, actualizados, suprimidos...". Propongo
que antes de "suprimidos" se exprese "y, cuando
'corresponda,".

Sr. Presidente . - Muy bien. Y en cuanto al
inciso 2, se propone pasar de un plazo de cinco
días a diez días.

Tiene la palabra el señor senador por For-
mosa.

Sr. Branda . Creo que el verificador, si real-
mente verifica y no corrige y no tiene plazo,
puede quedar sine die, sin que pueda ratificar o
anular si ha inducido el error.

Sr. Presidente . - ¿El señor senador por
Entre Ríos quiere decir algo sobre esto?

Sr. López. -No termino de entender el in-
ciso 5.

Sr. Presidente . - Espere que terminemos
con el inciso 2, así me contesta el presidente de
la Comisión, ¿cinco o diez días?

Tiene la palabra el señor senador por La
Pampa.

Sr. Berhongaray . - Me parece que una vez
detectado el error o la falsedad hay que hacerlo
cuanto antes. No entiendo por qué establecer
diez días si fue 'consensuado que fueran cinco
días.

Sr. Villarroel . -Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Catamarca. ¿Usted también quiere
hablar sobre el inciso 2? Aclaro a los taquígrafos
que es el inciso 2 del artículo 16.

Sr. Villarroel. - Sería conveniente leer cómo
quedaría el inciso 2. Acá la cuestión no es el
lapso, es decir, que sean cinco, diez o quince
días. Dice que el responsable debe proceder a
rectificación, etcétera, etcétera, en el plazo má-
ximo de cinco días hábiles de verificado el error
o falsedad. Pero, ¿cuándo empieza a correr el
plazo?

Sr. Presidente . - Eso es lo que planteó
Branda.

Sr. Villarroel . - Por eso pedía que se leyera.
Que no sea simplemente una modificación de
plazo, sino que se fije que el plazo se inicia
desde que se pide...

Sr. Branda . - La redacción sería la siguiente:
"El responsable o usuario. del banco de datos,
debe proceder a la rectificación, cancelación o
actualización [...] en el plazo máximo de cinco
días hábiles de recibida la denuncia o advertido
el error o falsedad".

Ahí sí le damos un plazo cierto porque tiene
un punto de partida. '

Sr. Presidente . - ¿Están de acuerdo? Ahora
sí, tiene la palabra el señor presidente de la Co-
misión.

Sr. López . - Voy a proponer que se suprima
una parte del inciso 5 porque realmente no lo
comprendo, salvo que me lo expliquen. Dice así:
"La cancelación no procede cuando pudiese
causar perjuicios a derechos o intereses legí-
timos del afectado...". Es decir, el hombre pro-
cedfe a la acción de hábeas data para que le can-
cele- un dato. Quién mejor que él para verificar
si quiere que se le cancele el dato. ¿Cuál es el
caso? Porque si fuera de terceros, lo dejamos.
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Eso yo lo respeto, pero dice "del afectado". Por B-
eso propongo que quede: La cancelación no pro-
cede cuando pudiese causar perjuicios a dere-
chos o intereses legítimos de terceros, o cuando
existiera una obligación legal de conservar los
datos.

Sr. Presidente . - Si el presidente de la Comi-
sión está de acuerdo se procederá a la votación.

Sr. Yoma . - Sí, señor presidente.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 1.6
con las modificaciones propuestas y aceptadas
por la Comisión.

-La votación resulta afirmativa. e-

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
16. Se han registrado 41 votos por la afirmativa y
3 votos por la negativa.

Sr, Menem . - Pido la palabra para hacer una
aclaración.

Sr, Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr, Menem . - Cuando empezó la votación, el
señor presidente dijo que se necesitaban 37
votos. Pero para corregir la sanción necesitamos
dos tercios. Para 44, no se requieren 37.
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Sr, Presidente . - Pero 37 es por la índole de,
la lev.

Sr. Menem . - Lo que necesitamos es nada e-
más que dos tercios de los miembros presentes.
Y si somos 43, necesitamos 29 votos.

Yo lo digo para que no se discuta después y
quede claro ahora cuál es la mayoría que se ne-
cesita para corregir la sanción de la Cámara de
origen.

Sr. Presidente . - Efectivamente, el secre-
tario parlamentario me dice que no eran 37 votos
como anteriormente rne había dicho. (Risas.)

-Se enuncia el artículo 17.

)s



6080 CÁMARA DE SENADORES DE LA NACION Reunión 62"

Sr. Cafiero. - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por la provincia de Buenos Aires.

Sr. Cafiero. - Señor presidente: propongo
que este artículo diga que se trata de los respon-
sables o usuarios de bancos públicos de datos. Es
difícil imaginar una instancia en que un banco
privado de datos pueda alegar la, defensa de la
Nación y el orden y la seguridad pública para
aplicar esta excepción. Entiendo que este ar-
tículo debería comprender solamente a los
bancos públicos de datos.

Sr. Presidente . - ¿Acepta lit Comisión la
propuesta?

Sr. Yoma . - Se acepta la modificación pro-
puesta.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Pampa.

Sr. Berhongaray . - Señor presidente: voy a
proponer otra redacción a este artículo, de
acuerdo con lo que informó cuando se hizo la
consideración en general.

En principio, en la Comisión se había acep-
tado nuestra propuesta. No sé por qué después
se cambió. Por eso voy a insistü en esta redac-
ción: Los titulares de los ficheros de datos de las
fuerzas armadas, fuerzas de seguridad, cuerpos
policiales y organismos de inteligencia podrán
denegar el acceso, la rectificación y la cancela-
ción de los datos de carácter personal obrantes
en los mismos en el supuesto de que tales ac-
ciones puedan ocasionar un daño significativo a
la defensa nacional o a la seguridad interior del
Estado. Deberán en cualquier caso permitir el
acceso al particular que. estuviera sujeto a expe-
rimentar restricciones actuales en sus derechos
como consecuencia de los datos obrantes en los
ficheros en cuestión, con la única excepción de
investigaciones policiales o judiciales en curso,
supuesto éste en que deberá brindarse tal acceso
en oportunidad en que el afectado deba ejercer
su derecho de defensa. Toda resolución de dene-
gatoria debe ser fundada y notificada al afectado.
El afectado que en forma arbitraria se le negare
el ejercicio de los derechos mencionados ante-
riormente podrá interponer dentro del décimo
día de notificada la denegatoria la acción de am-
paro prevista por la presente ley.

Nosotros va fundamentamos por qué creíamos
más adecuado el texto que propuse. Conside-
ramos que el concepto tal como está redactado
en el dictamen impreso es muy amplio. En este
sentido pensamos que debemos hacer preva-
lecer el interés del individuo sobre intereses que
aparecen un poco generalizantes cuando no se

trata de situaciones concretas debidamente esta-
blecidas que hacen a la seguridad o a la defensa.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra la señora
senadora por la Capital.

Sra. Fernández Meijide . - Señor presidente:
considero que en el artículo se expresa de forma
muy vaga lo relacionado con la defensa nacional
y el orden. No se establecen límites a las deci-
siones que se puedan tomar, quedando al arbi-
trio de quienes deciden, determinar qué se com-
prende por orden y seguridad nacional.-

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador Yoma.

Sr. Yoma . - Señor presidente: quiero señalar
que este tema se debatió profundamente en la
Comisión. Se hicieron consultas a distintos orga-
nismos relacionados con la defensa nacional. Nos
parece correcto mantener la actual redacción del
artículo teniendo en cuenta la modificación pro-
puesta por el senador Cafiero.

Sr. Presidente . Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Menem . - Señor presidente: quiero
aclarar que la norma exige que la resolución sea
ftmdáda. Además, queda el recurso de que el
juez pueda disponer lo contrario a lo que diga el
titular del registro. Entonces, que quede claro
que la resolución no puede ser hecha en forma
arbitraria. En primer lugar, tiene que ser fon-
dada. Y si no está de acuerdo, el juez puede dis-
poner lo contrario. Para eso está la acción de há-
beas data. Esa es la inteligencia con la que
aprobamos este artículo.

Sr. Presidente . -Tiene la palabra la señora
senadora por la Caital para una acotación,
porque no puede hacer uso de la palabra dos
veces.

Sra. Fernández Meijide . - Pido que se refle-
xione sobre la redacción de este artículo.

¿Cómo puede un juez determinar si corres-
ponde o no, si carece de la información?

Sr. Presidente . - El presidente de la Comi-
sión mantiene su posición.

En consecuencia, se va a votar el artículo 17
con el agregado propuesto por el señor senador
por Buenos Aires.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado siete votos por la negativa y treinta y
cuatro votos por la afirmativa.

-Se enuncia y aprueba el artículo 18.

J
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Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado siete votos por la negativa y treinta
tres votos por la afirmativa.

-Se enuncia y aprueba el artículo 19.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado cuatro votos por la negativa y treinta y
seis votos por la afirmativa.

-Se enuncia y aprueba el artículo 20.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado cuatro votos por la negativa y treinta v
seis votos por la afirmativa.

-Se enuncia el artículo 21.

Sr. Yoma. - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por La Rioja.

Sr. Yoma . - En el inciso e) del punto 2 hemos
receptado una modificación propuesta por el
señor senador Usandizaga. La redacción del in-
ciso sería: "Destino de los datos y personas fí-
sicas o de existencia ideal a las que pueden 'ser
transmitidos".

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 21
con la modificación expresada por el señor, se-
nador por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado dos votos por la negativa y treinta y
nueve votos por la afirmativa.

-Se enuncia el artículo 22.

Sr. Yoma . - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma . - Señor presidente: el punto 4 del
artículo quedaría redactado de la siguiente ma-
nera: "La cesión de datos almacenados en ar-
chivos, registros o bancos de datos públicos, no
podrá efectuarse a archivos, registros o bancos
de datos privados sin el consentimiento del ti-
tular de los datos o en virtud de una ley que lo
autorice".

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 22,
con la modificación propuesta en el punto 4 por
el señor senador por La Rioja.

-La votación resulta afirmativa:

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado tres votos por la negativa y treinta y
ocho por la afirmativa.

- Se enuncia el artículo 23.
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Sra. Fernández Meijide . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra la señora

senadora por la Capital.
Sra. Fernández Meijide . - Voy a proponer

que, en el inciso 2, luego de las palabras "...le-
galmente asignadas a aquellos" se agregue:
"... cuando exista peligro real y cierto..." a fin de
evitar el estado de sospecha permanente. Una
dre las cosas que queremos que definitivamente
desaparezca de nuestro país es ese pasado en el
cual todo el mundo era sospechado. Cuándo.
existe un peligro real y cierto, la situación es di-
ferente.

Sr. López . - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se,
nador por Entre Ríos.

Sr. López. - Señor presidente:.. mantengo lo
que he manifestado en el tratamiento en general
eu el sentido de que directamente. debe supri-
rnirse el artículo 23 o, en su caso, debe apro-
barse la redacción que hemos propuesto en la
Comisión de Derechos y Garantías, que es la si-
guiente: "Los registros de bancos de datos de las
fuerzas armadas, fuerzas de seguridad e inteli-
gencia que contengan datos de carácter per-
sonal, quedarán sujetos al régimen general de la
presente lev".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma. = Señor presidente: no aceptamos
la modificación propuesta.

Este tema fue también profundamente deba-
tido v consultado con organismos especializados,
y existen aspectos en una investigación en los
cuales, a pesar de no existir un peligro real,
cierto o inminente, se requiere un determinado
tratamiento. Por lo tanto, mantenemos la redac-
ción tal como está.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo ^3
con su redacción original.

-La votación resulta afirmativa. -

y

Sr. Presidente. - Queda aprobado. Se han-re-
gistrado ocho votos por la negativa y treinta y
cuatro por la afirmativa.

-Se enuncia y aprueba el artículo 24.

Sr. Presidente . - Se han registrado 38 votos
por la afirmativa y 4 por la negativa.

-Se enuncia el artículo 25.

Sr. Branda . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por Formosa, del bloque J usticialista.
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Sr. Branda. - Señor presidente: en el punto
2. del artículo 25 propongo que en, la parte filial
se diga: "...por un período de hasta cinco años".
Así se fija un plazo máximo y no mínimo.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor
presidente de la Comisión.

Sr._Yoma . - Está bien, se acepta la propuesta.

Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votar el artículo 25 con el agregado
propuesto por el señor senador por Formosa.

-L votación resulta afirmativa.

Sr. Yoma . - Se acepta el agregado propuesto.

Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votar el artículo 31 con la modifica-
ción propuesta por el señor senador por La
Rioja, aceptada por la Comisión.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado 36 votos por la afirmativa y 7 por la ne-
gativa.

-Se enuncia el artículo 32.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado 37 votos por la afirmativa y> 5 por la ne-
gativa.

-Se enuncia el artículo 26.

Sr. Yoma. - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el seiíor

presidente de la Comisión.
Sr. Yoma . - Señor presidente: propongo que

se agregue un punto 5., que diga: "La prestación
de servicios de información crediticia no reque-
rirá el previo consentimiento del titular de datos
a los efectos 'de su cesión, ni la ulterior comnni-
cación de ésta, cuando estén relacionados coi el
giro de las actividades comerciales o crediticias
de los cesionarios".

Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votarel artículo 26 con la modifica-
ción propuesta por el señor senador por La
.Rioja.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado. Se han re-
gistrado 34 votos por la afirmativa y 8 por la ne-
gativa.

-Se enuncian v aprueban los artículos `27 a
30.

Sr. Presidente . - Quedan aprobados. Se lían
registrado 37 votos por la afirmativa y 6 por la
negativa, en cada uno de los artículos.

- Se enuncia el artículo 31.

Sr. Menem . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene .la palabra el señor

sendor por La Rioja.

Sr. Menem . - Señor presidente: en el final
del punto 2. tendría que agregarse:- " . . . garanti-
zando el principio del debido proceso".

Sr. Presidente . -Tiene la palabra el señor
presidente de la Comisión.

Sr. Villarroel. - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Catamarca.

Sr. Villarroel. - Señor presidente: voy a su-
gerir una modificación en el apartado 1 del
punto 1., que dice: "Será reprimido con la pena
de prisión de un mes a dos años el que insertara
o hiciera insertar maliciosamente datos falsos en
un archivo de datos de carácter personal".

"Maliciosamente" es una calificación o una ali-
giaid del dolo en las figuras penales. No entiendo
por qué se va a exigir ese aliquid o elemento del
ánimo que es de prueba prácticamente diabó-
lica, cuando de lo que se trata es de reprimir a
quien a sabiendas hace insertar un dato falso.

Entonces, incluso para seguir la técnica del
Código Penal, que cuando se trata de hechos de
falsedad se expresa de esta manera, sugiero que
la norma quede redactada así: "Será reprimido
con la pena de prisión de un mes a dos años el
que insertara o hiciera insertar a sabiendas", en
lugar de "maliciosamente". De manera que que-
daría: "Será reprimido con la pena de prisión de
un mes a dos años el que insertara o hiciera in-
sertar a sabiendas datos falsos en un archivo de
datos de carácter personal."

Sr. Presidente . - Señor senador Yoma: la her-
menéutica parece acertada. En el inciso 1, acá-
pite 1, se hará la modificación propuesta por el
señor senador por Catamarca. ¿En el otro acá-
pite también?

Sr. Villarroel. - Sí, en el mismo artículo,
señor presidente.

Sr. Presidente . - ¿En el mismo inciso?

Sr. Villarroel. - Lo mismo para el punto 2. ,
cuando se refiere a la pena de 6 meses a 3 años:
se suprime "maliciosamente" y se reemplaza por
"a sabiendas".

También en el inciso 2, cuando se refiere al ar-
tículo 157 bis del Código Penal. El texto dice:
"Será reprimido con la-pena de prisión de seis
meses a tres años el que maliciosamente.. . ."
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Sr. Secretario Piuzzi. - Se suprime "malicio-
samente".

Sr. Villarroel. - Se suprime lo de "maliciosa-
mente e, ilegítimamente".

Sr. Presidente . - En los dos incisos del ar-
tículo y en los dos acápites del primer inciso se
modificará "maliciosamente" por "a sabiendas".

Sr. Villarroel. - Exacto.
Sr. Presidente . - ¿Está de acuerdo el

miembro informante?

Sr. Menem . - Debería dejarse "ilegítima-
mente" en el inciso 2..

Sr. Presidente . - Ese término queda. Sola-
mente se reemplaza el término "maliciosa-
mente".

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el
artículo 32 con la modificación propuesta por el
señor senador por Catamarca.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
32. Se haii registrado 39 votos a favor y 4 en
contra.

-Se enuncia el artículo :33.

Sr. Presidente . - Tiene, la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma. - Cedo la palabra a la senadora
Fernández Meijide, que va a hacer una pro-
puesta.

. Sra. Fernández Meijide. - El inciso 2 del ar-
tículo 33 dice: "Podrá ser ejercida por el afectado
y sus sucesores, por sí o por intermedio de apo-
derado".

He tenido noticias de que en el caso de fami-
liares de gente desaparecida durante la dicta-
dura que pidieron el hábeas data, este recurso
les fue denegado. Hubo jueces que desaconse-
jaron el recurso de amparo. Hubo votos en disi-
dencia; hoy tuve en mis manos un voto en disi-
dencia de la jueza Marta Herrera.

Creemos que habría que ampliar esta cláusula
para que quedara más clara. Solicito al presi-
dente de la comisión que él lea la redacción final
-él toma mis palabras-, para que quede bien
redactada; no sé cuál será el texto que propondrá
la comisión.

Sugiero: "..y los sucesores de las personas fí-
sicas, sean en línea directa o colateral hasta el se-
gundo grado, por un período de 5 años y poste-
riores a su deceso, cuando el deceso. esté
probado". Tal vez sería mejor quitar la alusión a
los 5 años, porque representaría un límite.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma. -A continuación de la redacción
original.

Sr. Presidente. - Sí.
Tiene la palabra el señor senador por Cata-

niarca, para este mismo tema.

Sr. Villarroel . - Señor presidente: estoy de
acuerdo con lo que acaba de proponer la señora
senadora por la Capital,, pero respetuosamente
sugiero no cambiar la norma sino redactarla un
poco más claramente.

Creo que tal como está redactado este artículo
33, incluso como acto lingüístico, no resulta muy
inteligible. La redacción no respeta la concor-
dancia, desconoce algunas reglas de sintaxis,
equipara casos distintos. Dicho esto con ánimo
sincero de colaboración.

Propongo el siguiente texto para el artículo
33, que lleva el título de "Procedencia. Legiti-
mación activa": 1. La acción de hábeas data pro-
cederá:.a) para tomar conocimiento de los datos
de carácter personal almacenados en archivos,
registros y bancos de datos públicos, o en los pri-
vados destinados a proporcionar informes; b)
para exigir la supresión de los datos falsos o sen-
sibles, o la confidencialidad de estos últimos; c)
para exigir la rectificación o actualización de los
datos inexactos o desactualizados.

2. Podrá ser ejercida por el titular de los datos
o por sus sucesores (agregando lo que acaba de
proponer la señora senadora). Cuando la acción
sea iniciada por personas de existencia ideal, de-
berá ser ejercida por sus representantes legales
o por apoderados.

3. En el proceso podrá intervenir en forma
coadyuvante el defensor del pueblo.

Sr. Alasino . - Está mal la metodología.
Sr. Presidente . - El señor senador propone

una metodología distinta para la redacción del
artículo 33.

Sr. Yomá : La comisión no acepta, pero sí la
propuesta de la señora senadora por la Capital
Federal, a continuación de la actual redacción.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 33
con la modificación propuesta por la señora sena-
dora-por la Capital Federal, y aceptada por la'co-
misión. .

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda 'aprobado el artículo
33. Se han registrado seis votos por la negativa y
treinta y siete por la afirmativa.

-Se enuncia y aprueba el artículo 34.
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Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
34. Se han registrado cuatro votos por la nega-
tiva y cuarenta por la afirmativa.

- Se enuncia el artículo 35.

Sr. Cafiero . - Pido la'palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Buenos Aires.

Sr. Cafiero . - Señor presidente: en este ar-
tículo, sobre la legitimación pasiva, propondría
que queden exceptuadas las empresas period i s-
ticas.

Sr. Presidente . - El señor miembro infor-
mante va a proponer una modificación en el ar-
tículo 39, que se incluya "fuentes de información
periodística". Se trata de una modificación al in-
ciso 1, que se encuentra en Presidencia y que
obviamente usted no tiene por qué saber.

Sr. Cafiero . - Muy bien.
Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 35

con su redacción original.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . -Queda aprobado el artículo
35. Se han registrado seis votos por la negativa y
treinta y siete por la afirmativa.

- Se enuncia y aprueba el artículo 36.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
36. Se han registrado siete votos por la negativa
y treinta y seis por la afirmativa.

- Se enuncia y aprueba el artículo 37.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
37. Se han registrado siete votos por la negativa
y treinta y seis por la afirmativa.

- Se enuncia y aprueba el artículo 38.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
38. Se han registrado cuatro votos por la nega-
tiva v treinta v nueve por la afirmativa.

-Se enuncia el artículo 39.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por La Rioja.

Sr. Yoma . - Señor presidente: hemos conver-
sado bastante sobre este artículo con el presi-
dente de la Comisión de Libertad de Expresíon,
el señor senador Romero Feris, v hay una pro-
puesta en el punto 1 del artículo 39. Consiste en
eliminar la palabra "secreto" y reemplazar "el su-
puesto" por "el caso". Quedaría de la siguiente
manera: "Los registros, archivos o bancos de

datos privados no podrán alegar la confidencia-
lidad de la información que se les requiere salvo
el caso en que se afecten las fuentes de informa-
ción periodística".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Entre Ríos de la Unión Cívica Radical.

Sr. López. - Señor presidente: en conso-
nancia con lo que sostuve en la exposición en ge-
neral del proyecto, considero que hay un defecto
de redacción, porque en la última parte del in-
ciso 2 se habla de la resolución judicial que in-
sista con la remisión de los datos. Quiere decir
que hay un primer requerimiento judicial, que
puede ser resistido por el banco de datos en
cuestión. Por lo tanto este artículo requiere una
modificación para que expresamente el banco de
datos esté obligado ante el primer requeri-
miento judicial a mandar la información al juz-
gado -los datos que sean requeridos- y es el
juez, no el banco de datos, el que va a apreciar si
en realidad está contemplada una excepción
legal.

En ese sentido, quiero hacer una reflexión
para que el. señor presidente de la comisión la
tenga en cuenta y, en su caso, redactaríamos
nuestra propuesta.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor
presidente de la comisión.

Sr. Yoma . - Señor presidente: creo que la ac-
tual redacción contempla exactamente lo que
plantea el señor senador.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por la provincia de Buenos Aires.

Sr. Cafierg . - Señor presidente: se trata de
una cuestión meramente formal pero, tal vez,
necesaria.

Cuando se habla de registros, archivos o
bancos de datos privados, vo entiendo que a lo
que se pretende hacer referencia es a los regis-
tros, archivos o,bancos privados de datos. Es
decir, la calificación de privado es con respecto a
los archivos y no con respecto a los datos.

Sr. Presidente. - Sí.
Lo que octirre es que desde hoy estamos dis-

cutiendo que "banco de datos", en sí , constituye
una denominación. No es que se refiere a los
datos sino al banco de datos.

Sr. Cafiero . -.Al banco de datos.
Sr. Presidente . - Está suficientemente acla-

rado desde el comienzo del debate.
Sr. Cafiero . -¿Usted piensa que es así?

Sr. Presidente. - Sí.
Sr. Cafiero . Entonces, que por lo menos

conste en acta.
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Sr. Presidente . - Sí, sí. Está muy claro. Es
una interpretación legítima. .

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el
artículo 39 con la modificación propuesta por el
señor presidente de la comisión.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
39. Se registraron seis votos en contra y treinta y
siete votos a favor.

-Se, enuncia y aprueba el artículo 40.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
40. Se registraron dos votos en.contra y cuarenta
y un votos a favor.

-Se enuncia el artículo 41.

Sr. Presidente . - Hay una modificación
formal.

En el inciso 2 en lugar de "declararla" debe fi-
gurar "declarada".

Si no se hace uso de la palabra se va a votar
con la modificación propuesta por el señor se-
nador Yoma, que acabo de enunciar.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
41. Se registraron dos votos en contra y cuarenta
y uno a favor.

- Se enuncia y aprueba el artículo 42.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
42. Se registraron tres votos en contra y cuarenta
a favor.

-Se enuncia el artículo 43.

Sr. Berhongaray .. - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por La Pampa.

Sr. Berhongaray . - Señor presidente: en con-
sonancia con lo que dijimos, proponemos la si-
guiente redacción: "Asígnase al defensor del
pueblo de la Nación la función de órgano de apli-
cación de la presente ley".

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Entre Ríos.

Sr. López . - Señor presidente: quería hacer
una referencia en el mismo sentido, nada más
que con otra redacción.

Este es un punto específico de la norma que
nosotros hemos considerado en el tratamiento
en general. Hace a la independencia del órgano
de control y a su ubicación en el organigrama del
Estado que, consideramos, no debemos declinar

6085

para deferir la reglamentación al Poder Ejecu-
tivo

Como lo hacen las leves dulas legislaciones
más avanzadas, particularmente la de Francia
que crea un órgano mixto, y porque tengo man-
dat„ de otros senadores que han firmado un dic-
tamen en disidencia parcial de la Comisión de
Dei echos y Garantías, voy a sostener una modi-
ficacíón a este artículo con el siguiente texto:
"Créase la Comisión de Datos Personales como
organismo autónomo, integrada de la siguiente
forma: un miembro elegido por la Cámara de
Diputados de la Nación, un miembro elegido
por el Honorable Senado de la Nación, un
miembro designado por el Poder Ejecutivo na-
cional, un miembro elegido por la Corte Su-
prema de justicia de la Nación, y un miembro de
la Fiscalía Nacional de Investigaciones Adminis-
trativas designado por su titular. La Comisión-
Nacional de Datos Personales funcionará con
fondos asignados con cargo al Ministerio de Jus-
ticrr."

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
na(lor por La Rioja.

Sr. Yoma . - Señor presidente: este tematam-
bien se discutió en comisión y la redacción pro-
puesta por el señor senador Berhongaray trans-
formaría al defensor del pueblo en un órgano
administrativo, cuando es quien controla al orga-
nismo administrativo.

Sr. Berhongaray . - No es así.

Sr. Presidente . - Si no se hace uso de la pa-
labra, se va a votar el artículo 43 con la modifica-
C1011 propuesta por la comisión.

-La votación-resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo.
4 ,1. Se registraron seis votos en contra y treinta y
seis votos a favor.

-Se enuncia el artículo 44.

Sr. Aguirre Lanari . - Pido la palabra.

Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-
nador por Corrientes del bloque liberal`.

Sr. Aguirre Lanari . - Señor presidente: pro-
pongo la siguiente redacción: "Los archivos, re-
gistros, bases o bancos de datos destinados a pro-
porcionar informes, existentes al momento de la
sanción de la presente ley, deberán inscribirse
en el registro que se habilite conforme a lo ds-
puesto en el artículo 21 y adecuarse a lo que dis

-pone el presente régimen dentro del plazo que a
tal efecto establezca la reglamentación".

Esto es a efectos de evitar que se establezca
una diferencia entre lo existente y lo que habrá
de crearse en el futuro.
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Sr. Presidente . - ¿Está de acuerdo el señor
presidente de la Comisión?

Sr. Yoma - Sí, señor presidente.

Sr. Presidente . - Se va a votar el artículo 44
con la modificación propuesta por el señor se-
nador por Corrientes y aceptada por la Comi-
sión.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente . - Queda aprobado el artículo
44. Se registraron 36 votos a favor v 5 en contra.

-El artículo 45 es de forma.

Sr. Presidente . - Queda sancionado el pro-
vecto de lev.' Se comunicará a la Honorable Cá-
mara de Diputados.

Sr. Branda . - Pido la palabra.
Sr. Presidente . - Tiene la palabra el señor se-

nador por Formosa.

Sr. Branda . - Señor presidente: solicito que
por Secretaría se ordene la inserción de mi
firma, dado que no me encontraba.en el país
cuando se elaboró el dictamen que acaba de ser
considerado.

Sr. Presidente . - Así se hará, señor senador.

-Ocupa la Presidencia el señor presidente
provisional del H. Senado, senador Eduardo
Menem.

8

MANIFESTACIONES

Sr. Presidente (Menem). - Corresponde con-
siderar el expediente S.-2.216/96, que contiene
un provecto de comunicación de los señores se-
nadores Sala y Mac Karthy por el que se solicita
la erradicación del denominado "Hanta Virus",
que afecta parcialmente al Chubut y a Río
Negro.

Tiene la palabra el señor senador por el
Chubut.

Sr. Sala . - Señor presidente: solicitamos la
inclusión de esta iniciativa en el plan de labor, a
efectos de movilizar a todos los órganos del go-
bierno nacional en coordinación con las provin-
cias de Río Negro y del Chubut, ante la nueva
infección que ha aparecido y que ya ha causado
muertes en esa región que comprende el sur de
Río Negro y el norte del Chubut, y la suspensión

' Ver el Apéndice.

incluso de las clases en las escuelas, conmo-
viendo a la población de esa zona.

Por ello solicito que se considere y se apruebe
este proyecto -que quisiera fundamentar con
más elementos, aunque no lo haré para evitar
demoras-, a fin de movilizar a todas las fuerzas
del Estado nacional, que ya han comenzado a di-
rigirse hacia esa zona.

Sr. Presidente (Meneen). - En. consideración
el tratamiento sobre tablas ...

Varios señores senadores .. No hay quórum.

Sr. Presidente (Menem). - La Presidencia
ruega a los señores senadores que estén en las
inmediaciones del recinto que contribuyan a dar
quórum a efectos de tratar este provecto, consi-
derando la importancia que tiene..

-Se llama para formar quórum.

Sr. Presidente (Meneen). - Tiene la palabra el
señor senador por San Juan.

Sr. Avelín. - Señor presidente: este es un
tema importante que no puede pasar desaperci-
bido. Considero que debe existir quórum para
que podamos aprobarlo, porque no es nada fácil
ni nada alegre aceptar que esté muriendo mucha
gente debido a este problema epidémico que
está ocurriendo en la Patagonia.

El "Hanta Virus" es sumamente importante.
La epidemia es producida por los roedores y la
enfermedad se transmite al ser humano a través
de la saliva, de las heces, de la orina.

El contagio se produce por la promiscuidad,
así como también a través de los alimentos, del
agua, por las heridas, por las membranas conjun-
tivas, por vía respiratoria y digestiva, y produce
una serie de síntomas que son muy graves. Me
refiero a sintomatología que exhibe insufiencia
respiratoria y renal, que lleva,a la muerte en
forma inmediata.

Considero que es importante que aprobemos
este proyecto, que será bueno para la salud de la
gente y evitará una cuestión epidemiológica bas-
tante grave en la zona afectada.

Por lo expuesto, espero que haya quórum para
tratar este proyecto y dar una solución integral al
problema.

Es cierto que la enfermedad no se contagia de
hombre a hombre, pero se transmite desde los
roedores -ratas, ratones-, que viven en ma-
drigueras y que producen esta afección tan grave
para la población.

Sr. Presidente (Meneen). - Tiene la palabra el
señor senador por el Chubut.

Sr. Sala . - Señor presidente: quiero destacar
y reconocerle al señor presidente del bloque de

cscarlato.dip

cscarlato.dip
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